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A 

Abueo de autoridad.— Véase : iuslicia federal; Prescripción, 

Acción ejecutiva, — Véase : Ejecución. 

Agencia de vapores. — Véase : Justicia federal 

Apelable. — Es apelable el auto que manda ujccnlar un desalojo, orde- 
nado bajo la forma condiciona] de « si es de los demandan- 
tes », sin que antes se haya esclarecido con las formalidades 
de ley, ese hecbo, Pagina 66. 

Apelable. — No lo es el auto por el cual el juez no hace lugar i la de- 
, volucion de una carta reconocida, reseñando para la defini- 
tiva la apreciación de su mérito. Página. 139. 

Apelable. En el procedimiento ejecutivo no es apelable el auto por el 
cual, en razón de no haberse ejecutado el embargo, no se 
hice lugar á la citación de remate j se deja sin efecto el 
auto, abriendo la causa a prueba. Página 159. 

Apelable. — No lo es, el auto ordenando el desalojo del inquilino. 
Página 283. 

Apelable. — El auto reconociendo a) escribano secretario el derecho 
de cobrar costas por desglose de poder, es apelable. Pá- 
gina 429. 

Antañón. — El que no es parte y no se halla comprendido en las 
excepciones de la ley 4, titulo 23, partida 3-, no tiene dere- 
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cho de interponer recursos centra las providencias di ciadas 
en él. Página 87. 

Apelación. — Del auto ordenando el desalojo, en materia de locación, 
no procede apelación. Pagina 239. 

Apelado». — Cuando el pleito principal es de mayor cuantía, los in- 
cidentes que se susciten en él pueden ser llevados en apela- 
ción, cualquiera que sea su importancia. Pagina 429. 

Arancel. — Véase : Derechos de arancel* 

Aval. — Véase ; ÍMra de ambio. 

B 

Banco Hipotecario Nacional — La autorización que por su ley urgá 
nica tiene éste, para tomar posesión del bien hipotecado en 
los casos previstos por dicha ley y por el contrato de présta- 
mo, lleva en sí la facultad de solicitar de la autoridad com- 
petente el auiilio de la fuerza pública, para obtenerla sin 
«niorpecimienlo. Páginas 373 y 3TJ. 

Banco Hipotecario Nacional. - Véase: Ejecución. 

G 

Cesión. — Véase : Justicia federal. 

Circulación tle billetes. — El delito de circular billetes de curso lega 
falsos, es pasible de la pena dr cinco años y medio de tra- 
bajos forzados, y multa de 2750 pesos Inertes, Al encubridor 
de dicho delito es aplicable la pena de seis y medio me- 
ses de arresto. Pagina i 92. 

Circulación de billete». — Véise : Falsificación de billetes. 

Comiso. — Caen en comiso los articules despachados libres de dere- 
cho por las empresas de ferrocarriles, qoe se encuentren en 
poder de personas extrañas, sin que se haya liquidado y pa- 
gado el impuesto de los derechos fiscales correspondientes . 
Página 53. 

Comiso. — No tratándose de errores que no puedan pasar desaper- 
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cibidos, la diferencia de cantidad es pasible de comiso. Pá- 
gina 59. 

Comido. — Véase: Contrabando . 

Cotnpeleurin. — Corresponde al juez, que decretó el embargo, resol- 
ver sobrasa continuación ó levantamiento. Página 34. 

Competencia. — Habiéndose est i ¡miado que el paga de la letra se 
haría en el lugar del contrato, si no se hacia en la Capital, 
i \ juez de dicho Jugares competente, una ve/ que resulta 
no haberse hecho el p*go en la Capital. Página 278. 

Competencia* — La acción por desalojo que surge del contrato de lo- 
cacioti, es personal en lo que á sus efectos propios se refie- 
re, y puede intentarse ante el juez del domicilio del deman- 
dada. Pagina 288. 

Competentia. — Véase : Expropituwn; Justicia fedrral; Justicia cri- 
minal; Justicia ordinaria. 

Concurrencia de detitos. — Véase : Pena. 

Conjueces. — Acuerdo nombrando los de la Suprema Corte, para el 
año 1898. Página 1 2. 

Contienda de competencia. — Desaparecida la causa de ésta, deben 
devolverse los autos al juagado de su origen. Pagina $23. 

Contrabando. — Las mercaderías introducidas en contrabando, bur- 
lando las leves \ )a vigilancia de la aduana, caen en comiso, 
siendo ésta la pena en que incurre su propietario. Pági- 
na 2*5. 

Contrabando. El patrón del tiuque que lia transportado el contraban- 
do, incurre en una multa igual al valor de las mercaderías. 
Página 245. 

Contrabando, — El importe del comiso y de la multa á que se refie- 
ren los casos anteriores, deben ser depositados, para que 
deducidos los derechos de aduana, se adjudique el rema* 
nenie á quienes corresponda por derecho. Página 345. 

Contrabatido. — La mulla indebidamente percibida al propietario de 
tas mercaderías contrabandeadas, debe serle restituida. Pá- 
gina 245, 

Corretpondencia. — No puede hacerse lugar h la presentación de la 
correspondencia telegráfica, que no sea la cambiada entre las 
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parles litigantes, sobre el negocio que motiva la causa. Pá- 
gina I SI . 

Coila, Doctor Dan Eduardo. — Acuerdo celebrado ron motivo de su 
fallecí miento. Pagina 5. 

Conos. — Habiendo sido admitidas y rechazadas en parlo las preten- 
siones de los litigantes, las costas del juicio deben abonarse 
en el órden causado. Página tiJh. 

CmUts. — No procede la condenación en ellas, contra el demandado 
que, al ser notificado do la demanda, depositó á disposición 
del juez, al ou¡etu del pago, la suma de que ha resultado 
deudor. Pagina 2tib\ 

Costos. — Víase : Dañas y ¡terjmcm; Expropiarían. 

Cuenta corriente — Véase : LiUa rtmlnlaeiim ; Prexcrifiaon. 



I> 

Daño* tf perjuicio*. — U clausura de una cabellera y la extracción 
de los caballos, y su venta después del transcurso de un 
lie u ino dado, ejecutadas por los agentes de la Municipal ¡dad, 
en cumplimiento de ordenanzas dictadas denlro de las fa- 
cultados de las mismas, son actos que no traen respmiSH- 
biliilad por danos y perjuicios. Páginu 37. 

Daños y perjuicio*. — El propietario de un campo i|ue por propia au- 
toridad desaluja de é\ al arrendatario, es reponsable áéste 
de los daños y perjuicios causados» con arreglo al tiempo que 
debió durar el arriendo. Knlre los perjuicios deben com- 
prenderse la? cosías ocasionadas en ul juicio seguido para 
obtener su indemnización. Página 101. 

Defecto legal. — La demanda pi>r indemnización de daños y perjui- 
cios es procedente y no es defectuosa, aunque no determine 
el importe, la e^pecíticacion de ellos j las bases de su fija- 
ción. Página 1 '.i. 

Defecto t^jat. — Es defectuosa la demanda por cobro de irabajos y 
materiales impagos, si no se especifica las cantidades cuyo 
pago se reclama, la clase y cantidad de trabajos y materiales 
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que menciona como impagos, y la rau*a ó conlralo en 

virtud -leí cual se ordenan, ingina 173. 
Delitos i'omnut*. - Véase : Justicia ordinaria, 
fkre' ho* <t> araneeL— El cobro de derecbos t!e arancel ha sido supri- 

mulo por la ley número 1190. «le il de agosto de 1882, que 

creo los secretarios rentados para los juzgado* federales. 



ttewhm de arancel. — Véase Apelable. 

— El desalojo de un campo, ordenado bajo la forma condi- 
cional de < ¿i es .le los demandantes no puede ejecutarse 
giu antes esclarecer, con las formalidades de ley, ese hecho, 
que es complemente indispensable de la sentencia que lo 

ordenó. Página fio. 
,. - Véaíe Apelable Apelación; Competencia; Daño» y per- 



árrethm. — Nu Halándose de errores que no puedan pasar 
desapercibidos, ia diferencia de calidad es pasible de doble» 
derecbos. Pagina ">9- 



i; 

Ejecución — Us nn-nlas saradas de les libres del líaiico Hipotecario 

Naciimal, no autorizan la acción ejecutiva. Página 27. 
Embargo, — Véase: Competencia, 

Embarga preventivo* — Inexistencia de una sentencia favorable au- 
toriza el embargo preventivo, pero no el secuestro; y la 
prema Corte puede decretar aquél esiando la causa un apela- 
ción ante ella. Página fil. 

Encubridor. — Véase : Circulación de tntletrs. 

Enrolamiento — Probada la infracción á la ley de enrolamiento, pro- 
cede la a [di ración de la pena. Página 15. 

BnrolamitHtO' — llesullando del inlorme del encargado del enxola- 
raienlo, que el procesado ocurrió á enrolarse y que la omi- 
sión de la inscripción fué debida á un olvido de aquel, pro- 
cede la absolución de culpa y cargo. Página 24. 
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EmrtAdmimto. - El hecho del enrolamiento anterior, no quila «1 ca- 
rácter ile delictuoso á la Talla de enrolamiento general orde- 
nado por decreto posterior. Página 50. 

Enrolamiento. — La apertura de un nuevo enrolamiento no exime de 
pena á los que infringieron ta ley en el periodo anterior. 
Página 63. 

Enrolamiento. — llebe absolverse de culpa y cargo al que no se ha 
enrolado por razón de defecto fimeo, que funde la excepción 
ahsulula establecida eu el articulo 25 de la ley de la mate- 
ria. Página 97. 

EnrMammrtú.— Los infractores á la ley de cnrolumieulu deben sufrir 
la pena de un año de servicio militar con el descuento de la 
prisión sufrida á raxon de un día de ésta por otro de servi- 
cio en el ejército. Página D7. 

Enrolamiento. — Los infractores á la ley de mrolamiunlo, que no 
han probado excepción legitima, incurren eu la pena de ser- 
vicio militar por un añu, y el infractor á la ley de moviliza- 
ción, en la de servicio militar por dos años, debiéndose des- 
contar, en uno y otro caso, el tiempo de detención sufrida. 
Página <*bU 

Estufa. — La cometida descontando dos letras con la firma falsificada 
del girante, por la suma total de tres mil pesos, hace pasible 
al reo de) máximum de la pena establecida por el articulo 
Üft, inciso 4% del Código Penal, con los accesorios legales. 
Página 298. 

ExctiratUicion. — rJI delito de hurto en los almacenes de aduana, no 
permite U excarcelación bajo fianza. Página 

Excarcelación. — Los delitos por ¡nlracciun á la ley de elecciones, 
permiten la excarcelación bajo fianza. Página 293, 

Excarcelación. — No procede la excarcelación bajo fianza, cuando la 
naturaleza de los hechos que motivan el proceso no la con- 
siente sinó sobre la base de un juicio» que no es el momento 
de producir. Página 317. 

Excarcelación, — Procede la excarcelación bajo fianza en los casos de 
extradición, cuando el detilo por el cual ésta se solicita, la 
consiente. Página 319, 



"' ; ' "•- " ™ : " ^ • • r 

FmrfítoN _ El condenado por los tribunales del Brasil á un alio 
E M "Lo de prisión y Illa de T50 mil reis, puede ser W 
celadu bajo lianza en et juicio en que se pide su cHndic.cn. 

Página 319. i 
¿Vf(Wlíl0f , _ Debe admitirse la e^sacion que el ju« lunna e« el 
lucho de haber dado instrucciones a *u apoderado, para acu- 
sar criminalmente al procesado Pagina 342. 
|W«*ma*, - tallando equitativo el valor f.jadc » . MW * 
1 ia.inJemnimiones.no procede deduc,r de él el .mportede 

mlcreses ( s¡ «obre éstos se ha reconocido b obligación de 

nagarlos. Pagina 70. 

rreno » » las indemuiMciones, no procede deducir de el le 
que peed» corresponder i intereses, una vei que se ha con- 
vido en p»,»r «I precio , las ¡ndemni.acione.corresp.a- 
,, ielUes . , en fetos so comprende, según junsprudeuc.. 
constan.*, el pago de interne, desde I. fecha de la ocupa- 
,¡mi del terreno eipropiado. P&giuasTl J 8i. 

Ewomion. - El jn« federal a cu,. 6rde,. se b*. delude , .1 
dinero producto de la exprepiacion, es compéleme para or- 
denar su entra»», si no «*» cuestión aliona respecto del 
derecho á recibido. Pagina 135. 

^opu^l, - Declarándose equitativo el precio 

na.lo por el «propiante, las costas del juiciu deben ser ■ 
liefechaspor los interesados por mitad cada uno. Pagina 1K>> 

del terreno eípropiailo, forma parle de la indemnuacieo. 
Páginas 3¿7 y 338 
fij-/r*ÜCfO« - Procede la concesión de extradición, si ha «nB- 
cl la identidad personal, , se han llenado los «quis.to. de 
b ley de 25 de agosto de 1885, sobre extradición de cmm- 
nales, j del Código de Procedimientos en lo Criminal. Páffi 
na 236. 

Extradición, — Véase: ffitófMtM* 
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Falsificación de billetes. — Es justa la pena de siete aíius de trabajas 
- Orzados y cinco mi) pesos fuertes de multa impuesta á los 
reos de falsincacion y rirculacion de billetes de curso legal, 
j la de seis años de trabajos Forzados y tres mil pesos fuertes 
de multa, impuesta a lo* cómplices de la falsilirariwn y rir- 
rulacion. Página A'¿i. 

Fianza. — Véase : Término. 

Fiscales ad twr. — Acuerdo designándolos para el año 1898. Ingina tí. 
Fiscales ad hoc. — Acuerdo modificando la lista rorrespon diente al 

juzgado «Iü Mendoza . Página 1'í. 
Futrza publica — Véase : llanca Hipotecario Xanotiat. 

H 

Hifiotfca. — Véase: Preferencia. 
Honorario*.— Véase: Suprema Gofte. 
Uttrtn . — S éase : E naralacion . 



1 

Incompetencia. —La excepción de incompetencia puede oponerse un 
cualquier clase de junios, sean ordinarios ó ejecutivos, y 
aunque se trate de letras de camino. Pagina 278. 

Inhabilidad de titulo. — No es admisible esta excepción, contraía 
ejecución de lus pagares á la orden. Página 447 

Innovar .— Concedida la apelación en arribos efectos, no puede inno- 
varte en el estado de las rosas. Página 287. 

Intcrcst s. — Los intereses de la suma mandada pagar por el laudu, que 
no han sido mencionados por éste, ni están comprendidos en 
las excepciones de Ja regla del articulo 509 del Código Civil, 
deben liquidarse desde el día en que se ha pedido el pago de 
lastima mencionada. Página 141. 

huerrsea. — Véase : Expropiación. 
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Jueces sapientes. —Acuerdo designando éstos y Jos (i-rales nú hoc para 
til ano 1898, Página ti> 

Jueces suplente* . — Acuerdo modificando la lista correspondiente al 
juzgado de Mendoza. Pagina 13 

jTh£¿ de feria. — Acuerdo nombrándolo páralos juzgados federales de 
l,i Capital. Páginas 10 y ti. 

Justicia erimmat. — Correspondo á ella el cobro de una multa impues- 
ta por infracción á ta ley sobre impuestos internos. Pági- 
na 332. 

Justicia federal. — E\ delito de abuso de autoridad, cometido por un 
funcionario nacional por ra/on de su cargo, corresponde al 
fuero federal. Páginas 17. 

Justicia federal. — Para que, en caso de cesión, proceda el fuero fe- 
deral por ra/on de personas, es necesario que puedan invo- 
carlo tanto el cedente como el cesionario. Pagina 46. 

Justicia fetUral. — En las obligaciones solidarias, para que proceda 
ul fuero federal, es preciso que cada uno de ios actores ten*a 
derecho á demandar individualmente á cada uno de los de- 
mandado* ante los tribunales federales. Página 162. 

Justicia federal. — Pertenece al fuero tederal la contención enlre un 
ciudadano argentino y un extranjero sobre denuncia de mi- 
nas. Página ttil. 

Justicia federal. — Correspondí? a tos tribunales nacionales el conoci- 
miento de las causa* subre danos y perjuicios procedentes 
de violación de las disposiciones de la ley nacional sobre 
ferrocarriles. Páginas 181. 188 y ü(KÍ. 

Justicia federal.— Las causas por daños j perjuicios procedentes de la 
violación de las disposiciones de Ta ley nacional sobre farro- 
carriles, son de compentencia privativa de los tribunales le- 
derales, y es nulo lo obrado en ellos ante lo* tribunales or- 
dinarios." Página 2*2. 
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Justicia federal. — No correspoden á ella, las cuestiones sobre im- 
puestos establecidos exclusivamente (tara fa Capital . Pági- 
na 324. 

Justicia federal. — Sun de su competencia, las cansas civiles en que 
son parles un extranjero y un argentino. Página 346, 

Justicia federal - IVne fuerza ríeGuittva la sentencia que Jos tribuna- 
les locales dicten sobre competencia de la justicia federal, y 
Ja que la niega es susceptible de recurso a la Suprema Curie. 
Páginas 349 y 354. 

Justicia federal. — Un contrato sobre servicios á prestarse en una 
agencia de vapures establecida en esta ciudad, no constitu- 
ye un contrato sobre navegación ó comercio marítimo sujeto 
á ja justicia federal. Página 448. 

Justicia ordinaria, — Corresponde a la justicia ordinaria el conoci- 
miento de Jos delitos enmures, mientras no resulte que éstos 
hayan sido cometidos en lugar sometido á la jurisdicción 
nacional. Página 29, 



huulo. ~ Los árbitros llamados á laudar sobre cuestiones proceden- 
tes de un contrato de rescisión, bajo la cláusula de deber 
laudar con arreglo al c> ni rato, r.o cometen nulidad, si es- 
tando el contrato original en idioma extranjero, toman por 
base el lexto de él en castellano, transcripto m el instru- 
mento del contrato de rescisión, con asentimiento de las 
partes. Página :m. 

bunio —Tampoco cometen nulidad si admiten la presentación de do- 
cumentos, uu señalada por el compromiso, pero no prohi- 
bida expresamente por éste. Página 386 

íaudo. — No puede decirse que no sea comprometido un punto que 
se halle tan íntimamente ligado con el punto comprometido 
que precede, que no seria posible comprenderlo, ni inter- 
pretarlo sin recurrir á los términos de éste. Página 386. 




Laudo. — Véase : Inte retes: Multa. 

Letra de cambio. — La [alta de protesto de ta letra por no haberle 
pagado en liempo, y !a falla consiguiente de aviso al avalista, 
trae la pérdida de la acción del tenedor contra éste Páfi- 
na ií") 

¡Mra é$ ¿moto. — Véaüe ; Competmcvi ; Incompetencia, 
¡¿y electoral . — Véase : Extarcélaaou. 

Litis contestaron — Trabada la contienda en el concepto de versar 
¿obre el cobro de un saldo mi cuenta corriente, no es per- 
mitido al tribunal alterar la naturaleza del crédito que se 
litiga. Púginü HH. 

Litis contentación. — Véase : Sentencia. 



Marca de fábrica. — La aplicación á sus productos de una marca que 
ha sido declarada de propiedad de otro, hace incurrir k au 
autor en la penalida i que la ley sobre marcas de fábrica im- 
pone a sus infractores. Página 418, 

Minas. — Véase: Justicia federal. 

Ministro de feria Acuerdo designando para la de 1809. Página 9. 

Mulla, — La establecida contra la parle que se alce del laudo, debe 
depositarse a la orden del juzgado, j no pagarse, si el recu- 
rrente ha deducido contra et laudo el recurso de nulidad. 
Página 145. 

Multa. — Véase : Contrabando; Justicia criminal. 

N 



Nulidad. — No causa nulidad en la sentencia, el haber hecho el juei 
mérito de un hecho no mencionado en la querella, como 

elemento di- prueba para declarar la falsificación. Pagina 
418. 
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Nulidad, — No cansa nulidad en la sentencia, el haber omitido el 
juez considerar en su fallo, algunas de tas razones alegadas 
por el acusado eti su defensa. Página 4-18. 

Nulidad. — Véase: Laudo: Prescripción; Provincia. 

O 

Obligación solidaria. — Véase : Justicia federal 
Pagan. — Véase: Inhabilidad de Ututo . 

Papel Sfiltedo. — Según la ley de sellos de 1895, al contrato de arren- 
damiento de un buque por el término de un año, & razón 
de 750 libras esterlinas mensuales, formando en las doce 
mensualidades un tola) de libras ÍKKK), equivale mes á 1 56.854 
pesos 8 centavos moneda nacional de curso legal, corres- 
ponde el sello de 157 pesos. Página 7í>. 

Pejta,— Si con ocasión de la ejecución de uu hedió criminal, se per- 
penan varios delitos, I» pena k aplicarse es la del detilo más 
grave, sirviendo los otros de circunstancias agravantes. Pá- 
gina 298. 

Pena. - Véase : Circulación de bittelrs fainos; Estafa; Falsificación 
de bitlelt'S; Prinion sufrida . 

Preferencia. — Kl crédito hipotecario válido, es de preferente pago 
á los créditos simples sobre la cosa hipotecada. Página 127. 

Prescripción. — El delito de abuso de autoridad, cometido por un fun- 
cionario nacional por razón de su cargo, se prescribe por el 
lapso de un aíio desde su comisión hasta ta citación del que- 
rellado! Página 17. 

Prescripción. — La prescripción de un crédito en cuenta corriente 
con traído en 1888, debe ser juzgada con arreglo al Código 
de Comercio vigente en esa fecha. Página 118 
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Prescripción. - Contra la nulidad alegada por vía de eieepoion, no 
procedí; la oposición de prescripción . Página 

m». «L. - L* ÜM P<" l™-"™ ncs é **** S '7 A Ue in 
cuerpo del dcliio conste por medio do pruebas d.recUs é in- 
mediatas, no puede fundar una condenación. Pagina -67. 
Protesto — Véase : tetra de rambio. 

Pm, W ri ( i.- La, provincias, como persona, jurídicas, pueden decir 
de nulidad de los actos ejecutados por sus repreguntes 
fuera del límite de las facultades que les confiere la Consti- 
tución, que es el estalulu que las regla. Página 303. 

el tiempo de prisión sufrida, a nx» de do. dias de ésta por 
uno de trabajos loriados. Pagina 192. 



Rmmcion. - P¡o es causa de recusación la opinión que se prelei.de 

emitida por el juez en otro pleito. Página 242. 
toeonvenáon.-V* inadmisible la reconvención por devolución de 
ltírnín .> como eulregado indebidamente, cuando resulta que 
éste forma parte ¡mirante de mayor área vendida, con arre- 
glo á la ley, encontrada deolro de ella y poseída ya por el 
adquJrente. Página 303. 
Recurso.- Es definitiva y procede recurso ante la Suprema Corle con- 
tra la resolución de los tribunales locales que, enjuicio eje- 
cnlivo, rechaza la acepción de iticom pelen cii, fundada en 
ser la causa de fuero federal. Página lí. 
Recurso - ^ semencia del ¡m 4» P«. PW^Í* P ara aiUe eI J u *~ 
gado de \* instancia, y que en su caso hace cosa juzgada, et 
recurrible para anie la Suprema Corle, si desconoce el fuero 
federal que el interesado lia invocado, fundándose en una 
ley del Congreso que se lo conceda. Pagina» 251 y 346. 
Recurso . - Tiene tuerza de definitiva la sentencia que los tribunales lo> 
' cales dicten sobre competencia de la justicia federal, y la que 
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la niegue es susceptible de recurso á la Suprema Corle. Pá- 
ginas 349 y 354. 

Recurso. — No procede para ante la Suprema Corle de autos de los 
tribu mies locales, en los rúales sólo se ha puesto en cues- 
tión la le; de procedimientos de los mismos. Página 376 . 

Recurso de revisión*— No pueden reverse sentencias pronunciadas 
en revisión. Página tÚ. 

Recurso de revisión. — No procede contra Jas sentencias de la Supre- 
ma Corle dictadas en causas civiles, como tribunal de ape- 
lación. Página íí22. 



S 

Santo Fé.— Por la Conslilurion de esl» provincia, corresponde al po- 
der legislativo disponer del uso v enajenación de las tierras 
de propiedad provincial . Página 303. 

San t ti Fe. — No existiendo ley de esta provincia, que autorice al poder 
ejecutivo a dar tierras situada* al suri de la antigua linea de 
frontera, en pago de las obligaciones asumidas para avanzar 
al norte de la expresada (linea, ¿los acto* del gobierno que 
importen promesa de dar dichas tierras, no obligan a la pro- 
vincia. -Página 303. 

Secretario.— Véase: ApetaMr ; Derechos de arancel . 

Secretario de feria. — Acuerdo designando para la de 1898. Págtoa 9. 

Sentencio . — Trabado el pleito sobre la materia déla demtnda, la re- 
solución no puede recaer sinó sobre lo deducido en ella y 
en la respuesla.fsín poderse tomar en consideración otras 
razones que se hagan valer pnsleriormenle. Pagina 425. 

Sen teñan. — Véase- Nuli&ul. 

Servicios. — Corresponde al juez la*esümacion de los servicios pres- 
tados, cuando en ellos domina el carácter de gestión judi- 
cial. — Página 305. 

Sobreseimiento. — Cuando se halla comprobado el delito, v solo no 
aparecen indicios suficientes para atribuirlo al procesado, 
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corresponde el sobreseí míenlo provisional, y no el definiti- 
vo. Pagina 383, 

Suprema Curto, — Esla no puede apreciar la procedencia 6 improce- 
dencia de las correcciones disciplinarias impuestas por el 
juet federal, si las palabras que las motivaron tienen lacha- 
das ya; en tal caso no puede pronunciarse por la condena- 
ción. Pagina 135. 

Suprema Corte. — Es i n competen le para lesober á cargo de quién 
deban declararse las cosías de un ¡uicio lenecido ante los 
tribunales ordinarios. Página 173. 

Corte. — Carnee de jurisdicción para resolver originaria- 
mente sobre honorarios devengados en primera instancia. 
Página 285. 

Suprema Corte. — Véase : Embargo preventivo; íternrm. 



Término. — El de til) días señalado en el artículo 320 de la ley de 
procedimientos, corre desde el día del pago, y no se cuen- 
ta -i en él los días feriados. Pagina 148. 

Testigo. — En las causas criminales debe presentarse la nómina de 
testigos junto con los interrogatorios, dentro de los primeros 
diez días del término proba Inri o, y deben rachazarse después 
de ese plazo las declaraciones que se pidan, aunque sea 
bajo el titulo de informes. Página 352. 

Tribunal superior. — En el concepto legal se reputan tribunales su- 
periores, en cada caso, los llamados A pronunciarse en últi- 
ma instancia y sin recurso para ante otro tribunal local. Pá- 
ginas 257 y 346. 



5 



Ytnia. — La de un campo con limites duterminados, por el precio de 
tanto por medida, es una venta de cosa cierta ; y la mensu- 
ra que se haga tiene por objeto solamente la verificación de 
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/ las medidas indicadas en elcooir*.^ i) objeto de aumentar 
ó disminuir el precio estipulado. Página 363. 
Venia. — El comprador liene derecho en el caso á que se refiere la 
resolución anterior, á que se le entregue el campo libre de 
posesión dentro de los citados límites ; pero si de la mensu- 
ra practicada resulla que dentro de ellos hay una parte po- 
seída por terceros, á los coales el vendedor se encuentra en 
la necesidad de hacer desalojar, no puede obligársele á veri- 
ficar dicha entrega, mientras esto no suceda, quedando á 
salvo sus acciones para pedir lo que en derecho correspon- 
da. Pagina 963. 
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HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo relrftradu ron molino del falleruineutu 
de! doctor Eduardo Costa 

En In ciudad de Rueños Aires, á catorce de Julio i!e mil 
ochocientos nóvenla y siete, reunidos en acuerdo extraordí- 
uario el señor Presidente de la Suprema Corle Federal, Hoc- 
lurdon Uenjnmiu Paz. y los señores Ministros Doctores don 
Luis V. Várela, don Vbel Ita/an, don Octavio (Jungo y don 
Juan E. Torren t, dijeron : 

Oue habiendo ocurrido en este din el sensible lili lee i miento 
del ciudadado doctor don Eduardo Cosía, Procurador Gene- 
ral julo I .ido, ex-.Ministro do Justicia, Culto ó Instrucción Pú- 
blica, que presidió In organización del Poder Judicial de la 
Nación, y que ha prestado lan importantes servicios, de- 
hiendo honrar la memoria de ese distinguido ciudadano, 
acordaban en homenaje á sus méritos: 

¡'rimero: Suspender In audiencia del dia de mañana en 
señal de duelo y asistir en corporación á la inhumación de 
sus restos. 

Segundo: Encomendar a] señor Ministro Doctor don Juan E. 
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Torren I, la expresión en aquel ;nin de ios sentimientos de los 
miembros de este Tribunal por tan irreparable pérdida, 

Tercero: Dirigir á la señora madre de! extinto una carta de 
pésame. Así lo ordena ron, mandando se registrase en el libro 
correspondí eme y .se publicase. 

umiAsirs paz. — luis v. taiiki.a. — 

ABKI. HA/APí. — OCTAVIO BLNtíE. 
— JL'AN E» IUHHKNT. 

José Domuujurz, 
Secretarlo. 



Aeuenht dcsi ¡piando f"s ¿iteces supimh's y jásales nd hoe 

para H año /V's 

En la ciudad de líuenos Aires, á veintitrés de Diciembre di* 
mil ochocientos noventa y siete, reunidos en su sala de 
acuerdo* los señores l'resnlriilc y Ministros de la Suprema 
Corle Nacional, doctorres don llcnjamin l l az. don Luis V. Vá- 
rela, don Abel Unzan, don Octavio líungc y don Juan E. 
Torren l, con el objeto de formar la lisia de abogados, que 
con arreglo ;i l,i Ley de veinticuatro du Setiembre de mitocho- 
eientos setenta y ocho, deben suplir en el año de mil ocho 
cientos noventa y ocho, á los Jueces Federales de Sección, le- 
galmente impedidos ó recusados, y ejercer las funciones de 
Fiscales ad Aoc, acordaron la formación de las siguientes 
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l'ara la Capital: doctores don Miguel C, Méndez, don Fran- 
cisco Av arza, don BernaPÜRCi Biihao,ddn Rttiintiniió WllmAtt, 
don Aflgel K, Casares, don Alejo do Xewircs, don Alejandro 
Aeevedo, don Adulto F. olivaros, don Pedáneo Ibnrguren, 
don José M. Ahumada. 

Para la Sección de /íio-ao* ¿/res: doctores don Pedro F. 
Agote, (Ion Emilio Carranza, don José X. Hat ¡hizo, don En- 
rique Iti varóla, don Julio Sanchos Yiamoot, don Emilio 
Champo, don Mainel A. PnrHa, don José María ílamas, don 
Mariano Candinti \ dun Julio X. Unja-., 

Para l.-i Sección de Santa Vé: ductores don P. No lasco 
Arias, don Joaquín Lejarza, dun Caliste Eassagn. don Pedro 
Echaguc, dun Jusí? Legiuzamnn, don .Nicanor de Elia, don 
José María Fierro, don Julio Hudriguez do la Torre. .Ion Fe- 
derico Molina y don Guillermo Siin lt an. 

l'ara la Secci te Entre /iros : doctores don Miguel M. 

ÍUiiz, dun Hauiun Calderón, don Carlos X. de Ella, don Va- 
lentín A. Hernia, dun tmé de! liara», don Martin Kuiz Moreno, 
don Andrés C. Callino, don llamón Pebre, don Marlin Mayer 
y don Marciano E. Torres, 

Faralá Sección de Corrientes: doctores don Juan Valcn- 
zucla.don redro F. Sánchez. «Ion Fermín E. Alsina, douHó- 
mulo Atnadey. don J. Alfredo Ferreyra, don Martín (ioytía, 
don rrnno lu'az Cnludrem. don J. F. Soler y don Ernesto 
E. Esquer. 

Para la Sección de tUtrituba : doctores don Aguslin Patino, 
don Juan M. fiarro f don IVodoiuiro Paez, don José M. Iluiz, 
don Tomás C.arzou, don José J. del Prado, don tlalael liarcia 
Montano, don Julio Uehcza, don Pablo Julio Rodríguez y don 
Cipriano Soria. 

Para la Sección de Santiago del listero: doctores don Na- 
pi íleon Taimada, don Manuel Argana ras don Hamun l. Agüero, 
dun Ramón Gómez, don Remigio Carol, don Dámaso (lime- 



8 ACUEKÜOS DE LA SUPREMA COllTE 

nez Bel irán, iJoit Adolfo Sánchez, don José Ü. San tillan, don 
Pedro L. Cu niel y iloti Jos*" 1 M. Arias Morón o. 

Para la Sección de Tuvurnún: doctores don Km i lo Teran, 
don Juan Manuel Teran, don José Frías Silva, don Patricio 
Za valía, don Servando Viaíia. don Itutiuo Cossio. don Alberto 
E. Padilla, dnn Abra ha m de la Vega, don Felipe Hnivo y don 
Faustino Sálvalo. 

Para la Sección de Salín : doctores don Felipe II. Arias, don 
don Juan T. Frías, don Pedro I. López, don Iluminan (¡ne- 
mes, dnn Damián Torinn, dnn Aniceto La Torre, don Julio 
Toritio, don Luis Peña, don Luis Linares y don José María 
Sotó. 

Para la Sección de : doctore* don Pablo Carrillo, don 
Segundo Linares, don Deliin S. de Rustainanle, don Cosme 
Areas, don Aníbal II el güera Sánchez, don Pablo Arroyo, don 
Daniel Ovejero, don Teófilo S. de lluslamanto. don Fran- 
cisco Acuña, y don Hela vio I turbe. 

Para la Sección de f 'afamaren : d ocio res don tludlermo 
Correa, don Fidel liarrinnuevo. don Santiago Santa Colonia, 
■ Ion Cuíllenuo l.r'Líuizamtjfi, <toii Máximo Vera, don Simón 
Avellaneda, don Kslauróliln Nieto y don Federico Especlic. 

Para la Sección de La ¡tx>j<t : doctores don Marcial Catalán, 
don Segundo A. Colina, don Pedro Agost, don J, Vicente de la 
Vega, don Arcadio de la Colma, don Wenceslao Frías, don 
Dellin N. Haca y don Carlos hiaz Garzón. 

Para la Sección di 1 San Juati : doctores don SecundinO .Na- 
varro, don Arístide> Martínez, tlon Javier M. (iarraiuiiño, don 
Manuel Careia, don Alejandro liarramuño, don Pedro A. Ca- 
rro, don Juan M. Conlreras, don Doroteo ltasañez, don Victo- 
rino Ortega y don Pedro A. Correa. 

Para la Sección de Mauínzn ¡doctore- don I-nac Crodoy.don 
Juan E Serú, don Manuel Jtermejo, don Angel D. flojas, don 
Francisco Hursunrcs. don José raima, don Pedro N. Ortíz, 
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.luii Jusi- II. Luiu-imw. don Mro L Ansoivna y .Km Manuel 
Laprida. 

para (a Sección déS#í M*¡ doctorea «Ion Cristóbal le- 
reyra.don Marcelino Ojeda, dóñ TdMlü Sm, don Domingo 
Flores, 'Ion MniiicrtüriUliciTRZ. don Juan Harad, don Ueiujíiu» 
KnilriKUf.'/. Jurmlo, ilott Jttail tklTO ¿™ Vic,or S ' 

Guiñazú vilun Jacinto Yidohi. 

io,ln hi nial dispusieron y mandaran, ordenando .se regis- 
trase enellihm -i-' amonio-,, puhl icase y si: comunicase 
al I»in1er Ejooulivn. 

EHSJAM1H PA?.. — LUIS V. VARELA. — 
AREL BAIAN. - OCTAVIO BCXGB. 
JI AN K. TiiHHESI . 

- 

Jase A. Frías, 

Scrrt'l.irii». 



Aeuenh thsitjmtmtu Minhim >j .Vcrc/íin.. 
/«ira ta /ért'a </c ' v '* s 

En la ciudad 'le Himnos Aires, á los'vnulilrcs días del mes 
de Diciembre do mil oeÍKKiientos nóvenla ysicie, reunidos en 
la Sala lie Acuerdos los señores l'rosidonle y Ministros de la 
Suprema Corle Federal, doctores don lien ja mili l*az. don Luis 
V, Varólo, don Abel Raían, don Octavio Bunga y don Juan 
E. Torren!, con objeta d® nombrar Juez de Feria, ron arreglo 
al articulo f ilarlo del ItP^lnionito para el .'.rden interno de la 
Suprema Corle, acordaron nombrar al señor Ministro doctor 
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don Luis V. Van-la, para desempefiar la* funciones de tal, 
actuando n mío Secretario ol doeun* don José* E. Domínguez, 
^uien deberá designar lo* empleados que durariN' la feria 
tengan que concurru á la Seeféparía para el servicio do ella. 

Así lo dispusieron v mandaron, ordenando que se rc¿íis- 
lr-isi- en el libro correspondí rulo v se publicase. 

HUMA MIS PAZ. — M IS V. VAHKLA. — 
AfíKI. BAZA», — OCTAVIO Ul NliK. 
- JftíAWÉ. TuHRKlfT. 

Ja« ¡ .1. 

Nten-t.iriii. 



.icí/^n/ü ti&mbmntto .luvz de Feria pam los juzgados 
fufara (os de itt Capital 

En la ciudad, de Buenos Aires, á los veintitrés días iiel mes 
do EMeicnibre de mil noimnonlos imvenia y siete, reunidos cu 
la Sala de Acuerdos el señor Presidente de, la Suprema Corte 
Federal, doctor don Benjamín paz. y los señon-s Ministros 
doctores don l.ui* V. Van-la. don Abel ISazan, don Octavín 
Burile v ilon Juan K. Torren t, dijeron: que existiendo ac- 
tualmente tres jueces federales con asiento en esta Capital, 
y pudiendo atenderse por uno de ellos solamente, el servirio 
de los tres juzgados durante el feriado, resolvían que así se 
hiciera, designándose para la próxima feria, al Juez más 
moderno .ductor don Gervasio K. Cnmel, con el secretario ó 
secretarios que $ designe. 
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l o lirmnr urdeitambi que publique > m- comunique 

;'i quienes corresponda . 

ftENJAMIN PAZ- — I.US V. VA HELA. - 
AUKL KAZAN. — OCIA VIO BüNftE. 
JLAS K. fOHÍlKNT- 

,fo0 I . t'rius, 
Serr«?u»rio. 



Ií'Ui'/'i/-. twtttifiritmtin't antrnur. 

En I* ciudad tle Buenos Aires, ¡i los veintiocho di;is del 
mes de liieicmbri' de mil ocbonionlns nóvenla y siete, reuni- 
dos CB Sfíll de Agüenlos el señor Presidente de la Suprema 
Corle Federal doctor don benjamín ra/., y los señores Minis- 
tros doctores don Abel Kazan, dnu Ueuivio «unge y don Juan 
E.Torrenl. dijeron : Hue en vista do las razones maniteMadas 
verba Unen le por el Juez Federal doctor don Gervasio F. Ura- 
nel. para ser eximido por este año del servicio de feria, re- 
solvían modificar el acuerdo que precede, en cuanto se 
designa para dicho servicio á ese Juez, nombrándose en su 
lugar al doclor don Pedro Olaerliea y Alcona. Lo firmaron, 
ordenando que se publique y se comunique ñ quienes co- 
rres] tonda. 

UKNJAWlíf FAZ, — AUE1. BAZAN. — 
na A Vio ULXG8. — JUAN E. 



ToliHEST. 



Jusf L Crias. 

Si'iTelíirio. 



ACUKHIIOS (>E LA SCPHE1HA LIMITE 



Acuerdo nombrando Conjueces (te lo. Suprema Corte 
pura el CNiQ W8 



Ku tu ciudad de ítueíjns A i ros, n primero de Lebrero de mil 
oehorionlos nóvenla y onlio, reunidos en >u Sala de Amenlos 
los señores >1 inistms «le la Suprema Corle dn Justicia Nacio- 
nal, d00Mft« (Ion Luis V. Várela, don Abel Hazan y don Oela- 
vio Hun^r. mu el objeto fie nombrar roí ijueres para el co- 
mente nfio, en cumplimiento del ariiculo veintitrés de la 
Ley de PR*cedÍrfiíei)IO£, aeojHlarOfi nombrar a Ins señores 
doctores don ÍSásfHjttiel l'creyrn, don Manuel Qbarrio, don 
Juan .1. Montes de Ora. don Honorio Un riel, «Ion Enrique 
Martínez, don Juan S, Fernandez, don losé Mar ja Gutierres, 
don Juan Manuel Tenvro. don Ualael Uui/ de los Llanos, 
don Luis Laicos lia Ha. don Juan K. Marra, don hnnie] J. 
Donovan» don Luis Saenz. Peña, don Manuel Oumlana, don 
Leopoldo Rasnvilbaso, fjon .losé María llosa, don Mariano 
Oislellanus. d*.;; lialdonn-ro I.lerenu, don Pascual líeraro- 
chea, dOfl .luán .1. Homero, ilou hardo Itoeha. don Joa<(uin 
M. i'.ulbm. don Julián L. A^uirre, don Juan A. Arreo y ¡Ion 
Estanislaos. Záhallos. Todo bienal dispusieron y maiída- 
ron, ordenando se publicase y registrase en e] libro corres- 
pon di eme. 

miS V. VARELA. — ABEL BAZAS. 
— • O! TA VIO IWMIY.. 

José í, Fritts, 
Sivrrl m>> 
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Acuerdo modifican^ la listo de jueces suplentes y fiscales ad 
Itoc, correspondiente al juz<judn de h Ser? ion df Mendoza 

En t;i ciudad «I*- Üu«-iioH Aires, ¡i ám$ «m tle Marzode mil 
ochocientos novonln v oclio, reunidos cu acuerdo los añores 
Minisinis de la Si 1 1 >rei ¡i al .*>r\ ■ • d actores don Uiis V. Varia, 
don Abel Ü&m J Í&B Octavio ¡íuflge, dijeron: <|iio habiendo 
comuiiieadoolJuey.de la Sen-ion di* Mcudo/.a, por oficio de 
fecha quMse del COrrietiie, que varios de bsffbogodoa incluidos 
por esta Suprema foirlc» para desempañar dn ranto el año 
actual, las finninin's ilejuéees federa lea aupienicsy fiscales 
ad fwc. se hallan imposibilitados de prestar eslus servicios, 
acordaban formar para H efoclo indicado, la síguienle lisia, 
■Ululando sin efecto la anlorirmente confeccionada ; doctores 
don Juan K. Serú, don Manuel lierinejo, don José Palma, don 
.los»' K. bencinas, doe IVdrol. \ii/jnrctin,ilou Manuel bnprida, 
don Maximiliano l.eivsi, don Conrado Crspudes, don Ignacio 
llotnbal v don KiearduT. Kuiz. 

Asi Indispusieron, mandando que se publique y secomu- 
Ctique a quien corresponda. 

LUIS V. VAILKI.A. ABKI. HA/.AN. — 

OCTAVIO (UNGE. 

Jnsr t. fVof.V 

Secretario. 



FALLOS DE LA StTRKMY CORTE 

DE JUSTICIA NACIONAL 
CON L\ RKLAGIO?) í«i SUS RF.SPKCTIVAS CAUSAS 



A 53 O I $ 9 6 

' ntimacii'm, 



Contra likanlo PimnmUi, por infracción ú faíey 
de enrolamiento 

Sumario. —Probad a 1 a infracción A la ley de enrolamiento», 
procede la aplicación 'le la pena. 

Caso.— Resulta del 

( nilo del Juw Federal 

L;i Bata, Noviembre 2 d.< 

Autos y visto*: Loa seguidos eontTa Ricardo Piamonti, por 
infracción á la ley de enrolamiento. 
T consideran') o : Que de los informes de foja ... y fuja . , . , 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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fallos nt la situé» a coutk 



se encuentra plenamente probada U falta cornetilla y desvirtúa- 
da por consiguiente la declaración del determln. Por esto, fallo: 
condenando al referido Piumnnti á ta pena de un año de servicio 
obligatorio en el ejército, con arregln al artículo 35 de la lev 
3318, debiendo descontarse el tiempo oV prisión sufrida y ha- 
cerse el computa pot secretaria A razón de un día de prisión por 
otro deservicio. Notiiíquesecoii el origii.nl, regístrese y líbrense 
los oficios de! caso. 

Mariano S. fíe Aunrcoecfiea. 



VISTA DKL SESO» IMtCiCL HA hOU i.KNhlUI. 

Jliwm»* Aires. Nmkmlnv IT úv lH0*i 

Suprema forte; 

La sentencia de foja 16 vuelta se ajusta ú las constancias de 
autos y A So pre-cripto por la lev mimbro 3318 en su artículo 
35. 

La apertura de un nuevo enrolamiento no desvirtúa las res- 
ponsabilidades de la ley, muebo más cuando se trata de un pro- 
cesado que ha incurrido y estaba sujeto á juicio por ellas, con 
anterioridad, Pido á V. K. la confirmación del auti* recurrido 
de foja i ti ratita. 

Sabiniano Kier. 

FhIIo de la Suprema Corte 

iJuenoi Aires. Noviembre 2ti de ]M96, 

Vjstos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador fíeneral, y por sus fundaiurjntus, se cunfirma, con 
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costas, ta sentencia apelada de foja diez y seis vuelta. Devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO DUNGÉ. 



« AINA <( \n 



Contradon Cárhs A. Mansilta, ¡mr^uTella de don José Dallas; 

snhrc nhfis» dr autoridad 

Sumario, i° El delito de abuso de autoridad, cometido por 
un funcionario nacional por razón de sn cargo, corresponde al 
fuero federal. 

2 o Dicho delito se prescribe por el lapso de un año desde su 
comisión hasta la cítadon del querellado. 



frrTo. — Resulta de las siguientes piezas: 

VISTA DEL PftOCUHADOR FISCAL 

Buenos Aires, Setiembre de 1696. 

Señor Juez : 

El acusado en este asunto se ha presentado á V. S. oponien- 
do á la querella que ue entabla, la excepción de prescripción, 
t. tifi a 
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como artículo de previo y especial pronunciamiento usando para 
ello del derecho f|ue lo asiste, según el articulo 443 del Código 
de Procedimientos Pemil. 

Teniendo un cuenta, por una parte, que la prescripción es de 
orden público, y por otra que de ser procedente en este caso 
haría desaparecer la Tazón de ser de !a querella, no habiendo 
base para coutinusir tate proceso, este ministerio se cree obli- 
gado á t^tudiar la excepción propuesta, dándole preferencia á 
toda otra cuestión . 

Conceptúa el que suscribe que el delito que >e imputa i ■ a- 
prefecto de puertos don Cárlos A. Mansilla, es el de usurpación 
de autoridad, de acuerdo con el artículo 240, inciso 3 o , del Có- 
digo Penal, como el minino querellante lo calibea, no pudien- 
do reputársele de hurto, como también se insinúa eu ta querella, 
por cuanto de los antecedentes n surje indicio de qne el acusa- 
do se haya apoderado de la cosa de que se trata ni de que ella 
haya sido sustraída clandestinamente, lo que caracteriza ese 
delito, seenii el texto ¥ nota del articule ÜI3 del Códign l'-mil. 

Consistiendo, pues, en una usurpación de autoridad la acusa- 
ción que se trae contra Mansilla, y de que se querella el señor 
Dallas, ía pena i imponerse seríala do arresto de un mes á un 
año é inhabilitación de uno á tres años, según la gravedad del 
delito, á estar á los términos expresos del artículo 214 del citad» 
Código. 

Esta penalidad determina, con arreglo á la misma ley penal, el 
tiempo requerido para la prescripción del derecho de acusar, la 
que en el caso presente se opera en el término de un año, con 
arreglo al inciso 3 o del artículo 89, debiendo contarse el dicho 
lapso de tiempo desde el momento en que se cometió el delito, se- 
gún expresamente lu estatuye el artículo 91 del Código citado. 

Entrando ahora á examinar en el caso sub-jutlice, el momen- 
to de la comisión de] delito de que se acusa á Mansill i, resulta 
que él tii¥o lugar en Mayo % de t895, a estar á las constancias 
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administrativas de foja « vuelta y siguientes traídas ¡1 e^os 
autos por el mi-stii" querellante y ¡i sus propias aGrmaciones de 
su eseritode foja 15, ruando dice que en los primeros días del 
mea de May » do 1895 la sub-prefcctura de San Femando lo des- 
pojó de m «mbarccaion y se la entregó;! un señor Darío Miguel. 

Desde la f celia des i-nada, pues, debe empezar so á contar el 
ano que el querellado afirma transcurrido entre la comisión del 
delito y la interpelación del querellante, durante el cual se ha 
operado holgadamente la prescripción que opone á la querella. 

Examinando las constancias de autos, que es la única Cuente 
de que V, S. dispone para juzgar y n-solver sobre este punto, 
resulta que re* ¡en en 2 de Julio de líUXS se formula la querella 
(f, 15), motivando la citación del querellado, la que tuvo lugar 
en Julio 13 del mismo año, según la nota del actuario puesta á 
foja 22, lo que determinó la comparencia de aquel eá 18 de 
Agosto siguiente. 

Ksa citación, primer acto directo de procedimiento contraía 
persona del delincuente, único capa/, de interrumpir la prescrip- 
ción, con arreglo al texto espreso del artículo 03 del Código Pe- 
nal, es lo que vino á interrumpirla en el presente caso; sieudo 
este el otro estremo que hay que tomar para ver si la prescrip- 
ción se ha operado legalmente. 

Basta comparar la fecha 2 de Mayo de 1895 en que se come- 
tió el delito y la fecha 13 de Julio de 189ü, en que se citó al 
querellado, para convencerse que la presct. 4 3Í011 se ha opera- 
do sin inconveniente, transcurriendo entre ambos momentos 
unís de un año, lo que es suficiente por si sólo para qu» la ex- 
cepción propuesta sea procedente y deba ser aceptada por V. S. 

N*o creo tenga importancia las observaciones que se hacen por 
el querellante cuando alega su ignorancia del hecho que acusa, 
y de su autor, para excepcional contra el lapso de tiempo 
transcurrido, ni tampoco el mérito que parece dará las dili- 
gencias practicadas antes de la citación del querellado; lo pri- 
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mero, porque además de no ser cierta tal ignorancia, syguti cons- 
ta fie los escritos de foja 5 y foja 12, ni que ya designa el liech.. 
y su autor, la ley no distingue en punto a la prescripción, la 
que seguí» sus disposiciones se o pura sencillamente por el tiem- 
po transcurrido entre la comisión del delito y su interrupción 
(artículos citados del Código Pena)); y lo segundo, porque las 
diligencias y actuaciones para obtener los informes administra- 
tivos de fo¡ a 8 y siguientes, no pueden en manera alguna re- 
putarse actos del proeedimientu directos contra Ja persona ael 
delincuente quien fué ajeno coraplei amenté á tales diligencias 
y actuaciones, según consta de los mismos antecedentes que 
acompaña el querellante. 

Por estas consideraciones, creo ijue V. S, debe admitir la ex- 
cepción opuesta y mandaren consecuencia sobreseer definitiva- 
mente en este asunto.de acuerdo con el artículo 134 del Código 
de Procedimiento Penal, 

,/. lintel. 



l'alHi del Juca Federal 

Humos A iros. Octubre 3 de 189K. 

Y vistos: listos autos llamados para resolver la excepción de 
prescripción deducida por el defensor del procesado, Carlos A. 
Slansilla, acusado por don José Daltas del delito de usurpación 
de autoridad, di, cuyo estudio resulta: Que la excepción invo- 
cada se Lasa en baber ¡.runscurrido el término de un año reque- 
rido por la ley para que se opere la prescripción sin baber el 
damnificado intentado durante él la respectiva ac> ion. 

Qn« sustanciada esa defensa, el querellante solicita rio se Im- 
ga lugar á ella, con costas, por estar comprendido el ca^o en el 
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artículo 93 del Código Penal, en razón de los procedimientos 
que instruye las diligencias presentadas por la demanda, y que 
importan una interrupción de esa prescripción y la prueba del 
delito y de su autor. 

Que id ministerio jiuu! ; oo, por lo* fundamentos consignados en 
su procedente vista, acepta dicha excepción; habiéndose llamado 
autos para sentencia y cuya providencia ha sido consentida por 
las partes. 

Y considerando: Que con arreglo á la disposición del inciso 
3" del articulo 89 del Código Penal, el derecho de acusar por 
delitos que merezcan pena de arresto, se prescribe al año. 

Que el término de la prescripción para las acusaciones, co- 
mienza á contar desde el día que se cometió el delito; artículo 
91 del Código citado. 

Que el delito pur el que se querella á Mansüla, á ser juatili- 
t-ado. sería castigado con la pena de arresto, por encuadrar el 
caso en la disposición de los artículos 240 y 241 del mismo Có- 
digo y no en las concernientes aldelito de hurto, como se insi- 
núa, desde nú*' para ser tal le faltan sus elementos propios y 
constitutivos requeridos por el artículo 193. 

Que el tiempo intermedio entre el día que se afirma se come- 
tió el delito y el de la acusación, excede en mucho del plazo ie 
un año requerido por la ley recordada para que se opere esa 
prescripción, extremo éste implícitamente reconocido en el es- 
crito de foja 40. 

Que, por eonsi-eu.-ncia, la prescripción de U acción invocada 
resulta evidentemente justificada de las propias constancias de 
la cansa, desde que el querellante no ha alegado causa de inte- 
rrupción de i-sa prescripción, pues tas actuaciones sumariales a" 
que hace referencia en su contestación son aún de fecha posterior 
al término del año que se invoca desde la consumación del deli- 
to, como resulta de la simple comprohncion de sus lechas: no 
siendo por otra parte aceptable su manifestación ó excusa de no 
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haber intentado más antes la acción, por tener que averiguar 
previamente la existencia del delito, y la persona de su autor. 
Desde que estos extremos le eran perfectamente conocidos, como 
claramente resulta de sus escritos de fojas 5 y 12, y porque el 
último, á los efectos de la conservación de su derecho, era abso- 
lutamente indiferente conocerlo, bastando para ello su presen- 
tación á La autoridad judicial o ejerciendo cualquier acto direc- 
to de procedimiento tendente a interrumpir esa prescripción. 

Por e^tas consideraciotirs, de acuerdo ron lo solicitado á foja 
33, y lo aconsejado pur el ministerio público, fallo: declara »■ lo 
procedente y admisible legalmente la excepción de prescripción 
opuesta por el defensor del pruCesado Mansilla en la causa que 
le sigue duu Ju>£ Dallas, sobre usurpación de autoridad, con 
costas, En su consecuencia y de acuerdo en el artículo i3 i t in- 
ciso 3", del Código de iutruccion criminal, sobreséese esta cau- 
sa definitivamente por resultar el acusado exento de responsa- 
bilidad criminal. Repónganse los sellos, y ejecutoriada esta 
resolución, archívese la causa. 

AtfUStín l tiiinarraiu. 



VISTA DEL StSOH PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires, < ►clubre 10 de 1»%. 

Suprema Coria: 

El delito imputado al ex-preft cto marítimo en estos autos, 
se refiere á un empleado nacional, y al abus > de la autoridad 
de que se bailaba investido. Se hace derivar de las ordenes 
dictad. is desde >u oficina c< ntral para la desposesiou de un bu- 
que surto en aguas del puerto de San Fernando. 

Por razón del cargo público, en virtud del que se ordena el he- 
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eho, *mm lugar.,! que se consuma, la acción cae bajo el 
régimen de la jurisdicción n,Hon,l t S e«un se des,.r. ud, del ar- 
ticulo 3«, inrUw 2" y do la ley d, eaiDptteacia de 4863, y ar- 
tículo 23, incisos §> y 4", del C6digo de Procedimientos en lo 
criminal. 

Ksto en cuanto á la jurisdicción de V, E. 

En cnanto é U acepción de prescripción, n suelta en el unto 
recurrido dr foja 16, el Procurador G-neral nada íietíe que ob- 
star á lo, fundamentos de la vista ti>cal de foja 41 , y conside- 
rad del auto recurrido, ,ue siendo ajustado a la, constancias 
üe amos y á las prescripciones legales citadas, con lucen legal- 
mente á su con lirm a< ion. 

Sabiniaiw Kier. 



íhIIo de I» «uprema Corte 

Uuenos Aires, Nímaittbrfi ¿'i <!■ i 896 * 

Vistos: De acuerdo con lo espuesto y pedido por el señor Pro- 
carador General, y por sus fundamentos se confirma, con eos- 
tas el auto apelado defnja cuarenta y seis. Devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAS. 
OCTAVIO BL'NGE. 
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CAUSA CCIII I 



Contra don Mateo Xatella. por infracción n la le;/ 

í/íí enrolamiento 



Sumario, — Resultando del informe del encargado del en- 
rolamiento, que el procesado «-currió áen rolarse y que la omisión 
de la inai'ripeion fué debido á un olvido de aquel, procede la 
absolución de culpa y cargo. 



Ha so. — Resulta d l 



Fallo del iii» Feücr»l 



Curdola. Agoslo 11 de IKÍM. 

V vistos; El presento juictocriminal instaurado á solicitud del 
señor inspector generul de milicias contra dun Mateo N atolla y 
en el cual se le denuncia romo infractor á la ley de enrolamien- 
to en la Guardia Nacional. 

Considerando: 1 u Que el Fiscal acusa por tal motivo alproce- 
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sado pidiendo para él la pena de un año de urvkto militar en 

el ejercito de linea. 

2 a El procesado alega que encargo ádon Eliseo Amaya ¿acara 
su papeleta, quien no lo hizo por haberse olvidad". 

3' 1 Abierta la eausa i prueba no resulta justificada ninguna 
excepciou legal, pues las alegadas son improcedente, pues de- 
bió cumplir personalmente su obligación y ul hecho de ser te- 
legrafista no está probado que lepnvase de hacerlo, 

#» Qoc habiendo omitido la obligación de enrolarse, es aeree- 
dor ú las penas establecidas por la ley. 

Kn su mérito y de acuerdo con lo dispuesto po' el articulo 35 
de la ley nacional número 3318. que debe aplicarse como poste- 
rior y más benigna, condeno al c.iudano Mateo Natella jí sufrir 
la pena de un año de servicio militaren el ejército de línea. A 
susefeetos, oficies? al señor Ministro de la<!uerra. llágase sa- 
ber con el original, ven su caso archívese. 

C . Moyana iiacitúa. 



VISTA ÜEL SESOIt PROCURADO» GENERAL 

Huenos Aire;-, Noviembre 13 úa 189fi. 

Suprema Corte: 

El defensor del procesado Natella expuso á Toja 16, que sien- 
do su defendido únko telegraiista en la Villa del Tránsito, de- 
partamento de San Justo, ejercía funciones personalísimas, 
por lo que rogó ádon Elíseo Amaya, encargado de la inscrip- 
ción lo anotase en los registros y le entregase la papeleta pro- 
metiéndole hacerla aquel oficial . 

Recibida esta excepción á prueba á foja 10 vuelta, el defen- 
sor pidió la diligenciada prueba de foja 18 y esa diligencia ha 
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sido evacuada ú foja tí3 por el encargado del enrolamiento en 
laA'illadeí Tránsito, expresando: que efectivamente recibió con 
reiteración de Natellae) encargo de sacar su papeleta, pero que 
olvidó de dársela, no obstante haber firmado todas las papele- 
tas de inscripción en su d< parlamento. 

Resulta entonces, i|ueel procesado no ha negligido el cum- 
plimiento déla lev; que ocurrió al encargado de la inscripción, 
que prometí*', inscribirlo, y que el olvido por parte de ese fun- 
cionario no puede imputársele para responsabilizarle de la in* 
fraccimi ocurrida por tal eausa. 

I'ido ¡i V. K. se sirva p..r + 1 lo revocar el auto recurrido de fo- 
ja 24 vuelta, absolviendo al procesado y mandándolo poner en 
libertad para que ocurra á enrolarse con sujeción á lo dispuesto 
en el decreto de 18 de Setiembre del corriente año, 

Sahinintiu hier. 



Falla «Ir la ftii|»rvmu Cor Ir 

Buenos Aires, Noviembre 28de iwtfj. 

fistos y oiíusiderando : Que como lo dice el señor Procura- 
dor General, resulta de autos que el procesad" lia ocurrido ron 
reiteración ante el encargado del enrolamiento a objeto de lle- 
nar el deber que al respecto le impone la lev de la materia, lo 
que r. conocido y declarado por el citado encardado, que atri- 
buyela omisión á olvido puramente suyo, demuestra que no hay 
falta de parte de aquel, que lo baga merecedor de pena. 

Por esto y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, se revoca Ja sentencia apelada de fe ia veinte y cuatro 
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vuelta, aW)]vii*nd<ts(MÍe culpa y cargo al procesado Mateo Nate- 
11a. Notifique con el unginití y devuékunse. 

UÉNJAMIS l'AZ. — ABfcL BA¿AH. — 

octavio urniue. 



('AUNA « « XI VII 



EUkmm Hipotecario Xaciotiaí, contra <ton ( arlos Traversa 
1/ señora; sobre acción ejecutiva 



Sumario.— Las cuentan sacadas de los linmsdel Banco Hi- 
potecario Nacional no autorizan ta acción ejecutiva. 



Caso. — KL agente del Banco Hipotecario Nacional, a empa- 
ñando una cuenta extraída de los libros del mismo, inici6 jui- 
cio ejecutivo por el saldo quetlla arroja, diciendo que es un 
instrumento público (art. inc. 5 o , CÓd. Civ.), que, trae 
aparejada ejecución; y que dicho saldo proviene de hipoteca 
constituida á favor del fiando por los demandados, pues que ha- 
biéndose vendido el bien afectado, ei producido era insuficiente 
para el pago de toda la deuda, según resulta de la expresada 
cuenta. 
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Fallo d>I Juh ledfrul 

Salta, Octubres de 18%. 

No estando lu citen til que acompaña comprend i >1 a eu el inci- 
so 5 u del articulo 979 del í "údígo Civil, por cnanto id Baneo Hi- 
potecario Nacional, si bienes una inst r turion [ dbHca creada por 
el Congreso para fines tic administración bajo la dependencia 
del Gobierno Nacional, no es un bien particular drl Kstado, ni 
en consecuencia sus rentas, oficinas ó dependencias pueden lla- 
maise fiserttes; calidad que corresponde sólo á los iiienes que 
forman el tesoro del Estado, ó á las oficinas y dependencias de 
su administración, no ha lugar á la ejecución; en consecuencia, 
traslado á U> demandado-i. 

Zambrano. 



Falla de la Suprema Curie 

Buenos Aires, Nnu.-mbr»- 38 do 189G, 

Vistos y considerando : Que el líancu Hipotecario Nacional se 
¿obtenía >-n sus operaciones euu independencia de la adminis- 
tración genrral del país, con arreglo á la ley de su creación. 

Que conforme a e;a misma lev, los préstamos que h¡iga el ci- 
tado Banco, deben hacerse en escritura pública, ln que importa 
decir que deben «star comprobados en esa forma (artículo cua- 
renta y cinco de dicha ley). 

Que es de observar que no basta la cuenta simplemente fir- 
mada por el encargado de llevarla, para autorizar un ernbar- 
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go preventivo, trabándose de las operaciones del Banco Na- 
cional en liquidación (artículo veinte de la ley numen, tros mil 
treinta) siete), lo que demuestra que las cuentas de estableci- 
mientos de ese género, no están comprendidas en el inciso quin- 
to del artículo nuevecieotos setenta y nueve del Código Ci- 
vil. 

t'or i'-stuy sus fundamentos concordantes: so contirroa con 
costas el auto apelado de foja seis J repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMIN Vk¿. — ABELÍUZAN. - 
OCTAVIO BUS CE. 



«'AUNA I C XC VIII 



Por denuncia de sustracción 



Sumaria. —Corresponde á la justicia ordinaria el conoci- 
miento de los delitos comunes, mientras no resulte que éstos 
hayan sido cometidos en lugar sometido á la jurisdicción na- 
cional . 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 
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VISTA FISCAL 

Buenos Aire*, Agoslo 11 de 1H%. 

Señor Juez : 

La jurisdicción federal, tanto (?n materia cítíI como en mate- 
ria penal, debe justiliearse \n primera, y resultar de Jas cons- 
tancia* de autos, de una manera indudable, [asegunda. 

Kn el ¿Tésente caso, cu que se trata ti» 1 un presunto robo de 
navajas que han sido compradas y vendidas por varios indi vi- 
dúos que han sido interrogados, no se ha probado en manera 
alguna que el icho robo haya tenido lugar en los depósito* de 
la Aduana ; dj t ■ que este extremo no se ha probado por cuanto 
no considero sufriente La simple afirmación del denunciante de 
que íüé allí, qm á la casa de Di Hernán til* y compañía le fue- 
ron robados esos objetos, tanto más cuanto que el denunciante 
no acompaña documento alguno, ni prueba la más mínima res- 
pecto de su ali rmacion. 

Hay, pues, que tomar como punto U arranque para juzgar este 
hecho, ia denuncia de í'urdoso y laú lem ion que obtuvo dej in- 
dividuo Mauricio lúi, la que habiendo tenido lugar fuera dr 
todo punto que se halla subordinado directamente ¿i. las autori- 
dades de la Nación, debe ser considerado el he* ho denuncia- 
do como justiciable pijr los jueces ordinarios de La Capital, den- 
tro de cuya jurisdiecion ha tenido lugar. 

Me iudueeii á pensar estas consideraciones que V. 5. debe 
declararse incompetente para conocer en este asunto. 
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%ulo dél Juri !Vil*r«l 

Unenos Aices, Ago-lo 11 de 

Autos j vistos : Atento lo fiue resalta u> la* mn^Uiniias de 
autos, á mérito tle las i-otivideracioin>s aducidas por el Pro'» tira- 
dor Fiscal en su precedente vista, que el juzgado encuentra 
arregladas á derecho y reproduce en este auto, y en virtud délo 
prescripto en los artículos 31 y M deH'ódig*» de Procedí mientas 
i-n lo criminal, este juzgado sedeara incompetente para ; seguir 
conociendo de este j ui<io. 

Kn su consecuencia, remítanle estas actuaciones con >ücio al 
señor Jaez de Instrucción entumo y hágale saber al gefe <W 
policía. 

Ayustin t ntinturain. 



AUTO DEL J L F.Z DE INSTRUCCION 

Buenos Aire*. Agosto "Jl de 1896. 

Autos y vistos : resultando : Que según consta de la de- 
nuncia de foja 3 y ratiiicaáou de foja 21, así como de la am- 
pliación precedente, hechas p->r don Arturo P. Cardoso, el deli- 
to fine motiva la instrucción de este proceso, ha sido cometido 
ú á lo menos notada la falta de la mercadería en cuestión, de 
uno de los di. paitos de la Aduana de la Capital, esta- 
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blecimiento donde el Eimo. Gobierno Nacional tiene única y 
Exclusiva jurisdicción. 

Que si bien es cierto que aquella manifestación no ha sido 
corroborada, es igualmente esacto que subsiste basta que e 
pruebe lo contrario. 

Que el Juzgado no puede entrar á justificar si efectivamente 
fué allí lo que refiere el denunciante, por cuanto se veía preci- 
sado á llamar al vista de la Aduana j ello importaría abrogarse 

atribuciones que no le competen á su jurisdicción sinú al juez 
federal. 

Por esto, declárase incompetente el suscrito para su prose, 
cusion y en su consecuencia, remítanse con oficio al Juzgado 
de bu procedencia invitándolo á que en caso de disconformidad, 
lo ele**e al superior para que se sirva dirimir la cuestión de 
competencia. 

Hdgase s¡iber al eeiiorgefe de policía por nota, notiffquese y 
anótese. 

F. C, Cunst atizó. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Bumoi Aires. Octubre í* de 1896. 

Suprema Corte: 

Se trata de una cantidad de narajas y tijeras robadas á la 
caria Üillemann (Ha y compañía, aepun denuncia de Arturo P. 
Cardoso, dependiente de esa casa, á foja 3. 

De las investigaciones practicadas, re&nlt;i que los objetos 
denunciados han sido vendidos respectivamente á diversas ca- 
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sas de compra-venta, >io pudor establecerse hasta ahora su pro- 
cedencia. 

El ¿enunciante Cardost. expresa tti la denuncia, que el robo 
se ha practicado en las dep' itns di* Aduana; pero esa circuns- 
tancia no resulta cmnprobada, Kl misino denunciante declara 
a foja 3 vuelta, qii" no dió uvisoá ta autoridad de la sustracción 
untada, creyendo que hubiere sido infructuoso y el vista de 
aduana, diado como testigo presencial de lo observado en los 
depósitos respecto á la falta denunciada, declara a foja 34 que 
el declarante no lo recuerda. 

Xada existe probado respecto a! lugar en que el robo se per- 
peí raba, y tratándose entóneos de un delito de i-arrtcter común 
debe apreciarlo, prima facie, como correspondiente á la juris- 
dicción del Juez de crimen do la Capital, con sujecinn a las dis- 
posiciones de los artículos Hf y 34 del Código de Procedimien- 
tos en lo criminal. Ksto no obsta que la jurisdicción atribuida 
prima facie, pudiera sustituirá por la del Juez federal si de los 
procedimientos nlteriures resultan 1 que el delito perpetrado tu- 
viera carácter excepcional, pur haberse ejecutado eu lugar so- 
metido á lu absoluta y xclusiva jurisdicción del Gobierno Na- 
cional. En consecuencia, rutgoá Y, K. se sirva resolver la 
Competencia suscitada, d 1 conformidad con lo declarado en los 
autos de fojas26 vuelta y 36. 

Sabiniano AVer. 



Fallo 4e I* Suprema Corte 

«uenos Aires, Hineinlire V de ÍS%. 



Vistos y considerando: Que en el presente caso se trata de 
un delito común por su naturaleza, sin que resulte de las cods- 

T. LIVI ¿ 
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tancias de autos que él hubiera sido cometido en lugar que, so- 
metido á la jurisdicción eiolnsiva del Gobierno Naeionnl, sirva 
á limitar la ju:isdiecíon nrdinariade los jueces locales. 

Por esto, y de conformidad con lo expuesto y pedido por e¡ 
stñor Procurador General, m> declara quw el conocimiento de 
esta causa, en su estado actual, corresponde á la justicia ordi- 
naria. Reinítiise, cu consecuencia, til Juez de instrucción que 
ha entendida en ella y avíase por oficio al Juez, federa'. 

BLKJAMIN PAZ. — ABEL BAZAS . — 
OCTAVIO BUNGE. 



«AUNA CCXCIX 



Don Tomas Brou n Mera, capitán del vapor MacktiMth» , con- 
tra don Miguel Vaccam, por cobro de salvataje ; sobre dt>- 
se)i>bar¡fo de dinero y competencia. 

Sumario. — Corresponde al juez que decretó el embargM, re- 
solver sobre su continuación ó levantamiento. 



fr lS0w — Don Tomas Brown Petera, capitán del vapor lilack- 
hoath, demandó é don Miguel Vacearo, propietario del vapor 
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Litoral \ por cobro de salario de asisten* 11 prestada á éste. Como 
medida precauciona l obtuvo la inhibición de calida del ¡Álorat, 
la que fué levantada pMSteriortnente por haber Vaccaro deposi- 
tado una suma de dinero á las resultas del juicio. 

El demandado opuso la excepción de inc un patencia, sos te- 
niendo que el conocí minuto de la causa corresponda- al juez fe- 
deral de La Plata, en cuya jurisdicción tuvo lugar el hecho que 
motiva U demanda. 

La Suprema Corte admitió esa incepción, declarando que el 
conoeimiunto de la causa no corresponde al Juez de la Capi- 
tal 

Devueltos los atibo», Vaci aro pidió se le entregara el dinero 
depositado, desde que resultaba que el embargo se había de- 
cretado sin jurisdicción, 

El juez proveyó de conformidad. 

El actor pidió revocatoria, sosteniendo que su crédito es pri- 
vilegiado (art . 1377, Código de Comercio); que el demandado 
había consentido el embargo, al consignar la cantidad cuya en- 
trega solicita; y que habiendo sido declarado incompetente el 
Juzgado, tal solicitud no puede hacerse á éste, sinó al que ha 
sido declarado competente por la resolución de i a Suprema 
Cort 

Fall* M Jue» Fficnl 

Buenos Aires. Setiembre 36 «le 18SH>. 

T vistos : Considerando: t* Que según resolución déla Su- 
prema Corte el Juzgado es incompetente pora conocer en este 
juicio, con lo que debe entenderse que lo es no sólo para el fon- 
do del asunto, sinó también para los incidentes como el que 
motiva esta revocatoria. 
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2" Que en tal caso y puesta la procidencia de cúmplase, el 
Juzgado carece absolutamente de Facultad para turnar medida 
alguna, que no sea para dar cumplimiento ¿i lo resuelto por el 
superior. 

3 o Que la consideración dt- ser nula la fianza por haber careci- 
do de competencia el Juagado p;ira ordenarla, no modiOca la 
cuestión, desde que sin reabrir el juicio para discutir uno de sus 
incidentes, no podría tomarse resolución en un sentido ú 
otra. 

For estas considerado ues y las concordantes del escrito de 
foja 62, revócase por contrario imperio la providencia de foja 
58 vuelta. Repónganse la* fojas. 

Qlatchea y A teoría. 



Unenos Aires, Diciembre 1* Je 189fi. 

Vistos y considerando: Qtie el embargo á que se refieren es- 
tas actuaciones ha sido decretado por ei Inferior, siu que, ni an- 
tea ni después, otro juez baya adoptado disposición alguna en 
el mismo sentido, uo constando ni siquiera que haya tomado 
conocimiento de la causa que le sirvió de antecedente. 

Que en consecuencia es el mismo juez que decretó el embar- 
go quien puede y debe pronunciarse sobre su continuación ó le- 
vantamiento. 

Foresto, é importando el auto de foja sesenta y ocho vuelta, 
declararse el juez incompetente para pronuntiarse al objeto ex- 
presado en el considerando que precede, se revoca dicho auto en 
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tal concepto, y vuelvan al mencionado juez para que resuelva la 
incidencia con arralo á derecho. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — ADEL BAZAIS. — 
OCTAVIO BÜSCE. 



l'AUBA C« i 



Don Juan Andenon, contra la Municipalidad del Paraná ; 
sobredarías y perjuicios 

Sumario. — La clausura de una caballeriza, y la extracción 
de los caballos, y su venta después del transcurso de un tiempo 
dado, ejecutadas por los agentes de la Municipalidad, eu cum- 
plimiento de ordenanzas dictadas dentro de las facultades de la 
misma, son actos que no traen responsabilidad por daños y per- 
juicios. 

Caí o, — Resulta del 
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Fallo del Jurz Federal 

t vistos : Roulla que don Martin Puní, en representación de 
don Juan Anderson, se presenta ron la protesta de foja i* y de- 
manda á la Municipalidad de esta ciudad pura que le indemnice 
los daños y perjuicio que dice haberle causado privándole del 
ejercicio de su industria de cochería, y violación de su domicilio. 

Exponiendo los fundamentos de lieoh<> de esta demanda, di- 
ce; 

Que en 23 de Majo, á las cuatro de la tarde, el comisario mu- 
nicipal señor Ayarra^aray, acompañado de otro cu misa rio de 
policia y gendarmes de la misma, se presentó cu la casa de 
Anderson y se apodi-ró di- todas la-» yuntas de caballos de tiro y 
algunos Sueltos (¡líe estaban dentro de bu establecimiento de co- 
chería; los sacaron :í fuera y iteraron en seguida, no sabe don- 
de, Tendiendo unos en remate público, y apropiando otros, des- 
pojando a*í a Anderson de su legítima propiedad. Después de 
sacar las yuntas de caballos dejaron un centinela ¡í la puerta de 
la cochería puta apoderarse de ios que andaban en servicio fue- 
ra del estabíecimi uto. 

Fistos señores, dice, prevalidos do la fuerza pública, sin el 
permiso de Anduisou, sin exhibir órden escrita de autoridad 
competente, y sin llenar las formalidades de derecho contra la 
oposición y protesta de Anderson, violaron su domicilio. 

Todos estos act is ilícitos bao sido cometidos por el comisa- 
rio municipal Ion Luis A y arrear av. invocando órdenes j dis- 
posiciones de la Municipalidad, en cuyo nombre decía ejecutar- 
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los, de mudoqur la ártica responsable de filos e< la Muni ¡pu- 
lí. [&I y no siuigemV señur Ayarragaray. 

Invoca en s^gnida el artículo 10ÍM del Código 1'ivil, y 220 v 
a®! del Penal, *n cnanto al despojo do lúa i*abatlos: el 18 de la 
institución, el 1078 del Coligo Civil y 105 del Penal, respecto 
de la violación del domicilio. 

Con estos fundamentos, dimanda de ta Municipalidad las si- 

gtiil otes indemnización es. 

l'nvel agravio moral injerido A Anderson invadiendo su doini- 
eiiiocon fuella pública, iO.OOOpe^ rr el tajo* de los 17 
caballos de que fui despejado; 850 pesua; parla privación del 
uso de la cochería y de la explotado» de los talleres de herre- 
ría y talaban, ría anexos a ella, i DO pesos diarios, hastaqueAu- 
dersou vuelva á entrar en posesión de lo que es suyo y de que 
ha sidu privado. 

Kl representante déla Municipalidad contesta la demanda, 
negando que cu los procederes que sirven de fundamento á la 
demanda haya ningún acto ilícito que apareje la responsabili- 
dad de daños y perjuicios, pues todos ellos han sido ajustados & 
la ordenanza del 3t de Agosto de 18412 sobre tambos y coche- 
rías, y á la de 20 de Enero del mismo año sobre animales suel- 
tos, y para probarlo acompaña el expediente administrativo se- 
guido en el caso que motiva la reclama- ion de Anderson. Pide, 
en consecuencia, que ella sea rechazada con coütas. 

La primera de esas ordenanzas, dice, determinaba las obras 
que debían hacer en los tambos y cocherías sus propietarios, pa- 
ra que quedasen en condiciones higiénicas, fijándoles para ello 
el término de scia meses, que vencía en t° de Marzo de 
1893. 

El presidente de la Municipalidad dejó correr dos meses y 
medio más, y recien puso una providencia para que el inspector 
informase sobre *1 cumplimiento de la ordenanza por los esta- 
blecimientos. 
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El inspector informó en 17 de Maja y en ese informe apare- 
cía que la cochería deldemandante señor Anderson se encon- 
traba eit malas condiciones higiénicas. El presidente resol?ió 
entonces que el Comisario inspector notificara a le* dueños de 
cocherías y tambos que no se habían colocado dentro de las 
prescripciones de la ordenanza, que en el término de cuarenta y 
ocho horas se sacasen fuera del municipio los animales que tu- 
viesen en sus establecimiento*. Anderson fué notificado de esta 
providencia el 18 de Mayo. 

Yeuoidas las cuarenta y ocho horas, no se mandó cumplir esa 
resoJui ion, y el 20 del mismo mes Anderson se presento pidien- 
do que se hiciese iiupecciouar su cochería por don Augusto 
Oras y don Enrique Aucbter;el presidente defirió A este pedido, 
disponiendo que se practicase la inspección por diehus seiiores 
aseriados al doetorLafferru-re, todos concejal^. Practicada la 
inspecdon informaron el mismo dia 20 de Mayo, diciendo que 
la cochería no se encontraba en las condiciones higiénicas de Ja 
Ordenanza, 

• Después de este informe, ^ dejaron correr (43) cuarenta y 
ocho horas más, vencidas las rúales so ordenó al inspector que 
intimara á Anderson que sacase en el día los animales de la co- 
chería . Anderson íirmó la notificación, pero no cumplió lo i.rde- 
nado y fué recien entonces que el euinUario inspector, en ejecu- 
ción de la orden del presidente, procedió á sacar ¡os caballos el 
23 de Mayo á las \ de la Urde. 

Todo lo expuesto consta del expediente administrativo. 

El presidente, dice, ha procedido por derecho propio, porque 
el artículo 22 de las ordenanzas lo faculta para clausurar las 
eoch.'rias que no hayan cumplido las disposiciones queen ellas 
se contienen, y porque la Municipalidad puede allanar domici- 
lio* por razón de salubridad pública, según el articulo 38 de la 
Constitución provincial, y en este caso se lian llenado además 
todas las formalidades necesarias para el allanamiento. 
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Kecibitla ta causa ápiueba, ol actor prmhico la que corn- de 
foja,., á foja.. y el demandado la du foja... a foja... 

Y considerando; 1 ú Que los hechos alegados como fundamun- 
to .'.e la acción consisten : t° en que la Municipalidad, por me- 
dio de sus agentes, allanó el establecimiento de coche ría del de- 
mandante, man<i6 sacar fuera de él 8 yuntas de caballos de ti- 
ro y t suelto, impidiendo reentrasen á él otros caballos que 
trabajaban afuera y que volviesen los mismos expulsados, por 
m.diodi. un eentWla, loqu<- equivalía á clausurar la coche- 
ría; y 2 a que la Municipalidad seapoderó de tos caballos expul- 
sáis y tos vendió, poniéndoles su marca, como si fuesen pro- 
pios, 

2* Que por el artículo 49 de la ley provincial de 25 de Junio 
r|e 1884, >e atribuyeá tas municipalidades la facultad de dictar 
ordenanzas sobre higiene de los municipios y de adoptarlas 
medidas conducentes á asegurar la salud de las poblaciones, y 
el artículo 48 de la Constitución de ia Provincia las autoriza á 
allanar los domicilios para la consecución de este fin. 

3" Qué en uso de estas atribuciones, la Municipalidad de esta 
Capital sancionó la ordenanza de2(We Agosto de 1892, deter- 
minando las condiciones enque debían colocaras los tambos y 
cocherías para mantener la higit-ne de dichos establecimientos, 
señalándose un término en el que debían i umplirlas, pasado el 
cual debían clausurarse aquellos establecimientos que no se hu- 
biesen colocado eu dichas condiciones, según lo presoríbe el artí- 
culo ¿2. 

4 o Que eslá probado por las constancias del expediente acom- 
pañado a la contestación déla demanda de foja.., a foja... 
que ta Municipalidad allanó la corheriade Anderson y ejecutó 
!os demás actos tcndt-nles i la suspensión de sus trabajos, en 
ejercicio de las funcione-, que le son propias como institución 
administrativa del Gobierno de la Provincia, para dar cumpli- 
miento A la citada ordenanza sobre higiene, sin que pueda se- 
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Ñu lar se en «1 procedimiento observado con t-se fin n i ti g una ix- 
tralimitaciOLi de sus atribuciones legales. 

5M}ih' por con filien te esos actos di* la MunidpalMad son 
pinamente administrativos y sólo ella nudo y debió juzgar, se- 
gún su criterio, si en la cochería di- Anderson se había cum- 
plido ó no con la ordenanza y si correspondía pr.H-edei i su 
i Jausura por motivo de salubridad pública, y no al juzgado fe- 
deral; porque los jueces federales, ruando el fuero procede co- 
mo en esti* casu de ladiversa nacionalidad le las partes, súto 
tienen jurisdicción para entender en la* caucas puramente civi- 
lee: artículo 2% inciso 2", de la ley de 14 de Setiembre de 
1863. 

o Que siendo esto así, y probado como está que la Municipa- 
lidad usó de BUS atribuciones den ir- de tus límites de la Consti- 
tución y di- la ley, m» e< responsable de los daños y perjuicios 
que por e»ta razón ha/u p»didu sufrir Anderson; porque el 
cumplimiento de obligaciones legales no constiluye como ilíei- 
toniuiíun acto (artículo 1071 del Código Cirili, y porque los lie- 
dlos que no causan daño slnó por una causa imputable al que 
lo sufre, no impone responsabilidad ¡ilguna (artículo 1111, Có- 
digo citado), y en esta situación se encuentra Anderson por ha- 
berse negado á cumplir las resoluciones de la Municipalidad. 

7 o Que respecto del secuestro f venta de los caballos, después 
de sacados de la cochería, la conclusión es diversa. 

Con el desaloj . de la cochería quedo cumplida la ordenanza 
sobre higiene. La soltura de los caballos en la calle fui un he- 
cho nuevo producido por los mismos agentes de la Municipali- 
dad, quienes los espantaron hasta el extremo de una de las ca- 
lles, llevándolos más tarde al corralón municipal. Ksto está 
probad.» por las declaraciones de los mismos, fojas 71 y 78 y Ljs 
testimonios du fojas, 55, 57, (50, 75, 77 y 141 á 144, de manera 
que si en este hecho hubo contravención a la ordenanza sobre ani- 
males sueltos-, los autores principales de ella, son los mismos 
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empleados municipales, no Anderson, á tfflW no pueue imnutar- 
se ni siquier* indolencia, pues si bien *\ comisario Ayarragaray 
dice á fojas 26 y 68, que al icario, d, la cochería los puso a dis- 
posición defate, Anderson lo niega, y tal circunstancia no Be ha 
hecho constar formalmente e« el endiente administrativo, ni 
„. ha justificado de otra manera, y mientras Lo* caballo, e.tu- 
viesen en poder de 1.., emplea** él M debía retomaras de 
propia autoridad. 

»■ gue e.t. .imple , aposición de lo, hechos pone de mut». un- 
to que lo, procederes d, la Municipalidad fui-ron irregulares y 
sin derecho al apoderarse délos caballos de Anderson y vender- 
lo* para el pago de innlta* por infracción,* cometidas por sus 
.Topio, empleados, y desde luego es ella responsable de os da- 
nos y perjuicios ocasionados (arlfeulo i ii% Código Civil). 

9* Que por lo q..e tt*«* a perjuicios Attdewqn no 

lu iustilieado cuál sea su monto, como era su deber hacerlo, 
siendo así que este juicio tenía por único objeto perseguir su in- 
demnización, por lo «oe élloa deben limitarse á la devolución 
délos caballos Ó a la salive ion de su precio, según estimación 

por peritos, . . , 

í&^tM&mimm declaro que la Mun.c,,.al,<lad de 

esta Capital no es responsable de losdaños y perjuic.os que re- 
clama Anderson por el allanamiento de la cocer!:, y desalojo 
de los caballos eiirteStW en «lla.cn prohibición devolverlos á 
introducir, y la absuelvo de la demanda en esta parte. Declaro 
por el contrario, que la misma Municipalidad b. vond.do .«de- 
bidamente los 17 caballos de tiro de propiedad de Anderson, y 
M consecuencia está obl.gada á devolverlos 6 n satisface, su 
importe, según estimación de perito*, en el termino de lOdias, y 
la absuelvo de la demanda en cuanto á los demás perju.c.os 
censignientes al hecho de 1. venta, |»r no haberse justificado su 
impmte. La Municipalidad debe satisfacer sus costas y lu mi- 
tad de ias causadas por Aniloison. 
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Notifiquese en el original y repóngase el papel con los selloB 
correspondientes, 

Jf. de T. Pinto. 



falto de la Suprema Corle 



míenos Ain s, Diciembre 1* de 189tí 

Vistos y considerando: Que tienen fuerza de ley y deben re- 
cibir la correspondiente ejecución, las ordenanzas municipales 
que las m u n iei pal j dudes sancionaren sobre materias que les es- 
tán encomendada* y cuando haciéndolo no violan derechos de 
tercero. 

Que en el cas<« sub-judire, la Municipalidad del Paraná dic- 
tundo ordenanzas sobre higiene y segundad, bu obrado en ejer- 
cioio de atribuciones que le están conferidas por -u ley orgáni- 
ra, sin que huya limitado ó afectado derecho alguno adquirido 
qiii* pueda inroiurel demandante. 

Que en consecuencia la ordenanza sobre caballerizas, sunoio- 
nuda por lu Municipalidad expresada^ esta fuera de cuestión en 
su eficacia misma, nu estando en manera alguna demostrado que 
al ser aplicada á la caballeriza de Anderas se hubiese hcoho una 
aplicación injusta ó siquiera incorrecta que pudiera motivar la 
responsabilidad de susejecutors . 

Que la clausura de una caballeriza importa que d< jen de ha- 
ber ctballos cu el lo< al y que por tanto los que tuvo Andprson 
en id lugar declarado, inadecuadual efecto, lebieron ser sacados 
y trasladados á otra parte. 

Que en consecuencia y puesto que Anderson no cumplió con 
el deber de sacarlos caballos, los agentes municipales echán- 
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dolos fuera de ta caballeriza no hicieron sinó ejecutar lo orde- 
nado ton finen de higiene, y que debía llevarse á cabo sin de- 
mora. 

Que recoger los caballos suelto* y enajenar 1 ib después del 
trascurso de un tiempo dado, era un deber impuesto á los agen- 
tes municipales por la ordenan2A respectiva de seguridad, de 
manera que la situación creaba por este hecho os también regi- 
thi por los ir¡ nejo ios ja cunsid er ados» _ 

Que conforme al articulo mil setenta y uno del Código 
Civil el ejercicio de un derecho 6 el cumplimiento de una obli- 
gación legal no puede constituir comu ilícito ningún acto, no 
surgiendo por tanto las responsabilidades emergentes de actos 
ilícitos. 

Por estoy sus fundamenta concordantes se confirma la sen- 
tencia apelada de foja doscientas una en cuanto absneWf á la 
Municipalidad del pago de daños y perjuicios por el allana- 
miento de la cochería y desalojo di* los caballos existentes en 
ella, y se revoca en cuanto condena ála misma Municipalidad 
i devolver 6 satisfacer el importe de lus caballos vendidos, de- 
clarándose á este respecto cumplida la obligación de aquella 
con la entrega del precio líquido obtenido por la venta de esos 
caballos. Las costas de ambas instancias se pagarán en el or- 
den causado. Repuestos tos sellos, devuélvanse, pudiendo noti- 
ficarte con el original. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BASAN. — 
OCTAVIO BCÍ1GE. 
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ften Uctom Tonm* contra la Provincia de Corrientes, por 
cobro de petos; subre competencia 

Sumario. — Para que, eii caso *iu ce-íon, proceda ri fuer» fe- 
deral j>or razón de personas, e* neces.i ruque pn.-dan iriYoc¡irf<i 
'ütitoel ceden?»- c<»mo el cesionario. 



Caso. — Resulta <M 



i di- l« Nu|irenia Corle 

B<n*nn* Air.->. Diciembre :i dé 1896 .■ 

Autos y vistos : líeMiltando i|<- Ja in formación produeñlaqu- 
él Ceden ti; es extranjero y ti cesionario argentino, ambos domi- 
ciliados en la provincia de Corrientes. 

V considerando: (¿ue con aireglo al artículo o*hode la ley 
de jgrUüjitcton y competencia, de catorce de Setiembre 'le mi! 
ochocientos ¿escuta y tres, y ln jnris prudencia en su mérito es- 
tablecida, para que t i fuero federal pr»reda, un caso deeesion.rs 
necesario que tanto el cesionario com»el eedeute puedan i uro- 
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t , lr dich« fuTO, lo a«W ¿O OCWÍW ,■« el preste caso, M tf» 
aue el co.io.imi.mt.. de estí •■*„», ii.. corresponde A la jona.l.c- 
'i,., n originaria de esta SiM.nm, fort- R.p'mgase ,1 papel J 

archívese. 

UKMATHl?i PAZ, — LUS V. VAl.KLA. 
-Atit' lUZ.VN. -«MITA VIO BU>tiE- 
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peít^rftls^itrmomtm l'edro Baílestvr, tiiii/ferM» Lacros? 
curcu ■<> hs tnbunale* toral*** ú J« Suprema Corte, 

Sumario, - Ea definitiva, y procede -l ncurso A la Supre- 
ma Curte contra ta re.ohic.on de los tribunales locales, que, en 
juico ejecutivo, rechaza la exc-pcion tfo incompetencia, funda- 
da eu ser la cau>a de futro federal. 



( - (M( ,. - Ant- .03 tribunal*.- ordinarios d.- la rápita, los Be- 
ñores l>eltzer Hsy otro*, iniciaron juicio ej.entivu contra los 
señores MU**, i.acroze y Olmedo. qimnea declinaron de ju- 
risdicción sosteniendo qm- ésta, por razón de las persona, co- 
rrespondía á la justicia federal. Rechazada esa acepción en 
última instancia, apelaron para ante U Suprema <urte, siendo- 
dolea negado «1 recurso, por lo que ...umeioi; de hecho. 
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VISTA DEL SEflOK PROCURADOR GENEUAL 

Buwo» Aires, Noviembre U de 18%. 

Suprema Corte ; 

La resolución recurrida tiene carlHer definitivo, pues ter- 
mina el juicio iniciado por cobro ejecutivo dr pesos, y cansa 
los gravámenes irreparables s urgentes (te la ejecución y venta 
de los bienes ejecutados. El juicio ordinario que puede abrirse 
6 no para invalidar las consecuencias del juicio ejecutivo no 
quita á la sentencia dictada en éste, su raráotar de definitiva. 
Esa resolución ha sido contraria al derecho que sustenta la par- 
te recurrente, apoyándola en las disposiciones de la ley sobre 
competencia nacional. 

Proeede en consecuencia, el recurso, con sujeción ;í Us dispo- 
siciones de la ley de 14 do Setiembre de 1863 en su artículo 14 
y :i \ñ jurisprudencia establecida en los fallos de V. E. 

En cuanto al fondo del recurso, relativo a la jurisdicción na- 
cional invocada para la causa, lo considero injustificado, ante 
tos fundamentos del acuerdo de la Kxtna. Cámara a í/ho, corrien- 
te de fojas 1&2á194de los autos principa les, correspondería que 
sirviéndose V, E. declarar procedente el recurso traido contra 
el auto de foja 108 se sirviera coulirmar el de foja 192 vuelta, 
como lo solicito en la parte que declara la competencia de la 
jurisdicción común de la Capital, 



Sainniano Kier. 



HE JUSTICIA NACIONAL 49 



mil* de la »uprf«n Corle 

Buenos Airis. hiriombr*! 3 de 

Vistos en el acuerdo y considerando: Que los demandados 
han pretendido que el conocimiento de esta causa corresponde ¿ 
la justicia federal, promoviendo al respecto lo cuestión de com- 
petencia por declinatoria. 

Que las sentencias pronunciadas por los tribunales déla Ca- 
pital resolviendo la me n cío nada cuestión, han declarado coa 
Uu rm final y delinitivu que el caso e» de la jurisdicción íü¡- 
cal. 

ijue en consecuencia la procedencia del recurso interpuesto 
pur a unte esta Suprema Corte, es conforme con el artículo cu- 
toree, inciso tercero, de lu ley sobre jurisdicción y competencia 
de los tribunales federales, y noventa déla ley sobre organiza- 
ción de los tribunales de la Capital, desde que se ha puesto en 
cuiMion un derecho qiu; se preten-ie amparado en la ley fede- 
ral, y la resol n clon del tribunal superkr ha sido contrari.: al 
derecho invocado. 

Por ésio, y de acuerdo con lo expuesto y pedido al respecto por 
el señor Procurador General, se declara mal denegado el recur- 
so, y otorgándosele en relación, autos, reponiéndose el pa- 
pel. 

BHUAMH l»A2. - ABEL HAZtPi» — 
OCTAVIO BÜSCE. 
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4 ALNA « * < III 

Contra Pedro Viatíi.por infracción ú itt ley de enrolamiento; 

sobre recurso de revisión 

Sumario. — \ " No pueden rémm sentencias pfOtt«tt0Mas 
en revisión. 

2" Kl lucho fiel enrolamiento ¡iitU-rior, no quita *l carácter 
delictuoso á lafiltadc enrolamiento general ordenado |ior de- 
creto posterior. 

Caso. — PiiüÉl sentencia no haciendo lugar a la solicitud 
que el defensor del procesado promovió en i* instancia pidien- 
do la reapvrtura de la causa para ju*titicar que su dtlendído es- 
tuvo Imposibilitado para enrolarse, aquel ocurrió á la Suprema 
Corte deduciendo recurso de revisión y agregando que Piatli 
estaba inscripto en un enrolamiento anterior, según Fpítttft'dg 
ta papeleta que tiene presentada. 



Ful!» d« la *u|»rem« C*r«r 



Dueiw Aire*, Diciembre a de 1890. 



y vistos; No procediendo el recurso que se interpone y 
tiende á que se revea sentencias pronunciada en revisión , 
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á que so agrega que el lieoho de un enrolamiento anterior al 
nuevo y general que ha motivado la causa, por no haberle ins- 
cripto t i procesado en él, no <[ii¡ta á esta omisión carácter delic- 
tuoso y por consiguiente penable, según lo ha establecido la 
jurisprudencia de esta Suprema Corte, no ha lugar y devuél- 
vanse los autos como a-tii m indado. 



KENJAMia PAZ. — LUIS V. VARELA 
— ABEL BAÍA3. 



4 AUNA nnv 



Don K. Healde Azúa contra don L. Ilonorino, /ior escrituración; 
sobre embaryo preventivo // secuestro 

Sumario, — Inexistencia de una sentencia favorable autoriza 
el embargo preventivo, pero noel secuestro; y la Suprema Corte 
puede decretar aquel estando la causa en apelación ante ella*. 



Caso. — Lo explica el 



F*ll* de la Suprema < »rtr 



Bueuoi Aires. Dicietiitin? 5 de 181«¡. 

Autos y vistos : considerando: Que e l embargo preventivo bu 
sido pedido y decretado hallándose pendiente del conocimiento 
de esta Suprema Corte la prest nte causa, viniendo así á ser 
aquél un incidente de é>ta. 

Que, en consecuencia, este Tribunal lia pedido y debido pro- 
nunciarse sobre el mencionado incidente con urrrglo á los prin- 
cipioa y a la priirticu constantemente observada. 

Que la pfcrte final del articulo cuatrocientos cuarenta y ocho 
de» Códig'Mle Procedimientos de ios tribunales de la Capital, 
aplicable en la justicia federal, con arreglo á la ley número tres 
mil trescientos setenta y cinco, no permite poner en dúdala 
procedencia del embargo preventivo ordenado por el auto deque 
se recurre, 

q«it; las disposiciones legales sobre embargo preventivo no 
autorizan el si cu estro de bienes inmuebles. 

Por ésto, no lia lugar, con costas, á la revocatoria interpues- 
ta *■» el escrito de foja ciento noventa y tres, no haciéndose 
igualmente lugar al secuestro solicitad.! en el mismo escrito. 
Hágase *aber y corran los autos según su estado. 

DfcNJAHlX l»A2. — AliEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUSiGE. 
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«AUNA €•€'«'¥ 



Contra €l Ferrocarril del Snd de la provincia de fíncaos 

Aires; sobre comiso 

Sumario. — Oai'ii en comiso los artículos despachados Ubres 
de derecho para las empresas de ferr"carnles, que se encuen- 
tran en peder de per>onas extrañas, sin que se haya liquidado 
y pagado el impuesto de los derechos Incales correspondientes. 



Cü&Ü. — Resulta de las siguientes piezas: 



noto lucio» r>c aulaka 

Himnos Aire*, Junio 1H di- 

Visto le actuado y considerando: Que está comprobado y reco- 
nocido que la empresa di-I Ferrocarril del Sud, después de haber 
solicitado y obtenido de la A-luana el despacho libre de dere- 
cho* de las partidas de tejas a* que se hace referencia en el parte 
de foja 1, hizo entrega i la casa de los señores Spinetto é hijos, 
que ae ocupa en la venta de esos artículos, de 20,600 tejas de 



FALLOS HE LA SUI-HEMA *:oilTt 



canaleta sin la observancia 'leí requisito establecido por el ar- 
tículo 4" del decreto reglamentario del 5 de Mu i zo de 1884, que 
dice: «Tuda ve/, que una empresa de ferrocarril tuviese necesi- 
dad de vender alguna parte de los materiales de eon>lruecion ó 
explotación intn .ducidos libres de derechos, por 00 serles nece- 
sarios, por el uso ú otra., can mis, deberá presentar á las aduanas 
respectivas un permiso en el sello de pólizas, expresando la cla- 
se, calidad y cantidad de los materiales que se quiere enajenar. 
Las aduanas concederán el permiso previo afuro y ratiiicaciou 
por les vistas p.ira la correspondiente liquidación y cobro de los 
derechos que aquellos adeuden y en el articulo 5 o de! mismo 
so agrega: «has infracciones de lo dispuesto en el arlfcul» ante- 
rior serán castigadas con la pena de comiso en favor del descu- 
bridor ó denunciante». 

Que las franquicias acordada-, por la ley de la materia á la» 
empresas de ferrocarriles para la libre introducción de los artí- 
culos de i üüstrueciou y explotaron, lia sido en el couei pío de 
que los destinen al objeto á que hai. sidu introducidos y en 
manera alguna para cuuicreiar con ellos en mi-uostiibo de io> 
intereses iiscaies, como también de los comerciante!» que legal- 
mente introducen esos artículos á plaza, por la ventajo>a com- 
petencia en el precio de aquéll*»-. 

L'or lo expuesto y con arralo al citado decreto, al artículo S° 
de ta ley de Aduana de 1891 , en une tuvo lu^ar el hecho de la 
referencia, á los artículos 102ü y 1026 de las ordenanzas, rc- 
gnelfO declarando caídas en comiso las 2U.Ü00 tejas . 

Hágase saber, pase á ontaduría á sus efectos, j repónganse 
los sellos. 

II. .Martínez Castro. 
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VISTA HSCAL 



Es fodudab»*, aeataM tea cmsiancias deanes, que las tejas 
d« ** en este expediente se trata, fuero,, dedadas del cami- 
l4 „ q U , debieron Uv ,r ; es decir, que ,d lugar de ir a lo* dopó*- 
toSÜ almacene, del ferrocarril del Bud. iuemn á lu casa de las 
señores SpifletfeoébÍjo*« 

Siu entrar AÉTOlfigiiftí ¡a « ausa de NÉ -junte desviación y te- 
niendo ,-n -u,iitu que las teja* de que se trata fueron despa- 
chadas Ubre, uY derecho, pura sel empleada* exclusivamente 
, m el ferrocarril del Süd en sus línea, respectivas, encontran- 
do^ en poier de personas extraña, ú la empresa y sin que ésta 
huWra becbo las manifestaciones a que esta obligada euando 
quiera ó deba enajenar mercaderías despachada, en tal condi- 
ción; plmm W* tales eircursUncias.M hubieran pa.ado desa- 
percibidas, el iisco hubiera sufrido una diminución de su renta, 
que la ley castiga con el comiso, 

Para que el error que se alega por el representante de la em- 
Mm para considerar que la, tejas fueron inocentemente a ma- 
nos de Spinetto e hijo, fuera aceptable, y para que él tuviese el 
canter de evidente é imposible de pasar desapercibí, sería 
necesario que así U hubia* demostrado, cosa que no ha hecho. 

Creo, pues, por lo expuesto y por las cansía • 
resolución apelada de la Aduana, que son de 
culos 1025 y 10Ü6 de las ordenanzas, y que i 
S. debe couÜrmaT la mem ionada resolución. 



FALLOS DE LA SUPUEMA COUTE 



Falto del Ju» ftVderwl 

Hueuos Amá, Agosto 2*3 de 1896. 

Y Tístos; considerando: Que el presente recurso de apela- 
ción Tersa sobre una extracción de 20.600 tojas de los depósitos 
fiscales pedidos á despacha pur la empresa del Ferrocarril del 
SuiJ, a quien i'stahan consignadas. 

Que según el parte de fija I, fueron pedidas á despacho por 
el Ferrocarril del Sud, por parcial número 31 .370, las 20.600 
tej¡is que aparecen recibidas por lo* señores Spiuetto é hijos, 
como se comprueba por el certificado de foja 18. 

Que eslaudo arados librea de derechos los materiales para 
fetrocarril, paraser destinados al comercio deberán las empre- 
sas así manifestarlo á las aduanas, á lin de que se ordeno el afo- 
ro correspondiente para el pa-o de los derechos. 

Que la excusa presentada en autos por ta empresa no ha sido 
debidamente justiciada y por lo tanto no puede prosperar, des- 
de que es evidente que si la aduana 80 se hubiera a pe re ib id o 
del distinto giro que se había dado á la mercadería en cuestión, 
la renta liscal se hubiera visto disminuida por esa cirmn>tauda 
mucho más en artículos susceptibles de ser despachado» en con- 
lianza. 

Por ésto, y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador Fiscal en ^u vista de foja... fallo : eoniirutandu con 
costas la resolución administrativa de foja 2i vuelta En conse- 
cuencia, devuélvanse en oportunidad estos untos ala Aduana á 
sus efectos. Repóngase con el papel y rotifíquese con el origiua). 



Agustín t'ñtimtnain. 
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VISTA ÜEL StSOR HtOdJAADOIl (ItPiEUAL 



I! (irnos Ano?, Oíluhre Hi de ' ílMl 

Suprema Corte : 

No es bastante para desvirtuar las responsabilidades que afec- 
tan al Ferrocarril Sud. el ítin «i ¡tinenta invocado en la expre- 
sión de agravios de haber procedido sin malicia y por error. 

El hecho consistente en haber obtenido despaeholibrc de de- 
rechos de 73.000 tejas con la calidad de emplearse en construc- 
ciones del ferrocarril, el de no liab.-r entrado ti sus depósitos, la 
rsniided íntegra despachada, y el de haberse encontrado 
20.600 tejas, parte de aquel despacho, en el corralón de ventas 
del uiismn artículo, délos señores Spitietto é hijo, imponen res- 
ponsabilidades graudes i sus autores. Porque el urtículo 1025 
de las ordenanzas declara materia de pena, todo hecho que 
despachado en cae lianza por las aduanas 6 que si pasara desa- 
percibido, produjera menos ren la déla que legítimamente se 
adeude. 

No importa entóaceB la reputación, ni la seriedad insospe- 
chable de los causantes del hecho: ese hecho en sí mismo, cons- 
tituye el fundamento de la responsabilidad legal, cuando fuera 
susceptible de producir un menoscabo en la renta tisal, y que, 
entregándose las tejas en cuestión á un comerciante con casa 
abierta para ventas del mismo género, era posible en el riso, 
una diminución de aquellas rentas, es innegable, cuando los 
sobrautes introducidos por los ferrocarriles, sólo pueden ireti- 
dorse, mediante autorización expresa y previo aforo y pago de 
1 s derechos de aduana. 



PALtUS DÉ LA SLPHEXA COHTK 



Por ello, invocando los considerandos ile la rtsoluriuu admi- 
nistrativa de foja 25 y los de hi recorrida de fula 30, pido a V. E. 
su con firma non. 




Buenos Aires, ÍJinemhre ó Je 18%. 

Vistos: Oe acuerdo cor. lo expuesto y pedido pur el señ«r 
L'rocurad<-r lien* ral, su confirma, con costas, la sentencia ape- 
lada de foja treinta y nueve. V. -'testos los sellos, devuélvanse. 

BE^AMIN PAZ, — AHEL. BAZA>. 
- OCTAVIO ÜLMifc. 
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CAUSA «€:« %! 



Cmtfá Honnard y (¡o/fre; sobre comiso y dobles derechos 

Sumario. — No tratándose de errores 110 Y^úah pasar 
desapercibidos, la diferencia dr cantidarl es pasible de comiso» 
y la de i ulidsid do dobles trechos. 



Otso. — Resulta de las siguiente* piezas: 



II t SOLUCION U K ADUANA 

Bueno Ain-. SUr¿0 ñ d<- l«Jfi 

Vistos: listando su (iciente mente constatado y reconocido el 
exceso y la dihrenoia de calidad de que se da cuenta, y uo ha- 
biendo mérito en todo 1 1 actuado para apartara de la estricta 
aplicación de los artículos 128 y 930, que rigen el caso, pues 
dada la naturaleza de la mercadería, y la cantidad del esceso 
[20 "/J f no 3tí trata en el caso presente de errores que por su 
magnitud n>» puedan pasar desapercibidos, como alega el decla- 
rante. 



FALLOS \lh LA SL'I'HLMA COK JE 



Filie: declarando cuido en comiso el exceso de 57 kilos teji- 
dos de lana a beneficio del apreheusor, é imponiendo dobles de- 
rechos sobre la diferencia de validad denunciada, que se adju- 
dicará por mitad al iisco y at aprehensOT, 

Manifieste el comerciante ai está dispuesto d abonar la pena 
impuesta retirando la mercadería, pr'-vio pa^o de sus derechos. 
Hayase saber y rp^Mnc m-e loa sellos, por U cusa, 

7. tiodrÍQuez. 

MSTA USUAL 

Iludió» Air"S. Mayo -l.> 1M»H. 

Señor Juez : 

Hay un i diferencia entre lo manifestado y ta i arga del vapor 
Sasmnyt f i que se reliereel parte de foja ...: esa diferencia 
trata de cxjiii- ;irse por la casa anisada, diciendo que se trata de 
un i rrtir, que mv^m % pero caliti -n imponible de pasar desaper- 
cibido, y por olio pido no se apliquen tas disposiciones aduane- 
ras que castigan esas diferencias. 

Kl err >r de que se t ata no tu ne semejante carácter, pne* 
bien pudu ser despachado «mi eanüm/i > prolu.-ir una diminu- 
ción > a la renta iiscal, pues la diferencia deque se trata de can- 
tidad y calidad, no surgen ni del li.eumculn ni do la manifesta- 
ción, Mti6 que fué necesario hacer una r-visacion que fué la qu« 
di6 nacimiento al p irte de f ja 1 

Cr |ue aplicando estri- tamente los artículos 128 y 930, debe 

V, S, ronlirmar la resolución aduanera de foja 2. 



7. Itutrí. 
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ralla «leí Jw** redernl 

Buenos Yin>, Agoste T d>. IW*> 



Vista U presente dusa, e.djre apelación deducida por los se- 
ünres liannard y tioífre, d* la rtséldftoo del señor administra- 
dor de aduana, pronunciada con motivnde - xceso en el despacio, 
y diferencia de. ealidnrf éntrelo raauif. st;u! o y la canta Kl vapor 
SaMcany, entrado ai puerto el día 22 de l-nero del corriente 



ano. 



Y eonaidefándós Quede toa «lemetitos de «rittrteion y prue- 
ba* agregad,* al expediente resulta evMe.it- mente e,mprobado 
,d eicesu y diferencia de eal.dad que meuv.ona -1 pafte de 

foja!. „ 

„ UI . llamados a de -durar los int,re,a.lo*. ronliriiwn amplia- 
mente lo. términos de la denuncia, disculpando su. procederes 
m % m -se exceso v eatídftd provienen de nn error evident*- que 
no lia podido pasar desapercibido al vista encargado de la 
operación, por loque piden se conmute la pena decamiao por 

inulta- . 

Que la revocatoria solicitada de la relación apelada no e> 
pro., dente, por no apearse en razón atendible y por no resultar 
fe la causa jn>ttlicaiio el error evidente alefiado. y desde luego 
el ea,o encoadra en Loa articulo* 128 y 930 de lia Ordenanzas 

^T^^tas consideraciones, y las a incidas por el mimado 
publico, se confirma con cortas la resolución apelada del señor 
administrador de aduana. Kn oportunidad devuelve el expe- 
diente, prévia reposición de sellos, y notifiquen eon el ong.nal. 

Agustín i 'ntinarruin. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aii-s. Oetuhre M de 18ft6. 

Suprema Cnrt** ! 

La resolución recurrida de fuja 11 se ajusta á las Constanzas 
innegables Je autos, y Á las prescripciones explícitas de Jos ai - 
tículiw 128 y 930 de las Ordenanzas de aduana : pido por él1« \ 
Y. K. se sirva confirmarlo |*or ^u* fundam 'iitoá. 

Sabi anuían h>*r. 



fallo de la !tuprrta« Carie 

líueuí* A ¡rus, Diciembre 5 de 18í*5. 

Vistos: De acuerdo eon lo expuesto y pedido por el aenor Pr.>- 
curador General, y por sus fundamentos, se confirma con eo-tax, 
la resolución apelad.» d*- foja catorce, líepnestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BESJASflK PAZ, — AREL HAZA?» , 
— OCTAVIO BLNGE. 



i>e justicia nacional 



CAIMA tCi lII 



Contra i ¿«lorio (hmem>z, par ittftáccion á ta % 
fie enrolamiento 

$unmrt>>. — La ap* rtora un :*ne*o Hurobmicntu tiu exime 
.le pena á los que infi ingit-ron la ley en el yeítodo anterior, 



Coso. — Resulta dt-1 



Fnllo drl Jwex redera I 

La Phu. Octubre L9 de 1S9©. 

Éatoa y vistos : Los seguidos contra Victorio Gimeuez, oor 
infracción á la ley de enrolamiento. 

Y resultando: I o Que el déte nido en su declaración uV foia 
a vuelta, confle>a no haber cumplido con este deber y niega la 
causal «le haber estado enfermo y haber también comisionado ó 
un Martín Sosa con ese objeto, no p adiendo conseguirlo por 
. uanto el comandante de su partido Eligió su presencia, agre- 
gando que tanto su enfermedad romo lo demás aseverado lo sa- 
bían varias personas. 



(J¿ FALLOS DE LA SUPREWA COftTE 

2 o Que de las constancias d« autos no resultan comprobadas 
otas excepciones, j sí palpable esta infracción. 

I considerando: \ a Que la ley número 3318, en su artículo 
35, impone la pena de un año de servicio obligatorio en el ejér- 
cito de la nación A los que estando dentro de sus prescripciones 
no las cumplieren. 

2° Que á lo alegado por la defensa pidiendo él sobreseimien- 
to, y fundado en la apertura de un nuevo enrolamiento, que á 
los ciudadanos no enrolados en el anterior, y si en éste los pone 
al abrigo del artículo l itado en el primer consideran l» t se le 
opone en primer lugar la falta de declaración expresa en ta ley 
de la ¡n.ittria;y segundo, que si bien existe un nfUtfS ■'íSrá* 
miento, la ley siempre es la misma. 

3 U Que lo* ciudadanos que se enrolen ahora y que debían ba- 
larlo verificad., con ¡uiti-riondad por hallare en condiciones ap- 
tas para el cumplimiento de este deber, B0 es cierto que quedan 
libres de p< na, desde qm- legalmente esta jam.U hubiera sido 
impuesta por ignorarse el delito y la persona, cosa bien distinta 
por eierto al efecto '¡ue pueda ó no inducir el nuevn enrola- 
miento. 

Por estas consideraciones, y lo sol ¡citado por el Procurador 
Fiscal, fallo: condenando al referido lihnenez á la pena de un 
añude servicia en el ejóicitode la nación, deb.ondo descontarse 
el tiempo de prisión preventiva sufrida, y hacera el cómputo 
por secretaría ti razón de un día de prisión por otro de servicio 
Notifícese con el original, reg>tre-e en el libro de sentencia, y 
líbrense los - lieios del caso. 



Mariano S. <fV Ji/rjwof'-Aea* 
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vista i>cl sefloK PHOCuiuuon itomm 

Bueno» Aire». Octubre 29 do 1896. 

Suprema Corte: 

Las nueiw disposición* para «I enrolamiento futuro . n» su- 
men de la reiponanbllidnd en que incurrieren los que infr.ngie- 
rou la lev vigente. Kn «le concepto opino que la excepción 
por el defensor del procreado Gime***, no procede en .1 
cas,; mucho más en.ii.lo la* prescripciones para el actual enro- 
lamiento nada han establecido tttpctf» * M mfttrtntw •* el 
período anterior. Pido a V. B. se «uva confirmar, por sus fun- 
damentos, la resolución recurrida de foja 3. 

Sfí6ínK»w Kier. 



t «lio de I» Kuprem» t orir 

Bueno* Aires, tíltíembeá 5 «le 1996. 

Vistos : Por los fundamentos de la precedente vista del «ñor 
Procurador General, y concordantes d< la sentencia apelada de 
foja Unto, se confirma ésta con costas. PevuéWanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL UAZAN. 
— OCTAVIO DtJCE. 

(I 



< 41 NA C41VIII 



EhMor *l»n Jutw L Homero y oíros, amf w doii.V^W Vnr 
filena, y/a/- tlmtojo; wfoe ejecución de senlenrm y «/* 
faetón. 

Sumario, « I" El desalojo «le un eampo. urdí-nado baja la for 
ma eondicional -le «si ea de ios di mandantes no (ptfefjveq 
tarse sin antes esclarecer, con las formalidades- de ler, ese he 
cbo, que es complemento íudi^nsabl- de la sentencia que 1 
ordenó. 

¿a Kbintoqne. sin esi nréfio esclarecimiento, manda tjecu 
tar el desalojo, es apelable. 



f'fí,VM, - K»-MiUa d«d 



IMOliMB DEL JUEZ FEUEHAl. 



K,rmo, Señor : 

En cumplimiento de lo ordenado por V. K. en el recurso de 
hecho deducido por el doctor Kduardo Coronado, en representa- 
ran de don Marcos Martingen», difefl informar lo siguiente : 
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Los señores doctor* José M H<Ha. Juan José Romero y don 
ünrique líonífu. dedujeron demanda entra el referido Mar- 
tingala, sobre desalojo -I- un campo Jt mi propiedad situado en 
el partido «le Ouaimuí. K» l compárenlo verba! á qu* fueron 
convocadas las partes, el representante d*l demandado, al con- 
tentar la deiu inda se limitó A decir: t qu<- su poderdante, d*»u 
Múreos Marting^na, ni es arrendatario del campo quuseexpresa 
en la demanda ni tampoco lo ocapft y que, por lo tanto, debe re- 
chazarse la demanda c«m ro<tns ». 

Con recha 1 le Ago>t- próximo p isa io, -¡ suscribo dictó sen- 
tencia ordenando que si don Hirco-* Martir.gena ocup i por sí ó 
por int'TpúsiUs p.rsoivas el campo d* lo- deimn Jantes, lo desa- 
loje en el termino de diez días. 

Ejecutoria- Ja esa s- ut-ncia y vencido el plaz > [>»ra el desalojo, 
metióal iiiez d- ynz de Guaminf, el lanzamiento de los aco- 
pantes del campo, siempre que él fuera ocupado por el deman- 
dado ó por otias personan en ao nombre, lanzamiento que *e hizo 
efectivo por dicho juez de paz en virtud de resultar que los ocu- 
pantes eran Marti ngona y *us puestero*, como con m a d<¡ las dili- 
gencias respectivas, en que aparecen notificados tanto aquel 
conmistos en el mismo canino, si bien Martiiig-na manifiesta en 
ese acto que el campo que ocupa no es de los señorea Rosa, Ro- 
mero y Bonifacio si nú del fisco. 

En este estado, el represen t inte de M irtingenase presenta al 
Juzgado «militando se ordenara la suspensión del lanzamiento 
en virtud de la manifestación de mi representado, á que he h - 
rho referen cia, de no ocupar campo alguno délos actores, ¡i cuyo 
pedido seproveyó lo siguiente: * La Plata. Setiembre 6 de 189t- 
Habiéndose cometido al juez de paz éi Guaminí la ejecución 
de la sentencia dictada en esta causa, que ha pasado en autor i- 
ridad de cosa juzgada, no ha lugar. Aurrccoechta. » - De este 
auto se interpuso apelación para ante V . EL no haciéndose lu- 
gar al recurso por considerar el Juzgado que no era recurrible, 



08 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

poT tratarse de la ejecución do una sentencia ejecutor inda y esa 
denegación ha motivado?) recurso de hecho deducido ante V. K. 
D* j j así limado el mandato de V. E. á quien Dios guarda 

Mariano S. da áwrmeeftm 



A ti ti» I» Supreni» C orte 

llm-uos Aires, Abril ai de 1S90. 

Vistos en el acuerdo: Consid, randa : Que según resulta del 
informe precedente, la sentencia ejecuta tuda a que el Juez a quo 
se refiere, no contiene decisión exorna sobre el punto relativo 
áque el campo ocupado por Martingena ó su* encargados, es ¿e 
propiedad de lo- atores señora Rosa, Homero J Bonifacio, en 
el juicin de desalojo de que s e trata. 

Que estando subordinada vn U sentencia mencionada, á la 
■ ondiann de ser cierto esto hecho, la ejecución de la órden de 
lanzamiento dictad-, contra Marti n^na, no puede invocarse la 
autoridad de la cosa juzgada para negar á éste .1 recurso de 
apelación deducido contra el auto aja» no hace luga* á la suspen- 
sión del lanzamiento ordenado. 

Por esto, y trajeudo gratta n irreparable dicho auto, sede- 
clara mal denegado el n curso interpuesto por don táreos Mar- 
tingena. Líbrese oficio al Juez de sección para que remita los 
untos con noticia de las partes. Kep .ngase el papel. 



11KMAMIN PAZ, — LUIS V. VARELA . — 
ABEL RAZAN. — OI.TAYIO BUNGE, — 
JUAN E. TORREIST. 
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til 



Fallo d*» 1« «uprem» 

ílueiins Aires, niaembre 10 de J$t& 

VUtus- Vor los fundam-ntos 4,1 auto de Superna Cor- 
te defojaod.enuv do,, y ■ encerando ademas: Que no Be han 
practicado las diligencias da instigación necesarias para esta- 
ble , er si el terreno ocupado por Martina ó sus encargados, es 
el mimo & que «refiere ta e-nt-ncia, pronunciad» en forma 
condicional, que se traía de ej* cutar. 

Que intertanto el esclarecimiento de ese hecho, efectuada con 
las forWiMadea de ley:, es un complemento indispensable de la 
expresada sentencia. 

l'or ,-sto, se revoca .lauto apelado de foja... l repunto* lo, 

sellos defuéltatiHe aS ,ie stC, * ion P ara 1 mí « P rocediendft con 
«legío « laa precedentes consideraciones, r.suelva lo que corres- 
ponda. 

DtSJAMlN PA*. — lUtS V. VARE- 
| r A . — ABEL KAZAN. - OCTA- 
VIO UÜNGE. 
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« U NA €«« EX 



til f'rsrv ¡Sacntnai t: nutra la i.\n)tftaitia SüusuM'na, de ai mes 
congeladas; sobre ca-jtrofiiurion >j ¡trena de indemnización 

SWHftTiO, — KeMi liando equitativo el valor fijado al trm no 
y n Itis indemnizaciones, n-» proct-de drducir dt- el <■[ importe do 
intereses, ¡¿i sobre estos se ha reconocido en 1* ¡uslauna I» obli- 
gación de payarlos. 



Cmv. - ni ta di' l 



rallo del Juez federal 

Ilu-uo* A ir- ¡vrlinnltn; U •]>-■ lstfi. 

Victos: es tos autos sefnitffcB por el Procurador FUcul ■ ontra la 
Compañía Sansinena, de carnea congeladas, sobre tjxpropiaoioii 
do unos terrenos con des Lino á ensanche del Hiacliüélo, 

Y considerando: Que á foja 41 se presentó el Procurador 
Fiscal manifestando que en virtud dt- Los antecedentes que 
acompañaba, resultaba que el an a perteneciente ¿ la Compañía 
Sansincna qin- debía ser eiprcpiada, alean/aba á 11.353 me- 
tros 9012 centímetros cuadrado^ y pedia fut ran la^ parte? con- 
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meadas á . juiciu verbal para 1 1 mmbramíento de RtfUW <1«"*«- 
bcrían d«t«rmi«'U el precio del terreo á rxpr.pmrse. 

Q„, á foja 47 realizó «lie^euHip.irmHlo.^ cuyo, té. mío* 
v colusiones instruye el acta respectiva, designando lospen- 

tos que determinaran ,1 próo á 

, . k# m,,^ ^ñi.ri's HrtiT" ■ v MaU biiado, presen- 

tó n««t©eiwmbr. idus, sen^^ j ' 

Uron sus informes respetivos, q.u- son ío~ , agregados co- 
rren a foja 51 y foja 57.1- autos. 

GMü^tratttfo igualmente qtíe dichos petftw han dad* 
,l 1 ,tam,ne,a, común acuerdo en cuanto á la superücie del te- 
rreno á expropiarse, valor del mismo y precio de las imbmn>¿a- 
doue.que ni««.i d- perjuicios sufridos d,be abonar el ex- 
propiante al expropiado, de acuerdo tod. .-u» lo establecido en 

la ley de la materia. 

Q u «por lauto el Juzgado, por razón de ]u>tieia y MpiM f 
. lor no • xistu motivn fundamental q«e lo indura á pmnun- 
cImsu en un sentido diferente, desde * M .el valor dignado es 
idéntico .«I que ha sido ya lijado paraeasosanálogos, debe acep- 
tar el precio que de perfecto acuerdo los peritos de las part o, 
n ¿n determinado al terreno á expropiar-e por toda mde.nnn»- 
cioii Ü daños y perjuicios, intereses, etc., con pres 'ind. nctade 
IpdtfflfW* Mrmjeitral imitación 4«e pudieran adolece 
es o« infirmes. 

Pore.tos fundamentas, fallo: declarando de «ipropiaoi.ui 
» ur eausi de utilidad pública la extensión de terreno de ti¿SW 
metros 9012 centímetros cuadrados, de propiedad de la < ; om- 

lQ precio de toda indemnización y 

„ .j Nación previa escritora de 

vr , v _J , la suma de 240.134 pe-us 37 centa- 
l t eon declaración de que las costas causidi- 
..•a¡r por su órden 
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VISTA lili. SEflOR PUIICUHADOR <^KERAL 

Bueuos Aires, Octubre 19d»18J*<¡. 




Ha quedado establecido por los informes oficiales y la acción 
misma instaurada por el Procurador Visca! en estos autos, que 
til terreno á expropiarse consta de 11.353 metros 9012 centíme- 
tros cuadrados. 

T bu quedadi- establecido también que el prcoio que corres- 
ponde ii la expropiación de esos terrenos, es el de 18 pesus mo- 
neda nacional por metro cuadrado, y como ese precio ha sido fi- 
jado de conformidad por r imbos peritos y en mérito de antece- 
dentes sobre expropiaciones análogas; no encontrándome en 
aptitud para apreciarlos co» criterio propio, dejo al ilustrado 
criterio de V. E. la oportuna resolución *obre la justicia del 
precio asignad'* pa^ i La expropiación. 

Kn cnanto ti la indi ionización por daños y perjuicios á la 
compañía Sansinena, que los peritos lijan en 17 V? % sobre el 
valor del terreno apropiado, cuyos intereses suben en conse- 
cuencia á 35.764 pasos 75 centavos, considero que hay un error 
en los peritos y un «gratto á los intereses fiscales. 

Se ha observado por los peritos para llegar á aquel resultad-, 
lo establecido en la ley de expropiación, y la jurisprudencia de 
Jos fallos de V. K. que asignan el interés de b-nco para el pago 
demorado. 

Pero se bu olvidado que este caso de expropiación es eieet - 
uioual, y está regido por Jas estipulaciones de las partes, que en 
parte se transcriben de foja 57 vuelta adelante. 
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Allí consta que fueron los intcresauos. qmVnes invocando >u* 
propia ■ onveniencias, solicitaron la expropiación en favor de 
una obra pública, que mejoraba inmensamente su propiedad. 

lili consta que, acordando ia difícil situación del tesoro, r«- 
nanean ia consignación del precio que establee, id articulo 
de la ley de 1806 como requisito de la expropiación. 

Allí consta, que consienten la toma de posesión del terreno 
necesario para la obra que tanto les interesa, Redando solamen- 
te sujeto el poder ejecutito, á las resulta* del juicio de expro- 
piación. 

Allí coi.sta, en fio, que consienten que el pa|0 se baga, una 
m que hubiese cosa juvjaHa, abonándose el precia de la ex- 
propiación en letras sin interés, y á los plazos detetmiuado». 

De - ate con ju oto de disposiciones, se di .-luce sin violencia, que 
no preceden inten ses en el caso, 

pt>ro hay niás todavía. 

*o consta desde cuándo las autori ladesU.maron posesión del 
terreno ofrecido para las obras: sólo consta «1 Hecho de haberse 
,. 3( avado parte de eso. terrenos; siend" lóp>« «Mueit qu*- A 
resto no excavado, continúa baeiendo parte de la propiedad pa- 
vada. 

Segó» l«* títulos de propiedad, acoinf añades á foja 35, recién 
vD Diciembre del 92, se hicieron las declaraciones sobre propie- 
dad y responsabilidades de la compañía Saosinena; según la di- 
ligencia de foja 42, en 14 de Kuero del U3 se inscribió ese título 
y tomóte razón de las hipotecas; f según lü mensura de foja 3, 
recien en Diciembre de 1895 pudo determinarse y i sto por Mh 
ras inducciones la extensión del terreno á expropiarse. 

Resulta que, ni p»r razón de la posesión, ni por razón de las 
convenciones 'le los interesad»! y el poder ejecutivo, procede en 
el caso la infundada y abultada fijación de intereses. El acta 
misma de la constitución de tos peritos, que corre á foja 48, 
rustía que sólo fueron constituidos para proceder al justipre- 
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cío del terreno á espionarse, rl'e&ti ilaSoMí de isllq que esos pe- 
ritos extralimitaron su maiKl^tn :il imponer Intentes cuittt ¡i las 
manifestaciones fie los interesa Jos. 

Se ha «le servir Y. K. por ello, revo. nr .1 ¡nito recorrido d<¡ ío- 
ju 88, resolviendo la -upresitm ú> los interese? indhidiimente 
fijarlos por los potitos; y en lo nYma». cumio dtjn solicitado en 
el cuerpo <le este escrito. 

Suttvitttw, Kn"- 



Inflo df Ir *u|>rrrti* ( artr 

Bueno* Air< s. Diciembre lo 

Vibtoa y censiderando: t¿ne La obligación de pagar Joteros, 3 
ha &iílo reconocida en primera instancia por el ministerio públi- 
co, no habiendo, en consecuencia r producido» contención al res- 
pt'eio que debiera ser decidida por la sentencia I inferior. 

ijue el precio lijado al terreno resista equitativo < n mérito 
d nií frin»-- periciales, que i*er»*ditau que el mencionado Ie- 
rren*-, por su situación y otra* calidad--, es de vamr superior al 
expropiada á l¡i compañía « llevadores de granos » . 

Foresto y fundamento* concordantes dula sentencia apelada 
de foja ochenta y ocln», se con r lima é?ta, y devuélvanse. 

BH>JAMI3 |*AZ, — *»KL HAZA». 

— tn;T*vin m rtuE. 
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4 AL' KA t «C * 



yedmay comimñwmm Chnistemm y r^añia. par 
cuniplimieiüo tteetntrat»; suhrerufar del stlh 

$m*m-~*&* h fff d, 1895, al éntratele 

arrendami.nt. de nn buque*... -1 término de ud a«0 6 razón 
de 750 libra* grimas mensuales, íoriaando dore men- 

talidad-, un total d«* libra* 9000. i-quiialentes a 15b.H»4pe- 
08 centavos moneda nacional de curs- Ugal. corresponde el 
8,-llode 157 pesos. 



Cnsu. _U«i-lk» b THUdel-eñ*.r IVo.mad.r General 



tillo rfrl Jm« 



Hul-dó* Aii**, fiambre 9 de l&*>. 

De acuerdo con lo informad., por la Üireccon General de 
Rentas no optante el dictármn d. 1 señor Procurador Fiscal, se 
declara : Que el 5 ello en que lia debido extenderse el tWMto 
to de foja i , es el que determina 4 articulo 33 de la 1er 



76 



FALLOS \tt LA SUPREMA COIlTR 



í sea efe 157 pesos moneüa legal. De consiguiente tos infracto- 
res han incurrido respes-tifamente en la pena del décuplo del 
valor oitado, laque deberá barerse efectiva en la forma ordina- 
ria, y fecho, se proveerá . 

Otaechea y .4 [corta 



VISTA DEL SEÍlOIt PROCCBAOOft GftflEHAI. 

Buenos Aire*, Octubre S3 de 1896. 

Suprema Corte: 

El contrato de íletanunto de foja I designa el término de 12 
Ineses, y fija el valor del arrendamiento por cada mes. 

El artículo 23 de ln lev de sellos para 1895 ripe especialmen- 
te van género (!>■ - ontratos. preHmhiendo el uso del sello de la 
e&cala corres oondien te á au valor t"tul. 

Kl informe de la administración del ramo, á foja 4:1, muestra 
que así se ha hecho, y nada en- ueutru |«or ella de improcedente 
eu el auto dp t ja 49, cuya confirmación solicito de V. E. 

Sabitnam Kñr. 



Rail» ri« i» »u|irr M » Cmrt* 

Buenos Aire*. Diciembre 10 de I8Í*Í5. 



Yidtos: De acoerdocon lo «puesto y pedido por o! señor Pro- 
curador General y por *us fundamentos, se confinun, con costas, 
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elauto apelado de foja cuarenta y nueve. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA . 
ABEL BAÍAN, - OCTAVIO BUNGE. 



€ AINA IVt XI 



£7 frsco Nacional con tra don Guillermo Samson i sobre 
expropiación y precio de indemnización 

$ Hm( ,rio. —Resultando equitativo el valor fijado al preoio 
del terreno y ¿ las indemnizaciones no procede deducir de él 
lo que pueda corresponder á Ínter ses, una vez que se ha eou- 
venidu en pagar el precio y las indemnizaciones correspondien- 
tes, y en t stos se comprende, segnn jurisprudencia constante, el 
pago interese» desde U fecha de la ocupación del terreno ex- 
propiado. 



Cam, — Resulta del 



7H 



fallos i*t la suprema corte 



Fulla del Juez Frdcr»! 

* 

— Ráenos Air.**, Octubre 21 ]s4t*. 

3£ vistos: estos antus seguidos por el Procurador Fiscal con- 
tra don (.¡uillcrmo Sninson, s< bi^o expropiación. 

Y resultando : Que el señor Preni ador r'i-tal, por su estrilo 
de foja 22. se presentó ante *>ti Ju^gúdo promoviendo jirieto con- 
tra el seíiur Su tusón, s>>l*ri' expropiucion 8FÍ3 metros con 
centímetros cti.n1r.nlns, desth idos ¡I eii^u rn-he del Itiaehuelo, y 
pidjen lo, :¡ efecto de ia lijuen-n del precio y nombramiento de 
peritos, lu designacioa de 4fí» y 1j *>r;i para • sea<to. 

i¿<n> designada esa audiencia y realicadu e< acto, vi deman- 
dante, reproduciendo su demanda, propaso como perito ú don 
Julián ¡*. Maldouudo, y don Honorio J . J.uque, ri^ire^entaut*- 
legal del détfmfidadp, propuso al ingeniero Luis A , Huergo, en 
jjtul carácter, r>ihtirm;iiulo el Juzgsdo amboi nombramientos. 

IJueagregadosátos autos «i* observación alguna, los in- 
fonues pericial es pre>entado* por los señores Maldonado y Hiht- 
go, llamóse autos para resotüájórU 

Y considerando: tjue los dictámenes presentados por Jos m 
ñores peritos nombrados ooiuciden «n uii todo, tant-i ■.obre e 1 
rahr del terreno ;i expropiarse, como !»obre las indemnizaciones 
á papir*- y pre< io de las construcciones existentes en el terreno. 

Que r liando de los antecedemos del jiucio, qm- I s inten - 
sados, no obstante haber sido notificados del decreto ordenando 
la agregación de esos informes, no han hecho observación -s al- 
gunas ni de íorimi m de fondo; tal silencio necesariamente debe 
interpretarse * orno un asentimiento de conformidad, razón por 
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la que el Juzgad» *e encuentra en el deber de interponer suau. 
Loridad j mi icial métanlo su eancinn «fobtM» a esa, «sti- 
macion,., mayormente si atiene preste la doc.nnade la hu- 
¿na* C¿ttt que * rehira en ta >*i**\ tomo 21, pagina 1*1 
desús faUos, que establece que la opinión eonfoím r-dt los pe- 
ritos, es fundamento bastante para establecer el importe de la 
indemnización por uspropui.-ioii. 

Por las ^sideraei.Mi-s expuestas se resuelve: que el gobier- 
«oáetifiaDiaii debe pairar á doii (¡uill-rm, SáiftsOn, par el ratw 
de UsUerrasá espiarse, y 

m 35 eclímetros cu adiados. ¿ razón de 18 peso, num- da na- 
cional ,1 m-tro cuadrado, y por toda indemnización -i, perju- 
rio, inclusive la edífi^n eiisíflttle en 4 t«ri,no, la *um*M 
tí 03!) peswi e«nI&c*Ota«QÍ wc.ne.ia nacional de cur,o legal , 
sin especial condenación en ****** por no enmadra: el cuso en 
el articulo 18 de la ley de la materia. 

lenitivamente jijando, así lo pronuijeio y ürmo en Id f- 

cha ni su/"''*. 

Ujitstin t nltiutrrmn. 



vista nti. stSoit i'iuictKvnon i;t>Eiui. 



lluuwi* Vire*. \rt\i.Mnbre lá d'- i«H*. 



Suprema Cam: 



Ha quedado establecido per los infames «leíales y la acción 
MM* instaurada por el Pro urador Fiacal en estos autos que 
5 terreno á expropiarse consta de M$ metro, 35 centímetros. 

Ha quedado establecido también que el precio que correan- 
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di á la expropiaron de esos terrenos í s di- pesos 18 el metro 
cnadrudo, y como e-^ precio ha bido fijado de conformidad por 
ambos peritos y en mérito de antecedentes sobre expropiacio- 
nes análogas, no enconli ándorne en aptitnd para apreciarlas, 
defiero al ilustrado criterio de V. E. In oportuna resolución so- 
bre la justicia t equidad del precio asignado para ta expropia- 
ción . 

Kn cuanto A la indemnización por danos j perjuicios, conside- 
ro que hay mi error en los peritos y un ayravio á los interés 

figcalea. 

Se ha observad" por los peritos, para llegar á aquel resulta- 
do, lo establecido en la teyde expropia "ion y la jurisprudencia 
de lo* fallos de V. E., que asignau el interés de banco pura el 
pago demorado. 

ferit se ha olvidado que este '"aso de expropiación excep- 
cional y está regido por las estipulaciones de las partes, que eu 
parte se transcriben de foja 18 vuelta adel.iute. 

Allí consta que los interesados fueron quienes, invocando sus 
propias convenñ ncius, solicitaron la expropiación i*n favor de 
una obra pública que mejoraba inmensamente su propiedad. 

\l)í cunsla que recordándola difícil -dtuacion del te-ojo, re- 
nuncian la consipiaeñoi del precio, que establece el artículo i 1 
di- la l' V ile 1 8045, ruino requisito de la expropiación. 

Allí consta que <jn~ienten la toma de posp>h>n del terreuu 
necesario pura la obra qu» les interesa, tfwéandQ solamente 
jeto el poder ejecutivo á h»s resultas del juicio de expropia- 
ción. 

Allí consta, en fin, que consienten que 1 1 pago si uaga t wtti 
vez r/Mf ttubine rosa juzyada, abonándose el precio de la ex- 
propiación en letras, sin interés y :í los plazos determinados. 

l>e este conjunto do disposiciones, se deduce sin violencia, qie 
no proceden intereses en el caso; más aún, no resultan perjui- 
cios de una expropiación que los interesados mismos pidieron y 
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que el aítitólo 16 de U ley de .«M no Eaotuje entre los qne 
deben Legalmente abüiiar>c. 

li'-üuiu qiití uip>r rarori tit- h pnosinn, ni p r r.aon de l*s 
convenciones tli- los intt resudo- y el poder ejtrutivo procede en 
el caso la infundada^ abnítada fijación da intereses, El acia 
mÍ8iiiade*íacoB»t¡tuci(Hido la*p ritos, >¡ue corre níí> ja *H*eBee- 
ña que sólo fueron con^tit iíi»Íu^ pan» proceder al justiprecio del 
terreno á expropiarse, deduciéndose de ello, que esü peritos, 
extralimitaron -n mandato, ¡ri impuii>»i intereses y crear iu- 
dcinuizaciotit's i<>r jn-rjun-to* imagínanos. i^Uru la- maiiifot i- 
C(<»iit"S d" 1 í ti t ereiuld 

Seln de semt V. IC. oor ellotetocáj « I auto rmirrido de f..j i 
5a, resolviendo te snpíefcion de los interese* ■'■ indeuinuaeiones- 
indebidamente lijados p»r lu> perit s ven lo d más. fcoñio ¡o 
dej i solicitado en vi cuerpo de i si- escrito. 



I »lto de la ftuprrmi* torir 

Rrtenoj vtr*-4, Dieiembra 10 di 1896 

Victos; considerando: <J»e -ou arreglo i la estipuUoiou ce- 
lebrada entro el expropiante y el expropiado y %m se trascribe 
á foja veinte)" nueve y siguientes, aquél debía p.i^ur á ste 1 
pretioé indemnización correspondiente. 

Que conforme á la jurisprudencia constante el pago 4 -»te- 
léSéi, desde la fn bu de la ocupación del terreno expropiad», for- 
ma patfé de la indemnización A qu*> lien* dereclio el expropiado* 

Que aegOO el mérito de autos y lüü precedentes ■ -t i Meo idos 
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en caso* análogos, debe reputarse equitativo .1 precio ó indem- 
nización que se manu, pagar por ta sentencia apfflaAa Je foja 
cinc ín ula y tres. 

Por ébto, se confirma la mencionada ^ntencia y devuélvaos. 

11K>JAMIN PAI.-H'ISV. VAIIM.A. 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BWCK. 



4 AI WA t't.'t'.VU 



A7 fisco A'acfufia/, wiír rt TbmA-mson, i7«w/ey ,V ¿'V ío&re 
expropiación y previo de mdemmzacwtt 

Sumario. — Hesitando equitativo el Talor lijado al terreno 
y á las indemnizaciones, no procede deducir de él lo que pueda 
cor responder á intereses una vez que se lia convenido en i igar 
el preño y las indemnización^, y en ésto» se comprende, se- 
gún jurisprudencia contante, el pago de internes desde la fe- 
cha de ta ocupación del terreno expropiado. 



Caso. — Resulta del 
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tullo drl Ju» Federal 

Unenos Aires, Octubre 31 Je 1898 

V vistió: Los pres-Mi! es autos seguidos por el representante 
legal "I- I Kisi'o Nacional contra los s< ñores Tuinkinson. Uun- 
gev y enmpiuía, sobre exprnpiaeinn «le terrenos situados en 
ItnrraL-a^ ¡ti Sud sobro la ribera <m\ >le| líucbttelo. 

Resultando: (¿oí M-gun la exposición de la demanda de fu ja 
45 presentada por ■*! >eñor Procura tur r iscal, el arca del te- 
rrino á expropiarse «1»- p»*rti nftu'iu de aquellos señores, es lado 
Iífíí7 metros y 2155 centímettos cuadrados. 

(>u« cil.i'ifts las [iart- » jukio verbal á efecto de la lijarioii 
del precio de ta tierra y uiiiL'hr amiento de |h-t jtogt. e-t<* acto se 
realizó u foja 47, reprodnci ■• ido el Procurador Fiscal su deman- 
da y nombrando perito jMir i la ju>tií;caeion del bien ¿expropiar- 
se á don Julián M . Maldonadn. y el H?ñur Honorio.!. Luque, 
representante de \u< expropiados, designó al ingeniero don Litis 
A. Huergo, nombramientos qu" el Juzgado confirmé en dicba 
audiencia, habiendo dichos peritos presentado sus respectiva 
informes y llamádose autos para resolución . 

Y considerando: Que los señores peritos Maldonadoj Hoergo 
están de perfecto acuerdo en la lijaciun del valor é indcranua- 
eion del terreno A expropiarse y en el v:ilor de las construccio- 
nes que existen en él, ascendiendo todo ello por esos conceptos 
a la suma de 45.G82 pesos y 87 centavos moneda nacional. 

Qit» ni) habiendo las partes presentado observaciones funda- 
mentales que desvirtúen esas apreciaciones, debiendo su silencio 
interpretarse como signo externo de manifestación de asentí- 
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Olieuto, el Juzgado se i-uctu ritra ent'l caso dr pr- t ir -ti san- 
ción jiifiii*i:i! ú < üu> operario rn-*; ii¡iy*n mentí- rju»- la jiiri-jini- 
doncia ti** !a Suprema Curte al r« >ptett» es ntrit'iuyt'iit'', al ** * t : i — 
bleeer que la opinión conforme «I.- lusperitus »-s lnmlam'-nto has- 
tanto para i'st;iblf.-rer H itupotre if« I tindeimiizatiiod p'-r fxpro- 
piacion {serie 2*. tomo :¡1 . ]» i : i ii i Mi"}. 

Pur t «tos fundamentos: fallo disponiendo «,u t < i-l Gobierna 
Nación. m dele 1 payar á lo> M-íi^res Tomkin-«iii, Uuog.y y mmpu- 
fSIa. p< t valor de lusterren-á á «xpiopurar. roya e\t- -nsi-»u < ■» la 



y cinco milímetros, bruzan -l- I x pe». * ni»»- r la niteioaál imtro 
cuadrado, Ítt4»tóni^cii»n y precio if© las constru- vi., no* que * n 
íl existan la siinia «lo warmta y *-htr» ui*l anscirnua ochenta 
y dos pesos con oc/tenUt y siete centavo* monctUt ntíeimt&h 

espiHíial cojitíimafiiwn eii <K»stu», po* n«>< '" r ni >i xtumu n-- 

qm rido por el artículo t8 de la I* y de la materia, [iepOttgiiBse 
lft> -ello-. 

l#lí#ítrt t rJirmrrnin. 



VfS I A l>EI. 

Buenos Air* -s Noviembre U J ■)•■ 

Ha quedado es'alileci'to por los informes oficiales y la acción 
mi*tuu instaurada ñor **1 Pfo&uíttdoí Fiscal en i-stus auto:*, que 
el teín- no á t-x propia rsft donata IÍJ97 melro* "2165 milime- 
tros taladrados. 

Ra qoed ¡ido establecido lamMen que e! precio qm- correspon- 
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de á la expropiación di M *t«s Mreii -4 es .le pesos 18 el metro 
cuadrado. 

Y como vse precio ha sido fijado de * onf^rni¡-J u*l por fti íbos 
peritos y en mérito de antee* <1 -otes ,ubre expropiaciones análo- 
iííis, no i'iironi rail-lome eu actitud para ipuciarlaadefiflréál ilus- 
tffttlo oritcno «le V. K. la "pormna rutilad-. o sobre ]¡i justi- 
cia y equidad del ptei i o asignado para la expropiaouNfc 

Kti éuarith ;i la ¡jftüi-iwnizaei -u por dan-, y !»Tj«id«*» <""sí- 
dem que hay un error en lo* peritos y un agravio a los inten- 
se ha obsedido por \ -* peritas para llegar á aquel r. altado, 
lo esjU*MfcCidf»*n la ley án .'Xpropiaeio,. y la jurisprudencia (le 
los fallos dfl V. B*»$M asignan el interés de Banco para el pa- 
#0 demorado. 

ÍVroseha oÍíJ«iado qsiei -tr ea-n 1- expropiación es rxe. p- 
nonal y -ta re K ido p- r las estipulaciones d- !a* partes, que en 

Allí ruleta que los implados i nerón quienes invocando sus 
propias cmiveuieneias, a dl itaroi. la apropiación en favor d* 
una nl.ru púUica. qu- no-j-raUa mm- lisament e su propiciad. 

Wtí consla n ti<. mudando la diN-il siluar.iou d-1 Tesoro, 
nunrittn h aMsüjtvta'ot* M pnviu que establece el artículo 4 a 
dría ley de IKivtí, < 'itm requinto de la expropi m mm . 

AHí e niHia que coiisieiiten la toma de p.^-siou del terreno 
n. sai 10 para la o). ra que tanto les interesa, tpted tmt» solamen- 
te sujeto <\ Poder Kj* cativo á las retallas del juicio dt- expro- 
piación. 

Allí consta, en Un, q;n- cutMent- qu- - 1 pago se haga una vez 
que hubüfse cosa juzgada, abonándose el precio «le la apropia- 
eton en letras sin interés y ó los plazo* de terminados. 

Ueesle .on}iiutoiledispo^<:ioii< s, se deduce sin violencia, 
que no procedi ó interne en el cas..; más aún, no re-ultan per- 
juicio^ de nua expropiación que los interesal loa mismos pidieron 
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y que el artículo 10 de la \ y ríe 1866 no ineluye entre los que 
deben legalmente abonarse. 

Resulta que ni |or raznu de la posesión ni por rozón de las 
convenciones de los interesado^ y el poder i jecutivn t bfoc&le en 
el caso lu infundada}' abult tda lija» iun da intereses. El acta 
misma de la constitución de los peritos, que curre aluja 47, en- 
seña que $61 o fuer mi constituidos para ptoceder al justiprecio 
del terreno a expropiarse, dedil- Úéndose de ello que esos peritos 
extralimitaron su mandato ai imponer intereses y erear indem- 
nizaciones por perjuicios imaginarios contra las maii¡fe»tacio- 
uea de Los interesados. 

Se lia de servir V. i:, por ello revocar el auto recurrid" de 
foja 70, resolviendo la supresión de los intereses é indemniza* 
clones indebidamente lijados por los peritos y en lo demás como 
lo dejo solicitado en el euerpo de este escrito. 

Sabtnianti Kier, 



rail» •> I* «uprema Curie 

Buenos Aires. Diciembre 10 de 

Tis'us: Considerando: Que con arreglo á la eslipulueion re- 
labrada entreoí expropiante y el expropiado y que se transcri- 
be á fojas tincu en ta j tres y siguientes, aquél debía pagar a eV 
le el precio e* indemnización correspondiente. 

Que conforme A la juri-prudenci i eon&tant>', el pago le inte- 
reses desde la fecha de la ocupación del terreno expropiado, for- 
ma parte de la ind- mnizacion íl que tiene derecho el expro- 
piado. 
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m .gnn el mérito de autos Tíos precedente, eitableeí-loi 
en *m*sm tf* «putars, equitativo d precio é .ndvm- 
„íi»íod qne semana pagar p<-r la Wi^ii f«ft 
setenta y seis. 

va ti se, 

ilEXJASUN PAZ • — 14?» V. VARELA. 
-ABELIIAÍW -OCTAVIO RUNGE. 
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tfni-ia fíaruffi, por cu» itl l»,nentu de contrato g dcreco 
de retención ; sobre apelación denerjada á don usandro fU- 
ceros. 

Sumaria. - El q» »« * |P« * «' JWg í »°" m ^í* 
3.,no.it.n.üercoUod«mterpon«rrtc l .r 8 os contra Las proven- 
cías dictadas i'níl. 



fajo. - Resultad* las siguientes pitia..: 
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Fallo drl Juei Frdrrul 

Vicios y considerando: I* Que ni los mi s principales las 
tseÑotas Antonia. Josefa \ K-i tibisUrji Prit ln ilt'iimidan á doña 
María iíarrufli v ¿ don Us.iudru l< ¡veros por cumplimiento de 
iid contrato aferente a la casa ubicada en aullo Rija esquina 
Corrientes, de esta ciudad, o por el pagode las pérdidas é iute- 
resuscorrespoinlienteá ta falta di- etimplimi.nto que afir- 
ma. 

2" Qne tratáttd'»>e de dos arciones divergís cuntra cada de- 
mandado j no eom>pon liendu <d fuero sinó respecto fié dona 
María liarrufJi, ei Juagad - no ■*»• ha avocado .'1 juicio atnó res- 
pecto de la cuestión promovida eatftlaa demandantes y la re- 
ferida doña María ISarmfii, 

3" Que se Un acn ditado en auto- que doña María Barrufli no 
tienedomioilio ni arraigo en la Provincia (tleolaracion uV- los 
teatros acerca de la* pregunto* 2» : f 3" del iijtetrog atarlo üe 
1'ja 4). 

4 o Que asi mismo s(3 ha justifieadu ijue las señoras Prieto es- 
tan en posesión y h.ibitau la rasa ubicada en la calle <"'urrieu- 
tes número 29 esqaun i Kmju t materia de! litigio (declaración 
de lo* testigos sobro la pregunta 4" <lel interrogatorio de fo- 
ja 4). 

5 o Qin* la señora María líarrufli ha sido d* clarada n b< Idu en 
N a;,t0ií principales (víase foja 31 vuelta, eipedientc número 
739). 

0° Que de la infirmación rendida en e.stus unt* cid entes resul- 
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ta también que la deniau>lad t lia transferido á don Leandro 
Kiveros ta cata untes mencionada, prescindiendo «le las «obliga- 
ciones que las áetótes sostieaen e haUían contraído con ante- 
rioridad entre. -ll^y la M-fwra Burrufli, por un í ¡«arte, para que 
ésta les ttaiiaftriese la cosa en t-u ni pliin t'*iito Je una retrovcnU, 
y entre las mismas y t i señor Itiveros, po: ni ra parte, para que 
éste eunipnirael mismo imipi Ule por un precio estipula l«, cun 
el cual las demandantes satisfarían ti la señora Barruíli (decla- 
ración de los testigo* Francisco 8. -Vivare/, y Justmltttlu To- 
rres, sobre los interroga tur i- s «le foja 8 y tuja 14). 

7" Que se tiene el den clip de retención si* mpre que la d. u.la 
ancla á la eo>a deteuiüa haya uarnlu por ocarín de un euuira- 
tn ó de un Uecho -ju*' pro lusca «Migacfauiéa respecto d«-l tene- 
dor de ella (art. 3910, Géd'tgv Civil). 

8" Que si bii n la n >pou<al>iüdflü de la persona demandada 
en estos rus, d. pendí- d»* la resolución que al juicio se dé, en 
el caso actual se reúnen las cundin -ne* dt* la ley para ejerci- 
tar el dereehode retención, por (manto tfl transmisión a] c»in- 
piador actual dependería de i a adquisición que las Heuora*Prie- 
to sostienen en su favor, y di I pago á ella*, no á la señora Ba- 
rrufÜ, del precio estipulado en l¡i respectiva convención (art. 
UI8, f .-iigo Civil), de nio io que á título de tenedores del la* 
mueble y dr Tendeduras del misui't, pueden retener la cosí c in- 
tra lo* efectos del contrato cuya invalidación r> chinan para la 
efectividad de las uonveiiet*>ne> que demandan (nota del Codifi- 
oadoral art. ^9i0, Código Civil). 

9 U tjtii por otra parte la retención del inmueble en poder de 
las demandantes corresponde bajo el coti-eptu de medida pre- 
cautoria, con -sujeción á lu dispit > stn poi los artículo* 5118, 79;!, 
795 y 796 del Código de l*rou -dimientris vigente en la Provin- 
cia y de la aplicación en este caso por falt* de prescripciones 
í,obre la materia en la ley nacional, 

Por tanto declárase proci' i- nte el derecho de retención que 
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las demandantes reclaman respecto de la caaa que poseen en la 
calle Rioja esquina Corrientes, Hágase sab< r orijrinal y notifí- 
quese A tas per-^nas á quii'ncs afecte esta resol ucion * u la for- 
ma que corresponda. 

Severo t,. del Castillo. 

-# 

IM-Onjlü LíLL iütZ I KlJ K KAL 

Mendoza, Octubre £3 d« ISW. 

Eííma. Su ¡trema Cúft&i 

Expidiendo el informe A que se reliere el presentí recurso 
de hecho debo manifestar A V. E* lo siguiente : 

1* Respecto del párrafo I o del escrito no existen en el 
Juzgado otros antecedentes que los acumulados hasta ahora 
en lo» auto* números :i~29 y 4111. demandándose en uno el 
cumplimiento de un contrato de venta de un inmueble, y 
en otro solicitándose una medida precauciona! : la retención 
del mismo por las demandantes actuales poseedoras. Kl con- 
trato de locación no consta en ninguna parte y tanto una 
como otra cosa pertenecen al fondo de un litigio en trámite, 
sobre cuto resultado no puede prejuzgarse entrando á apre- 
ciar parcialmente los antecedentes que inician los autos. 

2 o La demanda sobre la propiedad del inmueble, promovida 
ante este juzgado entre ¡as señoras Prieto y doña María Ba- 
rruffi, dicha vendedora del mismo al señor Lisandro Riveros, 
comunicó al Juez de Paz,á solicitud de la parte adora en el 
expediente número 4729, por manifestarse allí que se había 
promovido un juicio de desalojo. 
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Para nada se lia hecho mérito anta este Juígado, de con- 
trato alguno ile locución. 

Se inicia después el expeiient e número 4H 1 , y previos los 
tni mitos que antes de l| vigencia de la ley número 3375. es- 
te Juzgado creyó de su obligación seguir, se declaró como me- 
dida de carácter precautMk basta la resolución de la cansa 
que determinaría el estado de la propiedad, el derecho de re- 
tened en favor de la* poseedoras, las señaras Prieto, reso- 
lución .iiionias tarde se comunicó al Juez de Paz. 

No ohstante el conocí miento de este fallo, se denuncia ¡ü 
Juzgado la intervención de la fuerza pública por úrden entra- 
ña violando el r innpl i in ¡estada aquella sentencia. 

He creído que debía hacerla respetar en virtud del imperio 
que se añade á l¡i jurisdicción para que la ley se cumpla al 
interpretarse y aplicarse en la- coatí oversias por autoridad 

La acción délas ñoras Prieto contra doña María Barru- 
fli que se mantuvo unte este Juzgado, os la única de que legal- 
mente tengo conocímit nto. 

Entiendo que las mismas señoras Prieto han deducido otra 
acción, que antes trataron de acumular en esteJuzgadu en los 
Tribunales de la Provincia, porque entre estos últimos no co- 
rrespondía el fuero federal. 

No declare" la incompetencia del íulgaiío de Sección en el 
expediente número 3729, porque la part aeiora desistió de la 
acción contra el demandado argentino, acreditando el fuero 
con la demandada extranjera por acción distinta. 

La situación del señor Riveras respecto d« las a ñoras Prie- 
to y el contrato de locación jí que éste se reliere no han podido ni 
pueden tomarse en cuenta en este Juzgado. La relación que :il 
respecto hace el párrafo 2' del recurso de hecho es completa- 
mente fuera de lugar. 

3° Declarada la retención en favor de las señoras Prieto, pen- 
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diento un juicio subre el dereebu du ¡>ropitM|;t<Í y bajo este an- 
tecedente uo parvee concebible que sin la decisión judicial res- 
pectiva se Lomaran providenciad contradictorias, por cualquier 
utra autoridad que la de preferente jurisdicción. V. K. ha de- 
clarado, aunque lajurhdiceion federal queda establecida, por mi 
1 mí M-v de lecha anterior sobre un bien hipotecado, auuqueel 
acreedor hipotecario iju» litiga unte olra jurisdicción obtenga el 
embargo en seguida, y que si aquel le perjudica debe presentar- 
se en tercería . 

8b sé cómo un Juez de Faz pueda anular la jurisdicción de 
ote Juzgad u respecta de un inmueble en litigio, ¡i propósito 
de una demanda de de.-abje. pniihuvid.i euntra las demandantes 
por una persona que se dice legitimo comprador de la dvuian- 
dada por aquellos, sobre la propiedad que poseen y en que se 
ejercita legalmente el derecho de reteneioiu Y di^u legalmente, 
purqu • ¡t> i lia de entenderse mientra- no fuera revocado ti fallo 
que h> declaró, revocación que a mi entender no podra hacerla 
sino V, K-, á no ser que en opinión de lo> _í u r í >ouiisii ¡ ti *& deba 
reéonoc* r en los Juece> de l'ax autoridad de Suprema Corte, 
respecto d»' mis fados. 

El señor Lisanlio luvcrus, invncandu en pi i mer termino el 
hecho de qu ; la jurisdicción federal en nuda puede intervenir ú 
su respecto, deduce reposición de la sentencia que declaró e' 
derecho de teteihT. i además ap> dación \ un efad >-n <ub-hUo. 
La resolución de fuja 43 del e.t|n diente número -il II funda la 
negativa de todos los recursos, sieudn >us> antecedentes legales 
;.. [M , «"icri¡'t'» p'»r les articulo- 203, 20(1 y tiON, ley nacional de 
Piocedimh nies, y lo- artículos 413 á 453 del Código de Proce- 
dimientos de la Capital (ley número 3375). 

¿ Podrá el Juzgado entender en la demanda de desalojo y apre- 
ciar su procedencia ó improcedencia ? 

¿ Pnlra el Juzgado delinir la situación legal del señor lí ¡ve- 
ros respecto de las señoras Prieto en cuanto al inmueble litiga- 
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íl.v^erca «IpI tiendo dc r ropiea;id por estas últimas, entra ta 
vendedora *le dirfi» señor Kiveros, >in arrogarse jurisdicción 
extraña y ful lando sobre cuestiones pendientes ante otras auto- 
ridades judiciales ú cava resolución depende de ellas? 

Kd mi entend- r, por ésto y 0t W W parte en et juMo, ios 
Ttcursos debían denegarse á quien contra la ley los iuter- 

l«f»ng:i. 

V debí» manifestar ¡i V. K. que me ha sido muy sensible que 
la interpretación transita de la ley me impusiera esti r.*olu- 
ciun, porque siempre procuro, cuando tengo la menor duda que 
se produzca la intervención déla Suprema Corle, prehriendo 
que se d. el .re mal cumplid., un recurso antes que se considere 
uml denegado. 

H.ista boy no mo sacedlo nunca lo segundo y lo primero, sí, 
con mi previsión, pero con la mayor conformidad de ver resuel- 
ta l;i -luda que pudiera asistirin-', por aqu> líos en quienes debo 
reconocer autoridad superior, 

■i" \\ I], podrá declarar qu- h> siifridu un .-i ror en ta denega- 
ción de los recursos como en él fallo y entonce* quedará sujeto 
¡i revisión por \\ E. no por la autoridad de un Juez de Taz. pe- 
rú no podra ser una monstruosidad, una singular muñera de en- 
tender la justicia, m la pasión interesada motivando mi con- 
duela de Juez, ¿QmQW-mkedra lo establece el dck -t«»r Wilmart 
en su alan de defender mejor los intereses de su represe li- 
tado, 

Sibubiera pasión de mi parte, n<> hay otra que la legítima 
que inspira el amor y el respeto por la justicia, que la luí, escasa 
de mi criterio imparcial trata de buscarla siempreen la so- 
lución de las controversias en que los litig;iutes discuten sus 
intereses y en que los abogados buscan de lan erías triunfar 
Cl(U ti ínteres también del buen crédito de liábiles y sabios, 
6 con el aliciente del resultado pecuniario tic su profesión. 
L is jueces podrán ver pasiones en lns jueces; pero los liti- 
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gantes y los abogados que patrocinan sus intereses no son au- 
toridad para apreciarlas, porque el criterio de unos y otros es 
opuesto: los unos encontraran la pasión de su verdad, que cada 
cual pretenderá atribuirá en la interpretación de la ley ; los 
otros no mirarán sinó la pasión del interés, y ésta no puede 
atribuirse sin gran falta de respeto ¡¡ quienes ¡il aceptar el car- 
go de jueces se han mantenido eu los límites de la conducta 
honrada, ajotándola al cumplimiento astricto de su- debe- 
res. 

Y en cuanto á opiniones, la razón no atributo del maestro, 
especialmente en ciertos casos, y el maestro siempre respeta la 
del ijiie sea ó pueda *er su discípulo. 

5 o Para mayor satisfacción de V. y romo mejor informe 
me fermito adjuntar los expedientes números 3729 y 41 11, á 
que me he referido y que son los únicos que sohre el j unto i n 
cuestión existen en este Juzgado. Dios guarde & V. E. 

i 

Severo del Castillo . 



rallo do I* SupreM fferte 

míenos Aires, Diciembre 10 de 18W. 

Victos en el acuerdo y considerando: Que cumo lo dice tan- 
to el Juezde la causa como el recurrente y resulta evidenciad o 
de Las constancias de autos, el recurrente no ha ^ido parte en 
el juicio en que se bu declarado el derecho de retención á faror 
de las señoritas Prieto. 

Que en consecuencia la resolución en que, dorante la prose- 
cución del juicio, se ha declarado el citado derecho de retención 
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no puede perjudicar al recurrente para quien es esa resolución 

res ínter alias acta. 

Que es. en su virtud, cierto que Uiveros 110 ha podido deducir 
recurso contra un auto que no le afecta, lo que lejos de impli- 
car que no puede hacer u»o de todos los derechos que le corres- 
pondan, significa al contrario que esos derechos no han sido en 
muñera alguna restringidos ó perjudicados por un auto cuya 
fuerza es sólo relativa ¡i las parles que intervienen en el juicio 
en f|iieél ha sido dictado. 

Que el eximen atento de ta ley cuarta, título veintitrés par- 
tida t rceni, quecomo excepcional no permite que su disposición 
se extienda á otros casos que lus es presumen te exceptuados, 
convence que el presente no esta comprendida en sus prescrip- 
ciones, 

Por estos fundamentos, se declara bien denegado el Tecurso 
interpuesto, y devuélvanse previu r« pnsicion de sello», debiendo 
testarse la palabra subrayada en el escrito de apelación di- 
recta. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
OCTAVIO IÍURGE. — ADk-L UAfcAK 

(en disiden-iu). 



DIFIDENCIA 



Autos y vistos en el acuerdo: Considerando: Que según re- 
sulta del informe que precede y de las constancias de los autos 
que se han remitido agregados á él, el auto de retención contra 
el cual don Lisandro lliveros dedujo en subsidio los recursos 
de apelación y de nulidad, que le han sido denegados por el ln- 
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ferior, se refiere al inmueble que aqu¿l compró ;í dona liaría 
Barrufli , 

Que ese auto, aun'¡ue dictado en el Juicio que la* señoras Prie- 
to siguen contra dona María líarruli, sobre cumplimiento de un 
convnio den-uta relativo al misino inmueble, afecta indudahle- 
menU los derechos que í dicho inmueble si? atribuye Rirero>, 
en calidad de din-ñ... por la compra que de él hizo ¡í la seño- 
ra Harrnffi y por las sentencias ejecutoriada;! de (jjesalnjo qu» 
íí su respecto invoca contra una de aquellas señoras, sin que 
en esta virtud sea jasto negar A Kívems el carácter de parte 
intensada y legitini.i pura r. .claniar contra el nieiiciniiudo au- 
to de retención, como gravoso ;i sus derechos, e* interponer con- 
ira 6\ el recurso ue apelación, á pesar de «0 hiber sido parte 
formal y directa en los auto* del juiciu en que lia sido pro- 
nunciado. 

Qu*' l¡i verdad de esta conclusión <e justifica A la eviden- 
cia con la expresa dispnaiHon de la ley cuarta, lítalo Veinte 
y tren, partida ten-era, que es supletoria de la de procedi- 
mientos pura la Juslicia Federal de catorce de Setiembre de 
mil □ hocienfos sesenta y tres, confornn al artículo trescien- 
tos setenta y cuatro de e>ta última. 

l'or ello se declara mal denegado el recurso de apelucion iti— 
ti'rpnesto, el cual se concede en relación. Líbn-se oficio al 
Juez de sección para que haga saber esta resolución á la parte 
apelada, y fecho, autos. Téstese p>«r seerHaría la palabra sol - 
rayada en el escrito de apelación directa, y repóngase el pa- 
pel. 



ABEL UAZAN. 
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Contra Ángel Encina, .XtMs Unan*. Antonio Lo ¡tez y htnn 
Yfiicnziteln, por infracción á la ley de enrolamiento 

Sumario. — I Debe absolver* 1 de culpa y cargo al que no 
se h;i enrulado por razón de defecto físico. que fúndela excepción 
abalara est.blcci4aeii el artículo 25 «le la le|íle la íri*teti«. 

t° Los infractores ala ley de enrolamiento deben sufrir la pe- 
na de un aun de serviem militar con el descuento «le la prisión 
sufrida á razón de un día de ésta por otra de servicio en 1 ejer- 
cito. 

Cam. — Resulta del 



rallo o>l Ju«i r 

INiranA. vVgoslO 11 dé 18Ü6. 

Vistos: La causa seguida contra Angel Kncina, Nicolás Li- 
nares, Antonio Lopeí y Juan Vaknzuela, por no haberse enro- 
lado en la guardia nacional de la Iíepública el ano 1895. 

Resulta : Que todos los ¡m- ñipados confiesan en sus declara- 

i 

T. MU 



■ ■ i n ~ 
en mi desear - 



1,1. ,i„ i JtpiJHHIfi*- - - .'. - ' 

FALLOS UK LA SUPUEM* COME, 

ciones de fojas 18 vuelta, 21 á 22,5 vuelta y 41 
currido en la falta que seles imputa, pero al 
go: Ang<l Encina, que no se enroló porque era quebrado del 
muslo izquierdo, por cuya razón el jefe, que lo era Quinteros en 
San José de Feliciano, se negó á enriarlo; Nicolás Linar, s, 
porque tenia la madre enferma y que como únic» liijo no podía 
Abandonarla, y además, que tampoco tenía la edad, pues recien 
habla i -umpltd» 18 año*, fcaoíu» dos meses; Juan ¥aMtttóta, 
que se enroló el 93 y el 95 lo pasó en el Estado Orienta!, pem 
como regresó antes de cerrarse el enrolamiento, se pmeiító á la 
sub- prefectura, en donde lo hicieron regresar por tres di is .-on- 
secutiTO>, basta que por fin consiguió le diesen la papeleta, ln 
que le fue quitada en !o> últimos días por el ayudante de la sul.- 
prefectura; y Antonio López, alega >er brasilero, nacHoen Urn- 
guayana, y t( uer 17 años de edad, 

El Procurador FisíSál acu^a a todos ellos por violación de la 
ley de enrolamiento y pide se les aplique la pena de dos anos de 
servicio en "1 ejército permunente. 

El defensor de los procesado» hace valer los hechos alegados 
por estos, loque el Juzgado ha tenido presente, así curuo la 
prueba acumulada en ej sumario. 

Y considerando: Que el defecto físico alegado por Encina y 
justificado por el informe médico de foja 38, si bien basta para 
justificar una excepción del servicio, no es un descargo que pue- 
da hacer taler, porque ningún ciudadano está autorizado para 
declararse por sí mismo exceptuado del servicio y mientras los 
motivos de excepción no ha van sido calificados como legítimos 
por el juez ó autoridad competente, ellos están obligados á ins- 
cribirse en el padrón de la puurdia nacional, quedando sujetos 
A las penas previstas por la ley en caso fie no verificarlo. 

Que Kícolás Linares y Juan Valenzuela, no han justificado la 
«cusa que alegan, sucediendo lo contrario con Antonio López, 
con la partida de bautismo de foja ♦ . ., debi- 



dauunto legalizada, que ha nacido en la ciudad de Uruguayana, 
y es por consiguiente de nacionalidad brasilera. 

Que según al artículo 35 de la ley tic ít de Noviembre do 
18JÍ5, los eiud.iila.il is que están lo ú enrolarse uq lu verificasen, 
deben sufrir la penado un año deservicio en el ejercita de línea 
de la uai'iou. 

Que si bien esta ley «I posterior A las infracciones del decre- 
to por ol que ae dispuso el ultimo enrolamiento de la guardia 
nacional, abierto en \ ' nV b'ebri ru y cenado el 30 de Abril do 
1895, eorrespunde aplicarse en el presente caso, por ser más 
benigna que las anteriores en cuanto á la pena, según !a regla 
consagrada por el artículo <48 did Cúdigo LNnal. 

Por estad consideraciones, declaro i Angel Encina, Nicolás 
Linares y Juau Valenzuelu, confesos en el delito de no haberse 
enrolado en la guardia nacional en el año 1895 y los condeno á 
sufrir U pena de un año du servicio en el ejército permanente 
de la nación; y absuelvo libremente -le culpa y cargo á Antonio 
López, con costas á Ctrgo de los condenados, >* expídase la or- 
den de libertad á favor de este último. 

M. de T. Pinto, 



VISTA BEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 21 do 1H96. 

Suprema Corte: 

El procesado Angel Encina ha justificado, como lo reconoce 
la sentencia apulada, su imposibilidad física para el Berrido 
militar. 
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Ksa imposibilidad no le excusaba del deber de enfilarse, y 
sólo le eneptuaba d« todo servicio militar, ' orno lo expresa el 
artículo 25 de la ley 3318. 

Este procesado lia faltado a l.i lej, piro un ha incurrido en 
la pena; ya parque ha justificado una causa legal, va porque 
su inutilidad comprobada hace imposible en el la aplicación de 
lapcmi de serviein militar. 

Consi ¡ero por ellu, que la prisión sufrida lia sido pena bas- 
tante pira purgar !a falta de eonuurrencja al enrolamiento, y 
que Y. E. poilría disponer su inmediata libertad retocando en 
esta parte la sentencia recurrida. 

Kh cuanto ¡i los otros dos procesados, Liliana y Valenzuela, 
no U.in justificada ninguna eieepcloa legal, npesai del esfuerzo 
de su defensor, por lo que invocando á su respecto los funda- 
mentos de la sentencia recurrida, pidu ¡i V. K. se sirva confir- 
marla en cuanto Ies Impone La pena de un ano de servicio de ar- 
mas, pero con declaración de descontárseles de ese termino, el 
de prisión que llevan sufrido. 
.- 

Sabiuiano Kifír. 



rallo del» 9Mprem« Corle 

■ 

IJii.-u * Aires, líiciembre 12 Je 1«¡*5- 

Vistos y considerando: Que esta probada la imposibilidad 
para el servicio militar, por defecto físieo, alegada por el proce- 
sado Angel Knctn i, lo que funda laeiceprtion aban) uta estable- 
cida en el artículo veinte y cinco de la ley de la materia. 

Por ésto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, y por sus fundamentos en cuanto ú los procesados Li- 
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m m v tÚnuMi m atfaÉBMI 1 1 sentencia ríe foja *mm y 
seis respecto de é.t>», y -e retoca respecto de Encina, a píen 
se absuelve Je cipa y cargo, con declaración deque a aquellos 
debe descontársele* el tiempo de prisión sufrida, á razón de un 
dia de ésta, por otro de Mttffó» en el ejército. Devuélvanse. 



BESJANIN ¡*AÍ. — ABEL BAZAS. — 
OCTAVIO BUKGE. 



cauma mu 



Don Lorenzo iiasuhe contra don Luciana Fortabnt; sobre 
daños tj perjuicios ;/ mtreua deyamufo 

Sumario.-^ El fN$fa&M " ,l W#» V* e P or l )ro P iliai1 
tnridad desaloja de ¿1 al arrendataria es responsable á éste d 
los daño* y perjuicios causados, m gtájfo »¡ Éfflttí i 11 ** íitíbl 

durar el arriendo. 

9* Entrelo! perjuicios #ne9 comprenderse las cestas oci 
alonada* ni el juicio seguido para obtener su ¡ndemniwcion. 



>. —Lo explica él 
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Falla del Jura Federu! 

La l'lata, Julio l*do 180á. 

Y tintos: los seguidos por don Lorenzo ttnsñbe contra don 
Luciano Fortabat, sobre danos J perjuicios y demás en olios 
deducidos. 

V resulta ruto : 1° Que en 12 de Diciembre de 1893 se presen- 
tó por intermedio «le apoderado, el dicho DaBabeante esk Juz- 
gado, deduciendo acción de daños y perjuicios cuntruel señor 
Luciano Fortabat (v. f, 12). 

2* Que al instaurar la acción manifestó surgía ella de los he* 
cheque *e habían producid oyeran : a) que en Muyode 1893, ha- 
bía turnado en arrendamiento ul establecimiento de campo deno- 
minado Manca Chica, ubicado en el partido de Olavarria y de 
propiedad de las señoras Mercedes Pereda de Laferrere y So- 
raida Pereda [i. f . 12); b) que el precio convenido fué el 2200 
pesos mensuales por todo el tiempo que ocupara la cosa arren- 
dada el actor, no habiéndose fijado término al arrendamien- 
to; c) que en atención ¡i e^tas convenciones verbales, puesto que 
no ee formuló contrata escrito, dice el actor, haber abonado re- 
ligiosamente las mensualidades hasta el mes de Octubre inclu- 
aife, como to demuestran los cinco recibos adjuntos expelidos 
por el apoderado de Jas lo< aterías, don Gregorio de Laferrere 
(t. f. 7, 8, 9, 10, 11 y 12 vuelta, § II); d) que el dettinodado al 
eampo locado era el de pa^frireo de haciendas propias y ajenas, 
como A su vez sub-a"Teu<laba también por mensualidades lotes 
del campo (v. loe. cit.)í que á principios de Setiembre ú* 
Octubre, existían en el campu 748 cabezas de ganado vacuno de 
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su pendencia; v * cuanto á sub-locatorios se .nconlraban en- 
tre 1 oteo*: Mmrum t Guyeo-chea, Arríela y Que ^geta, Beato 
KUaguirr,, Garifa Fernandez, Garay, Fij - Alegr. , Giraud, Mai- 
luv v Nieto; /}q»e el precio abonado por 1 | citados era el .le 

n^'r^iH^ivanieHt.veü cuanto á los «lemas sub-arreudato- 
noM>rote>ta presentar su nómina en oporttmi lad . 

3<- r¿nc durante el tiempo mencionado go*ó tranquilamente 
de la cosa Wa, cuando á lines del mes de S Ikmbre el eeGur 
Luciano Fortabut t prevalió de la aus-ucia del «cíor, que se 
encontraba en Buenos .Viro*, íea/^e,^ ¡fei Cítín^ deján- 
dole v procediendo vi-deutamento al desalojo de los sub-arrondn- 
1 arios, á quienes les ^ige el payo de h yuc adeudaban, solici- 
ta y obtiene drljut* de Paz de OJavarría td embargo de los 
referidos, sin que baya sido posible recuperarlos basta la fecha 
(7 de Diciembn.de 1893, v. f. Í3 t S ff)<« 

4* Que sorprendido por estos hechos se trasladó A Olava- 
rtifl a reyael actor, y entonces Ih ííóá su ronocimiento que el 
señor Luciano fcVtabat habla procedido á título de comprador 
y fué eotúmes que levantó la protesta que ^..alíñente se ad- 
juntad, f. H S vuelta, |p*)i 

5* Que fundando él cam en derecho debe hacer presente : 
n) se trata de un contrato de locación por tiempo ind. •terminado; 
b) M* como quiera que el d,inaudado se pretenda comprador del 
campo ha debido no obstante solicitar su desalojo conforme á 
toa ^tos ItilO, inciso 5% del Código Civil y 550 del de Pro- 
cedimientos ; pero en manera alguna proe, der por si y ante sí á 
U ocupación de la cosa, en la forma violenta en que lo ha practl- 
eado, «in hacerse responsable do las consecuencias (v.f. 14^V% 
6" tine los daño; J perjuicios sufridos no bajarán de 50.000 
pesos moneda nacional, si hade tenerse en cuenta el número de 
láa haciendas de que ha sido privado; los sub-amndatarios que 
ha perdido por haberles el actor cobrado y lo que se ha deja- 
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do de percibí r hasta la caducidad dei plazo para el desalojo. 
Igualmente ha de tenerse e» cuenta el prudu idudel pastoreo de 
haciendas ajenas, como se ka de notar más de 400 cabezas de 
ganado que ha introducido t'l actor. Pur esto estima en la >nina 
de 50.000 pesos moneda nacional (v. f. 14, ^ VJ). 

7 o Que por el auto de cha 12 de Diciembre (v. f. 15 vuelta) 
se mandó ratificar á los testigos presentados á fin de justificar 
la competencia del Juzgado, laque lúe* declarada con la misma 
fecha (r. f. 16 vuelta) ordenándose se Librara oficio aljue?. de paz 
de Olavarría a fin deque se remitiera á este Juzgado los antece- 
dente* que obraba» allí sobre el embargo de lo- ganados del señor 
Basabe y á qui> se había hecho refereneii en d testo de la de- 
manda (v. f. 17 y 18). 

8° Que contestando la demanda el señor don Luciano Korta- 
bai (v. r. 50 expone: a) qui' si- deseche U demanda por ser 

a to.Ja« luces temeraria, ( coataa; //) que deseonoee al (tetar el 

carácter de loo «tai ¡o qm* ^e atribuyo; c) qu<- tai carácter 
d-- locatario, il- ■ le ha sid-* revelad • ni por Basabe ni 
por otra persona; antes por el contrario siempre le ha sido füre- 
st- atado el señor Basabe por encargado ó administrador estu- 
blt'Cimíento comprado y él mismo se ha manifestado como tal 
administrador al presenciar é intervenir va et inventario que 
se hizo de la> existencias de dieho eamp-; d) que deseonoee la 
lirmn, fecha;* ecntenido de los dominen tos privados que pre- 
senta*! avtor para justificar el pago de arrendamientos hasta 
t i 7 de Octubre; el qu<* no es cierto que haya deso jado á 
j;as,ilieoi menos arrojado violentamente de] campo á 1"S sub- 
arrendatarios del campo que Basabe dice tenía ; /) que el desa- 
lojo se llevó á eabo para unos y otros por las vías paeílicas y 
voluiitariauionte; */; que no es cierto haya percibido arrenda- 
mientos que tío le pertenezcan y así ha percibido los devenga- 
dos con posterioridad á la fecba en que por autorización expresa 
del vendedor quedó á cargo del campo ronipradu; A) que el ac- 
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tur no ha tonillo, ni tenía hacienda de siiiMopiHl.nl etn-1 campo, 
pues I» quu había tenía la marca del rendedctt ó de otras perso- 
inis desconocidas; i) que las primeras fin ron comprad as poi él y 
la» segundas denunciada* al Juzgad o su existemúa ; j) qm- he- 
chas las pubííoacionea de edictos de citación de bus dueños para 
que las sacasen, se les cobro la indemnización 'leí caso. 

9" Que llamando la atención al juzgada de los hethas, debe 
manifestar: «} <||id él Fortahat) compró . 11 remato público 
á don Gregorio Laf.irere el campo de Ülavanfa, onecido por 
Blanca Chica, con fecha 6 de Setiembre. por la turan de 310.000 
pisos ¡i escriturar el 25 de Setiembre ib 1893. si en esa T -eha 
pudiese ontreg&t todo el pn cío en efectivo. 

10* Que tanto en el boleto, como en b«s avisos y escritura 
se consigna $m Ú rampa se encuentra libre ih gravamen y, co- 
mo se ve, no consta en esos documentos, como en ningún otio 
que el campa este' arrendado. 

11" (¿ue acompaña un ejemplar del aviso de £«niáte (f . f, 21). 
il boleto <le compra (v. f. 23). por no tendrá la mano la escri- 
tura qne>e encuentra firmada en 5 de DieieiuoW de 1890 ante» l 
escribano I'. A. Rodrigo ti. 

12" Que ya el 25 de Setiembre tenia él rom i ^nmpr ulor el sal- 
do del precio en su podvr y también en el bohtode compra v uta 
había entredi lo 150.000 pesos moneda nacional en seña, por lo 
qoe Lafi-rr.-re consintió en que él turnara posesión del campo y 
huís, ruando la escritura no se bahía limado por Clilpa del ven- 
dedor. 

13° Que el documento número 3 (v. f. 50) y «1 número 4 
(v. \\ 1 18 y 149) de fecha 26 le Nnvicmbie de 1893, en que dice 
Laf'írrere que, para poder... con elencanjado (¡ue tiene ó su car- 
v <füuna chacra d medias te pedia le comunicase el valor de la po- 
blación ffue tenia en dicha chacra (\. f. 53), 

11° Que al espirar el mes do Setiembre el >eñor Fortabat se 
constituyó en el rump-i compn lo y no encontrando fi Basabe, se 
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apersonó ú los ouupuotes que se mencionan en ta demanda siyni- 
tierindulca que h;iliíü comprado ese terri no y que lo desocup.iseo. 

15" Que ninguno de los ocupantes se opu.-o, sinó que por - 1 
contrario su dispusieron n desocupar el ranipu y así lo hirieron 
á medida quv hallaban otros que los conven! a, quedando i n cua- 
tro de ellos en el establecimiento; todo lo cual demuela que 
lejos de haber usado violencia, se les ha tratado y se Jos trnta 
con toda clase de consideraciones. 

16" Que una vez linnada la escritura, el comprador eligió del 
vendedor la entrega formal del campo y como éste di murase 
dicba entrega, el comprador pidió que se levantase judicialmen- 
te uq inventario de todos los mueble* de propiedad del rendedor 
existentes en el establecimiento y así se hizo en presencia del 
minino señor Üasiibe, que iirniú el acta como testigo y sin hncer 
observación. 

17" Que el M-ftor Uasabe i n ningún momento Insinuó t| u e fue- 
se locatario >* que creyó que había ido allí en ese momeóte á 
arreglar cuentas con el ^efior Lafertere su poniéndole allí. 

18° Que pocos dias después de ncurridns estos beebus, el ven- 
dedor cuví j ¡í su lieimano Alfonso para que se recibiese di- tudas 
lm haciendas, muebles y útiles existentes en el establecimiento, 
como de su pertenencia, iiai iemlo al mismo tiempo entrega for- 
mal de él al comprador. 

Ií> Que los recibos de pugo de arrendamiento que el actor 
presenta, ó son falsos, ó revelan una confabulación con Lufrrre- 
re, diriendo lo propio de la protesta que aparece hecha un wt-s 
después qu-> e! supuesto locatario abandonó el campo dejándolo 
en quieta posesión y dominio del mbnio. 

20 a Que en cuanto á las haciendas que el demandante dice 
que F>>rtzibat retiene indebidamente en su poder, repite que no 
son de su propiedad, sinú de distintas personas, 1 quienes está 
dispuesto A entregar, prévio pago de la ocupación y goce del 
campo. 



[>K JUSTICIA SAClOfUL 

»\» Que con ese tiu, ForUbal hizo Ustiones fttttee! 

juez de pal de Olavarria atorándole al misino tiempo un pAf 
liaénticd ¿Mtt, & q«e demuestra que, Jejos de quese le hubie- 
ra reclamado infructuosamente l. entregad* la hacienda, el ha- 
bía solicitado judicialmenu. su extraeri.m del estable<intiento 

por sos dueños. 

Que por último. sisa mandante ha cobrado y percibido 
arrendamientos desde el mes de Octubre, no U heel.o sM <>jor- 
eer undererho propio, que desd, esa fe, ha tenía por .d vende- 
dor Va posesión legal del campo y no se le había opuesto ante* 
de la venta, en la venta, ni después «i la venta contrato alguno 
de Incaeiou que el estuviese obligado á respetar. 

23- Que dejando asi contestada la demanda del señor Basabe, 
pide que oportunamente se n-im Iva como lo deja solicitado. 

24° Qui corrido traslado al demandante, de los documentos 
acompañado* por el demandado, por el auto de foja 5 vuelta, 
aquel se i xpidió á foja 68, sosteniendo que esos documentos, 
léios de bonificar la causa del demudado y juslili- ar su temera- 
rio desconocimiento de lo. hechos expuestos en la demanda y sus 
andaos injuria, y desmentidos i su «mudante, sólo sirven en su 
maynr parte para poner de relieve la astucia y nula U con qae 
a , ini conducido y >•> conduce For tabal en este asunto. 

25° Que los documentos señalados con los números 1 y 2, 
nuda tienen que hacer en la presente controv. r.ia, desde que un 
ai reu.latar¡oiiodejades ( rlo por el hecho de que el propieta- 
rio deU cosa arrendada no mencione el arriendo, ni en los avi- 
sos ni en el boleto de venta de esa cosa. 

26o Qu( . e i cisionado con el numero 3, carta de Laferrere a 
Bu.abe, escrita en Setiembre d, 1893, so vuelve directamente 
contra quien lo produce con sólo tener O» cuenta sus términos y 
la e.ircuusUncia apuntada de su no entrega fcoi el portador. 

27- Que esa carta en efecto, sólo dice: .Que el señor Forta- 
bat, portador de ella, se hará eargo del i-aupoá ünes de nu-s y 
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que Laferrvre agradecerá A liasabe que proporcione ;í Fortabat 
todo loque necesite para reconocerle y citarlo á su entera satis- 
fací: ion » . 

28° Que tal carta puede ser dirigida tanto A un arrendata- 
rio como ¡i un administrador del establecimiento rural que 
at' trata, y el hecho de haberle Forlabal guardado en su poder, 
es cuando menos un indicio de qne ya éste preparaba la celada 
contra Basábe, posesionándose riel campo. 

20' Que el documento señalado con el núm»ro 4, carta Lafe- 
rrere. á Furtubat, se halla en condición muy semejante al ducu- 
mento número 3, pues de él resulta que Bosabe explotaba á me- 
dias con aquel una chacra, de la cual no ha podido >ej>aiarse sin 
el arreglo de sus cuentas y sin las formalidades de ln. 

¡JO' Que el documento atunero 5, inventario de lus muebles 
de propiedad di 1 v ndedor existente* en el establecimiento, ca- 
rece de importancia en este litigio, porque de é\ IIOSÍ desprendo 
que Uasube consintiera en ser expulsado del eunipo, sin recono- 
cerle derecho alguno y sin entregárselo lo siiyu. 

31" Que los documentos dé fojas 6 «i ii, nada tienen que ver 
eon su representad", á quien nada le cuadra que Fortab.it ha- 
ya berhoó no las compras y damas »ct os que tales documentos 
mencionan. 

32- Que. aprovecha la oportunidad pura decir que considera 
un colmo de audacia que Fortabat impute ú su representado, 
confabulación con Laterrore, cuando al primero le consta que 
B&sabo era uu Verdadero arrendatario del - ampo. 

33 l Que es también un colmo «[de Fortabat niegue que existan 
en el campo nu me rusos animales yeguarizos y racimos de pro- 
piedad ex-lusiva de su mandante, siendo así que en el mismo 
exp» diente que él ha promovido ante el Juez »l •* P iz de Olava- 
rría, sobre embarco de gana-Ios, consta palmariamente tal hn- 
ch«, c uno que allí figuran los corrcspnn lentes certificados de 
propiedad . 
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31" Que por el auto tic foja 59 se recibió la causa í prueba, 
señalándose Ala Tez N U»ntos sobre que esta debía versar. 

35" Que vencido el término probatorio se mandó agregar la 
prueba producida por nft* J otra parte, ¡a que orre agregada 

de fojas 67 a 281 . 

36* Que acto continuóse pusieron los autos para alagar de 
bien probado presentándose con tal mutuo los alegatos agre- 
gado^, f.290á»44l.<-oii lo dial quedo la causa concluid* y se 
llamó autos pata delinitiva. 

X considerando : 1" Que como consta en autos (y. f. 65 v.\ 
se determinara» las cuestiones *obre las cuales d< Ufa versn la 
prueba, siendo consentido el auto respectivo por ambas partes. 

$ Que basándose < n ellas se han practicado las diligencias 
de pruebas pedida-, tanto por el actor como por el demandado, 
pureuya razón debemos buscar allí, los elementos de criterio 
pura resolver las cuestiones propuestas emergentes de la litis 
contestado. 

3° Que ante todo debe empelar el que estatuye para resoher 
el punto referente á la calillad en que el actor ocupaba el < am- 
po if que sereüere la demanda, que es fundamental en el sentido 
d.* determinar ó no responsabilidad por parte del demandado y, 
en raso alinnativo, cuál < s su extensión. 

.1» Que se halla .■omprohado en autos, de una maneTa indo* 
bifcable, que don Lorenzo Bnsabe fué encargado ó administrador 
do ta Blanca Chica, designad. > por don Gregorio de Laferrere en 
su carácter de apoderudo de doña Mercedes Pereda de Laferrere 
y dona Zoraida L'ereda. 

5 o Que en esa condición, Banabe ha permanecido hasta Abril 
de 1893, siendo arrendatario del campo desde Mayo del mismo 
añ.i hasta la época en que don Lucio Fortabat tomó posesión del 
campo por haberlo comprado á su legitimo dueño. 

6* Que ese carácter de arrendatario que tenía Basa be, se en- 
cotntra acreditado plenamente por los recibos de foja 7 a foja 
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ti, reconocidos por su otorgante ; está acreditado, además, por 
la declaración terminante de don Gregorio de Lafcrrcre v. f . 
1 63) y por la délos señ are* don Mnrtin Cmjvchea(T. f. 175) , 
Antonio Queregeta (r. f. 117), Victoriano E, Alegn- (r. f. H8 
v.)t íílftfl A. Graciurena (v. f. 120 v.), José Isaguirre (v. f, 
124), Antonio Beato (r. f . 126), Ramón Gej*> (v. f . 128), Gena- 
ro Martínez (v. f. 1¿í9), Roberto Martines y Conidio Iljerra 
(v. L 1-40 v.). 

7* Que el testigo Lafcrrere puede considerarse hasta cierto 
punto como oualifieado, va que él depone sobre heehos realiza* 
dos pnr sí mismo, en su carácter de ¡iprnierado de lo- dueños drl 
campo en cuestión, y que K- afeitan personalmente, 

H" Que los demás testigos mencionados en el considerando 
6°, contestando i\ las preguntas 2*, 4" y 6" de los interrogan it- 
rios (t. f. 107 y 1 ;í8) respectivos, declaran uniformemente que 
el señor Basabc subarrendaba en nombre propio fracciones u>l 
campo de Manca Chica, lo que equivale n decir que era arren- 
datario principal, y abonan sus dichos la circunstancia de haber 
sido subarrendatario» d-l mismo Basabe. 

O 1 Que A mérito de lo expuesto, resulta que tales testigos ha- 
cen plena fé del hecho sobre qoe deponen, por ser mayores de 
toda excepción y no tener tacha alguna que anule ó modifique 
sus aserciones (v. L. 82, 1. 18, P. III). 

10° Que habiendo quedado comprobado de una manera com- 
pleta la calidad en que el actor ocupa el campo en cuestión, que 
no era otra que la de arrendatario, paya el Juagado á estudiar 
el segundo punto en debate. 

11° Que Tersándola segunda cuestión propuesta sobre la for- 
ma en que el actor fué despujado de dicho campo por el deiuAjT^ 



dado, se debe, desde luego, empezar por tener muy en cuenta Ta 
solución dada ala primera cuestión. 

12* Que el contrato de locación f como cualquiera de los contra- 
tos lícitos que reconoce la ley, debe ser tan respetado como la 
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ley misma, ya se trate de contrato escrito ó en forma verbal. 

13" Que cuando la locación no se ti u becho ;i término fijo, el 
locador time derecho á pedir el desalojo de s i locatario, en td 
mommto que se le antoja, pero esta facultad no puede ir ha*da 
el extremo do imponer en absoluto su vo. untad, la cual ha sitio 
limitada, para evitar los abusos en que pudía incurrirse. 

14 a Que teniendo presente la ley tal hecho, el inciso S" del 
artículo 1610 del Código Civil acuerda al locatario que se halle 
en estas condiciones el termino do seis meses para desalojar el 
terreno ocupado. 

15" Que no consta en autos ni nadie lo ha alegado, que el señor 
Fort abot hubiera solicitad ante juez alguno el desalojo del se- 
ñor Basnbe, río obstante su carácter de arrendatario, por cuya 
ruzun cualquier otro procedimiento que se haya observado adole- 
ce de vicios que le quitan toda su eticaría. 

U\ Que todo uctipantede un predio, sea cual fuere el carácter 
que invista, tiene un derecho evidente á mantenerse en la cosa 
ha vi a que una autoridad legalmente facultada, ordene su desa- 
lojo, prévia la acción del caso y resolución consiguiente. 

17° Que por todo ello, es que la ley, ocupándose de tal motivo 
fas declarado que: «cualquiera que sea la naturaleza de la posesión 
nadie puede turbarla arbitrariamente» (v. el ait. 4469 del C.C.). 

18" Que la persona que sin título alguno ó como intruso ocu- 
pa un campo, puede ser desalojada, pero siempre por medio del 
juicio correspondiente, no obstante Ja diferencia de plazo que 
la ley acuerda con arreglo á la ocupación y demás condiciones 
que concurran. 

19' Que de lo ei puesto resulta claramente que don Lorenzo 
Basabe ha sido desalojado sin llenarse el trámite esencial del 
juicio respectivo, ni se ha intentado siquiera, circunstancia que 
constituye una verdadera violación de las leyes que tutelan los 
derechos individuales y que todo habitante del país esta obliga- 
do ¿respetar. 
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20" Que es un hecho * om probado en untos que á finos (Ir Se- 
tiembre dtí 1893, el señor F-.-rtabat se presentó en el establecí- 
miento Illanco Chica é hizo notificar á t<dos los subarrendata- 
ríos que no debían pagar á nadie níis que á él. el importe délos 
arrendamientos, que empezó á cobrar desdedí mes de Octubre 
inclusive, del misu>> uño. 

21 * Qu. es inútil argumentar co:i la carta de foja 156, como 
lo hace la partí* demandada, pretendiendo deducir de ella, qm* 
Basabj no éra más que un encargado, porque fuera de que itu 
había objeto de especificar el l arácter en que éste o& encontraba 
allí, no tenia ni la otro liu que hacer que el rornpriidnr visitara .1 
campo. 

22' Que aunque así mi fia ra, id demandado saMa que había 
en i l establecimiento una pe rsona con quK-o entenderse, no im- 
porta *n carácter, y que [)ork- tanto no- 1* 1 era ¡ícito lomar pose- 
sión del mismo por acto propio, 

23" Que to los estos antecedentes lian sid alionados por los 
mismos testigos mencionados anteriormente, como asimismo, 
que el señor Hasahe se encontraba ausente, cuando llegó el 
señor Fortabat, quien no obstante empezó ú ejercer actos de do- 
minio, componiendo nlaiuhrados, etc. , etc. 

24" Que cuando sm edíuu estas cosas, todavía el demandado 
no era delictivamente dueño del campo que recien se le escritu- 
ró en 7 de Octubre de 1 8U3. por manera que erau del todo inde- 
bidas las providencias que tornaba desde antes de esa e"poca. 

25" Que ú la llegada del señor Laferreru á ponerle en posesión 
del campo (Octubre 20) ya el señor Fortabat estaba en quieta y 
pacífica posesión del mismo. 

26" Que por otra parte, la misión eti posesión no importa el 
desalojo, lo que quiere decir que aún en el caso de haberse cum- 
plido con eHe deber, el Tendedor no ha podido lícitamente atro- 
pellar el derecho del arrendatario, tan sagrado como el del pro- 
pietario y tan respetable por lo tanto. 
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27' Que establecido coma queda que el señor don Lorenzo 
llasabe, era arrendatario del campo conocido por blanca Chica 
y que fué desalojado de él de una manera clandestina é ttfgii 
pues que no se inició acción alguna al respecto, ya Si l« 
considerara en aquel carácter de arrendatario ó en el de in- 
truso. 

28" Que siendo esto a<í t no puede titubearse un momento pa- 
ra declarar al autor de tales actos responsable de sus consecuen- 
cias, puesto que todo el que ejecuta un hecho que por su culpa ú 
negligencia causa un daño á otro, eatd obligado a la reparación 
de! perjuicio (v, art. 1109 del Cód. Civil). 

29' Que sentada esta doctrina y resuelto el punto de acuerdo 
con la disposición legal invocada, llega la oportunidad de estu- 
diar la prueba relativamente al monto de los daños y perjuicios, 
pudiendo di?sde luego observarse que ella es deficiente para jus- 
tificarlos en la extensión que se reclaman. 

30 Qau los principios lian empezado para el actor por la toma 
indebida de posesión practicada por Fortabat y han concluido 
por el embargo de las haciendas de propiedad de llasabe, que 
habían quedado en el mismo establecimiento. 

31 Que cou fecha 8 de Noviembre de 1893 se presenta el de- 
mandado al Juzgado de t J us de Olavarría, manifestando que 
existe una cantidad de hacienda cuyo dueño no conoce y pidiendo 
sea embargada para responder á los gastos y perjuicios ocasio- 
nados y el dicho Junde Paz provee de conformidad, nombrán- 
dose depositario á un empleado de Fortabat, don Luis Castet, á 
quien le entrega el oficial de justicia 420 animales vacunos (T. 
f . 1 y % eip. agregado). 

32° Que con tal motivo el s ~or Uasaue comparece al mismo 
Juzgado y reclama del mencionado atrepello de su propiedad 
presentando los documentos justificativos de su dominio <v. f. 2 
v. 3, 5 y 6, exp. eit.) después de haber formulado ante el es- 
cribano don Ramón A. Rendon la correspondiente protesta 

T. livi 8 
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por este hecho y por el desalojo de que habí* sblo víctima. 

33" Que relativamente al número de cabezas embargadas, 
puede decirse que exi-te conformidad de partes, pues el mismo 
actor afirma 734 cabezas de ganado, de las cuales se le ba em- 
bargado una gran parto (acta de f. 2 v. oxp. ngreg.); debe, 
pues, estarse a este resultado por manto, si bien <'S fiert-i que 
de tos boletos, aparece haber adquirido mayor cantidad, mi s<- 
ha demostrado que todo estuviera un el tBiablecimicnto en él 
monieot niel embarge. 

34' Que en el escrito de demanda el actur afirma que sub- 
arrendaba fríiíTimies de campo por valor de 25(10 pesos moneda 
nacional, herbó ron el que i-stá contarme el di mandado (y. í. 
322 vuelta) y lia sido adeui-U comprobado por la dectaraci<n d. 
ios propios sub-arrendatm ios con algumi diferencia di- maso me- 
nos, aunque mi sustancial. 

35" Que ha comprobado además, por la deposición de los mis- 
mos testigos, que existían en el campo 12.000 mil i-abezns do 
ganado vacuno, 6000 ovejas y 500 animales yeguarizos, mas ó 
minos, lo que da una base un tanto sólida para la determinación 
de los perjuicios. 

3Ü 1 Que como no se ha asegurado ni menos se ha demostrado 
que fuetadela> cantidades mencionadas de animales deben con- 
tarse la de lus ^ub-arrendat irio s , d.-lie suponerse que u,stas es- 
tán incluidas en aquellas. 

37" Que descontadas las haciendas de los sub-arrendatarios 
(¿ueregeta, Alegre f. 118 vta.), Graciarena (f. 120 v.), lza- 
gnirre (f. 114), Genaro Martínez (f. 139) y Roberto Martínez 
(f. 140), cuvo arrendamiento se incluye en los 2569 pesos mone- 
da nacinnal ya mencionados, tenemos qne sólo quedan 2000 ani- 
males vacunos, 3500 ovejas y 500 yeguarizos más ó menos, ú 
los cuales se puede fijar aproximadamente el importe del pas- 
toreo como desde luego el Juzgado pasa á hacerlo adjudicando 
á los primeros 0.50 por cabeza, ¿loa segundos 0,55 y á loster- 
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oeros 0.20 por mes de pastoreo que hace un total de 2275 pesos 
moneda nacional. 

38" QttB si á esta suma se agrega la difVronHa euln- el im- 
porte del arrendamiento qu» pUgaíja el actor al señor Laferrere 
y loque sacaba de lus sub-arriendos, que ascienda á 379 pesos 
moneda nacional, se habrá completado la sumí de 2G5i pesos 
moneda nacional, en que lijan aproximativamente los perjuicios 
que ha sufridn Bayabe. 

Sií" Qne con arreglo ü inciso 5* del artículo ICIO del Código 
Civil el m tor no podía s r desalojado sinó en el término de 6 
me s; por consiguiente, mullipli* ando este tiempo por el lucro 
cesante, tenemos que el perjuicio que en definitiva ha vellido á 
sufrir el actor, monta é 15,924 pesos moneda nacional. 

40 Que no es posible en euest iones como la sub-judice, lijar 
con precisión matemática el monto de loa perjuicios, pero la ley 
j la jurisprudencia se encargan de resolver equitativamente el 
punto, disponiendo que su detiera al juramentó estimatorio de 
la partí- la fijación de esos perjuicios que entre en id imxiinum 
que el Juzgado fije como razonable v justo (Tallos de la Supre- 
ma Corte, série 2% tomo H. pág. 337). 

41* Que de acuerdo ron esta jurisprudencia el Juzgado lija 
como eantidiil dentro de la cual el actor debe Jurar, la de 15.021 
pesos moneda nacional de curso legal. 

42° Q£m por lo que respeeta á las costas pedidas por el aotor, 
atendida la grave proporción que media entre la suma que recla- 
ma y laque se fija por el Juzgado «■orno indemnización de per- 
juiciüí» no deben ellas imponerse al vencido (v, fallo eit.). 

Por todo ello fallo : declarando que don Lucio Fortabat debe 
devolver al actor 420 animales vacunos que bajo su responsabi- 
lidad se le embargaron, sin perjuicio del estado del expediente 
agregado, ó su equivalente con arreglo al precio que se determi- 
ne en igual forma ; igualmente lo condeno á pagar la cantidad 
que determine el actor por medio del juramento estimatorio 
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dentro de la cantidad de 15.924 pesos nacionales que se fija co- 
mo máximum, debiendo ejecutar ambas cosas el demandado, den- 
tro del término de 10 días, sin costas, por no haber mérito para 
ello. 

Xotifíquese con el origina), registre en el liólo de senten- 
cias y repónganse laa fojas. 

Jf. S. de Aurrecoechea, 



Dii(;uos Ai. Ih"'*iciubiv \i iJe |Mj6. 

Vistos | considerando : Que e*tá plenamente averiguado que 
el actor ocupaba, en calidad de arrendatario, el canino qui¿ ad- 
quirió el demandado, y que éste por propia autoridad desalojó 
á aquel. 

Que tal hecho justifica la acción deducida, pues» que esindu- 
dableque ¿1 entraña responsabilidad* * para su autor, que lo ha- 
cen pasible délos daños y perjuicios ocasionados (artículos 1069 
y 1077 del Código Civil). 

Que de conformidad al citado artículo mil sesenta y nueve, 
hay justicia en que el demandado pague al demandante el precio 
de los snb-arrendamientos que éste debió percibir, con descuen- 
to de las sumas que debió pagar en su calidad de locatario, ha~ 
méndola igualmente, para el pago de los valores cobrados ó que 
han podido cobrarse por el pastaje de ios animales que no per- 
tenecían ni al arrendatario ni i los sub-amndatarios. 

Que en el cálculo hecho en el considerando treinta y siete de 
la sentencia apelada se nota un error visible de multiplicación, 
que hace subir la suma del past ije i dos mil doscientos setenta 
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y cinco pesos moneda nacional mensuales en vez de mil doscien- 
tos setenta y cinco pesos, a que en realida 1 asciende, partiendo 
de los factores aceptados por el Juez; error de cálculo que, du- 
rante Loa seis meses que debió durar el contrato, representa una 
sama total de seis mil pesos. 

Que «tentó el mérito de autos, debe reputarse equitativa la 
diferenciaque establece la sentencia apelada entre el precio del 
arrendamiento principal y el de los sub-arrieudos, aunque se 
haya omitido tener un cuenta alguno de estos, desde que no se 
descargan los gastos que, para la percepción de las entradas y 
frutos hubiera tenido qne hacer el demandante. 

Que con las constancias del expediente, él Juez ha podido li- 
jar la indemnización pecuniaria á cargo del demandado (artícu- 
lo mil ochenta y tres, Código Civil) y disponer que dentro de la 
suma por él determinada, se preste por el actor el juramento 
estiiuatorio conforme á la ley cinco, título once, partida tercera 
y í\ la jurisprudencia sentada en su virtud. 

Qnc la condenación encostases procedente, por haberse nega- 
do el demandado de un modo absoluto a abonar al demandante 
indemnización alguna por los danos y perjuicios que le ha cau- 
sado, careciendo de razón para ello. 

Que en tal caso la diversidad do criterio de las partes para 
apreciar el (¡tíMium de la indemnización, que es el juez quien 
tiene que fijarlo en d ifinitiva, no es motivo bastante para exo- 
nerar del pago de costas, cuyo importa debe contarse entre los 
perjuicios justificados, como lo tiene declarado esta Suprema 

Corte en varios fallos. 
Y considerando en cuanto al recurso de nulidad deducido por 

el demandado : 

Que no es exacto que la sentencia recurrida se haya pronun- 
ciado ultra petita, pues que la demanda comprende no sólo tos 
perjuicios mencionados en los precedentes considerandos, sinó 
también el daño correspondiente á los anímale* mismos de 
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la propiedad del demandante, cuya restitución ae ordena. 

Por estos fütidaménto& y contar liantes de la sentencia recu- 
irida de foji trescientos feintt* y seis, se confirma ésta, debien- 
do reducirse á diez mil pesos, qtté se fijan equitativamente, ! i 
suma dentro de la que debe prestar el demandante el juramento 
estimnturio; y siendo ú cargo del demandarlo las costa* del jui- 
cio; en cuyos término?, queda modificada tu ixpresuda sentencia, 
sin nacerse lugar al recurso de nulidad interpuesto contra eltn. 
Repónganse les sellos y devuélvanse, 

IJENJAMIH PAZ. — AI1EL tlAZAPi . 
— OI.TAVIO BLSCE. 



«ALNA <4<XV1 



El ¡tanto Nacional en lit¡uidaQÍon t contra don Vedro t l , llohin, 
por cobro de saldo de cuenta corriente; sobre prescripción 

Sumario* — 1" La prescripción de un crédito en cuenta co- 
rriente contraído en 4888, debe ser juzgada con arreglo al Có- 
digo de Comercio vigente en esa lecha. 

2* Trabada la contienda en el concepto de versar sobre el co- 
bro de un saldo en cuenta corriente, no es permitido al Tribu- 
nal alterar la naturaleza del crédito que se litiga. 
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Caso, — IU^ulta riel 

I Hilo drl Juev F**l«"r*l 

i;at;iinariM, ScMfiía ¿1 de \H&. 

X vistos: Knlus autos jimios por el seño Carlos J. Cas- 
tillo, en representaron del Banco Nacional cu liquidación, con- 
trae! sfeBoi Pedro P. Robín, cobrándole la cantidad de 61:22 pe- 
sos 80 centavos moneda nacional, ngn.0 el saldo de cuenla 
corriente precitado á foja i , el 28 de Febrero del anopsia*, 
pisado, resulta: Corrido el traslado ni doctor don Guillermo Co- 
rrea, defensor del demandado ausente, conista diciendo: pe 
la demanda debe ser rechazada con costas en mérito le las ra- 
zones siguiente» : 

Que la cuenta coméate es un contrato bilateral, septa >1 ar- 
ticulo 71 del Coligo de Comercio, y que sin embargo la deman- 
da se ha presentado con una cuenta un dos reinjlours que está 
lejos de probar la existencia de dicho contrato; 

..jne la cantidad cobrada es mayor de 200 pesos, lo qu3 re- 
quiere no sólo la prueba instrumental, sinÓ también la del OOttr 
iratoqu.' debe acreditar *u procedencia legal, pue* que son dis- 
tintas las consecuencias del derecho si diclio contrato no se 
comprobiise etieaimonto ; 

Que ti contrato de cuenta corriente es ó debe ser á término 
en loá easosque fijael arUculo782del Código citado, encontrán- 
dose- el demandante dentro del inciso 3-, poi el hecho de haber 
cesado suh pagos con anterioridad al año 1891 , porque en este año 
último se di¿ por el Congreso nacional la primera ley de Liquida- 
ción, lo que signiuca el suceso legal á que se refiere la última 

pai te de dicho artículo ; 
Que á su entender el Bauco ha cerrado todas sus cuentas co- 
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. .¡entes en 1889. y suponiendo que su defendido haya celebrado 
el contrato del caso, lo que do conoce, él habría caducado con la 
cesación de pagos del Banco; 

Que no existiendo el contrato de cuenta corm-nlc, el Banco 
seria un simple prestamista de su defendido, y en tal caso, ia 
obligación estaría prescripta según el artículo 848 del Código 
dtí Coniírcio, y qne igual excepción bahía en el falso supuesta 
de existir la cuenta corriente por contrato, porque habiendo 
concluido con la cesación de pago del demandante, habría tras- 
currido mayor plazo del requerido por el artículo 790 del Código 
citado. 

Abierta la causa á prueba, por parte del demandante se ha 
producido la documental que corre desde fojas 20 á 23 vuelta. 
Habiéndose presentado el ausente ¡-eñor Rubio, confirió poder á 
su mismo difusor el doctor Correa. 

Puestos los autos á la oficina, éste, alegando de bien probado 
en el memorial de fojas 25 á 26 vuelta, reproduce lo consignado 
en la contestación y agrega : 

Que de los documentos presentados por el Banco resulta qui' 
don Pastor forrea, ha contraído como mandatario de su comi- 
tente, un crédito otorgando hipoteca en garantía de su pago ; 

Que el doctor Correa ha extralimitado su mandato y no puede 
obligar á su representado, según los términos de los artículos 
1881,1110180 9% 1931, 1932 y 1933 del Código Civil; extendién- 
dose en otras consideraciones tendentes á demostrar la proce- 
dencia de la excepción de prescripción que tiene alegada. 

El demandante, á su vez, manifiesta : Que por el documento 
presentado so comprueba la existencia de la deuda que se cobra ; 
y que es improcedente la prescripción alegada, porque las leyes 
de liquidación del Banco Nacional ban impedido quu aquella 
corra, que se ha suspendido, ó lo que es igual, que no existe tal 
excepción en el caso ocurrente. Termina con varias reflexiones 
sedentarias que se detallan en el escrito de fojas 27 á 30. Llama- 
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dos loa aut.* para sentencia, las partes no hita informado in 



vuee . 



Y consideran in: Que la é*i*tencia dt ría obligación ruyocum- 
plimiento solicita el demandante, la funda en U escritura pú- 
blica presentada, corriente de fojas 20 á 23, de f eolia 18 de Ju- 
lio del ano 1888, en que consta que don Pastor Correa, haciendo 
liso del poder otorgado por el demandado en la ciudad de Cór- 
doba, abríñ un crédito en la sucursal de esta provincia por ta 
cantidad de 5000 pesos nacionales, y lo garantió con hipoteca 
en la parte que su comitente tenía en la estancia denominada 
«Buen Retiro», en el departamento «La Paz». 

Que tratándose de derechos y Aligaciones contraídas pur mi- 
dio de apoderado ó representante para determinar su legal efi- 
cacia, hay que avcri-uar si éste obró ó no en los límites de su 
mandato, aegun las disposicioDes del Código Civil, porfíe el 
mandante clámente es responsable por los actos jurídicos eje- 
cutados por el mandatario en los limites de sos poderes y á nom- 
bro de aquél: artículos 1095 y 1916 del Código Civil. 

Que según lo establece el artículo 1881 , inciso del Código 
citado, se requiere poder especial para dar ó tomar díñete pres- 
tado, a no ser que la administración .nnsienlaciidar ó tomar di- 
nero a intereses, oque los empréstitos sean una i iflnsi eiiencinde 
la administración ó que sea enteramente necesario tomar dinero 
para conservar las eosas que se administran. 

Que el poder general conferido por el señor Robin i Correa, 
de que instruye la escritura mencionada, no tiene ejáttsuji al- 
guna en que lo autorice á efectuar la operación que verificó, es 
decir, para tomar dinero en préstamo, ni de autos aparece de- 
mostrada la concurrencia de alguna de las condiciones á que se 

Tetire el ídoíso 9° citado. 

Que por otra parte, el poder especial para ciertos actos de una 
naturaleza determinada, debe limitarse á losaotos para los cua- 
les ha sido dado, y no puede extenderse A otros actos análogos, 
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aunque pudieran considerarse como consecuencia natural de los 
que el mandante ha encargado hacer (art. 1884 y siguientes 
del Código Civil). 

Que déla doctrina expuesta, se demuestra que el señor Tas- 
tor Correa, al abrir el crédito que se cobra, ha excedido los lí- 
mites de) mandato que se le dio, nu ha tenido poder de hacerlo, 
siendo por consiguiente nulo el acto ejecutado, según la termi- 
nante disposición de Us artículos 18 y Htí! del Código Civil. 

gue siendo esto así, es lógica consecuencia la irresponsabilidad 
del demandado, y aun respecto de la hipoteca, por cuanto ésta 
no pin. de subsistir como accesorio sin la existencia de la obliga- 
ción principal áque se refiere (artículos 3108 del Código Civil}. 

Que á mayor cantidad y abundamiento, el actor no ha cum- 
plido con Iüs Obi. -aciones que el articulo 10 del Código de Pro- 
cedimientos le impone al iniciar la demanda, y como el docu- 
mento o escritura, presentada en que s<- funda la acción, es de 
fecha anterior ú la misma demanda, y los ha exhibido recien en 
el término de prueba y sin haber llenado los requisitos esta- 
blecidos por ta ley, se deduce que no puede ser aceptado como 
prueba, según ya lo tiene resuelto la Suprema Corte en la séríe 
1\ tomo 9\ página 447; Caravantes, número 493; Reus, Ley dé 
Enjuiciamiento Civil, comentario al artículo 504 del Código de 
Procedimientos español, 

Que por consiguiente, demás está ocuparse de dilueidar la 
cuestión de prescripción promovida por los litigantes, porque 
no puede haber prescripción respeeto de un crédito que á juicio 
de este Juzgado no ha existido nunca. 

Por estos fundamentos, y concordantes del escrito de fojas 
25á26, juzgando definitivamente, fallo: absolviendo»! deman- 
dado de la demanda con especial condenación encastas. Há- 
gase saber con el original, y si no fuere apelada, archívese. 

José M. Vatdes. 
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Bueno* Aire*, Diciembre lüdul&ÜG. 

Vistos y considerando: Que tu deniftikífl fué interpuesta cu 
Julio de mil ochocientos noventa y cuatro, y tien- por objeto 
el cobro de un crédito cu cuenta corriente, contraído por el 
deninndndu cu mil ochocientos ochenta y ocho, según resulta 
de la escritura de foja veinte. 

Qüv siendo mayor el término que lija el articulo setecientus 
noventa del Código de Comercio, mi vitfor desde Mayo de mil 
ochocientos noventa, para la prescripción de la acción sobre co- 
bro de un crédito en cuenta corriente, que el que establece el 
artículo mil tres, inciso tercero, del Código anterior, la excep- 
ción opuesta p- r el demandado debe regirse por la última dispo- 
sición, con arreglo á lo prescrito por el artículo cuatro mil el*- 
cuenta y uno del Código Civil. 

Que la circunstancia de no haberse entregado ta cuenta co- 
rriente al deudor no puede ser interprétala en contra de sus de- 
rechos, pues esa entrega dependía de hecho del acreedor. 

Que por otra parte, dados los términos en que ha sido trabada 
la contienda, reconociéndose tanto por el demandante como por 
el demandado, que tila Tersa sobre el cobro de un saldo en cuen- 
ta corriente, no le es permitido al Tribunal alterar la natura- 
leza del crédito que eu autos se litiga. 

Que habiéndose contraído el crédito eu nul ochocientos ochen- 
ta y ocho, é interpuesto la demanda en mil ochocientos noven- 
ta y cuatro, ha transcurrido mayor término que el de cuatro 
años que fija el articulo mil tres, antes citado, estando por con- 
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sigiiíentd proscripta la acción interpuesta por el demandante. 

Foresto» fundamentos, se confirma, can costas, el auto apea- 
lado de foja treinta y una; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Ll'ISV. VAREI A. — OCTAVIO filtfGE. 

— auel bazan (en disidencia). 



DISIDENCIA 

Vistos: Considerando: Primero; Que si bien na se justifica 
la deuda que se cobra a don Ped ro fíobin. en la demanda de foja 
tres, con la cuenta corriente de foja primera por cuanto esa 
rúenla no ha sido reconocida, ni aceitada por la parte del de- 
mandado, no puede, sin embargo, decirse lo mismo ante la es- 
critura hipotecaria de foja veinte, por la que consta que don 
Pastor Correa, haciendo uso dol poder general que le otorgara 
■ I demandado, con las facultades de hipotecar sus bienes por 
las cantidades, plazo y condiciones que estimase con Teniente, 
y de hacer pagarés, dedara qne, á nombre de su poderdante, 
ha solicitado y abierto, en la sucursal del Banco Nacional de 
Catamarca, un crédito por la cantidad de cinco rail pesos moneda 
nacional, para cuyo pago y sus intereses hipoteca la parte qne 
le corresponde en Ja estancia que allí menciona. 

Segundo : <¿ue este documento prueba, sin du la alguna, y del 
modn más perfecto, la obligación en qne se halla Robín de sa- 
tisfacer la deuda que se le cobra, sin que pueda excusarse de 
hacerlo, sea bajo el pretexto de haber exeedido bu apodera- 
do, al contraer dicha obligación, las facultades que recibiera 
en el poder antes mencionado, sea porque se pretenda que no 
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debe ton»™ en cuenta el documento de la referencia como 
prueba del actor, por la circunstancia de no haber sido presen- 
tado con la demanda, porque aun cuando sea neito este hecho, 
el Ju,z no ha podido hacer aquella declaración roncando de 
oficio Manola sued ido y después de estar ejecutoriada la pro- 
videncia por laque ordenóse agregase á los autos, en candad de 
prueba dichu documento. < 

Tercero Que tampoco es procedente la excepción de pres- 
cri^ion alegada por la parte del deudor, oponiéndose al pago 
que se le demanda, ya se considere el crédito en cuestión como 
mu obligación comercial regida, cu cuanto á la prescripción, por 
las disposiciones del Código do Comercio, rigente antes de su 
reforma hasta el primero de Mayo de mil ochocientos noventa, 
6 ya por ia< disposiciones reformadas de diclm Código, á partir 

desde e¡»ta fecha. 

Cuarto'. Que considerada la cuestión del primer punto de 
vista, es de observar, que el término pata la prescripción de la 
acción proveniente del crédito abierto á favor de Robín en la 
sucursal del Banco Nacional de Catamarca, es el común develó- 
te años que establece el articulo mil dos, para prescribir las 
acciones provenientes deobligarioues comerciales contraídas por 
escritura pública ó privada, artículo que es de rigorosa aplica- 
ción al caso sub-judice, por tratarse del cumplimiento de una 
obligación comercial contraida por la escritura pública de foja 
veinte y no de una deuda justificada por cuenta comente en- 
tregada y aceptada, para que le sea aplicable la prescripción de 
cuatro años que establece el artículo mil tres, inciso tercero, 
pues no so halla de este modo justificada la deuda que se «pre- 
sa en la ouenla corriente de foja primera. 

Quinto: Que mirada la cuestión del segundo punto de vista, 
6 sea de tas nuevas disposiciones del Código de Comercio refor- 
mado, es evidente que, con arreglo á ellas no puede tenerse por 
cumplida la prescripción que se opone: primero, porque el ar- 
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tículo ochocientos cuarenta y ocho de ese Código, que se ha invo- 
cado por til parte del deudor, es de al soluta ¡iiLipLicabiiida>l al 
caso en cuestión, des le que no se trata aquí de hacer efectivas 
acciones sociales, ni acciones que procedan de documento i-ndu- 
sable 6 al portador, que son los casos para tos cuales legista ese 
artículo; y segundo, porque, aun cuando A caso «V que se trata 
sea el de nu crédito eu cuenta corriente, como lo condesa el de- 
mandante, y haya venido a que'Iar comprendido en A artículo 
setecientos noventa del Código reformado, que lija el término 
de cinco años para que so prescriba la acción para solicitar el 
arreglo de la cuenta corriente, 6 el pago del saldo de ella, es d*- 
i otar que ese término, que di. 1 lie contarse, ron arreglo al artí- 
culo cuatro mil eiucuenta y upo del Código Civil, desdo el pri- 
mero de Mayo de mil ochocientos noventa, en que comenzaron 
a regir las reformas del Coligo, no ha transcurrido hasta que m* 
entabló la demanda de foja tres, en cuyo caso no hay prescrip- 
ción cumplida, en virtud de ta cual pueda prosperar la excep- 
ción de éftr género, opuesta á la demanda de foja tres. 

Por estos fundamentos, se revócala sentencia apelada de foja 
treinta y una, declarándose que don Pedro P. Robiu debe al 
Bnueo Nacional en liquidación el eré lito de que instruye la es- 
critura de foja veinte cou sus intereses correspondientes, qui- 
se liquidarán en los períodos y con arreglo al tipo de interés 
lijado pur dichu Banco para los créditos abiertos cu cuenta co- 
rriente en el mismo establecimiento, debiendo descornarse de la 
suma adeudada las cantidades que hubiese abonado á -'lienta el 
demandado y que constasen de los liliros del Banco, ó de recibos 
fehacientes, Repuestos lo* (¡ellos, devuélvanse. 
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tV llttnm Provincial >t* Oilammi, W íímiw tó>»^ 

« liquidación, $ don Ktli tuerto Correa; tot r* mejor derecho 

en el juicio 



tM til tercem. 



>io. — El crédito hipotecario válido, os 4e preferente 
pago á los créditos simple* sobre la cosa hfj 



r«.íu. — Resulta <lvl 



IMIo «leí ft?e4er«l 



enlamaren, Ahr '' ^ 1 * í * íi 

Vistos: En la tercería de mejor derecho entablada por don Os- 
valdo Gómez, en r*pr,sentaciou del Banco Provine, al, respecto 
du la casa habitación situada en ta plaza principal de esta ciu- 
dad de propiedad de don Edilburto Correa, embargada para 
responder al juicio ejecutivo que contra éste ha promovido el 
Banco Nacional en liquidación, á que se refiere el expediente 

número 902, resulta: 
Que el Banco Provincial, representado por su apoderado Ge 
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mez, funda la tercería de mejor derecho en la escritura pública 
hipotecaria de fojas 1 y % oturgada por dou Edilberto Correa 
A favor del primero, en 20 de Julio del año 1802, para garantir 
la suma de 15.000 pesos moneda nacional, adjuntando también 
dos pagaré* de fojas 3 y 4, feeha 7 de Agosto del 03, haciendo 
ambos la cantidad de 10284 pesos 50 cantaros nacionales, y so- 
licita que, de conformidad ;i lo dispuesto por los artículos 3034 
y 3930 del Cúdigo Civil, se le declare con preferencia al pago 
del precio del inmueble hipotecado. 

Que corrido el u astado al ejecutante (Banco Nacional), y al 
ejecutado ^E. Correa), éste lu renuncia y aquél contesta (fojas 
10 á 14), pidiendo: Que la demanda sea rechazada con costas, 
apoyándose en los siguientes motivos ; 

Que id erudito que persigue en el juicio ejecutivo, es de fecha 
anterior al que indica la hipoteca; 

Que el deudor ú ejecuta lo, señor Correa, se encontraba en 
estado de insolvencia cuando se otorgó la escritura hipotecaria, 
en virtud de deber al Kanco Nacional una crecida cantidad en 
el ano 1890 ; 

Que la casa hipotecada ha m i o comprada y pagada con dinero 
suministrado por el Banco Nacional, como se comprobará, lo 
cual lu da el privilegio á que se refieren los artículo* 3932 y 3927 
del Código Civil ; 

Que el señor Correa era comerciante por mayor, y estando 
i n citación de pagos, ha debido presentarse en quiebra (artí- 
culos 1388 y 1389 del Código de Comercio); y que aun cuando 
ta quiebra no haya sido declarada, no debe dejar de producir 
sus efectos (artículos 1408 y 1409 del Código citado); 

Que la hipoteca de que se trata se ha hecho en fraude de lo 
acreedores, y por lo mismo, solicita su revocación, apoyán- 
dose en los artículos 961 y 962 del Código Civil y en la facultad 
que acuerdan los artículos 1408 y 1409 citados; y que compa- 
rando la fecha de la escritura de fojas 1 y 2, con la de los pa- 
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garfc, se demuestra que lío ha habido obligación principal á la 
cual acceda la hipoteca y no teniendo las designaciones eligidas 
por los artículos 3138 \ 3131 del C -digo Ciril, es nulo dicha 
hipoteca. 

Abierta la cansa á prueba, á pedid» del frutante, se ha pro- 
ducido la tfue corre de fojas Él a 23. Puestos loa autos á la^ 
oficina i>ara hacer mérito de lanruelia, la pai te del Banco Nació-" 
nal presenta el inemoriil de roja<22á27. Habiéndose llamad» 
los autos |»ara sentencia, a solicitud aeí lian- o Provincial ie|t* 
crotó la audiencia para el informe in roce, y eíi ésta, expuso: 

Qa-' la acción pauliana deducida porol ejecutante era impro- 
cedente porque no se hallan justificado los extremos requeridos 
por los artículo 9ffc¡, 968 y 9Í>9 del Códi-o Civil ; 

<ju«' aun suponiendo quo se hubieran probado los hechos 
mencionados, la acción se habría proscripto, según el artículo 
4033 d.-l citado Código; 

Que en cuanto a la acción de nulidad estoiavía m*s ininrooe- 
dente, porque la escritura hipotecaria se encuentra cm las for- 
malidadeá que exigen loa artículos 997 á 1003 del mismo Código; 
y que en todo caso dicha acción estaría proscripta (artículo 
4030), 

La parte del ejecutante, a su Tez, contestando, se refirió a lo 
consignado en su alegato de bien probado ó insistió sobre la nu- 
lidad de la hipoteca por fallado obligación principal. Para me- 
ar proveer se ordenaron las dilige ncias que corren á fojas 32 á 
«>J y 3tj vuelta. 

Considerando: Que la escritura hipotecaría aducida como 
fundamento de la tercería iniciada, se encuentra revestida de las 
formalidades legales para su validez, y que por consiguiente» 
como acto autentico y público hace plena fé, no solamente entre 
las partes contratantes, sinó también contra terceros, respecto 
de las convenciones, disposiciones, pagos, reconocimientos, 
confesiones, contenidos en el mismo, asi como también del ca- 

T. «VI U 
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racter jurídico qu- se les Atribuye (artículos 993, 994 y tn*5 
del Código Civil; Aubry R iu, § 755, letra C; Uemolombo, tom«. 
29,»UH.ero279). Délo que resulta: que aquel que alega una con- 
vención ó un pago, ya sea contra la misma persona con quien 
ha contratado 6 contra un tercero, que consta de nn documento 
público, está dispensad*, de dar otra prueba, y la té debida al 
acto auténtico se extiende aún a ia realidad y sinceiidad de los 
actos jurídicos que constan del mismo instrumento, hasta la 
prueba en contraria. (Aubry Rau, § citado, notas 59 y 63) . 

Que aun cuando la causa de una obligación no s- encuentre 
presada, su existencia se presume legalmente, y la indicación 
de una faKa causa no la anula, siempre que se funde en otra ver- 
dadera (artículos 500 y 501 del Código Civil; serie 2\ tomo 

12, página 451). 

Que á estar á la doctrina que se acaba de consignar, el actor, 
por su parte, lia comprobado la base de su demanda sobre ter- 
cería, perú com» el ejecutante ha deducido algunas excepciones 
que tienden A desvirtuar el derecho del tercerista, a fin de dar 
□na solución justa y equitativa al problema que nos ocupa, con- 
viene examinar, aunque aea someramente, su valor y alean co- 
lega les. 

Que el hecho al ij ido de la anterioridad de h fecha del crédito 
del Banco Nacional respecto de ta del Banco Provincial para 
;er pagado con preferencia, carece en absoluto de base legal, 
porque á tal hecho la ley no atribuye ningnu privilegio (arti- 
culo 3876 del Código Civil). 

Que en - u.into á que la casa hipotéca la ha sido comprada 
con dinero del Banco Nacional, ni siquiera se ha intentado de- 
mostrar tal aseveración en la forma prescripta por el artículo 
39-27 del Código Civil, única manera de poder ejercer el privi- 
legio acordado por el mismo articulo. 

Que por lo que hace á la acción pauliana que el ejecutante 
opone como excepción» quien la alega deoe justificar las coudi- 
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ciones que la ley requiere para su procedencia (série 2", tomo 
10, página I3>¡ es decir el fraude del deudor y la coitt¡ih'ridud 
t Le 1 terceto t ó sen del señor Correa y ol Banco Provincial, en el 
■ uso particular (artículos ÍHJ2, 968 y 969 del Cón%Q Civil; Dic- 
cjniinrío reformado de Escriohi', verbo .Vre^/or; Ih-mulombe, 
tomo 25, números 175, 177 y 185; Aubry fian, > 313;. 

(¿ue de autos no consta qii ■ el Banco Nacional haya acredita- 
do ninguno de lo- requisitos esenciales para la existencia y ad- 
misibilidad de la ¡iceion paultaiu; y que el hecho ile la cesación 
do patíos dfl deudor Correa dejándose protestar los pagarés 
que sirvan de baso ,il juicio ejecutiv » invocado ]>.i r t probar su 
insolveneia al otorgarse la hipoteca, no la demuestra por sí 
mismo, \>qt cnanto esto lucho ha podido tener 1u^:ir en virtud 
de otros motivos-, y no precisamente porque &a activo fuera in- 
sufiotento para cubrir su pasivo, que es lo qm- constituye la 
verdtidera insolvencia (doctor Sejiovia, nota 11 al artículo 96^ 
del Código Civil; Kscviehe, verbo Insolvencia). 

Qm- aun cuando se aceptara como una realidad el estado de 
insolvencia del deudor Torrea, nada importa, desde que no está 
demostrado que el tercerista tuviera da ello conocimiento antes 
ó en el acto dt> contratar la obligación, de cuya revocatoria ±u 
trata, pues dicho conocimiento es esencial para la complicidad 
requerida por el artículo 96U ya CÜado. 

Que los artículos 1408 y 1409 del Código de Comercio, que 
el excepeionante aduce en mi favor para apoyar la nulidad de la 
escritura hipotecaria, son, á toda luz, impertinentes é inaplica- 
bles ál caiio ij ub-judice, porque don lüdill eto Correa no ha sido 
declarado en quiebra, y ésta, como es evidente, nu puede pro- 
ducir ningún efecto jurídico antes de su declaración por senten- 
cia de autoridad competente (artículos 1402 y siguientes del 
Código citado), pues que es absurdo que el efecto sea anterior 
á la causa que lo produce. 

Que por lo que mira á la excepción de nulidad deducida, fun- 
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flándolti en ta no existenci i ííe la obligación principal A la «nal 
acceda la hipoteca yon la falta de alguna-* de ¡ai designaciones 
exigidas por el artículo 8131 del Código Civil, se desvamce con 
sólo considerar; |ue la simple lectura de la escullirá hipoteca 
ría nos pone a la vista que sí- ba verificado en la turma y en lis 
designa 'imies propias, de acuerdo ton lo dispuesto en los artí- 
culos 3121* y 31 31 del C-nligo citado, y que en cuanto a la falta 
de obligación principal, importando alegar simula» ion, h-idcM- 
do ser comprobada por la parte del Hunco Nacional fallos de la 
ñamara de Apelaciones Jur. Com., tomo3", página 343). 

(¿ue los pariría le fojias 3 y 4, que se mencionan para com- 
probar con ellos la eicepciou de nulidad ó falsedad déla escri- 
tura hipóte-aria, lejos do apoyar tal pretcnsión, ellos son una 
consecuencia de la deudu garantida, teniendo en cuenta la «ero- 
similitud de la explicación dada por don Dermidio GalindeK en 
¡,u carácter de presidente del Banco Provincial (foja 32 ?»clta 
á 33), y en mérito de ser práctica en los Bancos, verificar ri - 
novaciones de documentos hipotecarios por medio de letras, 
p¡ira facilitar así su servicio, dando movimiento al crédito; lo 
que se corrobora más si S f tiene presente, qué la cantidad que 
arrojan os pagares men -ion idos Imitados un año después que 
la obligación hip «tecaria. con sus intereses, es igual má> ó me- 
nos á 15.000 pesos que expresa e*ta obligación; que del exámcn 
de los libus del establecimiento del Banco Provincial, practi- 
cado por el Juez a fojas 32 u 33 y por el secretario á foja 36 
vuelta, resulta que don K, Correa, á la época del otorgamiento 
de la hipoteca, era deudor de una suma fuerte, lo cual agregado 
a las presunciones que tiene en su favor la precitada escritura, 
produce la convicción de la verdadera existencia de la obliga- 
ción principa! (iubry Rau, § Üj¡ nota 71; Deraolombe, tomo 
35, número* 291 á 294j. 

Que admitiendo en hipótesis que ninguna constancia se hu- 
biese encontrado en los libros, de ta deuda hipotecaria. 
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eho, por si solo, tío puede constituir una prueba legal para con- 
traducir la tmm píObatorM ¿él documento público acompa- 
ñado; y á má» t (itie la simulación de un instrumento auténtico 
sólo puede ser declarada en virtud de presunciones, cuando éstas 
sean graves, precisas y concordantes (Fallos de la Cámara de 
Apelaciones, Jnr. C'iv., tnmW", página 127). 

Que no habiendo el ejecutante comprobado ninguna de las 
excepciones opuestas, y estando en forma la hipoteca y con las 
indicaciones propias -le la naturaleza del acto de que se traía 
(art.31Q8, 3109, 3128, 3131 y 3i»i, Cód. Civ,), la cuestión 
que nos ocupa ha de ser resuelta de acuerdo con la escritura 
hipotecaria. 

Por tanto y de conformidad a lo dispuesto por el artículo 
3934 del Código citado, declaro: procedente la tercería de me- 
j >t derecho de que se trata, concomas. Hágase saber original y, 
si be fuere apela la, archívese previa reposición, 

JoséM. Ytildéz. 



Buenos Aires, Diciembre 15 de 189(3. 

Vistos y considerando: Que el crédito bipotecaiio en que se 
funda la tercería de mejor derecho deducida por el Banco Pro- 
vincial, está debidamente acreditado, tanto en relación al cré- 
dito mismo como al derecho real accesorio constituido en ga- 
rantía de la obligación, pues todo ello consta de la escritura 
pública de foja una, registrada en la oficina respectiva en vein- 
te y tres de Julio de mil otfaocienlos noventa y dos, ó sea, al 
día siguiente de sn otorgamiento. 
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Qui' el ejecutado Correa no ha sido declarado en quiebra, ni 
antes ni después de los actos (juchan motivado el presente jui- 
<lid, siendo así cierto que no pueden invucurse tas disposiciones 
del Código de Comercio, que reglan las consecuencias deJa quie- 
bra declarada. 

Que el Banco Nacional no lia producido prueba para acredi- 
tar que el Banco Provincial tenía conocimiento de la insolvencia 
del deudor Correa & la época de la constitución hipotecaria he- 
rrín por éste a su favor, ni demostrado tal hecho en forma al- 
guna. 

Por esto, fundamentos concordantes y de acuerdo con las dis- 
posiciones legales citadas en la sentencia apelada de foja trein- 
ta y siete, se onlirma ésta cun costas; declarándose que los in- 
tereses del crédito del ttanco Provincial deben pagarse con la 
preferencia y en las proporciones <iue establece el artículo tres- 
mil nuevecientos treinta j seis del Código Civil. Kepuestos los 
¡•ellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL DAZAN. 
— OCTAVIO BUKCE. 
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1a compañía franveta da ferrMWtfa. e&ttim los 

herederos de don tilas .[chacal, por expropiación; sobre en- 
traja de prado y correcciones disciplinar tas. 

Sumario. — f* Bl Juez federal á cuya órdou se halla 
tadoel dinero producto de la expropiación, es componte para 
ordenar su entrega, si no existe cuestión alguna respecto del 
derecho á recibirlo. 

2° La Suprema ( arte no puede apreciar la procedencia ó im 
procedencia de las correcciones disciplinarias impuestas por el 
Juez Federal, si las palabras que los motivaron Tienen testada^ 
ya: un tal caso no puede pronunciarse por la condenación. 



Caso. — Resulta de las siguientes pieua: 



*»«!« «leí Jan F«4«r»l 



Saniiii(?o ( Junio 21 de 1894. 



Autos y vistos: La petición del doctor Ricardo ¿chaval, de 
que ae le mande entregar por este Juzgado las sumas deposita- 
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das á su 6rdén, por e' ( ció del terrino expropiado, en el jui- 
cio seguido por la Empresa del Ferrocarril Je San Cristóbal a 
Tucumán con los herederos fie don Blns Af-haval . 

Y consid «sraüdo: Que como so resolvió ja ii fojja,, , de esto* 
autos, en un escrito en que al mencionado Achara! pretendía lo 
mismo que aliara gestiona, que di be ocurrir donde cornsponde. 

Que la misma razón que se tuvo entonces para resolverlo así, 
subsiste hoy, ik-sdeque, tratándose de un verdadero juicio de- 
clarativo, no es del resorte de este Juzgado, salvo que ¡te proba- 
se la existencia dv alguna causa que surtiera fuero federal. 

Por lo expuesto y lo resuelto por la Suprema Corte en el fa- 
llo que se registra en el lomo 7 o , scrif 1\ página 9, no se hace 
lugar ú lo solicitado por Achaval, debiendo ocurrir donde co- 
rresponde y poniéndose éi deposito de foja... á la órden del 
Juzgado del* instancia en lo civil. 

/'. Ottiitikm }/ Alcor (a. 



tutu M Juez Federal 

Sanliftgo, Junio :.¡0 de 1KSM, 

Auto.- y vistos: Los recursos de apelación y reposición en sub- 
sidio interpuestos por el doctor Ricardo Achaval, del auto de fo- 
ja... de fecha 21 de este mes, que le ordena ocurra donde corres- 
ponda pura elo»bru del precio de la expropiación en el juicio de 
esta naturaleza seguido por la compañía francesa de ferroca- 
rriles con la sucesión de don lilas Achaval. 

T considerando: Que habiéndose iniciado y seguido el juicio 
de expropiación con la sucesión de don Blas Achaval, no es do 
la competencia de este Juzgado conocer del juicio sucesorio 



DE JUSTICIA NACIONAL 1 3 7 

respectivo, debíon l », para el efecto, ocurrir ante el Juez de U 
sucesión, se^un la legislación vigente. 

Que esta fué, sin duda, la mente de ta Suprema Corte Federal, 
al dictar el fallo que cun e en el tomo, série y página citados en 
la resolución cuya revocatoria se solicita. 

Por ello y por los fundamentos Jel auto cuya reposición se 
solicita, no se hace logará esta última y se concede eu relación 
yeu ambos efectos el recudo de apelación interpuesto, remi- 
tiéndose, en su mérito, loa autos originales á la Suprema Corte 
en la forma de ley y lijándose el término de cinco días para la 
méjora del recurso . 

Y teniendo en cuenta que en el escrito en que se interponen 
los recursos sobre que té ha proveído, contiene conceptos ma- 
niüe^tamente irrespetuosos, que no guardan la cousiduracion de- 
bida á la dignidad del tribunal, éste en uso de la atribución 
privaba que le acuerda el artículo 19 de ta ley de jurisdicción 
y competem ia de tos tribunales federales de 14 de Setiembre 
de 1863, ordena se testen las palabras subrayadas é impon-! 
una pena de 4 días de prisión ó 25 pesos de multa al señor Acha- 
T al. siendo esta última á favor de la Sociedad de Beiielicencia. 
Ejecútese esta ultima parte de la resolución, con arreglo á lo 
resuelt» por la Suprema Corte en sus fallos que corren en id 
tomo 9 de la i° série, página 74, y tomo 6\ 2* série, página 
207. Repuestos que sean los sellos, notifiques* original y lí- 
brense las órdenes del caso. 



I\ tilaeehea y Alearía. 
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Buenos Aim¡ Diciembre 15 de 1896, 

Vistos y considerando: Que no hay eu auto* constancia al- 
guna de que exista cuestión pendiente sobre el derecho á recibir 
él dinero, producto de la expropiación. 

Que, por consiguiente, no habiendo litigio sobre distribución, 
nada hay que resolver a! respecto, tratándole de la simple en- 
trega del is presad o dinero. 

Que la competencia para ordenar esa entrega, que no está so- 
metida á cuestión pr¿viaes, á no dudarlo, del Juez á cuya órden 
están ¿opositados los fondos de que que se trata. 

Que además eüiste conformidad entre las partes que han in- 
tervenido en el juicio. 

Y considerando en cuanto 6 la apelación concedida .sobre 
la última parte del auto de foja cincuenta vuelta ¡ que catando 
ya testada* las palabras á que él se retíere, y venidos Jos autos, 
las cosas »n ese estaco, esta Suprema Curte Be halla en la impo- 
sibilidad de apreciar la procedencia ó improcedencia de las co- 
rrecciones disciplinarias impuestas, en cuyo caso no puudt» pro- 
nunciarse por la condenación. 

Por estos fundamentos: se revocan los autos apelados de foja 
ciento cuarenta y seis y ciento cincuenta y cinco vuelta, decla- 
rándose, en consecuencia, que el inferior es competente para 
ordenar la entrega délos fondos depositados, y que quedan sin 
efecto las correcciones disciplinarias impuestas en la última 
parte del citado auto de foja ciento cincuenta y cinco. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — I.UISV. VARELA • 
— ABEL BAEAW.— OCTA VIO BU KGE. 

■ 

JUAK E. TÜRBSftT. 
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4 AINA *< i \I A 

Doña Manuela (¡gaña contra donjuán fi. Larraburu, por 
desalojo; sobre devolución de una carta 

Su, .ario, — No es apelable el auto put ei cual ti Juez no ha- 
ce lugar Ü la devolueiun de una carta reconocida, reservando pa- 
ra la definitiva la apreciación de >u mérito. 



Caso, — Doña Manuela Egaña entabla deiu ancla contra don 
Juan U. Larraburu para que desalojara un campu de su propie- 
dad. 

Contestada la demanda, se recibid la causa á prueba y la de- 
mandante presentó una carta deLarraburu, dirijida ádoña Mer- 
cedes Kgaíia» Larraburu Teeun>tció la carta, ubsolvieudo posicio- 
nes, y pidió tiue fuera de? uelta á la parte demandante por ser 
unamisÍTa dirijida a terceros, que no podía presentarse, con 
arreglo al artículo i 036 del Código Civil. 

rail* del Juei F«4er«l 

Ducuos Aires, Angosto 8 de 1896. 

Vistos: La petición formulada en el escrito de foja 69 para el 
desglose y entrega al interesado de la carta misiva agregada á 
foja 36 . 
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Y considerando: Que el Juzgado, legitímente, nu está habilita- 
do para asentir á luí petición, desde que la ú nica oportunidad 
para aprerjar la procedencia y valor legal de Jas pruebas es al 
tiempo de pronunciar su sentencia dilinitiva, pues lo contra- 
rio daría niáryeu A incidentes frecuertes qu<- servirían df moti- 
vo para prolongar [os pleitos. 

Por ello, no ha lugar por ahora á lo solú itado, y corran los 
autos en su ettado. l¡epóugas<e el papel. 

Afjustin Urdinarrmn. 



»'nll« de la Suprema Corir 

Buenos Aires. DiWi-mhnj ló de l^>. 

Vistos: No siendo apelabl" el auto de foja ciento cuarenta y 
ocho, de conformidad a" lo dispuesto por el ariíiuto doscientos 
>- -is déla ¡-y de procedimientos, desde que el Juez reserva pa- 
ra la definitiva la apreciación del mérito que pudiera ó no te- 
ner un rerouoci.mii nto ya practicado: declárase mal concedido 
el recurso dedurid o contra £1, y repuestos loa stllos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ, — LUIS V. VARELA, — 
ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUNGE. - 
IVAS E, TORREA. 
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thn &anCM° fmnemm muirá ta s »irdnd fhtvutdtswerk% i*>r 
ejecución de un laudo: sobre %ttt<fócwrt de intereses 

Stsmárk -• talatereses de íi suma mm¿*$* pa*»r P° r *3 
1,0,1o. que no huí sido m.umnados por fefe «i están compra 

.iido« en las é&pmm a« ka regí» W iirtíc « l ° ^ G ,llg0 Cl 

til, deben liquidara >d*»i* «1 ™<1 11 - *e ha pedido .-l papa de 
la suma mencionada. 



Caso. — A ludido de Fraueicmi y por úr-l ra del juzgado, íf 
.uan lópractí. arliq.iidariond, lo adulado por interés, lia- 
hiñidusi' riVttiiadu la -i-uu-ntc ; 

Capital, setenta y ocho mil och. nt i y tn-s francos 
ochenta cuntimos ' * •'*■ 

Intereses dieetfe el día M de Mayo de itifel hasta 
el dia 12 de Mai?.o de 1895 según el fallo de fo- 
ja 199 vutíltadel juicio arbitral, al 8 % anual 

-on francos oro * 

Inter esi'8 »otal francos oro. . . . 5.222.93 

Asciende la jetéate liquidación de intereses a la cantidad de 
cinco mil doscientos veintidós francos oró sellado con noventa 
y tres centesimos. S. E. ú 0. 

Bui'iit" Vi""' 1 ^ Mawo i 1 ai- W>. 

E, w. Zavalía. 
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El re pr une utu n te de la Howaldtswerke observó esta liquida- 
ción, diciendo : Que en día se computan indebidamente los in- 
tereses desdi el H de Mayo de 18il4.es decir, desde el terceto 
día de la fecha del laudo arbitral, por cuanto íste no contenía 
condenación en intereses; 

Que con arreglo a) articulo 15 de la ley de \mn edimientos el 
jingo de intereses tsólo tiene lugar cuando hay condenación en 
< líos, fijluilose la base para su liquidación, lo que no sucede en 
el presente caso ; 

Quf la jurisprudencia ha establecido también que no pueden 
meloirsr iutere-e* enuna liquidación, cuntido lu aenteiicia gnar- 
dasíleucid sobre ellos (jurisprudencia civil, Mino ü, |ií«. 401, 
-érie 2") ; 

Que la Hou'aidtMverko h.i -id- ¡oter pelada judicialmente, 
por el pago de La suma á que se refiere el tuulu, reciut el día de 
ia notificación del mandamiento de apremio, y por consiguiente, 
si algunos ¡otéreses se deben, sería en todo ca>odesde la fecha 
deesa notificación, como U ha resuello la Suprema forte (Fu- 
Iba, serie 2\ fconioll, pé£ 202). 

Pidió que se mande reformar la liquidación con arreglo á lo 
expuesto. 

Francioni, contestando el traslado conferid», dijo: Que des- 
pués de vencidos los IréS días lijados en el lamió pura satisfacer 
el capital, corresponde el pago de los intereses, y estos, áestlTo 
de loque sucede mi las tetras de cambio, no -se liquidan desde 
qun se inicia la ejecución, siuó desde el vencimiento del plazo, 
desde cuya fecha comienza la mora, y pnr tanto, la obligación de 
pagarlo-, porque ísta no necesita de un procedimiento ju-'icial 
p ira pronunciarse. 
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it .1.-11.» Air.-. Vl.nl :iM ®Bo< 

p.»r ios fundamentos aducido* «a él presentí eseriUijw ha 
lunar á lu solicitado por «. representan Le de la sociedad * H.wal- 
dtswei ke . á fojo 231 , aprobándose en cuanto lia lú.flf pf <l '" 
reehc la liquidación practicada por el actuario, corriente ú foja 
ÜM de los presentes autos. Haga»? saber. 

./ffdii t/W t\nn¡tilÍQ. 



etiifnea Áii&i Biriembre 11 Je 

Vistos y considerando: Que el lauda cu va ejecución es la ma- 
teria de estos autos, se limita á declarar ana obtig*«iOÍi á cargo 
de la sociedad Hownldtawerke por cantidad de pesos, cumplide- 
ra dentro de tercero día, sin que dicho laudo establezca cosa 
alguna sobre interesen imponiendo al demandado el deber de 
pagarlos. 

Que, en consecuencia, no existe ainú una deuda declarada y 
pagadera en plazo determinado. 

Que el vencimiento del plazo no es bastante por sí sólo para 
producir la mora, exigiéndose á ese efecto el requerimiento ju- 
dicial ó extrajudiciai por parte dtl acreedor con arreglo alartí- 
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culo quinientos nueve- del Código Civil, a no mediar alguna d 
las excepciones á esta regla general contenidas en los incisos 
primero; segundo del mismo artículo. 

Que nada bay en autos que pruebo ó sirva á demostrar que el 
presente caso se encuentra comprendido en los «fe cicepcion 
aludidos, debiendo quedar por tanto sometido á la regla general 
de la interpretación. 

Que eu su virtud la liquida i*, ti }>ra ticada a foja «ios cien tas 
veinte y una, no lia debido tomar por punto de partida el venci- 
miento de 1.»* tres día» fijados en el laudo, ?inó ta instancia del 
acreedor dvdiiricn lo su acción pan <-l pago. 

Por estos fundamentos, >e retoca el autu apelado «ie foja dos- 
cientos rinctunta y tr* s, deparándose que la liquidación de in- 
tereses contenida en la practicada por el actuario ¡i foja doscien- 
tos veinte y una, debe purtir ue la fe ha de la presentaiion del 
escrito de foja cuatto, ó sea dt^de t i quiner tí-- .lunio de mi: 
ochocientos novi-nta y cuatro, lít pueít s 1- - seilo». devuélvanse. 



ar.>JAWl> PAZ. ~ ADLL UAlA>. 
— JLAN E. T01ÍHEST. 
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Don 1 i ttiiciscü Fraiteiom. contra ta saciedad fhutahtlstcerke, por 
apelación y mdohd de laudo; sobre jpagp de multe* 

SumarÚK — La multa establecida contra la parte que se al- 
ce <ÍeL laudo, dehe depositarse ¡i la úrdeu del Juzgado, y no f$r 
gar^e. hi * ¡ r ecur rente ha deducido i-untra el lauda el reeurs» 
de nulidad. 



Caso, — Las partes celebtaroil el compromiso de so; éter ;. 
arbitros la resolución de las cuestiones» sobre diferencias ^11 les 
cuentas de venta di I tiuque « f de Mayo», estipulándose en la 
cláusula 5 a de aquel que i el que se alee del fallo deberá pagar 
al que se conforme con él f mía inulta de 15.000 pesos moneda 
nacional d<« cnr&o legal 

Dictadu el laudo, que fué condenatorio para la suciedad Ho- 
waldtswerke, el capitán Carlos Zindel, que como representante 
deésu, firmó el rxmpromisu y siguió eljoieio arbitral, dedujo 
los recursos de apelación y nulidad contra dicho laudo. 

El Juez con Orio traslado. 

Francioni dijo: que atento ta pactado en la cláusula 5* del 
compromiso, que es ley para las parte*, no está obligado á con - 
listar el traslado pendiente, hasta tanto no se abone previamen- 
te por la sociedad Howaldfcswerke, la multa estipulada, en rir- 
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tud de haberse alzado del fallo, y luego intimarse el pago de la 
expresada multa a dicha sociedad. 
Pidió que así se declare. 



Bueno* Aire¿, Jlarzoáde ÍH95. 

Vistos I considerando: l" k Que por la escritura de com- 
promiso celebrado entre 1a< partes se halla establecida la 
multa de 15.000 pesosmoneda nacional de curso legal, que de- 
be abonar la parte que se altase del fallo á pronunciarse por loa 

arbitro?. 

Que en dicho compromUo no aparece estipulada la renun- 
cia formal de los recursos que las leyes autorizan respecto de lo* 
fallos arbitrales j que aunque ella se hallase expresamentfi 
consignada, no comprendería la del recurso de nulidad, pues es 
de derecho que la renuncia de los remisos no obsta á la interpo- 
sición del de nulidad, fundado en haber fallado Iob ürbtiros fuera 
del término 6 sobre puntos no comprometidos ó por falta esen- 
cial en el procedimiento; y en el étts& la mu.dad opuesta se 
iunda en esta última circunstancia, desde que se alega la falta 
de poder en uno de los eompromitentes. 

3- Q we en consecuencia, no procede el pago previo de la multa 
estipulada como lo comprende la parte de Krancioni, y basta, á 
las resultas del juicio en el enunciado ncurso, el depósito del im- 
porte de la misma á la Arden de este Juzgado, con lo cual que- 
dan plenamente garantidos lo* derechos de esta parte al res- 
pecto. 

Por tanto, se resuelve ordenar el deposito eu el Banco de la 
Nación y á la órden de este Juzgado de la expresada suma de 
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quiiicu mil pesos (15.000 $} moneda nacional decurso legal pa- 
ra responder, según queda dicho, á las resultas del presejtto recur- 
so; hecho lo cual, deberá la parte de Francioni contestar el ttas- 
, Hágase saber y repónganse las fojas. 



FmIU «e I» »upr*m» Corto 

r 

Huesos Aires Dirieinbre 1" t\v lfíStJ. 

Vistos y considerando : Que conforme á la cl&uaula quinta del 
compromiso de foja una, uquel délos comprouiiteoLes que He al- 
ce del laudo arbitral deberá pagar, al que se conforme con él, una 
rault'i de quince mil pesos moneda nacional. 

Quecon arreglo A la ley treinta y cuatro, títulocuatro, parti- 
da t'-rcera, y á la doctrina quede ella surge, <-n la renuncia de 
los recursos no se entiende comprendido el de nulidad pur las 
causales que ella expresa, ni deduciéndolo en tal caso debe caer 
en la pena prometida el que lo hiciese. 

(¿ue habiéndose deducido los recursos de nulidad y apelación 
contra el laudo pronunciado con ocasión del citado compromiso, 
hay la necesidad de combinar los efectos de la convención cele- 
brada entra Los compromitcuU-s con los que surgen de la citada 
ley tremía y cuatro, lo que consulta el auto apelado. 

Por estos fundamentos y concordantes del auto apelado de 
foja doscientos treinta, se confirma éste, no haciéndose lugar 
al recurso de nulidad, pur no haber mérito paia ello. 

Repuestos ios sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. ■ — -ABEL BAZAPf . 
— JUAH B. TOHftENT. 
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[ion Francisco t rattcioni contra tn sociedad tf<>" 'aldtsu erke, par 
ejecución de laudo ; sobre caducidad de fianza 

Sumario. - El término de 60 «lías señalado en el articulo 
321 de lu 1. y de proci -diniieutus, corre desde el día del pago, y 
ni. se cuentan en él los día» f< nados, 



Cavo, - Us señores fti&Wá í I>o»iiL»yo Frauciuní y Arse- 
dio B^alW, miembros de U razou social Frumíoni hermanos y 
cumpafiía, «Unieron al Jugado diciendo: Que con la sentencia 
pr.muumdaenlos autos sobre ejecución del laudo, la que es 
inapelable, lia caducado la nansa prestada á Francisco Franciu- 
ui, con el fin de que se ejecute el laudu, caducidad que se ha pro- 
ducido también por haberse promovido la acción de repetición, 
dos díasduspues de incido el término á que se refiere el ar- 
tículo 321 de la ley de procedimientos ; 

t¿ue además la liunaafué prelada con motivo de los recursos 
interpuestos cuntra el laudo, los que han sido d. estimados por 
el hecho de la sentencia recaída eu el juicio sobre ejecución del 
mismo. 

Pidieron, en consecuencia, se declare concluida la Causa y 
que se mande hacer la anotación respectiva en la escritura ma- 
triz. 
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El represen! unte do la sociedad Howaldtswerke pidió que no 
se haga lugar, cun costas, á i sa solicitud. 

Dijo : gueos ineiaotoque el juicio ordinario, cuyo resultado 
debe garantir la fianza, baya sido prommdo despw s de trans- 
curridos los 60 días que marra el artículo 321 de la ley de pro- 
cedimientos, pues ese termino debe contarse desde el día del pa- 
go á que asciende el mandamiento de apremio, por cuanto sólo 
eiisie Aligación de restituirla desde el día que se. entrega, y 
la fianza sólo existe como obligación desde que nace la obliga- 
ción principal de restituir, esto es desde el díidela entrega; 

Que además, ese término debe computarse descontando los 
días feriados, con arreglo al articulo 19 de la ley de procedi- 
mientos, y tanto en este caso como en el anterior, resulta que la 
acción ha sido deducida dentro del término del tórculo 32t ci- 
tado; 

Quott lianza no ha sido dada por recursos, sino por el impor- 
te del dinero extraído en virtud de la ejecución por apremio. 
Que aquella tiene por objeto garantir la restitución en el juicio 
ordinario, con arreglo al mismo artículo 321 > 



t «II* del Jyn r«4enl 

Buenos Aires, Agoato ¿9 de 1865, 

Y vistos: Por los fundamentos de] pree* lente escrito y con- 
siderando, además, que la lianza - uva ehancelacioo se solícita 
fué admitida y decretada por el Juzgado en mérito de la reso- 
lución de la Suprema Corte corriente á foja... a los efectos del 
Tecurso de nulidad deducido contra el laudo arbitral, materia 
del juicio de apremio y para garantir la rstitncinn de la sumas 
que por rnzon del mi-m ■ reclamaba don Francisco Francioni. 
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En consecuencia, estando aún pendiente el enunciado recurso, 
no ba logar ¿ la cancelación de la lianza solicitada en el escrito 
de foja 27. Repóngase las fu jas. 



Vistos y considerando: Que el término de sesenta días seña- 
lados en el artículo trescientos veinte y uno de la ley de procedi- 
mientos, no debe contarse desde la fecha de la sentencia de 
trance y remate, siuó desde que se verifica el pago al acreedor ; 
loque se evidencia por las palabras expresas de ese artículo, 
que establece la caducidad de la nauza s i dentro de los sesenta 
días no se promoviese la repetición, lu que implica el pago, sin 
el que nada babrín que repetir. 

Que esta doctrina se conlirma con !¡is disposiciones para caso 
análogo de los artículos doscientos noventa y cuatro y doscien- 
tos noventa y siete de lu citada ley, á que se agrega que de no 
contarse el plazo de sesenta díaB desde la fecha del pago, podría 
.suceder que el plazo estuviera vencido antes de haberse bcebu 
dicho pago. 

Que por otra parte, es de derecho que en los términos señala- 
dos por la ley de procedimientos citada, no se cuentan los días 
feriados en que no puedan actuarse diligencias judiciales (artí- 
culo diez y nueve). 

Por esto y sus fundamentos se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja seis. 




Falle d« l» 



€«rf« 



filíenos Aires, Diciembre 17 de 169(3. 
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La Sociedad lioicaldtswerke contra don rrancisvo i ranciom, 
por nultdnd de lando; sobre pruebas 

Sumario. - No puede hacerse lugar & la presentación de la 
cü rrp. r mi<lencÍaUleí:r;Uica ( quenosBa la cambiada entre tan 
partes litigantes, >nbre el negocio que motiru la causa. 



Caso. — Estando recibid» la causa A prueba, Fraucioni pidió 
se librara oficio al gerente de la Compañía Telegráfica cThe 
Central and South American Telegraph Compsny », |>ara que 
«ipida testimonio de les telegramas cambiados entre la socie- 
dad Howaldtswerke, deKiel t y Jorge Howald, del mismo punto, 
con los señores Callos Zindel, Guillermo Lippold, Banco Ale- 
mán Transatlántico y Cónsul Alemán, todos estos do esta Capi- 
tal, á contar desde Knero de 1894 hasta d« 4895. Ig™l oficio á 
la Compañía Telegráfica del Rio de La Plata, J otro á la Agen- 
cia navas, par» que expida copia de los telegramas dirijidos a 
Honterideo por don Carlos Zíudel, desde JrVbrero del 94 basta 
Abril del mismo año, ofreciendo engenta el vapor cl° delíayo», 
prefiniéndose que se ignoran á quién eran dirijidos, 
£1 juez proveyó de conformidad. 

El representante de la sociedad llowaídtswerke dedujo los 
recursos de reposición y apelación en subsidio. 
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Dijo : Que U medida decretada importa mandar exhibir la 
correspondencia general telegráfica cambiada entre U sociedad 
y terceros, que no son partís eo el juicio, y aún de tareeros con 
perdonas que se declaran ignorar >ju lenes seau ; 

Que esa providencia es contraria al artículo f8 de U Consti- 
tución nacional, que garante la inviolabilidad y secreto de la 
correspondencia privada; al artículo 1036, l'üdigo Civil, que 
prohibe en lo* juicio el reconocí miento de cartas misivas diri 
jidas á terceros; al artículo 58 del Código de Couieruo, que sólo 
permitu iaexbibieion general de libros entre partes, en los ca- 
sos de sociedad, sucesión, administración ¿quiebra, entre los que 
no se encuentra el presente, pues se truca de la correspondencia 
general durante un largo espacio de tiempo entre una de las 
partes yterceros; 

Que el artículo 31 de la ley de telégrafos prescribe el secreto 
absoluto sobre el contenido de los despachos telegráficos; y si 
bien, por i artículo (30, la justicia puede pedir la presentación 
de algún dt ¿pacho» resulta de ese articulo y del 32, inciso 3, que 
osa petición debe referirse ú despachos determinados y de perso- 
nas determinadas; pero no en la forma en que ha sido ordenada; 

Que con arreglo a estas leyes y í tos principios generales sobre 
la prueba, las partes sólo pueden pedir la compulsa ó eopia de 
telegramas entre partes, presentando (oí mismos telegramas Ó 
sus copias para que sean compulsados ; 

Que un telegrama ó uuu carta pertenece á la persona á quien 
está dirigida, quien tiene la obligación de respetar el secreto 
que contiene, no pudieudn publicarse sin el consentimiento ex- 
preso de su propietario; y sólo puede presentarse en juicio, por 
la persona a quien está dirijida, cuando hay un interés i-gUimo 
ó jurídico eu producirla. 

Francioni, evacuando el traslado conferido, pidió que no se ha- 
ga lugar, con costas, á la revocatoria. 

Dijo: Que nunca ha pretendido que las personas á quienes es- 
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tándirijidos los telegramas que ha pedido, sean partes en 61 jui- 
ri,v pero atiene que todos vitos son mandatarios ú interme- 
diarios ríe la social Huwridfewerke, en cuanto atañe* la en- 
trega y escrituración del buque * !• de Majo ». 

Que ellos no son terceros con relación 6 esa saciedad, pues es 
un principio legal que el mandatario es la imagen fiel del man- 
ante y cuanto ha-a, dentro del límite de suspoderes, se consi- 
dera taerho por éste perw.nalm.-nte (artículo 1916, Código Ci- 
vil) ; 

Que no hay lógica en pretender privarle de ese medio de prue- 
ba, cuando la averiguación de La verdad es el objeto primordial 
de la justicia ; 

Que las disposiciones* invocada» de ontrario, son inaplica- 
bles* 

Qu. la prohibición del artículo 1036, Código Civil, no es ab- 
soluta como se pretende, ni el artículo 120 de la ley de telégra- 
fos constituye un obstáculo 6 inconveniente a la presentación 
de la copia ú original del despacho, cuando no se determina su 
contenido, pues éste resulta de indicaciones claras para indivi- 
dualizarlo ■ 

Que según el articulo 59 del Código de Comercio, i cualquier 
interesado asiste el derecho para solicitar la eibibicinu parcial 
de un libro de comemo, y ello no importa una violación del se- 
creto de los negocio- ■ 

QiiewRiin la doctrina, aún tratándose de cartas misivas din- 
jidas á terceros, nada impide que so produzcan en juicio, cuan- 
do ellas han sido escritas en favor de quien quiere servirse de 
rilas (Bonnier. tomo *, número 69*), ó mundo han sido es- 
critas á una persona con cargo de comunicarlas L un tercero 
(ilassé, Droil Commercial, tomo 4<\ numero 2465); 6 siempre 
que la carta que un tercero pretende hacer uso en un interés le- 
gítimo, deba ser considerada como común (Aubry y Rau, § 760, 
inciso 2°); 
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Qui: ood iirregío á la jurisprudencia, la carta reconociendo 
expresamente la obligación y urdtnando el pago por un tercero, 
no se encuentra comprendida entre aquellas que la ley recha- 
za (l-allosde la Cámara Civil, série4\ tumo 8 U , página 41U); 

Que no pnede precisar la correspondencia telegráfica que lia 
pedido, ni él tampoco la posee, porque no le hasido dirigida; pe- 
ro que -al circunstancia no impide que sea presentada, porque 
ella versa sobre una negociación de interés común entre la Ho- 
waldtswerke y él (Franrioní), porque tendía a facilitar la con- 
clusión del negocio pendiente. Que tal correspondencia no per- 
tenece al remitente y destinatario solamente, sinó también al 
tercero en cuyo provecho ó utilidad ha sido dirijida; 

Que la negación de la medida solicitada importaría restrin- 
gir la libertad de la defensa é imposibilitaría !i prueba de los 
contratos celebrados por medio dn correspondencia, entre ellos 
el mandato <arts. 1147, 1873 y 1934, Cúd. Civ.j; 

Que la Howaldtswerke y don Jor^e Ilowald, no han tenido 
con Zindel, el Cónsul de Alemania y iianco Alemán Transatlan* 
tico, correspondencia alguna . xtruña Ala escrituración del bu- 
que el de Mayo» y la que él solicita es sólo relativa á e*te 
punto, de interés común entreél y la sociedad Hnwaldtsu'erke, 
y que le fué comunieada en tiempo, sin poderla precisar exaeta- 
mente. 

rallo «el Juta Federal 

lluenos Ain-s, Noviembre 7 d>¡ 1895, 

Y vistos: Por los fu ndaiuento* aducido* por el actor eü su 
escrito de foja..., que el Juzgado considera arreglada á dere- 
cho, revúcase por contrario imperial auto de f«*ja — en Uparte 
recurrida. Repóngase el papel. 

Juan del Campillo. 
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Buenos Aires, Üirieuibre 17 de 1896. 

Vistos; N<> tratándose i-n el presenta casn de 
telegráfica cambiada entre el recurrente j su 
liTe el negocio motivo de esta causa, se conlirma con 
auto apelado de foja diez y nueve . 

Repuestos los sel Ion, devuélvaos*. 

BENJAMIN PA*. — ABEL BAZAK. — 
JÜASE, TÜRRENT. 
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El Ferrocarril del Oeste de la provincia de Huertos Aires, 
contra don Angel Medone; sobre expropiación 

Sumario. — Declarándose equitativo el precio ofrecido y 
consignado por el eipropiante, las costas del juicio deben ser 
satisfechas por los interesados por mitad por cada uno. 
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Caso. — Resulta Jel 



r*llo d+l Jun Federal 

II ih'ííos Aires, Febrero il do lHWfi. 

Vistos: Kstos autos promovidos por «1 Ferrocarr. leí Oeste 
de Ja provincia de Üuenos Aire-i, contra don A ti ge 1 Mcdone, so- 
bre expropiación. 

Retalia : i" Don Meandro ünrr, por la empresa de) Ferroca- 
rril, se presenta m ittif ■ ^tan-tü qu<* ¿sta ha sido autorizada por 
Ja ley número 3170, sancionada con fecha 10 (Je Setiembre de 
1894, para construir una línea férrea qric arrancándole los ki- 
lómetro- 7 k 629 p 5Ü y OM-la.aO de su vía principal, ter- 
itiiu" en Us ituut'di ui >nes <U la estación líiachueli», según la 
traza mareada en '1 plano resp-ctivo. Que el artículo 2° de Ja 
Citada ley acuerda igualmente, á la empresa, autorización para 
expropiar l<»s terrenas de propiedad particular n^je sean nect sa- 
fios para l:i construcción de aquella vía férrea, siendo uno de 
ellos el que apan ce marcado con tinta punzó en el plano quo 
acompaña y eor re agregado á foja I" de estos autos. Que á los 
efectos del artículo 4" de la ley respectiva y est ¡mando la Km - 
presa en 48 pesos 97 centavos moneda nacional legal el valorde 
la tierra y on 300 pesos la indemnización de perjuicios, ha de- 
positado en el llanco de la Nación la expresada suma n !a órden 
del Juchado, en virtud de lo cual exitjc 1 1 posesión del terreno 
expropiado. 

2° Convocadas las partes á juicio verbal, de acuerdocon lo 
dispuesto en el artículo 6 ü de ¡a tey nacional de expropiación, v 
nn habiendo podido arribar á un arreglo amistoso, procedieron 
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ála designación de Ion perito*, si gun consta del acta labrada ó 
fojaH. 

3" Que a foju VA m> eirddo H perito designado por la Empre- 
sa, lijando vn 1 pe* uonla nacional le^al id valor del metro 

cuadrado de tierra y en 2H pesos 44 centavos por toda otrare- 
mnneraoion, en ftrtttd de lo* fundamentos expuestos en so in- 
forme 

|»A foja*?, *l |M-rilo dignado |¡ot el apropiado, entra en 
amplia* «um>íd«rii«io»«« que lo inducen a formular nnaaprei ¡a- 
cion muy di«!iuU «obre la Mima A indemnizarse por la Empre- 
sa, lijando en 0,07 paiw tl metro cuadrado y en 4109 Qemm¡ 
25 cent aros, Ion perjuicio* c«u*ado* j.-.r qm-br mto de 8i37 me- 
tros qm> loqmulnu ni expropiado, ú raxon de 0.2."» centavos por 
metro. 

Y considerando: f " l¿ue en cuanto al precio del terrenono 
puede admitir*" i||mhi don, de-de que el perito del expropiado lo 
estima en nieuomi, 1 de la Empresa. 

2 iju. |ur¡t t'iil<*N*fMM'l Juzgado de la existencia de los per- 

juicios que timhiüIi f m I informe dfl perito señor Isn.irdí, 

ho han praeticiMlo ininnríu^;!- dil yenci is, que á jun io del in- 
fraM-ripto deinm »*IMn efi*)p niciin nte qm l.i propiedad d*d señor 
Mednne vieiiM a qu> loi ' u mor desfavorables condiciones por 
causa 'luí fr¡ietHon-ninent > leí terreno, no s«'>l' r< ^pe* to á medios 
de acee-o ¡i la vía públlm sino también en cnanto á sus condi- 
ciones UL|j¡eHÍe||«, 

3" Que en til pffientf OfltO no habría equidad ni justicia <\ fue- 
sen li valorarse lo» perjuicio* por el valor n*al del terreno ex- 
propiado, y bay en itonnecueociaque prescindir de que aquellos 
supediten ii Ma para * Uiblecer un i regla du apreciación razo- 
nábk, 

4 H> Quo >ou fiiu lam^rito^ digno-: de tenerse en cuenta que la 
proximidad do la linea férrea desmerece notablemente el valor 
del terreno que no lia «ido expropiado; que es una servidumbre 
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eterna para la propiedad de Medone, macho mayor todavf i 
coaudo se trace la doble ría proyectada que estrechará mis la 
zanja existente entre el terraplén y T a propiedad de Medoue, co- 
ya realización no está distante, en presencia de las altas exigen- 
cías del movimiento de trasporte por esa línea. 

Por estos fundamento-, fallo: fijando - n mü peso moneda na- 
cionatlega! el metro coadrado de la tierra expropiada, y en 
1500 pesos los perjnicio* causad* por ta expropiación, loqne ha- 
ce un total de 1591.63 pisos moneda nacional que drberá abo- 
nar la Empre-a del Ferrocarril del O eS te de Haznos Aire-, den- 
tro de 10 días de ejecutoriada la sentencia, y las costas del jui- 
cio, '!e acuerdo á lo dispuesto en el artículo 1 8 de la ley nacio- 
nal de expropiación. Notifiques* original y repónganse las fo- 
jas. 

Juan <ÍW Camello. 



r*IU 4e I* Suprema Cari* 

Buotios Aire?. Diciembre IT de 189¿ 

Vistos: Atenta e¡ merno de los antecedente corriente-; * n 
i utos, se declara -quit.it ito el precio ofrecido y consignado per 
!a Empresa, p^rel t-rreno expropüdo v indemnización deiaücs 
y perjuicios. ú sea, la cantidad )•• tr -scientos cuarenta y oeb-j 
pesos notenta y -it-te centar -s monada naciona! t a que se reSie- 
re el n cibo de foja dos, con ta cual quedan satisfechos los dere* 
chosdel eiprupiado, debiendo las costas pagarse por mita i por 
cada uno de los interés idos, de conformidad ála ultima parte del 
artículo din y ocho dv la ley de la materia, en cuyos términos 
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qneda modificada la sentencia apelada de foja Teinte y nuere. 
Repuestos lus seilos, devuélvanse . 

BEIUAHM PAl. — ABEL BAIAB. — 
OCTAVIO BUltCE.— IUA3 E, TO- 
BKEM\ 



CACHA mwv 



El flanco Hipotecario Sacional contra <forr Emesia Cañas, por 
cobro ejecutivo de pesos ; sobre apelación 

Sumario. — En ei procedimiento ejecutivo no **« apelable 
e J auto por el cual, en razón de n > haberse ejecutado el embar- 
go, no se hace logar á la citación d. remate, y se deja sin efecto 
el auto abriendo la causa á prueba. 



raso. — El Baño deraind • ejecutivamente al señor Caftán, 
por saldo de un préstame hipóte-ario. El di mandado, notifica- 
do del aotu de solvento, se presentó diciendo que renuncia ¿Jo? 
trámites del juicio y dándose por citado de remate te opone á la 
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ejecuciou. Conferido traslado, el representante del Batido dijo: 
que mientras el demandada cumpliese lu que está ordenado, (te 
depositar la suma que se cobra pura garantir rl resultado riel 
pleito, aquel no puede oponer exorne mu. 



rallo del Juez Federal 

limóos Airo-, NtHkíml»re ]T de 1H!HJ. 

Y visli s: Se recibe esta causa á prueba por el termino de 20 
días ti mimes y y ror roga bles, d i-birudo j letificarse los bechus 
alegados y no consentido-. Hepúuga.e . I papel. 

Ayustin t 'ritmar ruin. 



Iniii del Jurz t>de»l 

Hui'uns Aire:*, Noviembre ¿O d<- 1^90. 

Autos y vist»s: Siendo evidente A nrror que envaelf* la pro- 
videncia de foja 26, al recibir sin motivo alguno la causa á prue- 
ba, y no procediendo la citat ion de remate sin-*' después de la 
rm-iiTuaciun de la cautelad reclamada por el ¡icreedor ej ecutan- 
te, se resuelve: i" dejar sin efecto por contrario imperio diebo 
aut s y 2' no hacer lugar, por hoy, á la citación de remata solici- 
tada • n razo'i de la no consignación de las sumas reclamadas por 
el Bancu, debiendo cumplirse lo ordenado á foja 4 vuelta. 



Amustia Ürdinarrain, 
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Fall» de !• »upr«n« l'«rte 

Bueaóa Aires, Diciembre 17 de 1896. 

Vistos; D" conformidad á (o dispuesto en los artículos dos- 
cientos siete y trescientos de la ley de procedimientos, S€ declara 
mal concedido el recio so. 

Re puertos M bello?, deniélvanso. 

1(K>J\M|N PAZ. — AREL DA2AH. — 
OCTAVIO BIMCE. — JlAfl t . T0- 
RHEST. 



Mro Ballesteros y oíros COfl/ra l'eitzcr fih y otros, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre recurso á la Suprema Corte de re- 
solución de ios tribunaiei ordinarios, y competencia. 



Sumario.— Kn las obligaciones solidarías, para que proceda 
fl fuero federal, es preciso que cada uno de los actores tenga 
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derecho a demandar individualmente á ™da tino de los déla*» 
dadus unte los tribunales federales. 



Caso. — Resulta -le lúa sigolenles piezas : 



ACLEHDO Y SENTENCIA »E LA CAM ARA UE APELACIONES 
LO COMERCIAL f>E LA CAPITAL 



Kn Buenos Aires á 23 de Juliu «le 1895, reunidos los sen -.res 
vocales en la sala de acuerdos y traídos para conocer los autos 
argüido* por PelUer y Fila y H. II. yod Eicken y Pedro Llonch 
y Font, contra loa señores Pedro Kall^ter, Laeroze y Olmedo, 
por cobro de pesos, se practicó la insacularon que ordena el ar- 
tículo 256 de! Código de Procedimientos, resultando de ella que 
debíaD votar los señores T ocales en el orden siguiente: doc- 
tora Saavedra, Lupes Cabrillas, Estrés. Estudiados los 
autos, la cámara plantó la siguiente cuestión á resolver: 
¿son procedentes y 36 han ju,tiiicado las excepciones deduci- 
das? 

Eldoetor Saavedra dijo: Contraía acción ejecutiva de los 
pagares á la órden de fajas 5, 10, 15. 25 y 27, han opuesto 
los ejecutados, en la estación oportuna del juicio, la* excep- 
ciones de inoompeteneia de jurisdicción, falta de persone- 
ría en el apoderado y caducidad de uno délos referidos pa- 
garés. 

La primera se funda en el hecho do estar domiciliados en la 



provincia do BticnH Aires los ejecutad»* señores Ballestera 
Lacroze, circunstan- ia que, con arreglo al articulo I a del Códi- 
go ríe Procedimientos, impide que sean demandados ante los 
jueces de esta capital. Agregan también loa ejecutados que aun 
cuando la acción pudiera ejercitarse en esta ciudad, su conoci- 
miento correspondería á la justicia federal, por la distinta Te- 
ciudad de las parte-. 

Tanto una como otra de estas conclusiones, son, á mi juiño, 
eo m p | eta me nte i n f u nd ad as . 

En efecto, según el artículo ¿"del Código de Procedimientos, 
son jueces competentes, en primer término, los del lugar con- 
tenido para el cumplimiento de la obligación. Sólo cuando este 
lugar no ha sido designado, es que surge la competencia de) 
juez del domicilio del demandado 6 dH lugar del contrato. 
Coa arreglo, pues, ti esta disposición y en Tista de que las par- 
tes han convenido expresamente que el pago de los pagarés que 
motivan la presente ejecución, se haría en esta ciudad, es indis- 
cutible la competencia de los jueces de esta, para el conocí- 
miento de este juicio. 

Esta doct riña que fluye claramente de los términos expresos 
del artúuilo citado del Código de Procedimientos, es, por otra 
parte, la misma que sanciona el Código Ciril en sua artículo 



101 y 102. 

La elección de un domicilio especial para el cumplimiento de 



En cuanto á la conclusión de que la distinta vecindad hace 
procedente la jurisdicción federal, basta el recuerdo del artícu- 



insnbsistencia. 

Según dichu artículo, en los casos en quedos ó más personas 




lo iOdü la ley «le 14 de 




rar su 
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una obligación eoliteia, pá** que caigan bajo la púmfttf 
Vñmü,* alende, áá U nacionalidad ó vecindad de todus los 
mimbro» de la son dad ó comunidad, de tal moda que será pre- 
cian que cade uno de ellos individualmente tenga el derecho de 
demandar ó pueda ser demandado ante los tribunales nacional, s. 

Mlicaudo este precepto al cato sub-}u<Ím* ^ l °* 

tribunalea Metale* sólo podrían ser competentes, en el cat« 
Mt cad» uno de los demandados atuviera dumiciliadu lúe ra de 
U capital, mm tanto, tal hecho no consta de autos y al con- 
torno de lj* diligencias de f,jas 2*, 50, «9, y M mismo esen- 
, de foja 78. se desprende claramente qÍM el c}eeutado, doelor 
Olmedo, es vecino de esta Capital. 

fcStesol,, anUcedenle es, pues, bastante para deHarar la im- 
procedencia del fuero federal en el presente cuso. 

Por i unsiguiente y en mérito délo que ante, he expuesta de- 
be rechazarse la excepción de incompetencia. 

La de falta de personería en el apoderado LippoW recono- 
ce por caos, ligeras criante, en el nombre de uno de los po- 
derdante* y en el de los ejecutados doctores Ballester y J. M . 
Olmedo, designando con el primero el nombre de llallester y al 
sefcMdb wm el de J. C. Olmedo. 

Efltas iusigniKcante* diferencias de L,s poderes bftn eido RUBp 
,le,nente salvadas por el escrito de foja 90, jen ningún raso 
«crían bastantes para la improcedencia de la excepción, cuando 
todos los antecedentes de la causa demuestran la absoluta .den- 
tidad de ejecutantes y ejecutados. Debe, pues, rechazarse igual- 
mente esta última excepción. 

Finalmente, la de caducidad se hace insistir en que los paga- 
ré, correspondientes no han sido protestados dentro del tér- 
miru que establece el Código de Comercio. 

Tal excepción es á todas luces improcedente, como ya W na 
declarado este tribunal en casos análogos, porque tratándose 
de pagares á la úrden, sus suscritores son á la vez aceptantes, y 
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cssabidoque, ~ *««M articulo*®. -J¡»5»¡2J5 
aquella, i e**** «•= '» J * , , e0 

Por las considoracion-s IpM preceden, voto por la negui. 
la cuestión propuesta. 

ndhirieto» al roto anterior. ( ..... loque lerm.no . 
,,ue armaron lo» señor,» vocal- .lector,, hueves. Sandra, 
López Caballinas- 
,\nle mi: 

liunirl J- ínas. 



VIST* IIEl PÍNnH Mina-»»»»» CSNEIUL 

Boma «IW, Rwicmbro 4 de 1SU«. 

lorie : 

L;, resolución recurrida Htül carácter definitivo, rn.es termi- 
«a.-l jai ¡.,i..i. ia.in ,,„r - obro ejecutivo deje»»», 7 «"» '" 
Mtari^.' ¡froparables. s«r S ,nt»a déla «PPPJ 
L bienes ejecutados. El juicio ««U**». 
„o para invalidar la» consecuencias del ju.c.oej. cot.vo. «oqu.- 

á U sentencia dictad, en este, su «ricter de defin.t.vo. E 
resolución 1.» sido entraría al derecho que sustenta la parte . 
Ararte añorándolo en las disposiciones de la ley sobre col. 
petcncia'nacional. Procede, ,n consecuencia el recurso ™. 
eeion . las disposiciones de I. ley de U de Set.embr, de M. 
en su articulo 14. y * la jurisprudencia establecd. en lo. fa- 

"°K¡! clt al fondo del recurso, relativo ó 1. ¡*»»**** 
imi invocada para la cansa, lo considero ■njust.f.c.dn an.e 



re- 
rom- 
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los futid omentos 'leí acuerdo de ¡a Exina, Cámara a quo corrien- 
te de fojas 122 á 194 de los auto* principales. Correspondería 
que, sirviéndose V. K. declurar procedente ocurso traído 
contra el auto de foja 190, se sirviera con ürm;tr el de 194 vuelta, 
como lo solicito en la parte que declara la competencia de la ju- 
risdicción común de la Capital. 

Satnniano AVer. 



Fall» 4« I* Suprema Corle (I) 

Buenos Aires, Dinenibrt; 17 de l&fi. 

Vistos j considerando: Que como lo establece la sentencia 
apelada, en k-s casos en que se trate de obligaciones solidarias 
pura que preceda en ellos la jurisdicción federal, motivada en 
la distinta vecindad, es preciso que cada uno de los actores ten- 
ga derecho de demandar individualmente a cada uno de los de- 
mandados ante los tribunales federales, loque no sucede en el 
presente, aun admitiendo que en él debiera tomarse un conside- 
ración la distinta vecindad. 

Por esto, de acuerdo con io pedido por el señor Procurador 
General y por sus fundamentos, se Confirma, con costas, ta sen- 
tencia de foja ciento noventa y cuatro vuelta, en la parte apela- 
da. Repuestos los sellos, devuélvanse al tribunal de su origen. 

BEIUAIUN FAZ. — ABEL ft AZ a N . 
— OCTAVIO HUNGE, — JÜAH E. 
TORACHT. 



(L) Véase el fallo de la Suprema Corle de fecha 3 de Octubre de 1996- 
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Don iticardo Valdez contra don Antonio tiuusch t por 
denuncio de minas ; sobre competencia 

Sumario.- Pertenece al fuero federal la contención entre un 
ciudadano argentina y no extranjero, «obra denuncia de mina,. 



Caso. — Rasulta del 

talle **l Jue " f**mrmt 

Rioja, Agosto 31 dt- ■ 

Autos y vistos: El juicio seguido por don Bicsido V»ld«. de 
«acuidad argentino, sol.ro denuncia dr ta. <f*> • Compa- 
ñía, y • San Pedro Alcántara, ubicadas en «1 drtnl. mmero 
I». Mejicana., del cetro do F«ptt», de esta ptoT.nc,a, pc- 
encontrarse abandonados y despobladas, i**» resolta: 

f . Q tt , dichos denuncios l.an sido r.ontrad.chos por el seno, 
don Antonio Biuseh, de nacionalidad alemán, por suscrito, 
de fojas H y 12 y d. fojas 30 4 31, expedientes ag.eg.do. .» 
virtud de considerarse dueño de l.s.cferid.s minas por adjud.- 
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caciones en forma que se le ban hecho, s,eguu títulos corrientes 
de fojas 49 i 60. 

2" Que citadas ambas partes á juicio verbal par el diputado 
presidente de minas á objeto de oírlos en la exposición de bus 
derechos, teniendo lugar las un. Hundas de fojas 14 á 17 y de fo- 
jas 32 vuelta á 37; hnbiend- sido recurridas estas actuaciones 
por ante el ti tino. Gobierno, antes de ser resueltas por la dipu- 
tación en definitiva, aquel se declaró incompetente por decreto 
de foja 78, de f-íchu Julio 15de 1893, fundándose en que, ha- 
biendo una oposición en forma, el caso es de jurisdicción con- 
tenciosa, correspondiendo su conocimiento y resolución á la jus- 
ticia ordinaria. 

3 o Que devueltos aquellus aut>>s y venidos á la justicia ordi- 
naria, la parto de Jíausch opone la excepción de falta de juris- 
dicción en los tribunales de la provincia por razón de la distin- 
ta nacionalidad de Las partas, ácuya excepción se falla, haciendo 
lugiir loa Tribunales de X a y 2' grado, fojas 03 y 95, y foja J 12 
respectivamente, del expediente agregado á los autos de la di- 
putación de minas; viniendo, con este motivo, anta la justicia 
nacional. 

Considerando: I o Que por la ley de provincia de 20 de Huero 
de 1881, sobre minas, derogatoria, por el artículo 12, de la de 
fecha 17 de Noviembre de 1877, en sus artícul o 1098 á 1105, so 
establece .*u el artículo 7*, segunda parte, que tanto las oposi- 
oionesá denuncios de minas que no se funden en titulo legal, co- 
mo los denuncios de minas cuyo amparo conste legalmente á la 
diputación, deberán ser rechazadas inlimine. 

2° Que el artículo 10 de la ley Vigente citada, determinando 
la creación y asiento de la diputación de minas, agrega: * una 
ley especial determinará la extensión de su jurisdicción y atri- 
buciones », Ksta ley especial, parece no haberse sancionado, por 
cuanto un decreto del poder ejecutivo, de fecha 15 de Febrero de 
1890, en ausencia y con el carácter de provisorio de aquellaley, 
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dice reüriéndu-e á la diputación de minas, artículo*", que: m 
puede avocarse H conocimiento de apéltas cuestiones que por 
su naturaleza contenciosa están reservabas ó la jurisdicción 
que atribuye á los júzgaos «le 1*inst»iKÍu el artículo 1008 de 
ta «Y procedimientos judiciales, es decir, que hace revivir una 
ley derogada v derogada ía existente que se lia citado ». 

3" Que, en consecuencia, |Ukb, la tramitación sobre asunto> 
de minas, d-be sujetarse á la ley única eu la premia, de 26 
de Ktiero dv 1801, y cu arreglos rila, ios d, nuncios de la refe- 
r-ucia están radicados en la Diputad m de Minas, sin haberse 
producido aún el caso contenciodo-administratiTO que lo insti- 
tuye la resolución definitiva en el orden administrativo (artículo 
7 lev citada). 

4« Cuando el poder público, como lo es la DjpuUcim -le Mi- 
nas, que, com- rama administrativa del Poder Ejecutivo de la 
Provincia . desempeña funciones tales, no es la persona jurídica 
ejercitando su capacidad en las límites del derecho privad >, sinó 
la autoridad que cumple con sus deberes en la gestión de los 
negocios públicos; no es una persona que adquiere y se obliga 
en mi interés individual, sinó el funcionan - que administra los 
ínteres.* generales, y lodo lo que se hace en este carácter, co- 
rresponde en sus efectos á la jurisdicción conten ¡oso-admi- 
nistrativa (.Obras juridicasdel doctor Moreno, tomo 1% pagina 
373; Caravantes. Procedimientos judiciales, tomo 1*. página 
153, número CQ; Fallos de la Suprema Corte Nacional, série2\ 

tomo 2 o , página 47M. 

5M,o¡¡ contratos sobre enajenación «i. minas que la Diputación 
celebra enn los adquirentes y de conformidad al Código de Mine- 
ría, es un contrato a JminUtrativo, sujeto, en su celebración, eje- 
cución y efecto*, á la jurisdicción aontendoao-udministrativa; 
que esa jurisdicción se halh ejercida en primera instancia, es 
natural, pues quede la aprobación del gobierno dependen en 

último resultado. 
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8 o Que eiplicando Cotineiro la teoría de lo contencíoso-admi- 
nistrativo, sus diferencia* con ta jcrisdiccionordinaria y las re- 
alas por medio de las cuales se distinguen, nos dá un resumen 
de las cosas que comprende aquella jurisdicción y dice: i Son 
materia contención-administrativa, tndaa las cuestiones que 
suscitasen los pur tic u lares a la administración si fueren relata- 
ras al cumplimiento, rescisión y efecto* de loa contratos admi- 
nistrativos, cuando el particular se considera agraviado con ta 
decisión del gobierno» (Colineim, número 1777, tomo 2"). 

7 o Que ti estar á los términos del articulo 12 de la Uy de 26 
de Enero de 1888, los asuntos contrncioso-ad ruin istrati vos de- 
ben resolverse en 1' instancia en el órden ¿idministratiTO sobre 
mina*, y en 2\ ante los tribunales ordinarios, si son de menor 
cuanti i, recurriendo por la vía de apelación ante los jueces de 1" 
instancia, t sí de mayor pnra unte el Superior Tribunal de jus- 
ticia. 

8 o Qu« estando radicado y sin terminarse los denuncios de 
Vtldezante la Diputación de Minas de la Provincia, no puede 
recurrirse ante este juzgado nacional, en centra de lo presrrip- 
to p-ir el artículo 12, inciso 4% de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de loa tribunales nacionales de 14 de Setiembre 
do 1863. 

Por estas consideraciones y de conformidad al artículo 2" de 
la ley de procedimientos, se declara incompetente este Juzgado 
para entender en la presente causa, d i-volviéndose estos autos al 
Tribunal de su procedencia. Hágase aaber y repóngase el pa- 
pel. 



Gaspar A'. Homez. 
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llueui'í Aire», Abril i) de IH&í. 

Suprema Corte: 

El denuncio suti-judicé fué llevado por el denunciante señor 
V aldea á la Diputación de Hiñas. Después de muchas diligen- 
cias, el comparendo de foja 34 demostró que el denunciado ale- 
gaba derecho* propios M mérito de una concesión registrada é 
inscripta en el libro d* mensuras. Negándose ambas partes lob 
derechos respectivamente aligados, la Diputación elevó los au- 
to* al Poder Ejecutivo, en virtud de loa recursos interpuestos. 
Es di» observarse lo dictaminado por el señor Fiscal al respecto, 
en su vista de foja 75. 

Reconoce con solidos fundamentos, que la gestión ha salido 
dol órden administrativo, para entrar en el contencioso, cuyo 
conocimiento corresponde A lng tribunales ordinarios. 

El Poder Ejecutivo adoptó o*>mo resolución el precedente dic- 
timen, á foja 78, y los autos fueteo en consecuencia al Juez de 
1* instancia, según diligenciado foja 80. 

Allí surge la cuestión sobre jurisdicción, en virtud de lo dis- 
puesto en la ley sobre competencia nacional, pf tratarse de 
causa entre un argentino y un extranjero, resolviéndose en fa- 
rordo la justicia federal, según el auto de foja 105, cunfirmado 
por el de 1» Cámara de apelaciones á foja 125. 

Considero arregladas, esas resol uniones, á los precedente* le- 
gislativos que invocan. 

No so trata do una cuestión de carácter puramente adminis- 
trativo, ni aun contencioso-aduiínistrativo, desde que el interés 
particular no aparece en pugna con el fisco provincial. 
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1.a contror. rsia se agita ¿obre mejor derecha er.tre dos mí- 
rese? privados, el del conce- ionarío poseedor con titulo y el del 
uuevo denunciant- que aspira á sustkn.rle. Til cuestión sClo 
afecta intenses prirados. e: capando por ello á la jurisdicción 
aimi:¡istratiTa de ia Diputación y Podrr Ejecutivo Provincial, 
¡ara caer bajo la jurisdicción en lo coutenéi «o. Resultando de- 
mostrada la diversa nacionalidad de las partea y qa-i a :ne*tion 
es de carácter civil, según la división íun lamenta, que determi- 
na las jurisdicciones, pienso que el conocimiento correspondí en 
el caso á la ju-ticía n icional, x pido á V K. se sirva declararlo, 
rev«cando, en c nseeuencia. rl auto recorrido de foja 149. 

Sabanano ATier. 



talla •> 1» Narra» C *n#> 

Bn*oo> Aína Di 1& fe 

Viiio-r considerando : v >u * St fcrat* ep el presente caso de 
' iiisj LiTíi, que, a los efe -lo> del fu-ro, -e a'tit ;en tai ■. jrivter 
en contraposición á cansa criminal, como lo tiene de ¡arado ea* 
ta Suprema Corte en ana fallos j resalta de la ley de juri-iic- 
ciou . 

Que cun arreglo a. m iso secundo 4i| arííc;;.u jetudo ie i-s* 
iej. son de la competí* n . i :' *a . a* caasas c:»¡ ra ■ :::: ar- 
gentino j extranjero» 

Por ésfoy de acuerdo con lo eipue;-; j j«eJ; : . i s-.ñor 
Procurador Genera) : se retoca el auto a*.-r alo dr foja c-enio 
cuarenta y nueve, declarándose que e?U aus* corre? pende i} 
Juei de Sección. Rrpuestos ios sellos, devuélvanle. 

Btvi k*vs Par. — *bll baiav— oc- 

TtTIOltL'*GE.— JTA9E. TDKRE5T. 



caí:»-* m** ^'i" 



El doctor. ton Ju*iBial*tMa*s¿ entro la provmcia de Cór- 
Ma, por dañm y perjuicios: sobre .¡efecto legal en el rn * 
de / ■ f -'^er ta lemanda é incompetencia. 

Sumario -Ib -mandador miemniiaciun de daños J 
Pcrjuieiof e* pro^ient, v no es defectuosa, aunque no dettt- 
ütí« el i»poiu. i» e.peciücacion de ello* y Us bases de >u 

* li!> defecto** U dtmaoia poreobro de te*b#j<»J materia- 
le "impagos » no enética las «atidade* cuto yago redama, 
1C ie t caai : ; i- 1"' ó« ? '^ m "- a UJ « 111 

ímpag i,j t*«W*PÓewitt»te«a virtud deWual «ordenan. 

3» La ^w.aii Corte es me mpetente para solver a cargo 
ce tftitefcta» declararse la» costa, de un juicio fenecido .Ote 
los :ribuuale> ordinarios. 



CniO. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte J la 
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VISTA IIELSESOB PftOCL'RAUÜK GCÑERAL 

Buenoj Urea, Diciembre lá de 189C. 

Suprema Corl* : 

El demandante ha expresada i foja I* que en uso de su de- 
recho, entabla cnntra la provincia de Córdoba 1n acción cirit 
por dañ«'S v perjuicios, y p'»r Lts caritiiadrs que ]e adeuda por 
trabajos v materiales impagus. 

La designación de la Provincia dt mmd;i la y la enunciación 
'le lo** hechos y acciones ejercitada'» por el demandante, que ha 
acreditado su ciudadanía extranjera, ronstit jen elementn* 
l<astante< en derecho para la declaración de pr>-c- dencia de la 
jurisdicción originaria jr exclusiva de V. K. en »d ca>o. 

El artículo lOOdela í'ünslilucion nacional la prescribe en l;.s 
caucas qu * se susciten contra una provincia y lo* vecinos de 
otra, ó entre una provincia 6 su*, vecinos contra un extranjero, 
jé 101 declara que la Suprema Corte ejercerá aquella jurU- 
diccimt originaria y exclusivamente en los casos en que alguna 
provincia fuesr parte. Declarariun.-s tan explícitas han >.¡do ca- 
si textualmente reproducidas en id artículo l\ inciso I a , de la 
ey de 1863, sobre competencia dv la jurisdicción nacional, y 
(inifor.nemente aplicadas en ln> fallos d« V. E. 

Las diverja* faces que las acciones instauradas puedan ofre- 
cer a! debate jurídico ó a la decisión legal, como («4 antecé- 
date* que en oda caso puedan enei var ó perjudicar él.'dit.«CÉP 
sustentado en la demanda, son hechos intrínsecos de la causa, 
para cuja decisión se requiere siempre el ejercicio de la juris- 
dicción reclamada. V. E, ha expresado rectamente la rigurosa 
aplicabílidad de los texto* constitucionales en múltiples causas : 



175 

i>e justici» tiaciottai. 

,, oue resera «1 tomo 7>. iitie *' pÍgÍnl 9 * T ta " J9 ' 
""SSS* atesta e, sol. hecho intrínseco de ,»e se de- 
M pro«,.=¡a „or o„ extranjero para dedomr M •> » 
cimiento de lo cansa corresponde 4 la 3opretn. Urt„ .. 
Pino jorello áV.E. « airea declarar su JurwhWi» T'S' 



ti 
tu.i 

nocim 



naria en el caso. 

SaMninto k'iVr- 



(-•>»• *r ta 

bunio» Aires. Diciembre 51 de 

Visto»- Enelarticulo deprimí especial pronunciamiento 
„ido por e. apoderado de 1. provine!, de C6rd.,ba, opo- 
S las excepción.* d.latoria. d, defecto lega, en el modode 
i ademandayde incompetencia de iMM.JP» 
U contestarla demanda H# « *™w» P»r el doctor 
J.,»n Bialet Masaé contra dicha proT.noia. 
Con.rderando en cnanto i la primero de estas ™ - 

I-rimero ■ Qilem apoderado de la prunela ha dedn. .da laei- 

pu B tos\ne hacen la materia , objeto de 1. demanda de f.,a 
S t saber: Primo»: A la MnMN *• d » ms í •?* 
" a ,ue e demandante p.de se. . ondenada la provine, de 

£2g .nehasnfridoácon-ecnencadel . «*J»¿ 
H „e ¡ redición soya ^^X'"^.!^^ 
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flotación de su fábrica de cales y cementos y de la dirección 'Je 
. estancia denominada Smtu María; y el segundo ; Al pago de 
cualidades a que también pide se condene ¡i dicho gobierno i-or 
trabajosy materiales que dice se le adeudan. 

Setfitmlo : Que respecto del primero de estos puntos, el deíYc- 
luquti st- atribuye a* lademanda, es la generalidad di' los térmi- 
nos en que está concebida, perno enumerará" claramente en ella 
los Lechos ¿que se re ti eren los incisos tercero y cuarto del artí- 
culo cincuenta y sii'U- de la Uy nacional de procedimiento* 
de catorce de Setiembre de mil ochocientus sesenta y itcs, en 
razón de no haber eipiesadu «1 demandante qué daño es el qm- 
ha ncibido' ii su pt-rsonay biem s, indiTiduali/úndolos suíieien- 
t- mente para que el demandado pue<iu hacerse carg-íde ¿ly con- 
testar lo que corr» sponda á su derecho, y por pe las epuuein- 
cioius que contiene el escrito de demanda, cuando aquel alirma 
que había sido arruinado en sus intereses y en su crédito con 
la clausura de su t-studio profesional y con la cesación de la 
esplotacion de la fábrica que menciona y de la dirección de su 
estancia Santo Hatia, no se ajustan A los requisitos exigidos por 
el artículo cincuenta y siete ya citado, siendo necesario, para 
que e^to sucediese que se hubiese expresado cuál era la profe- 
sión en que se ocupaba el demandante, desde que llevaba el do- 
ble título de medico y abogado, dónde estaba situada la fiíbri- 
ca de cales, por qué tiempo la había tenido cerrada, qué le pro- 
ducía más ó (genos, qué género de explotación hacía en la es- 
tancia «Santa María. si rural ó agríala, y, en su caso, la im- 
pu-tanciade esa explotación para habilitar al demandado á apre- 
ciar el lucro cesante ó el ¿año emergente que el actor tenga 
derecho á reclamar. 

Tercero; Mué para demostrar la inconsistencia de estos fun- 
damentos y la improcedencia de la excepción alegada, es de ob- 
servar, en primer lugar, que no hay ley qye prescriba la espe- 
cificación cuantitativa de los daños y perjuicios cuya iudemni- 
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zanon se demandara juicio, uara <¡ue á esta «óla y precisa con- 
dición deba contestarse una demanda do ese género y seguir ul 
juicio su curso basta sentencia definitiva. 

Cuarta: Que el irtfeulu cincuenta y siete de U ley nacional 
de procedimiento*, que establece los requisito* que debe tener 
la demanda, ejúge, com >uno di» ellos, que contenga la c<sa de- 

mandada, que p le muy bien ser una indemnización de daños 

y perjuicios, ya sea expresándose el quantum ¡1 qu. ella as- 
cienda ó las bas^s para determinarlo, ó ya se prescinda de una 
y otra co^a, como se desprende de la disposición del artículo 
quince d»* la intima ley, mando establece que c la sentencia qoe 
contenga condenación de frutos, réditos 6 daños, lijará ó bien 
la cantidad déla condenación, si resultase líquida, 6 al menos 
las bases sobre que baya de bae.-rse la l.qiiidaci->n f y enanco mi 
haya mérito para lo uno ni para lo otro, se reservara jara 1 
juicio correspondí cute la acción sobre los frutos, réditos 6 da- 
ñe »; disposición que demuestra que puede dictarse sentencia 
condenando al pago de dañes y perjuicios, aunque de antis 110 
resolte mérito para lijar la cantidad de ln condenación, ni ba- 
ses para determinarla, loque se cómprenle que deba suceder 
citándose ha entablado demanda, pidiendo, en términos gene- 
ralos, indemnización de daños y perjuicios, o sea sin expresar 
cantidad, ui bases para lijarla, en cuyo caso le falta de estases- 
pecilica^ioues no constituye un defecto capaz de detener el cur- 
so déla demanda, impidiendo que se dicte sentencia que con- 
tenga la condenación solicitada, si para ello bubiere razón y 
sin perjuicio de Aserrar para otro juicio la fijación del quantum 
de la indemnización. 

ijuinto: <Jue la verdad de esta conclusión se corrobora no 
sólo con la opinión de Gregorio López, en, su glosa a la ley cua- 
renta, título segundo, partida tercera, concordante con el artí- 
culo cincuenta y siete de la ley nacional de procedimientos, 
donde enseña que acerca de intereses, daños y perjuicios se ad- 

T. II vi \¿ 
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mi te el libelo ó demanda general, siuó Con numerosos fallo, 
de esta Suprema Corte, en que se han declarado procedentes 
demandas por iudemni2aeion de daños y perjuicios, y se ha con- 
d<>nadoá su pagoá los demandados, no obstante que no se de- 
terminura su importe, ni se mencionasen bases pare fijarlo en 
tas unas ni en las otras, lo que no habría sucedido, á ser esvii- 
cial para ello que la demanda por indemnización de daños j 
perjuicios contenga las espei'iüi acíones que pn te ul<* el articu- 
lante. 

Soxto; Que es de observar también, eu segundo lugar, que no 
es exacto qu<> la demanda de foja primera sea def- ctuosa por no 
contener con la claridad n cresa ría el tuart-. requisito qu. prea- 
i Tibe id artícnl > cincuenta y siete ya citado, ó sea los ht-ckos en 
qno se funda, d- sde que el demandante lia expuesto con toda 
cUridad el hecho que ha ocasionado su ruina > producido los 
daños y perjuicios cuya indemnización relama, haciendo en su 
mérito responsable al gobierno do Córdoba por la ue'¿i tiricia ó 
culpa con que, dice, Ua procedido lando lugar a" la formación 
díl proceso criminal que se le ha seguido y privón que lia su- 
frido, lo que basta para que se t nga por cumplido, en la de- 
manda de que setrata, él requisito del artículo cincuenta y 
siete, cuya omisión se alega, y para que pueda dictarse senten- 
cia absolutoria o condenatoria, según corresponda sobre la res- 
ponsabilidad quese atribuye á dicho gobierno, sin que paravstu 
>ea necesario que se discuta al misino tiempo el tfitantum d. los 
perjuicios, qae será ó no materia ríe otro juicio, según sea dicha 
<entencia. 

Séptimo: Que en cuauto al segundo punto de las peticiones de 
la demanda, 6 sea el rWereute a las cantidades que el deuian- 
d.iut» cobra <i la 1'ioTÍncia por tr.itnjns y materiales impagos, 
la excepción de defecto legal que se le ha opuesto, es perfi clá- 
mente procedente, por cnanto el libelo de la demanda ni determi- 
na las cantidades cuyo pago se reclama, ni expresa la clase y 
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cantidad de trabajos y materiales que dice están irnp-igo*. ni la 
causa 6 contrato en virtud del cual se adeudan, pues :uin cuan- 
do él actor habla en su demanda de habei sido contratista del 
Dique de San Roque y de canales de irrigación, no es para fun- 
dar en tales antecedentes esta parte de su demanda, y aunque 
pretenda que tul era su íntenci m debió decirlo claramente y so- 
bre todo expresar qué parte de esas obras y qué cantidad de ma- 
teriales i lo men"s aproximadamente, apn los que todavía se le 
adeudan, para que su demanda se hallas*' conforme Con las pres- 
cripciones del artí ulocin- uente.; siete, tantas reces filado, y 
él demandado pudiese contentar lo que cumpla á su dere- 
cho. 

Considerando respecto de la excepción de incompetencia 
■i jurisdi'-don : Primero: Que esta excepción ae ha opuesto so- 
lamente por lo que hace á la tercera petición de la demanda de 
foja primera, ó semita relativa al cnbrode las costas, que el ac- 
tor ha tenido que -nfnigar para defenderse en >-l proceso crimi- 
nal qu^p-ir defraudación y estafa le siguió él Kiscu de Córdoba 
| que terminó por las sentencias firmes qm* cu copia legalizada 
se han acompañado á la demanda. 

.H'er/iM'í'f.-QiiQ reclamándose, por lo tanto, el pago di las cestas 
de un juicio fenecido, cuyo conocimiento correspondía privati- 
v.imente á los tribunales de Córdoba, po- tratarse en él de una 
acción criminal del fuero común, es evidente que procede la ex- 
cepción de incompetencia que se ha deducido, porque las costas 
•I*- uu juicio non esencialmente accesorio de la ruestion prin- 
cipal, y siendo esta Supremi Corte incompetente para conocer 
de la acción eri rainal que fué materia de aquel juicio, feieno que 
serlo también de lo accesorio, 6 sea de la cuestión relativa A las 
rostas. 

Tercero; Que habiendo, además. cos¡i juzgada «ubre esta mis- 
ma i ucstioii. según lo acreditan las sentencias presentadas por 
el actor, esta circunstancia hace igualmente procedente la *jt- 
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cepcíon de incompetencia que sena opuesto, como lo ha remello 
esta Suprema Corte confirmando una declaración en tal senti- 
do hecha en la sentencia qu«- se regiera en 1 aserie segunda, lo* 
modlez y siete, página veinte v nueve de sns fallos. 

Por estos fnndamentoa, se declara : l'rimeru: Improcedent. 
la en epcion de defecto legal en cuanto al primer punto de la 
demanda expresado en el considerando primero, debiendo en con- 
secuencia el demandado contestar en el término de lev el tras- 
lado conferido sobre esn parte de la demanda; Segundo: Proce- 
dente la misma exeepcion en cuanto al segundo punto de la de- 
manda, m< u donado en el Citado < onsiderando, no estando por 
rinto el demandado ..Migado ú contestar ese punto basta tanto 
oo se llenen los requisitos legales; y Tercero : Procedente tam- 
bién la excepción de incompetencia en lo relativo a la tercera pe- 
tición di* la demanda de foja primera, sobre cuya parte el de- 
mandado no esta obligado a contestar. Las coatas de la articu- 
lación se pagarán en el orden causado. Hádase saber con el ori- 
ginal, y repóngase, el papel. 



BHUAMIK PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABÍ.LBAIAH, - OCTAVIO BUNGí.- 
JUAN E. TOBR6HT, 
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4' AUNA tXTSXH 



Don José V. liubio, contra la Emprcsadct Ferrocarril de Buenos 
Aires y B^arw, por daños y perjuicios; sobre competencia 

Sumario. — Corresponde i los tribunales nacionales el cono- 
cimiento de las causus sobre daño» y perjuicios procedentes de 
violación de las Hispo* i nones de la ley nacional <*obre ferroca- 
rriles. 



Caso, — Resulta de las siguientes pieias: 



ALTO [>EL Jtfcí l)E NUMERA IMSTATICiA 

Buenos Aires. Mareo H de 1890. 

Vistos y considerando en cuanto á la excepción de incom- 
petencia; i' Que en el juicio que se inicia por la demanda de 
foja 5, se trata puramente de relacionas de derecho pritado re- 
gidas por el Código Civil. 

i» Que aun cuando para su decisión deberá aplicarse alguna 
ley del Congreso, este hecho no producirla el fuero federal y só- 
lo caería bajo la jurisdicción de la Suprema Corte en el caso 
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del inciso 1- det artículo M de La ley de H de Setiembre de 
1863. 

3" Que en el inciso I o dtl artículo 2" de la ley citada, invocadu 
por el demandado, no se trata de una causa regida especial- 
mente por una ley nacional, siuú de una causa civil. 

Considerando, respecto de Ja excepción de arraigo que él ac- 
tor á fojú 18 vuelta, se allnna á la fianza y ofrece euuio garan- 
tía la personada su abogado el ductor Mudes! it:o L'izarru. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar á la excep- 
ción de incompetencia opuesta por el representante de la com- 
pañía del Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, con costas, regu- 
lándose los honorarios di 1 v íior Pizarioen la cunlidnd de tK) 
pesos nacionales; manifieste el representante de la compañía si 
está conforme ron la lianza ofrecida, desde tjue la parte adora 
está conforme con arraigar el juicio. Repónganse las fojas. 

¿ttfS frissv. 

Ante mí : 

Julio ftamalto. 

ULCTAMEN OEL FISCAL DE LAS CAMAHAS 

Buenoa Aire», Agosto IH de l&tíi. 

Etoma. Cámara : 

£1 Código Civil establece ijue la persoua damnificada por un 
delito ó cuasi-delito tiene derecho á reclamar ana indemniza- 
ción, y fija el alcance de la responsabilidad del autor del hecho 
y de las responsabilidades de terceros cuando hay relación de 
mandato fi dependencia entre estos y el autor directo, 
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Y* mismo derecho y correlativa responsabilidad antes de b 
vigeneiadel Código estaban conságrate por las leyes españo- 
la, que nos regían, y el -trecho romano abunda en reglas, pre- 
stos)" acciónenle índole diversas, tendentes a fijar las res- 
ponsabilidades emargeafcs de delitos y cuasi-delitos. 

Los diversos códigos civiles Reconozco legislan eipresu- 
mwi* sobre la misma materia y creo qne lodos verían como cla- 
ro 6 deiicienm injustineaMe la omisión en inwód.gu, de pre- 
ceptos M.reníesálas relaciones de derecho creadas por los ta- 
chos ilícitos, 

Fsto demuestra que las reglas relativas á las obligaciones qjifl 
en^ndran los artos ilícitos forman parte integrante y esencial 
de la legislación común de un pal,, es de-ir, de sus oüd.gos i*. 

di 11 a ríos y genérale*. 

Si.ndo esto así, el conocimiento de las causas que versan sobre 
esta mat- "i no puede ni debe alterar las jurisdicciones local- s 
con arreglo u lo precriptu en el inciso 11 del artículo 67 de la 

Constitución nacional* 

Pero se dice que cuando se trata de un acto ilícito, de que pue- 
da responsable una empresa de ferrocarril, desde queel Con- 
greso ha dictado una ley que reglamenta estos medios de iras- 
porte para determinar la jurisdicción 1.a de seguirse principal- 
mente lo dispuesto en el inciso 1-del artículo 2* de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales de U 
de Setiembre de 1803, y lo queen concordancia con tal urec.-p- 
to se dispone en el inciso I" del artículo H! de la ley orgámea 

de los tribunales de la Capital. 

Kn esas disposiciones legales se prescribe que los jueces na- 
cionales deben conocer de laa causas especialmente regidas por 
La Constitución nacional y las leyes sancionadas por el Con- 
greso. 

Pero i qué debe entenderse por una causa regida por una ley . 
En mi opinión aquella en que el derecho y la acción están con- 
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I, que cuando se 



esa ley. ¿Puede decirse, 

ímuimion por el daño causado por i 

carril, i 

de 1872? No trepido en contestar negativamente : el derecho 
y hi acción nacen del Código Civil. 

La ley reglamentaria de loa ferrocarriles, de lo que principal- 
meiitese preocupa es de la conservación de las vías, de policía, 
del material y personal empleado en la explotación* de la forma- 
ron y marcha de los trenes, etc. etc., y sólo por incidencia 
menciona que las empresas serán responsables de los perjuicios 
ocasionados por culpa ó negligencia de sus empleados principio 
que ya estaba consagrad'! en el artículo del Código Ci- 

vil . 

Si destose agrega que cu l is dos leyes que se invocan para 
sostt'iierel fuero federal el legislador ha tenido la precaución de 
consignar lus términos especialmente regidos, se confirma y for- 
tifica más la opinión de que la ley de ferrocarriles carece de la 
eficacia y virtud necesaria para hacer surgir elfuero federal 
cuando se reclame una indemnización por los daños y perjuicios 
que puedan ocasionar á los particulares. 

V. E,, con este criterio, ha resuelto los diferentes casos que 
se han presentado á su decisión, y así pienso que de he resolver- 
se también ta presente controversia. 



L. Ma renco. 



ALTO DE LA CAMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL 



Buenos Aires, Setiembre 15 de IfcW, 



Y vistos: Por los fundamentos de la precedente vista del se- 
ñor inca!, los concordantes del auto de foja 21 y de acuerdo con 
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lo resuelto por este Tribunal en casos análogos, so confirma di- 
cho auto con costa*. Fijándose en 30 peso* los honorario, flál 
doctor Pizarro, y ¿«vuélvanse, reponiéndose los .ellos. 

¡Hm. — González dd Solar. —Giménez. 



Ante mí : 



Arana. 



VISTA DEL SlNOft PKOCUIUDOR GENEHAL 



Baonoa Aires, liieicmb™ l«»de 1«H». 

Suprema Corle: 

Los ferrocarriles nacionales estaiuujetos á las leyes especia- 
les del Congreso, que rigen su construcción, su dcsenTukiiaieu- 
to, su administración y sus responsabilidades, por violación de 
aquel régimen. 

La administración nacional tiene interés especial en que 
esas Kyes se cumplan, no sólo en beneficio de todos loa habitan- 
tes de la República, sinó también en el de la Nación misma, en 
razón de sus derechos y responsabilidades, con sujeción á los 
contratos de concesión y á las leyes de garantías. 

Es con la mira de garantir el cumplimiento de la inspección 
nacional en beneficio del tráfico por ferrocarriles, y lude mayor 
garantía délas empresas nacionales que los sirven, que la ley 
general vigente, de Noviembre 24de 1891, los ha sometido a 

su Tégimen especial. 

Esa ley se antepone álas"del derecho común, que reglan las 

distintas jurisdicciones, no sólo en cuanto á las construcciones y 
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conservación de todos los ferrocarriles, sino taiubku en cuanto 
á las rotaciones de derecho á que ellos dieren lugar. 

A ello no obstan la¡> disposiciones anteriores del Código Ci- 
Til, que, c >djo disposiciones del d trecho común, determinan en 
general la¡> responsabilidades por daños y perjuicios. 

Esas disposiciones nosereíieien ú la jurisdicción, que, cual- 
quiera que ella sea, puede aplicar las en oportunidad legal. 

La ley de 1891 se refiere expresamente á los delitos j faltas 
cometidas por las empresas de ferrocarriles, contra la seguridad, 
y el trauco, y contit ne disposiciones que, como la de los artícu- 
los 81 y 83, imponen multase* indemnizaciones y bosta gravísi- 
mas penas corporales. 

Tratándose entonces del daño causado p»r ferrocarriles na- 
cionales, y de responsabilidades que les afecten por violación 
de lus prescripciones de la ley de 1891, A que estén sujetos, Ja 
jurisdicción que hade juzgarlos, debe bit la nacional, según el 
articula 2\ inciso 1 f ', de la ley de competencia de 14 de Setiem- 
bre de 1863. 

Pido á V. E., por ello, se sirva revocar el auto de la Eximí. 
Cámara de la Capital de foja 29, declarando que el c< moc i mien- 
to de esta nausa corresponde al Juzgado de sección nacional. 

Sabiniano Kier. 



Fallo ú«r \m Suprema Corle 

ILueuo- Atres, l>icten)l>rc 24 de 1896, 



Vistos y considerando: Primero: Que la demanda de foja 
cinco se funda en las disposiciones de la ley nacional de ferro- 
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carriles uue, según se sostiene, han sido violadas por los em- 
pleados de la empresa demandada. 

Segundo: Que, en consecuencia, el caso debe entenderse some- 
tido a la jurisdicción de los tribunales federales, con ar regio a lo 
dispuesto en el artículo segundo, inciso primero, de la lev de ca- 
torce de Setiembre do mil ochocientos sienta y tres. 

Tercero: Que la jurisdicción de los tribunales Metales es, 
cu el caso, exclusiva y excluye la de los tribunales d. provin- 
cia, con arreglo á i" dispuesto en el artículo catorce de la L i- 
tada ley. 

p >r estos fundamentos, los concordantes d<- la vista del señor 
Procurador General, de foja treinta y cuatro, y de acuerdo con 
lo resuelto por esta Suprema Corte, mtre otros casos en el que 
se registra en el tomo segundo, série tercera, páginas doscien- 
tos seseuta y doscientos sesenta y siete: se revoca el auto apela- 
do de foja... y se declara u.ue el conocimiento y decisión de 
esta cansa erresponde á injusticia federal. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse á la Cámara de su procedencia. 



BENJAMIN PAZ, — LUIS V. VARELA,— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜNCE, 
— JUAN E. TORRENT. 
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l'AUMA VCt XXX 



ihm Pedro Filpo contra la Empresa del Ferro carril de Itue* 
nos Aires y Hozarlo, por daños y perjuicios; sobre compe- 
tencia . 



Sumario. — Corresponde á los tribunales federales el co- 
nocimiento de las causas por duñoa y perjuicios procedentes de 
la riolacíon de las disposiciones de la ley nacional sobre ferro- 
carriles. 



Coso. — Roulta d« i latí siguientes piezas: 



FALLO DEL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires, Al ayo 16 de 1890. 

Vistos y considerando: Que que la demanda de foja 2 se 
tunda en la infracción de h ley nacional ffe ferrocarriles de 18 
de Setiembre de 1872, que tiene por objeto liacer efectiva la 
responsabilidad que ella impone a la empresa por tos perjuicios 
ocasionados por culpa ó negligencia de sus empleados en el de- 
sempeño de sus funciones. 
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Que el ceso está especialmente regido por esa W, ^ 1™ 
se treta Jo su interpretación y aplicación. 

Que el conocimiento y decisión del pleito corresponde, enton- 
en i los tribunales federales, de acuerd,. con lo que di.^ 
el ««culo 2", inciso 1-, de la ley de U de Set.ou.bre de 1863 

_Yu„e un , s un obstáculo para que el j U> corresponda al 

fuero federal, la circunstancia de que se trata de re.ponsab.li- 
Wa del derecho común ; pues todos los derechos y obligacio- 
nes en geneM), reconocen ese mismo origen, sin perjurio .le 
a » reglamentación por («fes especiales, que, como cu el ca-o 
presente, determina» también una jurisdicción especial. 

(tas esta es también la doctrina j jurisprudenc.a establec.de 
por 1» Suprema Corte Federal en los casos q« « 
m ol tomo 1 1 . sirio 3-, peinas 262 y 267 do sus fallos 

V „ estos fundamentos, y de acuerdo con lo dicta.u.nado por 
ol agente fiscal, se declara incompetente el juzgado para enten- 
der en el presente junio, pudiendo el demandante acudir ante 
quien corresponda. PréTia reposición de sellos, ac hírese el 
expediente. 

,lngeí S. Pitorro. 



DICTAMEN «tí. FISCAL HE LAS CAHAIIAS 

Bu. nos Aires, Abril H Je l»* 5 . 

Exmn. Cámara : 

Fsta demanda tiene sus fundamentos principalmente en loe 
artículos 110» 7 1113 del r.VIigo Civil, por los que so eatab.e- 
ce «ue todo el queejecutaun hccl.o.que por su culpa 4 negli- 
gencia ocasiona un daño á otro, esta obligado a la reparación 
del perjuicio, v que esa obligación so estiende % los danos que 



causaren! je están bajo su dependencia 6 por las cosas de 
que se sirve. La ley de ferrocarriles ha podido repetir alguna 
de estas disposiciones y aun determinar reglas de precaución 
que, infringidas, induzcan negligencia ó culpabilidad, pero nun- 
ca ha podido tenor el propósito de sacar del derecho común las 

que la impruden ia ó ía culpa 11o- 
ino, en consecuencia, que el inferiores compe- 
tente para conocer de este asunto. 




■ 

r tirios L Wareitco. 



ALTO DE LA CAMAtlA 0E Al- ELACIONES ES LO OVIL 

Muchos Aires, Mayo 7 tlu 18WL 

Vistos: Por tos fundamentos de la precedente vista del se- 
ñor Fiscal, se revoca el auto apelado de foja HO, 



fhnz. — fionzalez th'l Solar 
— Giménez. 

Ante mí : 

Felipe Anota. 



VISTA DEL SEÜ0H HlOCÜhAtíOll GEKÉKAL 



llui'iios Air*\s, Jimio ir» de 18fH¿, 

Suprema Corte : 

La Ii'j sobre ferrocarriles nacionales de 1891 , se antepone, 
i-ti cuanto ¡i Las relaciones de derecho á que aquellos dieren lu- 
^ar, á las prescripciones del derecho común. 
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El capitulo 5 o sobre los delitos y faltas contra la seguridad y 
el tráfico, contiene disposiciones que, como la de los artículos 
81 y 83, imponen multas, indemnizaciones y hasta gravísimas 
penas corporales. 

De esas disposiciones especiales procede el ejercicio del de- 
recho demandado, por violación, según se expresa á foja 3, de 
las prescripciones del artículo 5 o en sus incisos 5 o y 8% y artí- 
culo 65 déla ley general de ferrocarriles nacionales. V. E. 
ha eslablecido ó su respecto una jurisprudencia que inutiliza 
uua controversia ulterior. En .1 ¡versos fallos, y muy especial- 
mente en los registradas en las páginas 260 y 267 del tomo i \\ 
serie 3", ha declarado que el conocimiento de demandas -ontra 
ferrocarriles nacionales, por daños y perjuicios precedentes 
de infracción á la ley nacional de ferrocarriles, corresponde 
á la justicia nacional. 

Tratándose entónces en el caso de un ferrocarril nacional y 
de violaciones de la ley especial del Congreso á que está sujeta 
ta jurisdicción qiichade jugarlas, debe ser la nacional, según el 
artículo 2 o inciso 1* de la ley de competencia de 14 de Setiem- 
bre de 1863. Pido á V. E. se sirva así declararlo revocando el 
auto de la Kxma. Cámara «le laTupital, de foja 37. 

Stihinifino AVer. 



ISih'im- Aire?, Diciembre H de lí»>. 

Vistosy considerando: Primera : Qtte fe demanda de foja dos 
Sl . funda en las disposiciones de la ley nacional de fermearri- 
lesque, según se sostiene, bausido vióla las por los empleados 
de la empresa demandada. 
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Que 011 consecuencia el caso debe entenderse so- 
Jiccion de los tribunales federales, con arre- 
loá lo depuesto en el artículo segundo, inciso primero de la 
ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 
- Tercero : Que la jurisdicción de los tribunales íedí rales es, 
en el caso, exclusiva y excluye la de los tribunales de províu- 
cia f con arreglo á lo dispuesto en el artículo doce de la citada ley. 

Por eBtosfundam ntos, de conformidad con lo pedido por el 
Procurador Genersil en su vista de foja Cuarenta y cuatro y de 
acuerdo ron lo resuelta por esta Suprema Cort<\ entre otros ca- 
sos en el que so registra en el tumo unce, serie tercera, página 
doscientos sesenta y doseieiii os sesenta y siete, se reruea vi auto 
apelad*, de foja treinta y siete y se declara que el cono- 
cimiento y decisión de esta cansa corresponde a la justir¡* 
fe ¡eral. Repuestos los sellos, devuélvase A la Cámara de su 
proc- 1 Uncía. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VAHE- 
LA. — ABEL BAZAN. - OCTAVIO 

BUNGE. 

1 



Criminal contra- (¡erardo tionzalez, Antonio Samar ra y José 
t i'foli, por circulación de billetes falsos de cunto letjal 



Sumario, — i El delito de circular billetes de curso legal 
falsos, cü pasible de la pena de cinco años y medio de trabajos 
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forzados, y multa de 2750 pesos fuertes. Al encubridor ■ !■■ dicho 
delito es aplicable la pena de seis y medio meses de arn-sto 

2 1 De lü pena di.' trabaja- forzados d-*be descontarse, el tiem- 
po d<- prisión sufrida, á razón de dos días de ésta por cada uno 
de trabajos forzados. 



t'tts>/. — Lo explica « I 



Fallo dfl Juri. Federal 



Rúenos Aires, Julio 1H de iNíjfi. 

V visi is : estos autos seguidos entra Gerardo González, 
oriental.de 22 anua, tasado, lustrador v#b muebles, domiciliado 
Victoria ¡i límt-ro 2480 ; contra Antonio «amarra, italiano, de 
24 años, casado, lustrador de mueblen domiciliado Belgrann 
número 2435, y contra José Figoli, italiano, de 52 am>s v casa- 
do, comisionista y domiciliado Azeuénaga número 531, acusa- 
dos de circulación de billetes falsos de banco, de loa que resulta: 

Qce habiendo tenido conocimiento A comisario de la sección 
8* de Policía de que los individuo* González y Samarra se ocu- 
paban déla circulación de billete- falsos de banco, dispuso lo 
conveniente para que se practicaran las averiguaciones del caso, 
las que dieron por resultado encontrar en casa de Samarra 250 
billetes Aetfiez fmon y 1500de cincuenta centavos; en casa de 
González una grao cantidad de estos últimos, y en casa de 
Figotí diez billetes falsos de distintos valores, 

Que llamado á declarar el procesado Samarra, manifiesta, á 
foja 8 vuelta, que efectiva mente tenía en su poder los billetes 
que se W habían suministrado y que trató de negociarlos, pero 
que ellos le fueron dejados en su casa por *u suegro José Fi- 
% un vi 13 
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goli.no recordando la cantidad, porque los ucept¿ sin contarlo*, 
y que un quince por ciento de lo que se sacara sería para aquel 
y el resto se lo repartirían entre el declarante y González. 

Declarando éste, á foja 10, dice que los billetes encontrados 
en su caBa le fueron entregados p»r Samarra, para que se las 
guardara baaia que encontrase á quit-n rendírselos, los cuales 
cree que Figoli se loa daba. 

Que llamado a declarar Figoli, dice á foja i% quelos billetes 
que le fueron secuestrados al declarante, así como los encon- 
trados en poder de Samarra y de González, so los bubfadado 
a guardar nn tal Juan Pcrazzo. 

á foja 18 Samarra ratifica ante el juzgado su declaración 
de foja 8 vuelta, agregando que sólo había convenido eu la ren- 
ta de reinte billetes de diez pesos y diez de cincuenta rentaros, 
lus cuales debían serles üevados por Figoli. 

Que I foja 19 ratifica González su declaración, prestada unte 
la comisaría, que es la que corre á foja 10. 

Que careadosGonzalez y Sainarra á faja 10 melta, y béehose- 
les notar por el juzgado la contradicción qut< eiiste en sus de* 
daraciones, cuando el último dice que se repartiría con Gonzá- 
lez el producto de la venta de los billetes después de descontar 
cllSpor ciento que correspondería d Figoli, y que Gmtzalez 
ntirma no tener conocimiento de aquella Tenia, se ratifica Sa- 
marra en lo dicho, agregando que González tenía perfecto co- 
nocimiento de lo que se trataba, pues cuando fueron Ü la Es- 
tación del Once lo presento como su socio á los supuestos com- 
pradores j González, por su parte, manifestó que aquella rez no 
sabia de lo que se trataba, si bien quince días antes Samarra le 
habla anunciado que debían llegar unos troperos para comprar 
los billetes que él, González, guardaba en su domicilio p«.r en- 
cargo de nquel, ft quien se los había dado Figoli. Samarra, por 
su parte, insistid <>n que González había recibido los billetes 
de Figoli, 
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<}ae á foja 30 declara fc\¿oliy uuiiirusti que.efüfitivaiii ate, 
entregó ti S im.irr i un paquete 'le billetes que le había, dado Pe- 
razza, raliücando al mismo tiempo La declaración prestada f n 
la comisaría. 

Que sometidos;! «i ti careo lúa procesado*, íoja 32 vuelta, cou 
motivo de las contradicciones existentes en sus declaraciones, 
Gouzal* z se ratificó tm lo antes declarado, de no haber tenido 
conocimiento de que se tratara de la venta de billetes falsos, 
pue-j Sainarra lo invitó para jug ir una partida á las cartas; Sa- 
maría dijo LTa esto cierto, pero que tanto González como Fígoli 
j el declarante tenían conocimiento de que debían vender diez 
billetes á una perdona que esperaban. 

I^ueií foja 4ü el Procurador Fiscal deduciendo la acusación 
correspondiente, pide se lo aplique la pena establecida en el ar- 
tículo 285 del Código penal. 

Cerrado el sumario y corrido traslado de la acusación á los 
defensores délos procesados, á foja 55, lo contesta «1 de Anto- 
nio Samar ra y pide que su defendido sea abauelto en virtud de 
que no ha fiibru-ado, ni introducido, ni circulado billetes falsos; 
que el hecho de su teneniia no importa circularlos y que no 
habiéndolo hecho sólo lo correspondería dai le por compurgada la 
pena que pueda curresponderle por esta rircnnstiiiein con el 




A foja 50 lo contesta el del procesado González, pidiendo que 
éste sea absuelto de culpa y cargo, por cuanto no ha tenido par- 
ticipación alguna en el hecho que se le imputa ; y a foja 64 el 
di fusor de Figoli pide o,uese sobresea respeeto á este y se or- 
dene su libe: tal, por cuanto el hecho deque tuviera billetes en 
su poder no constituía delito, desde el moi 
bía circulado, que en todo caso esto podía B< 
como un acto inmoral que la ley no puede castigar, mucho mis 
cuando los billetes que le fueron encontrados los había recibido 
de otra persona. 
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Que. abierta la cansa á prueba, no se p oduj u ninguna, lia- 




Y Mtfftorandu; !• líespecto de Antunw Samanta: que el de- 
lito que se le eaeíimíné, decireular billetes fabos del Banco de 
la Nación Argi ntina, 11 juicio del juzgad», se encuentra amplia» 
mente juátilicado rjqr lasdecUracLoies prestadas por los t' i sli- 
gos Audies L< graud \ Fernando Uuttilaua, quienes, hajn la 
uuncior del juramento, manifiestan qm- m- trasladaron ¿i la 
t;i C ¡ un c >„ee de Seti-mbre á verilicur la compra de billetes &ls©s 
que iiattilana ib» i efectúa* áfcamarra, y que habiendo arre- 
glado con é4o la- con liciones del negocio, fueron á su doimei- 
iut, el que así que sacude uua eónioda una gran cantidad .1.* 
billetes que tenía, fué preso y »us billetes secuestrados, decla- 
raciones que Isesaélttpil pUnaprueba, pOTseí testigos hábiles 
quienes las pregan y estar contestes t a el hecho, ¡uyar y tiem- 
po del delito <a?tí«ut» 300, Códiyu de Procedimientos en lo cri- 
minal). 

2" tiiie el hecho de que eaos (esticos hayan podido contribuir 
ni resultado obtenido, obedeciendo así instrucciones policiales, 
imob-tunte que dicho proceder policial pueda ser todo l» vi- 
tuperable é irregular que requiera, no invalida el testimonio 
de las personas nombradas, <[uuue> u» tienen tacha legal, ni 
han sido de ducidas np< rtuua mente, y porque lian testificado so- 
bre hechos independ icnte> que presumieron, aparte de que esa 
inducción ningún efecto verosímilmente hubiera podido produ- 
cir en Samarra, puesto que su ánimo, su voluntad era consumar 
ese delito* y su prueba viva, fehaciente, se encuentra en la te- 
nencia del cuerpo del delito, ó sea de loa numerosos billetes 
que se le secuestraron. 

3" Que el procesado Samar ra, al prestar declaración indaga- 
toria, continua igual extremo; esto es, que se encontró en la es- 
tación con los declarantes, con el fin de efectuarles el negocio 
de billetes falsos de banco, valor de 10 pesos y de 50 centavos 
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qu3 tenia ti su poder, cuyo negocio I" lliíO p»r 2i p«snsel 
ci<nto, v qte- en momentos que entregaba en su casa esos billetes 

del delito inctiminailo, por »*aber sido Hla prestida o-.n las 
solemui in-les de la ley (artículos 3ltí y M I S «1-1 cilado Código), 

4 ,( Sorgede esa pvJtdbaln re-pnns¿i hi ííitn-1 4*' Samarra por el 
cielito cometido, delito que ene bajo el imperio del R?ÍMto02 
del Código Penal, y por tratarse de penas difMbfcés, debe im- 
ponerle en su término meíHo. 

Considerando respecto al procesado ¿M Fi-oli (a) Garibal- 
d¡: 1* Que las mismas « onstancias de la causa justíücati su 
participan*» directa como poseedor y - irculadnr de billetes 
falsos de banco. Del acta de fojftí resulta demostrado el i«* 
oiiestrinl- l*s liilteti-s falsos que tenía en *u poder, h?cho éste 
que por sí solo constituye prueba 6 presunción vehemente de su 
delincuencia, y de tas declaraciones de Saniarra y de González 
se desprende que fué él quien les entregó los billetes que a estos 
igualmente Ips fueron tomados, a>f como su pai ticipaeion co 
las ventas que aquel pudiera hacer do esos billetes. Su culpa- 
bilidad esta\ pues, plenamente justificada, mayormente si seob- 
serv.i que el herbó afirmado por l iuoli, de haber recibido de Pe- 
razzo los paquetes que contenían billetes falsos di- banco, cons- 
tituye legalmente una excepción cuya justificación A él le in- 
cumbía, no obstante el carácter indivisible de mi confesión, la 
que no merece fé por resultar del proee- ■ presunciunes graví- 
simas en su contra, y por cuya causal carlee de mérito esa 
afirmación, con arreglo á la doctrina y jurisprudencia de la Su- 
prema Corte, pronunciada ni la cau>a crimina] seguida contra 
José Hanelli, acusado de ctr -ular billetes falsos ta que tramita 
por este juzgado, secretaría á cargo del doctor Tedia. 

á" Aparte de lo que precede, el detenido Kigoü confiesa que 
tanto b»s billetes falsos que tenía <m mi domicilio como los que 
entregan Samurai y á trónzale.; los recibió de Poruzzo; pero 
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alega que ignoraba el conti nido de los paquetes qiu 1 contiú á su 
custoi.1 i:i ; h xcusa inadmisible ante el derecho, no sólo porque 
aquellos lo desmienten por el liecbo de ai ribuirle un int rés ó 
participación cilla ven'a de los mismos billetes, huó porque 
no es ni siquiera verosímil se hiciera porPernzzo e*c (¡ ,>ósito 
en la forma y condicione* especiales que dice lo realizó, ; endo 
así que npenns de vista lu conocía, no sabía su «íoniícilic y ni si- 
quiera supo dar n na explica* ion salisfa* turia del niorro por el 
qne tenia oculto ese paquete. Esos filtremos, asi ..timo la ebrie- 
dad que invoca y aun los mismos motivos de su fuga, debieron 
por él ser justíu'rados, sabiendo, rnmodebió saber, que los bu- 
Defieing del artículo 318 del Código de Instrucción Criminal no 
podían comprenderle por resultar de la causa presunciones 
que lo comprometían ; y pue&to que no lo hizo, lógicamente re- 
sulta *n responsabilidad legal por ta comisión de ese delito en 
idénticos términos que Samar™, tanto más si se tiene presente 
el principé cuusagrado por el artículo $• del Códigu Penal, que 
dispone que. en la ejecución de hechos elasiiicados de delitos se 
presume siempre la voluntad criminal. 

Considerando en cuanto al detenido Gerardo González: i' 1 
Que las constancias del proceso no arrojan pruebas bastantes 
para determinar su culpabilidad en el delito que se le imputa, 
desde que ha ju^tin ado satisfactoriamente su presencia al lado 
de Samaría en lu elación del Once, que lo fué con la ignorancia 
del delito que éste ejecutaba, así como sus actos anteriores a esa 



2 o Que no hay prueba que demuestre su participación en Ja 
circulación ó expendio de esos billetes falsos, por no haberse 
encontrado en el momento déla consumación del negocio que 
Samar ra bacía ion Bal ti lana, pues él fué preso en la esquina 
deldomiciliode aquel, y desde luego no puede responsabilizarse 
por un hecho ú delito que no ha cometido ó, por lo menos, so- 
bre el qne no existe prueba legal. 
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3° Que 1» incriminación yaU hace Samarra sobro su partí- 
cipaclon «i. como *>cio teda en el negocio, aparte 4« w 
... valor, como testigo singular y sospechoso (sene - . tomo 
páginas m , i», tom.,5". pagina 476. y tomo 90 . 
85 Fallos de F. Suprema l)orte)se ! ' or , " 

negativa do González y por la» .lecln rae iones de fo P 7 vuel », 
,.. establecen que te negociación se alzo y termino tan s6.o 
1 Samarra, encontrándose u M „ol «W* «• '* " WCT - ta - * 
también por iTígoll, quien confiesa I. entregó h* b.llete* para 

que los guardase. 

Se encuentra igualmente justificado por las declámenme* de 

] rf .rand y Oattilana, qui.nos manifiestan quo la negociación 
de compró la liada . directamente con Somarra; y. en l,n, abo- 
na 80 proceder, su conducta honesta anterior ni hecho de su de- 
ten-Ion V porque la circunstancia de que la autoridad haya en- 
contrado en su poder billetes falsos rotos, es prueha conv.ncen- 
tu de la ausencia de voluntad de delinquir. 

i. Que no obstante lo que precede, os innegable el conocí- 
miento que Gómale, tenia de la delincuencia de Samarra y de 
FiBoli Y el recih.de los billetes falsos que tote le entreg* es 
s « pru'.,b'n.nns cónchente; razón por lo que hay ***** 
consblornrlo como verdadero encubridor, con arreglo al ar (o. lo 
«del C6digo citado y en tal carácter, cast.garlo en la forma 
prevenida por el artl-ulo 43. Pero como la pea que este ar 
ticulu determinase encuentra agotada por ra**, del t.empo 
de prisión preventiva sufrida por González, procede se «.. rete 

'"plT^l'fundamentos y concordantes do la vist. fiscal, de- 
finitivamente Juzgando, fallo : condenan*, i Antonio ¡Umarra 
j i Jos6 Flgoli (a) G."bald¡, como autor del delito de circular 
bi ,leto.f.Uo. de Banco, á la pena do 5 año. y medio do traba- 
ios forzado, , muU.de 2750 pesos fuertes pa.a cada uno. con 
imposición do las costa, procesales, debiendo descontarse de 
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osa condena t-1 tiempo de prisión preventiva sufrida, con arriólo 
a la encala mar -¡ida por ei artículu 4Í> del recordado Codito ; y 
á Gerardo Gonzilei, como encubridor de ese mismo delito, á la 
pen i de seis mi ses y medio de arresto, también con costas: y es- 
tando esti pena agotada, ejecutoriada que sea esta resolución, 
póngasele en libertad, librándose al efecto el oficio de estilo a) 
encargado de la CArci-l Penitenciaria y al Gréffl de Felicia para 
la anotación del «-aso. 

A gUstín f'rd in a rra iit* 



VISTA líEL SESOH PHOCUHADOR CENEIUL 

Buenos Aires. Noviembre W de 1WKJ. 

Sujirvnia Vortv. 

YA acusado Figoli ha negado que supiera fuesen billetes de 
bftneo falsificados los que contenían los bu' tos cerrados que 
aseguró le entregó el pintor IVrazzo. 

Ninguna jtistineacio.il se lia producido en Cintra ; la de Sa- 
marra, su yerno, no era eficaz, por ser directamente acusado en 
este proceso ; y ba sido además explícitamente retractada en 
el escrito de foja 90, que V. K. podría inundar raliticar en 
oportunidad. 

En cuanto á Samarru, poseía los billetes fulsilicados que le 
había dejado mi suegro José Figoli, pero no consta que hubiere 
proeednlu á su circulación . 

Ha sido por incitación de los agentes de policía, segnn las 
diligencias de fojas Sá 10, que este procesado se resolvió atentar 
la venta de algunos billetes. 

Llamo la atención de V, E. sobre procederes tan irregulares. 
La Policía no debe jamás arbitrar acciones inmorales como me- 
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dios .le pesquis. Las leyes que autoriwin éstas prescriben el 
mü( lo -le orificarlas, sin rrcurr ¡r á tfflfettTU inmorales. 

Esposibleyauu probable que Samarra.ioae huirse de idido 
ñor <í a circular los billetes fulsilieados y hubiera concluí Jo 
como el otro preceMdeGtrfttdo GWeí por destruirlos, para 

evitar tuda res pon subí 1 i dad* 

Pero los agentes du Policía U? han buscado, le han solicitado. 
\, han abierto perspectiva, halagüeñas, y le han decidido a la 

perpetración «leí crimen de circulación. 

8i' hubiera-leoialigars.-áSamarra seria injusto que queda- 
ren impunes sus instigadores. 

Pienso por ello que la tentativa «le circulación incitada pol- 
los misinos agentes de la Policía de seguridad, no siendo un 
ucto expontíine,, m producido el resoltado de una circulación 
lectiva, por ser simulada, nimjuiia r,spon,abilelad penal debe 
imponer al procesado. 

¿Cual es eulónces su situación ante los hechos del proveso? 
\„ ha fulsitícado, no ha emulado billete, falsos, es Uñ «ta* 
pl,. poseedor de lo que uaU* mubido y conservado indebida- 

mente en su poder. 

l.,te kt-ch.. no está calificad© de delito en la ley sobre críme- 
nes conin la Nación de 1803 , porque su artículo 62 se ti diere 

pendiere, y á los que fulsi tocaren 




El hecho sería, uu. vt-z que no parce dudoso que los 

"o de los bultos guardados, el 




del encubridor, que según el im Uo 3 del artículo 42 del Códi- 
m Penal K uarda, escude, etc., los objetos productos de un de- 
lito y á ese hecho correspondería, según el artículo 43, la pena 
de arresta Esa pena la han sufrido los procesados Samurra y 
Fi-oli des le ha e 20 meses, y WWrideru que con ello han 
expurgado ampliamente el único hecho deli tuoso que resulta 




Pü; -ello, pido AV. E. se >irvu asi declararlo, revocando cu 
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conse.ueneia, resj-^'todi- los do^ procedidos, la sentencia recu- 
rrida de foja 83. 



Vistos y considerando r Que está plena mente comprobada la 
existencia de billetes de banca falsificados, tanto en poder de 
Y i gol i como en el de Samarra. 

Que está igualmente averiguado que los que estuvieron en 
poder de Samarra, y aun en el de González, procedían de en- 
trega hecha por Fígoli . 

Que aunque éste afirma que él recibid tanto los encontrados 
en su domicilio tomo los entregados á Samarra y González, de 
un individuo á quien llama Juan Perazzo, ni siquiera ha pro- 
bado la existencia real de esla persona, cuando por otra parte t 
délos hechos y circunstancias de la causa, resultan gravea pre- 
sunciones de haberse cometido por Figoli el delito de rirouü- 
cion de billetes falsos pasados vade mano amano y posiblemen- 
te el de falsificación. 

Por estos fundamentos y los relativos de la sentencia re- 
currida de foja ochenta y tres : se continua ésta, con costas, en 
la parte apelada, declarándose que el descuento de la prisión ¡su- 
frida ha de hacerse á razón de dos días de prisión por uno de 
trabajos forzados, con arreglo a la doctrina que surge del artí- 
culo noventa y dos de la ley nacional penal de catorce de Se- 
tiembre de mil ochocientos sesenta y tres, y A la jurisprudencia 
de esta Suprema Corte, Devuélvanse. 



Sabiniano Kii>r. 




Buenos Aires, Diciembre 24 de lfc<í*j. 



BfcriMMI* PAZ — LL'IS V. VA HE- 
LA . — ABEL BAZAW. — OCTAVIO 
BtIRGB. 



«'Auna n<:xx\ii 



Contienda de competencia entre el Juez Federal}} el de /* ins- 
tancia de la Capital, en la causa de don Francisco Vodestú con* 
t ra ct Ferrocarril de Hítenos Aires y Ensenada, por daños 
y perjuicios. 

Sumarto. — Corresponde á Iob tributiaU * federales ul cono- 
cimiento de Jas cnuaas per dañas y perjuicius procedentes de 
rtolacion déla ley nacional sobre ferrocarril**, 



Caso — Don Juiiun Nogueras, por el Ferrocarril de la Euse- 
uuda, ocurrió ni juez federal p rumo viendo contienda de compe- 
tencia por inhibitoria, contra el juez de i" instancia doctor Ga- 
ra?, ante quien demandó á dicho ferrocarril don Francisco 
Podestá, por daños y perjuicios precedentes de un accidente 
ocurrido en la vía férrea. 

Trabada la contienda, por haber insistido ambos jueces en 
su competencia, se elevaron los autos á la Suprema Corte. 

VISTA BEL SEÑOR PKOCURADOH GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 10 dfl 189R. 

Suprema Corte ; 

La acción instaurada se deriva de la prescripción del artículo 
65 de I a ley general de ferrocarriles número 2873. Esta compren- 
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(liiia entonces en la prescripción del artículo 2", incisa 1% de ta 
ley de U do Setiembre de 1863. 

Por estas consideraciones, las del eserit * de foja 17 y dictamen 
tijial d«* foja ¡9, que el Juzgado Federal hace suyas en el auto 
de foja 19 vuelta, so ha de .servir Y. & confirmar la declaración 
Mtoe jurisdicción nacional que él expresa. 

SnbitiHtiHi /fifí". 

tullo dr I» «tupi-mi» Corlr 

üu.TJO- Ain-s. Dirtemhre i \ >U' lHt»i, 

Vistos j consideran lo : l'iimero; Que el presante, caso, regi- 
do por la ley especial de ferrocarriles, corresponde al conoci- 
miento y decisión de los tribunales federa íes. ni arreglo á lo dis- 
puesto por el artículo segundo, iiicís-> primero, de la ley do 
catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tT6s. 

Segunda: Quede conformidad á lo establecido en id artf-ulo 
doceíle la citada ley, la jurisdicción de los tribunales federales 
es privativa y excluyeme de la de io^ tribunales de provincia, 
con las excepciones que el mismo artículo expresa, y eu ninguna 
de la* cuales se comprende el raso en cuestión. 

Por est"S fundamentos y de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador General en au vista de t'itja treinta y 
ocho, se declara :que el conocimiento de esta causa corresponde 
al juez federal de la Capital. Remítansela en consecuencia los 
autos, pi úvia reposición (le sellos, y hágase saber pur otieio al j uez 
de primera instancia de la Capital. 

Ut>JA»lS l>A¡E. — LUIS V. VAHELA. 
— Alibi. BAZAN . — OCTAVIO BCNGE. 
— JUAH b. TÜltRliNT. 
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Don Domingo t'mwvj y hermano muirá vt coronel don Sun»» 
de Santa Cruz, por rompimiento de contrato ; sobre «i-u/hh- 



nmi de serririns .7 rostas. 



Wtr,o. - I" Corn-spmrle al juez la eStímadon du los ser- 
vicio, prestados, cuando en ello, domina eUwáctet & gestión 
judicial. 

*. Habiendo sido dimitidas y rechazadas en paite las píe- 
tensiones de los Migante*, las costas del juicio deben abonarse 
en ti órden causado, 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juck Federal 

Paraná, Abril SI di-- 1HÍ»5. 



Vistos restos autos seguidos por el procurador don Pedro J. 
Romero,™ representa* i<m d, don Domingo Farany y herman-, 
de Rio Janeiro, contrae! coronel Simón A. de Santa Cruz, so- 
bre cumplimiento de contrato, d» que resulta : 
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1 




Que en 25 de Noviembre de 1875, los demandantes compra- 
ron ú doña Juana Urquiza de Santa Cruz un campo de cuatro le- 
guas más ó menos de extensión, denominado «del Malagüeño», si- 
tuado en esta provincia, departamento Villaguay, entre los arro- 
yos Tigre, Tit-recito, Moreira, Sauce y ana línea que partiendo 
le este último termina en el Tigreoito. 
dividir el campo del finado general D. Crispin 
la mensura comprendió tam- 



ban el del Malagüeño, materia déla cuestión, ubicándose en él 
un;i parte del que por la división correspondía it coronel don 
Polonio Velazqnez, hijo de dou Crispin, con cuyo motivo entró 
á poseerlo desde esa fecha. 

Esto dió lugar á que en Enero del año siguiente, 1886, don 
Domingo Farany y hermano iniciasen un inició de reivindicación 
del campo contra el coronel Velazquez, alegando en esa ocasión, 
que inmediatamente después de comprado á doña Juana Urqui- 
za, en 1875, ellos entraron en la posesión basta 1885, en que 
fueron despojados por Velazquez, rindiendo abundante prueba 
para jubtiticar el hecho de haber estado en la posesión. 

Fallada la cansa.se declaró improcedente la acción, por cuanto 
la escritura de venta otorgada en Buenos Aires no había sido 
protocolizada en esta provincia y desde luego, los compradores, 
a pesar de haber tenido la posesión del <*anipn comprado, uo ha- 
bían adquirido el dominio en que debió fundarse ta reivindica- 
ción (sentencia de f. 290 del espediente de Farany y bermano 
contra TMazquez . 

En 1888, ejecutoriada dicha sentencia, don Manuel Curazú, 
coi* poder del comncl don Simón A. de Santa Cruz, se presenta de- 
mandando al coronel Polonio Velazquez, por reivindicación del 
mismo campo de Mulegúeiío o Rin :on de Moreira. Dice allí, en- 
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tre otras cosía, que en 1875 su espósalo vendió ¿don Domingo 
Farany J hermano, sin haberle hecho aún tradición de él, y á 
gil de cumplir la-s obligaciones del contrato de venta procedía á 
reivindicarlo ¡£| Velazquez, actual poseedor sin título. 

Kste pleito fuá resuelto por sentencia de i" de Octubre de 
1889, condenando á Velazquez á entregar el campo á Santa Cruz 
y a pagar sus frutos, etc. 

Arlada ésta, fué confirmada p.«r la Suprema Corte en 1° de 
Setiembre dei892(aut»ade Santa Ctuz contra Velazquez). 

A esto se siguió el itffefo para obten** el cumplimiento de la 
sentencia, que quedó terminada, á pedido del representante de 
Santa Cruz, por haber pagado extrajudicialmente Velazquez de 
una manera satisfactoria (expediente de la referencia, que tam- 

h\*>n «-orre agregado). 

Así terminados estos juicios, el procuran ur don Pedro J . Ho- 
mero se presenta en representación de don Domingo Farany y 
hermano, demandando al coronel don Simón A. de Santa Cruz, 
pava que en cumplimiento del contrato de compra venta de 1875, 
le haga tradición del campo del Malagüeño ó Hincón de Morei- 
ra, objeto de los pleitos relacionados, con más el valor de los 
frutos como poseedor de mala fé, Ó en su defecto le indemnize 
los danos y perjuicios que han de estimarse en el ÍO " sobre 
el pTeeio de 25.000 pesos fuerte*, capitalizado* cuda año. 

Dice á este proposito que, según consta de la escritura de ehan- 
celadon, cuyo testimonio ofrecen presentar sus mandantes, abo- 
naron ó su debido tiempo el precio del campo comprado, que fué 
convenido en 25.000 pesos y que á pesar de esto, Santa Cruz, 
aduciendo varios protejo*, no ha entregado aún el campo, po- 
taciones y ganados que fué objeto de la venta. 

i^ue la falta de cumplimiento del contrato esta confesada en 
diferente» pasajes del pleito seguido por éste contra Velazquez 
v consta de los testimonios de fojas 18 y 19, 

En seguida, aclarando su demanda respecto del ganado otí- 
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no dice que son 365 cabeza?; con sos procrees los que deb" entre- 
garU- Santa Cruz ;f"ja 60) 

Don Mariano Montafi», por Santa Cruz, contesta la demanda á 
figa 93. principia por de-conocer la personería de R«iuero para 
demandar por Farany la entrega del campo del Malagüeño, Se 
furnia *n que id poder fué conferido por Sa Pereira, como apode- 
ra"!*! general de Farany ) hermano con facultades bastantes para 
ello, según (o afirma «j escribano, con referencia á su protocolo; 
pero es que el escribano no es el que punlc juzgar de lascliust- 
las de un poder, *luó el juez, y no habiéndole traído A Jos autos, 
con U demanda, «se poder de Sa Pen-ira, no se lia justificado 
tampoco que ¿1 este autorizado para conferir el poder que exhibe 
[tornero, de modo qu- hi personería de é>le u» ha sido debida- 
metite establecida, eomu lu dispone el ar f \ ulo 5" de la h y (Je 
procedimientos, 

A esta objeción no pu.de oponerse el lextu del artículo 100J 
del Código Civil, pnr referirá.* él ;¡ actos 6 contratos en que las 
partes obran de acuerda y han podido imponen c de los dominen - 
t os habilitantes d que se retine el escribano. 

Que por otra parte la razón social Farany hermano, que diú 
pod. rá Su Pereira en 1886, según se afirma, no existía ya en la 
fecha en que se otorgó A Homero el poder con qu- demanda, 
iendo so^itu id a por la de Farany sobrinos y compañía, hecho 
que debió conocer 8a Pereira (mando otorgó el poder. 

Entrando ú la cuestión principal sostiene que no procede la 
demandador cuanto los mismos Farany y hermano, en el juicio 
de reivindicación, han prohado por numerosos testigos y lo ha 
afirmado su representante Ra Pereira, que después de la compra 
hecha ú Santa Cruz, ellos estuvieron poseyendo el campo por 
varios años, ocupándolo con ganado que cuidaba Pedro Hamos : 
foja 97 vuelta. Los mismos h;in producido también, por medio 
ile m apoderado Ancstoy, cartas de isa Pereira ti liamos y de és- 
te S aquel, en Junio de 1877, trasmitiéndole instrucciones; todo 
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lo cual demuestra que la cosa vendida les fué entregada á Jos 
demandantes, libre de toda otra posesión, quedando cumplido id 
conLrato, 

tpanusmósFtttdttf y hermano conliesan aliíqueellos perdie- 
ron la posesión del campo por haberlo abandonado su socio y * n- 
eargadodou Pedro Hamos, y dea ipareeido los ganados á causa de 
la-* guerras y haber principiado don l'olctnio Velazquez á ejercer 
actos de dominio, roimi fui una mensura que hizo practicar en 
1885. lodo lo cual demuestra que se hizo la tradición del campo 
á los compradores demandantes, quedando cumplido el contrato. 

En cuanto á la ronfe-ion que hace Santa Cruz, al demandar A 
Yehzqucz de no haber entregado* 1 campo en cuestión á los com- 
pradores Farany y hi rmmo, de que se hnce mérito para fundar 
la presente demanda, dice que < sto no di-be ni puerta ser exacto, 
y aunque lo fuese no podrían lavo -arlo los Farany y hermano, 
que han n-conocido repetidas veces que esa obligación *e cum- 
plió. 

Que interviniendo personalmente Santa Cruz en ei pleito 
contra Velazquez ante la Corte, en la expresión de agravios, dice 
todo lo contrario, afirma que Farany y hermano perdieron el 
pleito de reivindicación, tan sólo por haber omitido protocoli- 
zar én esta provincia la escritura del contrato y no porque él no 
estuviese habilitado rara hacerlos lu tradición, loque demues- 
tra que, según él mismo» el contr ito fué cumplido, siendo un ex- 
traño error del apoderado abogado la afirmación de que se ha- 
ce mérito, tanto más cuanto que el mismo abogado de Santa 
Cruz, que lo fué el doctor Beretervide patrocinó también á Fa- 
rany en el pleito en que se reconoce que la venta fué cumplida 
por la toma de posesión del campo. 

Dice que el rol de Santa Cruz en el pleito eontra Velazquez no 
es el que la presente demanda parece atribuirle, 

Que el único verdadero interesado en los pleitos contra Ve- 
lazquez fué Farany y hermano. El doctor Manuel Beretervide, 

T. IXVl u 
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representante y abogado d estos, dirigió ambos pleitos contra 
VelaiquM y las atirraaoiones contenidas en los escritos de ta- 
rany y hermano y en lo* de Santa Cruz, fueron hechas é inspira- 
das por él mismo, según lo probará por la misma oorresponden- 
cia de Beretervide con Santa Cruz, de manera que, si afirmó que 
no se había cumplido el contrato, afirmó un hecho falso sin 

hisirucoiun de Santa Cruz. 

Que cuando Farany y hermano perdieron el pleito que pr me- 
tieron contra Vázquez, el doctor Bereterv ide, abobado y con- 
ejero de aquellos, se empeñó, haciendo valer su propio iote.es 
con Santa Cruz, para que él se prestase á litigar con Yeluqnos. 
a fin de recuperar la alhaja que por mnchua motivos la conside- 
raban va perdida; y le aseguré, tanto antes de principiar el plei- 
to como después de comenzado, que ese ser virio le sería debida- 
mente retribuido, v fué en vista de ese pedido que Santa Cruz 
defirió de iniciar el pleito contri Vciazquez, pues no estaba obli- 
gado á la eviccion por el contrat.. de venta, ni era tampoco el 
caso de responder por eviccion. V después .le prestar el valioso 
serbio de sostener el pleito con aaoriUei.. de su tranquilidad, 
d..*a salud y de su tiempo y dinero, recuperan^ el campo 
derdido, los beneficiados Farany y hermano, lejus de retribuir- 
la como le prometieron y la ley lo establee* (artículos 1627, 1628 
j argumentos doltiaal del <U%% Código Civil), le ocasionan la 
decepoiou de promoverle este pleito y otro por honorarios del 
procurador, esperando ser demandado también pur los del abo- 
bado. 

Que aunque por otra razón que el contrato de venta estuviese 
Obligado á entregar el campo cuestionado, tal obligación no se 
le puede eligir, sin antee remunerarle el servicio prestado, de 
haberlo recuperado de Yelazquez, y reembolsarle Los gastos he- 
chos y libertarlo de las obligaciones contraídas por razón de 
ese pleito, según lo dispo.e el articulo 3939, Código Civil. 
Que en conformidad con las disposiciones citadas, y en la 
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„ duque Farany y hermano tiivie^en personalidad y su 
procurador personería, c mtrad emaud a á los primeros para que 
le paguen el servicio de que ha bocho mérito, le reembolsen los 
gastos del pleito con Velazquez, y to liberten de las obligacio- 
nes por él contraídas todo lo ^ual estima en 150.000 pesos, 
«puniendo mientras tanto la excusión de retención. 

Concluye rechazando la demanda del ganado y sus productos, 
así como la de los frutos del campo, por haber las razones ya 
aducidas, y pidiendo se condene en las costas al demandante. 

líl representan te de Farany y hermano contesta la reivindica- 
ción, principia estudiando los antecedentes citados por la parte 
de Santa Cruz y dice : Que efectivamente Santa Cruz ini- 
cio el pleito contra Velazquez, cansado de esperar que Santa 
Cruz le hiciese entrega del campo comprado y creyendo 
erradamente que com í solo título podría obtenerlo demandan- 
do al poseedor Velazquez, demanda que fué rechazada, porque 
los Farany no adquirieron ul dominio. 

Que perdido e*- pleito, Santa Cruz, convencido de que debía 
entregar el campo a sus mandantes, demandó por reivindicación 
á Velazquez, confesando nllí clara y categóricamente que aún 
no había cumplido el contrato de venta con los Farany, y que 
reivindicaba el campo para poder entregarles la cosa vendida. 

Que de estos hechos rigurosamente exactos y que constaade los 
autos y íalloscitadosporel demandado, resulta como natural con- 
secuencia la acción de cumplimiento de contrata pata obtener 
l;i tradición. 

En cuautoa la intervención de lkretorvide y las cartas de él, 
de que se hace mérito, dice que ningún valor tiene, porque Be- 
ruteryide uo era representante de los Farany, ni estaba autori- 
zado por ellos para hacer arreglos, siendo puramente oficioso* 
sus actos, como amigo común que era de éstos y do Santa 
Cruz. Que esto no importa desconocer ni oponerse á lo que 
el doctor Beretervide hubiese convenido con Santa Cruz (f. 
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124 v.); que por el contrario, acepta todo aquello ';ue no 
signilique uti perjuicio para sus mandantes* 

Niega debérsele la retribución que eifge por los ser vicias 
prestados» pues nunca hubo contrato de locación de servicios 
entre los Furany y Santa Cruz, que éste, cuando tt**,í«Í un 
simple gestor, lo que acepta por* vía de disensión, siendo estas 
reglas las que en todo caso debió invocar. Pero ni esto mismo 
se le debe, ai en do por lo tanto ridiculo el derecho de reteneina 
con que pretende ampararse. 

Termina ofreciendo presentar i onio prueba tas cartas de Lte- 
retervide y los autos de que ha lu cho mérito. 

Eíl el termino abierto para la prueba, actor y ileinandadn han 
produ> ido las qne <omj>rendetodo el segundo cuerpode autos, pi- 
diendo además se tengan á la vista como parte de ellas los ex- 
pedientes de tos juicios di- reivindiepc-iun s» -guidos por los Fa- 
rany contra Veluzquez, ydeSanta Cruz contra el mismo Velaz- 
quez, el de ejecución de sentencia entre esto* últimos y lo* 
iniciados por el doctor Miguel M. iluiz y procurador don 
Manuel Carizn contra Santa Cruz, sobre pago de honora- 
rios. 

Y considerando, cu cnanto á las excepciones de falta de per- 
sonalidad en el demandante y de personería en su procurador 
«ion Pedro J. ltonnro: 

1* Que por las capias legalizadas corrientes de foja 90 á foja 
144, expedida por la Junta de Comercio do Rio Janeiro y tra- 
ducidas de fojas 1511 á 203, 4* cuerpo, está probado suficien- 
temente que la sociedad demandante Domingo Furany y herma- 
no se declaró en liquidación en 10 de Agosto de 1882, entrando 
á formar con utro^ una nueva sociedad bajo la razón r'arauy f 
sobrinos, A la cual la sociedad en liquidación aporto como capi- 
tal paite de su activo, reservándose de él la estancia de Motej- 
ra (base 4» del contrato de f. 16i y balance do fojas 165 y 157), 
y extinguida esta segunda sociedad en 1891 por la expiración 
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del t er mi no porque fué eonvenida, se constituyó una tercera en 
laque Domingo y César Farany, que formaban la primera socie- 
dad, entraron como socios comanditarios, consistiendo su aporte 
de cantal en objetos del comercio de joyería y lítuSos de la es- 
tiuguída sociedad r'aranyy sobrinos, sin que conste en el archi- 
vo de dicha junta de comercio que se baya registrado en él el 
contrato de disolución «lula sociedad Domingo K.irany y herma- 
no hasta Diciembre de t893 (testimonio de f. 107 y certificad» 
def. 1!H)). 

3- Que prohada así ta existencia de la sociedad demandante, 
y La reserva que siempre hizo de sus derechos á ia estancia de 
Alondra, era de cargo do Santa Cruz probar til disolución de 
dicha sO' iedad, sostenida cmno fundamento de la excepción, lo 
que no ha verilieado. ¥ 

3" Que el poder de fojas í á 2, con que el pro -unidor don Pe- 
dro J. Romero ha entablado la demanda en representación de 
Domingo Karany y hermano, le fué sustituido pin don Domingo 
de Sa IVreira, apoderado de éstos, en coníurmidad con lo que 
prescribe el artículo 1003 del Código Civil, según el cual nu es 
necesario transcribir en las escrituras los documentos habilitan- 
tes, cuando estos egturiesen otorgados en el registro del Escri- 
bano, bastando que este dé fe de hallarse en su protocolo, indi- 
cando la foja en que SB encuentra. 

4* Que nada hay que autorice á limitar la disposición citada 
á aquellos actos ó contratos en que las partes obrando de común 
acuerdo han podido imponerse de los dd timen Les habilitantes, 
como lo pretende el representante de Santa Cruz, pues uo es 
lícito hacer distinciones ni introducir limitaciones que la mis- 
ma ley no ha hecho. 

5" Que aún en el supuesto de que el poder uc Homero fuese 
detinitivo por uo h¡iber & '* transcripto en Él el poder de 8a Pe- 
r ira, como lo -¡ostii-ne A demandado, ese defecto estaría subsa- 
nado c-m la presentación del poder original de foja 77, 2 o cuerpo, 
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conferido por Domingo Farany y hermano, en 9 de Marzo de 
1893, al sustituyente Domingo de Sa Pereira, por el que se le 
faculta para ejercer las arciones necesarias contra el coronel 
don Simón A. di- Santa Cruz, á fin fie Tecibir de él el campo 
denominado «Hincón de Moreira», con sus frutos, en juicio ó 
fuera de él, y para sustituir el mismo poder. 

Por tales consideraciones, declara que están debidamente 
eomprobadis ta personal idnd legal de Domingo Farany y herma- 
no y la personería de su representante don Pedn- J. lí omero, y 
en consecuencia no se hace lugar n las ex ce pe iones opuestas 
que le son relativas. 

II 

Considerando r. pecto de la demunJ'a : 

\° Que el romnel do» Simón A. du Santa Cruz ha justificado 
cumplidamente que inmediatamente después de escrituraJo el 
contrato de compra-venta del campo del Malagueño Hincón 
de iloreira, eu 1875, á favor de Domingo Farany y hermano, 
éstus entraron en posesión de el por medio de su representante 
don Domingo de Sa Pereira y conservaron h posesión ha^t a el 
añode 1885, eu que aban Junando el campo don Pedro liamos, 
socio y encardado de los Farany, principio á ocuparlo el coronel 
dun Polouio Yelazquez; así resulta de las declaraciones de los 
testigos iínlino Vulazquez, foja 253 del 2" cuerpode autos, Mu~ 
nud Villagra, foja 307, Huüno Gil, foja 309, de la prueba rendi- 
da por la misma parte du Farany j confesión de su represen- 
tante en el pleito seguida por ellos contra el coronel Vehzquez 
sobre reivindicación del mismo campo (f . 97 y vuelta del expe- 
diente acumulado), y, finalme nte, de ll confesión de foja 19 y 
vuelta de: tercer cuerpo de estos autos. 

2* Que no pin Je oponerse á esta demostración, la atirmacion 
hecha por el apoderado de Santa Ornz en la demanda de reivin- 
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haberse helio iún la tradic ton del inmueble en enestioii a tos 
compradores Domingo Farany y hermano, pero está probado que 
Santa Cruz, en ese pleito, se limitó á iirmar el poder para deman- 
dar á Velazquez, extendido según la fórmula que le euvi '. el duc- 
tor Manuel Beretemde, abogado y consejero de los Farany; y 
lo iirnvi par deferencia a! pedido del expresado doctor Berttervi- 
de, quien dirigió también el nuevo pleito de Sania Cruz contra 
YcUzquez, **n el interés de recuperar el campo para Farany y 
hermano, según consta de las tartas de foja* 237 á24Ü\ decla- 
ración de foja 59 y confesión de Sa Pereíra, foja 22* del f 
cuerpo; de modo que la alirmacion de no haberse entrado 
aún el campo alo. Farany fné hecha por Beretervide, por su in- 
dicación, para poder fundar la reivindicación y no por instruccio- 
nes que al ef-cto diera Santa Cruz. 

ihie esto no obstante, de la naturaleza misma del contrato de 
compra- ve ata, artículo 1323 del Código Civil, se deduce que- el 
tendedor im cumple la obligación de entregar al comprador la 
cosa Tendida si por cualquier motivo no se hace á éste propie- 
tario de aquella, y en el caso que se juzga, la tradición del campo 
hecha a Domingo Farany y hermano, a pesar de estar precedi- 
da del título de venta, no le transmitió el dominio dv él, por no 
haberse llenado el requisito previo de la protocolización del ins- 
trumento del contrato en esta provincia, en que está situado el 
inmueble vendido, como lo prescribe el artíeulo 12U, Código 
citado, y lo resolvió la sentencia ejecutoriada de foja 288, en el 
pleito dé loa Farany contra Velazquez. 

4« Que de esto se deduce asimismo que el coronal don Simón 
A. ile Santa Cruz, poseedor actual sin causa legal del campo 
vendido por su esposa, está obligado a entregarlo al compra- 
dor y a hacerlo propietariode «, obligación que, por otra parte, 
es u na consecuencia legal de la gestión que Santa Crnz recono- 
ce haber hecho á pedido de los Farany, y que expresamente se 
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5 o Que, como queda demostrado en el considerando I o Je este 
capítulo, los demandantes Dominga Farany y hermano tuvieron 
la posesión del campo desde 1875, en que lo compraron, basta 
que fueron desposeídos por el coronel Vetazquez, usufructuáu- 
dolo libremente y sin ninguna restricción, y desde luego, um 
tienen derecho á demandar de Santa Cruz los frutos por ese pe- 
ríodo Je tiempo, 

9 o Que nu sucede lo uiiámo con los correspondientes al tiempo 
de la posesión indebida de Velazquez, que demandó y percibió 
Santa Cruz como consecuencia del pleito de reivindicación, se- 
gnu resulta probado por las declaraciones de fojas 31, 12 y 76 
del 2" cuerpo de autos y de las constancias del expediente rela- 
tivo á esa gestión, foja 29, tosqu.' pertenecen á Domingo Farauy 
y hermano, por ser doctrina corriente en derecho que los frutos 
de la cosa vendida se eumpensan con el interés del precio dado 
por *'¡la, y exaudo probado por la misma escritura de compra- 
venta que ¡Santa Cruz recibió el precio del campo en 1875, en 
el acto mismo de celebrar el i-ontiato, no puede legalmente 
apropiarse el valor cobrado por frutos de la cosa vendida produ- 
cidos después de entregada al comprador, aunque por falta de un 
requisito de forma éste no hubiese llegado A adquirir el dominio, 
sin ir contra la doctrina citada y contra el principio de equidad 
que prohibe i nriqueoerse coja lo ajeno* 

ü 

Consideran'' en cuanto á la reconvención: 

i° Que si bien el contrato de compra-renta no quedó consu- 
mado por el hecho de entrar los compradores en posesión del 
rampo, en razón de no haberse protocolizado lu escritura m esta 
provincia como se ha dicho, y aun suponiendo que esa omisión 
no fuese imputable exclusivamente al Comprador, sinó también 
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al Tendedor, Santa Cruz no estaba obligado a iniciar y seguir 
el juicio de reivindicación que si b ruió contra el tercer posee- 
dor don TüIüuío Velasquei, para tu «petar el campo cuya 
posesión perdieron los Farany : I o porque él, por el contrae, no 
estaba obligado á la eviccion ni era un cuso de ella: artículo 21)91, 
Código Civil; 2* porque la pérdida de la posesión de los Tarary 
les es imputable á ellos únicamente, pomo haber usado en tiem- 
po hábil de las acciones pose sor iu* que les competía como po- 
seedoreittfítwiwí/owtm^i thialmente, porque timdoasí ealp«r 
bles de ta completa desposesion, ello 8 pudieron y debieron 
accionar diré, tamente y á su costa contra el tercer poseedor 
para recuperar el inmueble, faaeirndos* ceder las acciones de 
Santa Cruz y obrando como procuradores en causa propia, ya 
que no podían servirse de la acción real á su propio nom- 
bre. 

2* Quedado lo expuesto y probado como está por la misma 
confesión de Sa Fereira, apoderado general de don Domingo 
Farany y hirmauu, de foja 224, 2 o cuerpo, que aquel y estos 
pidieron á Santa Cruz que reivindicase el campo, bay en U ges- 
tión becba por él en ese sentida una verdadera locación «le ser- 
vicios que debe ser juzgada por las disposiciones que rigen ese 
contrato, según las cuales, el que prestase un servicio ¡í otro pue- 
di; demandar el precio, aunque ninguno se huhic». ajustado, 
cuando perlas circunstancias no se presumiese Itt inunción de 
beneficiar a aquel á quien el servicio se ha becho, presumién- 
dose esa intención cuando no se solicita, ó cuando el que lo pres- 
tó habitaba en la casa de la otra partí' (art. 1627 y 1C2S com- 
binados, Cód. Civil). 

3" Que en el caso qu«- se juzga no disten las constancias con- 
signadas en la ley, ni otras semejantes que induzcan á presu- 
mir que Santa Cruz se propuso beneficiar á Farany, pues está 
probado que éstos y su apoderado Sa Pereira y nun su abogado 
el doctor Beretervide le pidieron que biciese la gestión (posición 
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y documentos de f. 59, 2 o cuerpo);, por el contrarío, de este til ti- 
mo documento, que liace phna fe contra don Domingo Farany 
y hermano, por haber >ido traído por ellos al pleito, consta que 
Santa Cruz ae presto á ini> hir y seguir ese pleito á su nombre, 
por deferencia si doctor Beretervide; y el hecho solo de prestar 
el servicio por medio de terceros, abogados y procuradores, á 
qnieni s era Carioso retribuir aus trabajos, demuestra claramen- 
te que no fué su intención hacerlo gratuitamente. 

4" Que contra esto nada arguyan los términos en que está 
concebid , el documento de foja 59, pues aunque en 61 Sania 
GíttÉ se limita A declarar que devolverá á Domingo Farany y 
hermano el canij o que reivindique, previo reembolso de los gas- 
tos que se bagan en la gestñm y cancelación de las responsabili- 
dades que por él contraiga, tampoco renuncia expresamente al 
precio del servicio que se propone hacei . 

5* Que imis temí i n ame aún es la obligación en que catan don 
Domingo Farany y hermano de reembolsar los gastos del pleito, 
consistente» en los sellos empleados, indemnización de testigos 
v otros que resulten justificados, no sólo porque así lo ha exigi- 
do Santa Cruz en el documento citado, como condición pira ha- 
rer la gesiion, sinó porque siendo ella de evidente utilidad pnm 
aquellos, por haberse recuperado el campo que ellos no podían 
obieuei directamente de Yelnz'tnez, Santa Cruz tendría siem- 
pre ta acción in reverso contra los Karany para reembolsarse 
(art. 2306 y los concordantes 728 > 2427, Cód. citado). 

6 o Que en el término probatorio Santa Cruz no ha justifica- 
do otros gastos que los que constan en ios mismos autos de rei- 
vindicación y los de ejecución de la sentencia que recayó en 
elló»; á saber: papel s.dladoy apretamientos ; y en cuanto al 
precio de) -ervicio prestado en la gestión, se encuentra ya esti- 
mado en su mayor parte judicialmente en los mismos autos, 
como debió serlo, y no por peritos, por consistir en honorarios de 
abobados y procuradores, correspondiendo al proveyente estimar 
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aún no ha sido tasada y debe serlo en la misma forma. 

IV 

Considerandu: I o i^ie el derecho «le relenctoo del entupo rei- 
vindicado y del Tutu r de Los frutos cobrados á don Pol.mio Ve- 
lazquez, sostenido por Sa uta Cruz hasta obtener el cumplido 
pago de los gastos y precio del servicio prestado á que acaba 
di: hacerse referencia, está expresamente consagrado por ¡a ley, 
artículos 3939 y 3ÍM9, Código Civil, desde que esas obligaciones 
%e lian contraído para recuperar el inmueble y sus frutos, y tie- 
nen por origen un contrato de loca ion -Je servicios, como se ha 
visto. 

Que ejercitándole e»e derecho sobre bienes de uu valor ma- 
nifiestamente superior al crédit o áque están afectados» no sería 
justo ni eiistiría causa legal para que Santa Cruz lucrase con 
losfrutosdel inmueble y los intereses de la cantidad cobrada 
por indemnización durante la retención, y siendo el derecho de 
retención semejante al que ee constituye en favor del acreedor 
por el co. trato de prenda, deben aplicarse á este respecto los 
mismos principios que rigen la prenda. 

3 A QuiMli-sde Im-go y <*n conformidad con lo que dispone el 
artículo 3231, Código Civil, Santa Cruzdebe aFarauy y herma- 
nólos frutos que hubiese percibido del campo desde la fecha en 
que lo re< ibió de Velazquez hista la en que se depositó judicial- 
mente, y los inleTeses de la suma de dinero que recibió del mis- 
mo por indemnización desde la fecha de la demanda, á estilo de 
Banco, imputándose a los intereses que Farany y hermano le 
adeuden por honorarios y gastos del pleito de reivindicación 
que los demandaron judicialmente 
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del apoderado genera t de Domingo Farauy y hermano, de feja..,, 
y del documento de foja 59, 2 o cuerpo, traído por los mismos, la 
pretensión sostenida en este pleito de que se les entregue el 
canino y los frutos cobrados de Yeluzquez, sin reconocerse obli- 
gados á pagar el servicio prestado y los gastos de la gestión de 
reivindicación, es inai>ifiestauieuto temeraria. 

Por estas consideraciones y de conformidad con las disposi- 
ciones citadas, fallo : que el coronel don ¡Simón A. de Santa 
Croa está obligado ¡i entregar ¡i don Domingo Farany y hermano 
el campo denominado t Hincón de Moreira »,qne se le demanda, 
con lo* frutos que de él hubiese percibido desde que lo recibió 
de Yelazquez hasta que se depositó judicialmente, y además las 
sumas de dinero que recibió del mismo, por indemnización en 
el juicio de reivindicación del expresado campo, con sus intere- 
ses ¿estilo de Buni o, desdf la fe -ha de la demanda, después 
que duu Domingo Farany y hermano le Mayan satisfecho id pre- 
cio del servicio prestado por aquel en la gestión de ni vindica- 
ción, y que el juzgado estima en la suma de 7000 pesos moneda 
n:ieional de curso legal, los honorarios y procuradores en la 
misma gestión, según hayan sido regulados, judiciutmeute, los 
de igual clase abonados por Santa Cruz en el juicio de ejecución 
de sentencia y los gastos hechos en uno y otro y que consten de 
los mismos autos, ■ on sus intereses también ú estilo de Banco, 
desde la lecha en que fueron cobrados judicialmente, y á cuyo 
pago se les condena, imputándole los frutos é interesa de la 
cosa retenida á los intereses y capital de lo que adeudasen lo* 
Farany; debiendo hacerse la liquidación por uno ó tres peritos 
que nombrarán las parteada común acuerdo, siendo las cosías de 
este juicio á eargode don Domingo Farany y hermano. Ren- 
gase el papel *-ou el sellado correspondiente y notifíquese en el 
original. 

W. ife T. Pinto. 
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Fallo de I» **u|»r*ma Corte 

Rueño* Aires, Diciembre 3t de 18ÍH». 

Vistos: Considerando en cuaot-,al recurso de nulidad deduci- 
do por la parte de Santa Crin: 

(¿^ como lo .'atáblete »" to tle fu J :i "í™ 1 " SH,L ' nU y * m ' l " n 
los S*?*ÍCÍOs de Santa Cruz domina el carácter de gestión jmii- 
r.iulñV los mismos, correspondiendo asi su estimación al ju. z 
ordinario, ya se trate de la locanon de servicio romo lo pretendo 
el recurrente, o ya del contrato de mandato. 

l'or esto, y de acuerdo con lo dispuesto en la ley número tres 
mil notóla y cuatro, sobre regulación «le honorarios, no ha lu- 
gar á dicho recurso. 

Y considerando i>n cu mto ala apelación : 
Que dada la importancia de la causa, las responsabilidades 
□ue tomo" sobre si Santa Cruz, así como los trabajos practicados 
por éste personaluenteópor medio de tercero, debe n-putursu 
equitativa la remuue ración lijada por el juez </ qm. 

Que no liay mérito para condenar en costas ¡i ninguno de los 
interesados, puesto que sus pretensiones han sido admitidas efl 
parto y rechazadas en parte, sobre puntos de importancia. 

Foresto v fundamentos concordantes, relativos a la materia 
de la apelación de laseutencta de foja ciento cincuenta y siete 
(tercer cuerpo) W confirma esta, en cuanto lija la «urna de siete 
mil pesos moneda nacional, como i enumeración debida á Sania 
Cruz por Faranv hermanos, y seTevoca, en cnanto condena á és- 
to* en rostas, declarándose que las de ambas instancias deben 
pagarse en el órden causado. Hepuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAS. 
OCTAVIO BUNGE . — JUAN E, 
10BHBNT. 
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La sucesión de don Sicohís ,\ocetí i contra el Ferrocarril Buenos 
Aires ij Ensenada, por daños y perjuicios; sobre nulidad y 
competencia- 



Sumario. — Las causas por daños y perjuicios procedentes 
de la violación de las disposiciones de la ley nacional sobre 
ferrocarriles, son de competencia privativa üe los tribunales 
fedérale», y es nulo io obrado en ellas ante los tribunales ordi- 
narios. 



Cuso. — Resolta de las 




SENTENCIA DEL JUFZ DE 1" ESTANCIA 



Y vistos : Este juicio seguido por don Nicolás P. Noretti, 
contra la empresa del Ferrocarril de Iiuenos Aires y Ensenada, 
per indemnización de daños y perjuicios. 

T resultando de la demanda: Que el día i 4 de Diciembre de 
18!)¿, cutre las cebo y media y nueve p. m., una locomotora del 
mencionada ferrocarril embistió el >arruaje en que iba el actor 
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al atracar el paso á nivel de la calle Brasil, matarlo inine- 
diuUraentenl cochero, y causándole al recurrente gravísimas 
lesiones que pusieron en serios peligros su vida, obligándole ft 
someterse á una asistencia prolija y costosa. 

Que como consecuencia de esas legones, ha quedado con su sa- 
lud quebrantada y con alteraciones en la vista, la pimía, habien- 
do perdido completamente el olfato, etc. 

Que el accidente ocurrió por culpa de la empresa, por haber 
lanzado la locomotora i loda fuerza en un punto de considera- 
ble tráfico, y donde porla curta de la vía y los ediücios existen- 
tes era imposible verla antea d.- que estuviera sobre el paso á 
nivel. 

(¿iieen el paraje indicado hay cuatro barreras que deben bajarse 
cada vez que pasa una locomotora, como lo dispone la ley de fe- 
rrocarriles, y que el día del suceso esas barreras estaban á cargo 
de un anciano que no estuvo oportunamente en su puesto ni 
pudo cerrarlas. 

Que estima la indemnización a que tiene derecho, compren- 
diendo los ¡jaatosde asistencia, cuyos justiüeaUvos acompaña, 
eu 102.510 pesos con sue intereses y costas del juicio. 

De la c ontestación : Qoe son faUos todos los bechos en que se 
funda la demanda, con excepción del accidente que lo origina. 

Que el único culpable es el cochero inhábil y non fama de be- 
bedor, ¿ quien el propietario del carruaje se lo confió acciden- 
talmente* que acometió la barrera y al guardián á toda fuerza 
derribando áéate é hiriéndolo seriamente; no obstante las voces 
que se le daban y señas que se le hacían para que se detuviese. 
Que cualquiera que hubiera sido la velocidad de la máquina el 
accidente ae habría producido por la ineptitud del cochero. 

Que eu la hipótesis de que fuera responsable la empresa, nun- 
ca podría ser condenada á pagar las exorbitantes cuentas de 
Untos médicos ni la indemnización de 60. 000 pesos, que en na- 
da se funda. 
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Piile serechaze ¡a acción con costas. 

Que decláralo competente él Juzgado y seguidos los trámites 
del juicio se llamó autos para dictar sentencia- 
Vistos los expedientes agregados, y conside ndo : Rcspi cto 
do los hechos: i a Que según resulta de las declaraciones do 
fojas 02.64,97,99,93,949, las barreras del paso á nivel 
estaban abiertas cuando ocurrió el accidente, con excepción de 
uua que da al Paseo Colon. 

Que además el testigo de foja 929, dice que ha visto varias 
veces abortas las barreras mandn pasan bis trenes nocturnos. 

Que el testigo de foja 96, que llegó minutos después del 
accidente, dice que vio que la* barreras estaban levantadas. 

Que si bien en la absolucí m de posiciones a foja 156, se díee 
que una sola de las barrera* estaba abierta, dadas las declara- 
ciones ya citadas de testigos que no han sido tachados, y en 
mérito de lo dispuesto por el artículo 204 del Código de Proce- 
dimientos v la ley 32, titulo 16, partida 3% debe declararse que 
la demanda ha constatado legalmente este beoh-, 

2 o Que los testigos dV fojas 94 y 96, declaran que la máqui- 
na silbó al aproximarle al paso, declaraciones contradichas p»r 
un solo testigo á foja 64, qaien niega el in ch« . 

Que apreciando prudentemente el ensn y en uso de la facu'- 
tad que confiere el articulo 20 í, anteriormente citado, debe 
darse pur comprobado que el tren silbó, como también que el 
guarda gritó al cochero para que se detuviera. 

a° Que con las declaraciones de fojas 62 y 61, se ha demostra- 
do que no es exacto que el coche marchase á todo escape sinó al 
trote de sus caballos, según un testigo, y á puso regular según 
otro. 

4* Que de las de laraciones de fojas 61, 62, y 94, resulta que 
la locomotora llevaba una velocidad recular. 

5* Que los testigos de fojas 150, 99 y 65, dicen que es inexac- 
to que el coehero fuera inhábil y vicioso. 
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Que con lo declarado a fojas 91 y ÍH), se lia probado que 
durante el día (res guardianes cuidan las barreras» ]o que t ¡nu- 
bil n se constató en la inspección ocular de foja.., y de noche 
uno. 

7 o Que los hechos cuya prueba se ha considerado explican 
cómo ocurrió el accidente, pudiendo alindarse que no habría su- 
cedido por la imposibilidad material de pn el carruaje utrave- 
saae la vía si las barreras hubieran estado atendidas por 1><s 
tres empleado;) que las cuidan romo él dice. 

8 o Que no se ha probado la imprudencia del cochero* pues de 
autos resulta que el carruaje llevaba una marcha regular y los 
gritos de alarma del guardián y vigilante pudieron no ser oidos 
ó interpretarse mal, desde que :iose ha probado lo contrario. 

Que es natural suponer que viendo abiertas las barreras *d co- 
chero pensara que no había peligro en pasar, desde que ordina- 
riamente se cierran al aproximarse los trenes. 

Y considerando en derecho: i° Que el arüeulo 5 o , inciso 8 o , ley- 
do ferrocarril nacionah-s, ordena que los pasos á nivel ten- 
gan barreras que se cerrarán al aproximarse cada tren, loque 
no pudo cumplirse cuando ocurrí > id accidente, por faltarlos 
empleados necesarios. 

2" Que además, él artículo G. r > de la ley citada establece la 
presunción de culpa, en todo accidente de este género, corres- 
pondiendo por lo tanto la prueba del caso fortuito ó fuerza ma- 
yor a las empresas. 

Que la violación del artículo 5" ya citado, demuestra eviden- 
temente laculp,* y negligencia de la empresa, debiendo por lo 
tanto aplicarse los artículos 1109 y 1413 del Código Civil. 

V considerando respecto de la indemnización: 1° Que no 
siendn posible estimar fundadamente su justicia, porque no 
hay mayores constancias en autos y se trata de un cálenlo 
sobre las probabilid ides de un porvenir mis ó iupdos bri- 
llante y afortunado, pues teniendo en cuenta la posición so- 

T. LITI 15 
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cial y científica de N'oeetti, el sueldo que ganaba cuando fué he- 
rido, la importancia de las lesiones sufridas, puede lijarla pru- 
denJialmente el infrascripto con arreglo al artículo 920 del 
Código de Procedimientos. 

2- Respecto de los honorarios mé d icos, si bien la naturaliza 
y variedad de las lesiones explica que se llamaron vanos faeul- 
iaüvosy especialistas, la estimación que se ha hecho desús 
honorarios es exagerada, y atendiendo i que el Juzgad- puede 
moditicar esas rejíulaciunes, como lo lia declarado la Suprema 
Corte N'acional . Que la doctrina contraria implicaría delegar en 
el consejo de higiene la jurisdicción, el imperio del juez. Que 
osas regulaciones bólo tienen el valor de un simple informe ó dic- 
tamen, cuyas conclusiones pueden aceptarse si se estiman jus- 
tas. 

Por estos fundamentos y disposiciones legales citadas, fallo : 
condenando á la empresa del Ferrocarril de Buenos Aires y Ku- 
senada apagaren el término de 10 días, & la sucesión de Kocetti, 
lacantidad en que estimen bajo juramento, los daños y perjui- 
cios guindos, ácuyo efecto deberán nombrar un solo represen- 
tante común, fijándose como máximum la suma de 30.000 pe- 
su s moneda nacional, reduciéndose 47000 Desoí lacantidad que 
debe pagar la empresa á ios actores por gustos de asistencia. 
Con especial condenación á la parte vencida, ngúlanse en 
(¡000 pesos los honorarios del doctor Maglioni y en 2500 los del 
procurador Díaz. 

A=í lo prununiio, mando y firmo en la ciudad de Buenos Ai- 
res, capital federal, á 31 de Octubre de 1894. inscríbase en el 
libro respectivo y repónganse las fojas. 



Juan A. (¡arela. 
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DICTAMEN t)El, FISCAL l>£ US CAMM1AS 

Bueno* Aires, Setiembre <» i»- IHÍT). 

Hartad* Vttmam : 

Esta demanda fcienfcsus fundamentos en los artículos í 1 09 y 
11 13 del Código í'ítü, por los que se establee* que todo el que 
ejecuta un hecho que por su culpa ó negligencia ocasiona un da- 
iw á utro, está obligado á la reparación del perjuiciu y que esa 
obligación se extiende á los daños que causanii los que están 
bajo su dependencia ñ por las cosas di* que se sirve. 

La ley de ferrurarriles ha podido repeíit algunas de estas 
disposiciones y aun determinar reglas do precaución que infrin- 
gidas induzcan negligencia ó culpabilidad, pero nunca lia podido 
tener el prepósito de sacar del derecho común las responsabili- 
dades generalas que la imprudencia ó la culpa llevan consigo. 

No s" trata de un pleito regido por la ley de ferrocarriles. 

Por otra parte, la jurisdicción de los tribunales de la Capital 
lia sido reconocida por la parte demandada y en vista de las 
disposiciones de los artículos 89 y 414, Cú-ligo de Procedimien- 
tos, y 14 de la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribu- 
nales nacionales, que siguen el prudente precepto de que ubi 
cocpium ct¡t judie tum t ibi fineta aceipere debet, no puede pros- 
perar en manera alguna la excepción de incompetencia formula- 
da en esta instancia. 



Carlos L. Haroneo. 
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ACI'EIIDO Y SENTENCIA DE LA CAMAKA l>E APELACIONES ES LO CIVIL 

Eu Buenos Aires, capital de ia República Argentina, á 26 de 
Majo de 1896, reunidos los úfittftft vocales de la Ezma. Cámara 
U Apelaciones en lo civil en su sala de acuerdos, pura conocer 
del recita o interpuesto en lo» auto* seguidos por Nocetti, don 
Nicolás P., contra ta empresa del Ferrocarril Buenos Aires y 
Ensenada, por daños y perjuicios respecto de la sentencia co- 
rriente u luja 250, el tribun;il estableció la* siguientes cuestio- 

p ¿Son competentes los tribunales de la Capital para conoce 

en esta causa? 

2» En caso alir «nativo ¿es nula la sentencia de foja 250? 

3" En caso negativo ¿ es justa en lu principal que contiene? 

4» Eu el mismo caso ¿es también justa en cuanto al monto 
utí la indemnización que establece ? 

Practic ado el sorteo resultó que la votación debía tener lug. r 
en el óiuYn siguiente i doctores González del Solar, Díaz, Gelly, 

Molina Arrotea. 

El señor vocal doctor González del Solar, á la primera cuestión , 
dijo: Ea parte del ferrocarril demandada sostiene eu su escrito 
de cipresion de agravios que los tribunales de la Capital carecen 
de jurisdicción para conocer en esta causa y que por razón de 
la materia .sobre que ver^a la cuestión debatida compete exclu* 
sivamenie á la justicia redera!, deduciendo de aquí, en primer 
término, el vicio fundamental deqoe adolece este juicio y la nu- 
lidad de todo lo actuado, 

A mi juicio no es procedente cuanto se ale^a para sostener 
la incompetencia de los tribunales de la Capital y poT consecuen- 
cia la jurisdicción de la justicia federal, y me basta para esto ha- 
cer presente que no sq trata de una contienda judicial regida 
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por la ley de ferrocarril^, como lo dice acertadamente ei señor 
FUcal de esta Cámara, nin6 do una acción que tiene sus funda- 
montos en disposiciones de la ley común, ó sea en los artículo* 
1109 y Ht3 del Código Civil, que se invocan por el actor en su 
demanda, y que independientemente de esta consideración, la 
jurisdicción y competen©l.| 'la los tribunal-* de la Capital ha 
sido aceptada por la misma parte desde que no luobserv.V como 
pudo observarla en la oportunidad del juicio ante el inferior. 
Al presente no puede promover esta cuestión, dado lo dispuesto 
por el CÓdiyo de Procedimientos en los artículos 87 y 41 i, por 
encontrarse radicado el juicio. 

Por lo expuesto y de conformidad con 1» dictaminado por el 

señor Fiscal, voto por la afirmativa. 

El stñor vocal doctor Diaz se adhiere al voto anterior, 
A la primera cuestión el señor fecal doctor Gelly dijo: 
Que estaba igualmente por la afirmativa, por cuanto conside- 
raba ene la causa un estaba ®p&tiáimnte regida por la ley de 
ferrocarriles smó por ¡as disposiciones pertinentes del Cúatgo 
Civil relativas á la responsabilidad en que incurren los autores 
de heehoa ó actos calificados de delitos ó comí-delitos, no te- 
niendo por consiguiente aplicaeiou el artículo 2 , inciso I o , de la 
|,y de U de Ketiembr, d, 1863, de que se hace mérito por el 
recurrente para sostener la competencia exclusiva y privativa 
de los tribunales federales. 

El señor vocal ductor Molina Ar rotea se adhirió al voto del 
señor vocal González del Solar. 

A la segunda cuestión el *ef.or vocal doctor González del Solar 



El Infetwr lia omitido relacionar y resolver algunas cuestio- 
nes de faeefao y de decebo que resultan de este proceso, viciando 
así de nulidad en mi opinión la sentencia que ha pronunciado 
,le 8 de que ésta n» se ajusta á lo dispuesto por el Código do Pro- 
cedimientos en los artículos 216 á 218. 
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Si gnu resulta de autos este >lício fui iniciado á nombre de 
don Nicolás I\ Nocetti, pidiéndose en la demanda de foja 17, ta 
cundi'iiaí ion de la eiupnsa del Ferrocarril Buenos Aires v Knse- 
nada, al pago de la suma que en día se eipresa como iiid<-mni- 
laeiori de Ins perjuicio;; causados al demandante porel accidente 
de que halda sido víctima. 

Sustancia lo el juicio y en circunstancia de encontráis ka 
causa en estado de alegar de liim proba lo. Ins padrea de N -cett i 
pidieron ser tenidos por parle en virtud de haber fatlei-Ho su 
hijo, !<■ que así se dispuso por el auto de foja 43, tomando de 
aquí argumento la parte del ferrocarril demandada para alegar 
como ha alegado en su escrito de foja 238, que los perjuicios ri - 
clamados podían haber tenido el aspeeto de justicia envida de 
SpOetti, pero que habiendo éste fallecido, no había lugar á nin~ 
y una indemnización. 

Kst<- punto no ha sido tomado en consideración en Ja sen ten - 
cia apilada, como no ?e lia considerad o tampoco lo alegado en el 
mismo escrito de foja 238, en cuanto al mérito de la prueba que 
nanita del sumario instruido por la dirección de ferrocarriles 
nacionales y por la justicia de instrucción. 

V bien, siendo expreso en derecho, como lo he diohu en otra 
ocasión al ocuparmede un recursoanúlogo, que la sentencia debe 
pronunciarse con arreglo á las acciones deducidas y que al re- 
dactarse debe hacerse rela-ion de la causa, designando las par- 
tes litigantes y el objeto dej pleito, eomo debe también consig- 
nar separadamente loque resulte délos hechos y hacerse mérito 
de cada uno de jus puntos pertinentes del derecho lijado en lu 
discusión (art. 210 á "218, Cod. de Procedimientos), me parece 
que es indudable el vieio de nulidad de que adolece el fallo que 
se ha pronunciado en esta euusa, por la emisión mencionada, des- 
de que ellas importan la falta de cumplimiento déla forma sus- 
tanctal del juicio, á la tos q ue la violación de las solemnidades 
queTeTíero u "óV e r va r » e ¡i I resol verse 



■ 

m jusnnu nacional W 

Y considero esto tanto más indiscutible si se tiene presente 
que no Habiéndose pronunciado el Inferior «obre el derecho que 
corresponde á loa herberos de Noceitl paü reclamar la indem- 
nización que aquel pidió en su demanda, y eujo derecho se des- 
conoce por la empresa d. m andada, la Cámara no se encuentra 
habilitada para apreciar á su vez esta parte de la defensa que 
sólo puede ser traída á su con cimiento mediante un recudo 

deducido en forma. 

Pienso, por lo eunesta, que es procedente el tmW de nuli- 
dad deducido V que debe así declararse, de acuerdo cun la juris- 
urude.. Restablecida por el tribunal entre otros casos idénli- 
- cosen la causa CX11, que se registra en la página 430, tomo >A\ 
üétie 5*de su> fallos. 

El señor vo- al doctm Dfat.il* segunda cuestión, dijo: 
El Inferior no hace mérito en su fallo del expediente adminis- 
trativo y proceso criminal agregados por vía de prueba, ni se 
pronuncia por consecuencia sobre la importarla legal que ellos 
pueden tener. 

Se ha so.te.ido por la empresa demandada quo el elidiente 
administrativo constituía una prueba favorable á ,u cansa, y el 
Inferior no tenía en cuenta »>sa prueba. 

Se ha sostenido igualmente por la empresa que el proceso cri- 
minal formado al guarda-vía y al maquinista y foguista que di- 
rigían la locomotora que produjo el siniestro, demostraba su 
inculpabilidad en los término, del artículo HOÍ y 1103 del Có- 
digo Civil* pero el Juez a '¡uo no estudia ese elemeuto probato- 
rio ni decide de la cuestión de derecho que la referida defensa 
envuelve. 

Por estas consideraciones, voto por la afirmativa en esta cues- 
tion. 

i la segunda cuestión, el señor vocal doctor Gelly dijo: Tan- 
to en la demanda como en la cantidad y en los respectivos alega- 
tos de las partes, se ha hecho mérito en las constancias de los 
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sumarios Im antados por la dirucciou de ferrocarriles y la justi- 
cia de instrucción, a los que se les atribuye un alcance de excep- 
cional transcendencia legal, y respecto de lo* cuales ti Inferior 
ha pi escindido en absoluto. 

Esta omisión es, en mi cuuceptu, la única que puede invocarse 
para fundar la nulidad de la sen Une ¡a pronunciada, pues cons 
tituye novicio grave, desde que no se lian solucionado puntos 
importantes de hecho y de dererho, comprendidos en La contien- 
da sometida ü la decisión judieinl (artículo* £16 y 217 del Cúd. 
de Procedimientos), 

Üespectu de las demás causales de nulidad alegada*, Lis re- 
puto inconsistentes, por referirse ú beohos y consideraciones to- 
talmente e&truñus al debate, puesia intervención ulterior de los 
padres del demandante lo ha ¡sido al solo efecto de proseguir el 
juicio iniciaJo por éste, y en consecuencia la sentencia tenía 
necesariamente que recaer sobre lo que fué materia de la deman- 
da v contestación, siempre con relación al actor y noá sus he- 
rederos, cuyas acciones, como se comprende, son bien distintas. 
I\l fallecimiento de uno d« ios litigante» después de trabado el 
juicio, no altera ni modifica mis fundamentos, únicos que deben 
tenerse en cuenta para la solución legal del litigio. 

Por esta- consideraciones \ i-oncord anteé de los votos prece- 
dentes, voto igualmente por la afirmativa. 

Kl señor vocil ductor Molina Arrutea se adhiriú ¡i lus dos vo- 
tos anteriores. 

A la tercera y cuarta cuestión el tribunal resolvió no turnarla 
en consideración teniendo en vista el resultado de 1» segunda. 

Con loque terminó el acto, quedando ucurdada Ja siguí» tite 
sentencia. 

litas. — thmzatez del Sotar. — 
iina Arrotm.—Uelty. 

A o te mi : 

.hmjv L. DupuíS. 
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[momios Aijv?, Mayo ¿ti ik lHÍMi. 

Y vistos : Alentó el resultado de la votación que instruye el 
acuerdo precedente, se declara que los tribunales de la Capital 
-011 competentes para conocer ni esta causa, y sin valor ni efec- 
to lfgal la sentencia pronunciada íi foja 250,, debiendo en con- 
secuencia pasar esto- autos al juez que corresponda en el órdcn 
de turno. Devuélvanse y repónganse los sellos. 

Delfín ti. f Haz. —Nicanor G, del 
Solar. —Carlos Molina \rm- 

tea.- Julián (¡cti;/. 

Ante mí: 

iorge i. fíupuU, 

VISTA DEL SE.SOtt PHOCUHADOH GENEHAL 

Buenos Aires, Julio 8 de Imjmí. 

Suprema forte: 

8e refiere la controversia judicial di- este proceso, a la indem- 
nización de daños y perjuicios caucados por el Ferrocairil de 
Buenos Aires y Ensenada. La demanda de foja 17 derivó el de- 
recho á la indemnización de perjuicios, de las falta* de lis em- 
pleados de aquel ferrocarril en cuanto al cierre d> las burreras, 
á la supresión de los avisos reglamentaria y ¡i la velocidad de 
la marcha de la lieomntora, en un paso ti nivel. 

Se trata entonces du violación de la ley general <ic ferrocarri- 
les, que, com't ley especial del Congreso, da ««rigen al ejercicio 
del fuero federal, según «1 articulo 2", incido 1 d , de la ley de 14 
de Setiembre de 1863. Y aun citando el Códi-o Civil haya esta- 
blecido el principio de la indemnización de perjuicios caucados 
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un las personas ú bienes, <su declaración de carácter ñera) no 
excluye el régimen tle la ley del Congreso de 24 de Noviembre 
de 1891 , que somete si sus prescripciones, según el a r ticoso l<\ 
« la construcción y explotación de los ferrocarriles de la líepú- 
bliea y iris rfelffÓl01l$8 ü$ derecho á que ellos dieren lugar » t por- 
que * aquellos principias son suplctori» s en materia de respon- 
sabilidad de las empresas ida ferrocarriles ; y como apenas podría 
presentarse un caso emanado de la constitución ó leyes naciona- 
les que no envuelva cuestiones del derecho coniun, si estobns'a- 
ra para privar de su conocimiento á los tribunales federal» >, 
fácilmente podría llegarse al resultado de hacer imponible el 
ejercicio de aquella jurisdicción» (Fallo- déla Suprema Corte, 
serie 3 a , tomo H.pág. 263). 

Para ello he expresado a V. E. en casos anteriores que el fue- 
ro federal procede ratione materiac en las contiendas suscitadas 
por perjuicios causad s por violación de la ley general sobre fe- 
rrocarrile- nacionales. 

Si el fuero federal procede ratione materia*, U demora en 
oponer laeXíHspciun de incompetencia mi debe perjudicar el de- 
recho á su ejercicio. 

Esa jurisdicción es privativa, excluye por ello la de los Juz- 
gados de provincia, según prescripción del articulo 12 de la ley 

nacional. 

en su inciso 4 o , se tefiere, según su 
contesto, al extranjero ó vecino de otra provincia que pueden 
renunciar una excepción personal, creada como una garantía en 
su favor. 

Fuera de aquel caso de excepción á la regís general, la juris- 
dicción privativa prevalece y puede ser declarada eu malquiera 
oportunidad, mientras 





dicción y produce una declaración contraria á la validez del de- 
recho invocado por la parte del ferrocarril. Procede en conse- 
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cuencia la conci sión del recurso autorizad", al efecto, en el ar- 
tículo 14 fie la ley de Compete ncia citaiia . 

l'ido por ello á V. K. se sirva dcrlirar h piocedeneia del re- 
curso concedido á fo>u 320, y revocar La *hh teiicía de la Exiua . 
Cámara en cuanto desconoce á ta parte del ferrocarril el derecho 
al f lluro federal. 

- Sabia m'io A>r. 



Buenos Aires, Diciembre 24 de ItW. 

Vistos y considerando: Primero: tjue vi presentí casi» debe 
entenderse rugido por la ley de policía de ferrocarriles, pues 
como se dice en la demanda, para fundar id derucho ijufl en ella 
se ejercita «la responsabilidad -le la empresa, ud»miU de esttr 
prevista en la ley de ferrocarriles, nac-< de lo proscripto en los 
artículos mil ciento nueve y mil «vienta trece, del Código Civil • 
{foja veinte y una vuelta). 

Segundo : Que debe entenderse nsimisni" sometida A la juris- 
dicción fe l< ral, te acuerdo con lo establecido por el articulo se- 
gundo, Inciso primero de La ley de catorce de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y fes. 

Tercero: Que cualquiera que hayusidu la actitud que las pac- 
tes liayan asumido en el juicio, ella noba podido t.ner ti efecto 
de prorrogarla jurisdicción de los tribunales locale-í de la Capi- 
tal, desde que según lo dispuesto por el artículo .luce de la cita- 
da Ley de catorce de Setiemore de mil ochocu ntos sesenta y 
tres, la jurisdicción de los tribunales federales en Udas laB cau- 

privativa, excluyen lo á los tribunales de provincia, Con las ex- 
cepciones quedieho artículo expresa, en ninguna de las cuales 
se comprende el caso de la cuestión. 
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Por estos fundamentos, de conformidad con lo expuesto y pt- 
dido por el señ>r Procurador General en su vista de foja tres- 
cientos veinte y siete, y ála jurisprudencia establecida por esta 
Suprema Corte, entre otros casos en los que se registran en la 
séríe 3 a tumo once, paginas doscientos sesenta y doscientos se- 
senta y siete, se revea la sentencia 4e foja trescientos diez y seis, 
en la parte apelada, y se declara que el conocimiento y decisíun 
deísta causa corresponde;! la justicia federal, quedando en con- 
secuencia *in efecto lo oUrado - n día. Repuesto» los sellos, de- 
vuélvanse á t.i Cámara de su procedencia 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 

— A DEL BAZAS . — OCTAVIO MJMJE. 

— JUAN E. TORREÜT. 



« auna <mxiv 



Criminal </e extradición contra Pasquino Chiocca, condenado 
por ha tribunales ttr Italia <t lu pena de trabajas forzados, 
por parricidio. 

Sumario. — Procede la concesión de extradición, si se ha 
v.-rilicado la identidad personal, y se han llenado los requisitos 
d.jla ley de25de Agosto de 1885 subr.* extradición «k* ■■rimi- 
naies, y del Código de Procedimientos en lo Criminal, 



Caso. — Resulta de las siguientes piein* : 
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VISTA KJSCAL 



La Piala, Setiembre 21 de ItHíW. 

Señor Jues Feiferrtí: 

El Fiscal en l„« nulo* de H extradición dé Pernal Chiocca. 
evacuando «a vista conferida, á V. S. dice: 

Q* Hfeli dwfaíwlw í-r -tala á foja* 29 vuelta j 
losóles nlativos á sil personalidad, que dcmu.stnm ser el rai>- 
mo individuo reamad, por el Gobierno de Italia, procedo 
por el delito d.. parricidio, lo q»e ha quedado m evidencia d«H 
pues del examen comparativo uee.h» con lo. antre-dent- cu que 
se fúndala requisitoria. 

EííSte la prueba de la identidad personal exigida por el arti- 
culo 654 del Código de Procedimiento- rn lo Criminal. 

Las observaciones de la defefflta sf desvirtúan pn e-u.s mJ«- 
niü> antecedentes de autos 4 

Kl requisito del artículo 6M , inciso 3% é*U «n iUM* »»»• 
agregado á foja 13. y de t'sas disposiciones aparee* también que 
el delito no está pmcripf por cuanto si según la legislación ita- 
liana tiene 18 á 21 añúsde prisión, habiendo empezado Acorrer 
el tiempo .leBda M* de Jnliode 1893, fecha d> 1* Sétótteii con- 
denatoria, no ba transcurrido el ti,mpo suüciente para que la 
prescripción opere la caducidad del derecho de represión; lue*o 
tampoco es anlicable lo dispuesto * el artículo 655. 1*01*0 S , 




Vor loTxpuestoopiaa el suscrito qua V. S. á*M b,c,r lugar 
á la extradición solicitada. 

l-s justicia etc. ( , (¡ 
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Falla del Juez Federal 

La Plalji, Noviembre 12 do lH9ti. 

Y vistos: Los seguidos por la Legación del reino de Italia so- 
licitando la extradición de Pasquino Chiocca, condenado por 
los tribunales de su patria á sufrir la pinado trabajos for- 
zudos, 

1 considerando: <jne señan llenado ios requintos requeridos 
por el .irtículu í¡51 del Código de Procedimientos en lo Criminal 
acerca de la identidad personal (r, foja 20 vuelta a 31), como 
igualmente la exigencia de los artículos 2 y 13 de nuestra ley de 
25de Agosta de 1885 y losdel articuto65Í del Código mencionado: 
concédese laextradn-jou solicitada, debiendo mu consecuencia 
librarse oficio tí U Policía, poniendo al detenido Chioeca á dis- 
posición «iid st-fi. ir Ministro d.- Jíelaciones Exierinres, á quien 
s-- elevaran esto;* autos originales. 

Mañano S. df Aurreawcftpa. 



VISTA DHL SESOR PROCURADOR GENERAL 



iíie no- Aire>. Novímibr'* ¿~ <U- 1 HH+j 



La resol (kíoii d.'foj i H) se ajusta ¡i las constancias de au- 
tos y á las prescripciones de la Ky sobre extradición do crimi- 
nales, de 25 de Agosto de i 885, y del Código de Procedimientos 
en lo criminal, que cita. Pido por ello á V. $, se strra confir- 
ma? . pin sus fundamentos. 

Sabiniano Kirr. 
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Basóos Aires,l»i<'winliri! 

Visto.: Do «NifWiM con lo «puesto y pdfdft por el señor 
p r „en, ador General, y por «u* f" uda nietos, se conhrmu. con 
lasentea-U a P el»d.de foja «««renta. DeniéliM*. 

DEMASItS PAZ- — UJISV, VARELA . 
— ABEL BAZAR. — OCTAVIO 
«UNGE. — JUAS E.TOUHERT. 



CAIMA tCCXXXVI 



fío/Vi Manuela Er,ana contra don Juan B. Larraburu, por 
desalojo : íoftw? apelación denegada. 



S um año. - M ^uto ordenando el desalojo en materia de 
locación, no procede apelación . 



Caso. — Resulta áv\ 



ato 



RALLOS DE LA SLTHEMA CORTt 



Suprema Corte: 

Desde un principiu se ha impreso á estos untos el procedi- 
miento murcadn para los juicios d» desalojo. De ello dá cuenta 
la demanda de foja 2 ojie así se presenta y aun el escrito del 
apoderado de Lar rao uní contestándole, que en su exordio dice: 
* Rimen Unisón, por don Jmm B. Larraburu, según el poder 
agregado al j uirín por tbwtiiyjo que ante el mi-m>i j nz^ uio de 
V, S. v -eci etaría di 1 doctor Tedin lia promovido doña Ma- 
anel¡i Kg aña e.inlra <■! «-xpreaado Larraburu» en la demanda que 
ha enlabiado doña Celina Ej-aña de Williams tambv i sobre 
desalojo t constituyendo domicilio, etc.» 

Con rautivn Je rui lapelai'iou denegada á la parte de L;trrauui u 
esta ocurrió á V . V . en queja de esa resol iicimi y después del in- 
forme de este Juzgad», corriente á foj i 178, V. E, por auto de 
foja ISO, declaró bien denegado el reurso, fundándose en el 
artículo I9ádel Código d- Procedimientos de ta Capital, incor- 
porado en esa fceba al procedimiento federal por ley número 



Pnsteriorniei.fe, á f-.ja 240. no >e hacelugar á un utru recurro 
interpuesto por la misma partí- de Larraburu por una imposi- 
ción de costas en un incidente, y V. K., * n otro recurso de hecho 
ueclaró igualmente bien denegad • aquel, fundándose en el ía- 
forme del suscrito que decía s< trataba de uu juicio de desa- 



V ti nal mente, en un tercer recurso de queja á V. K., con /us 
unios rí ta nsta vuelve á declarar bien denegado el tercer recur- 
so presentado ante el Juzgado por Larraburu. 

permito Himar la atención de V. II. sobre la repetí- ion de 
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eatos ht'chos y sobre la Inexacta alirmaoion del apelante al de- 
cir que nunca estuvieron estos autos en la presencia de V. E., 
cuando del decreto de Vi. E.\ fecha 31 de Octubre del presente 
año, órnente á foja 263 vuelta, y de la ñuta de este juzgado 
remitiendo el expediente corriente á foja 205, se desprende to- 
dn lo contrario. 

Fundado, pues, en estas constancias, lo alea «id n y probado, y 
Indispuesto en los artículo-; 16119 y 1615 del Coligo Civil y 
y $89 del Código de Proci'd amentos de h ('apila 1 ., incorporado 
al procedimiento federal, el juzgado dictó sienten "ia en \1 del 
corriente admitiendo la demanda d< j desalojo interpuesta por 
doña Cetina Imanad- Willianns <'"i)tra don Juan B. Larra- 
Unru, y ordenando en su consecuencia (■! desaloja del campo 
motivo de ia litis, dentro de lo* 10 día* de su notificación, 
t*l<\ etc. 

No habiéndose alegado en la disensión la falsedad del con- 
trato, único caso en que según el artículo 592 del Código de 
Procedimiento* de la Capital incorporad", procede la apela 
rion, fue que el suscrito no comedió ta apelación interpuesta 
por el recurrente de la sentencia referida. 

Tal es, Kxmo, SMor, en breve resumen, la tramitación y re- 
altado de rste juicio y cuanto puedo ¡nfoimur A V. E. al res- 
pecto. 

Aijtintítt t nltmtrmin. 



F «II* é> I» SaproMK Corte 

lluewM Aire*. Ilicitímbre 2<¡ de ]N9n\ 

Vistos en el acuerdo: En mérito del precedente informe y de 
lo dispuesto en el artículo quinientos noventa y dos del Código 

T. LIT1 10 
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de Procedimientos de la Capital, incorporado i>1 procedimiento 
nacional, que también se cita en el expresado informe: sede- 
clara bien denegado el recurso. Remítanse estas actuaciones 
ül jue?, de sección, préria reposición de sellos, p.ira que lo-¡ 
mande agregar á sus unteccd^ntes. 

BENJAMIN PAZ . — 1-1 IS V. VARELA. 
— ABEL RAZAN . — JUAN t, TO- 
HUEVr. 



f AINA IK SXXVII 



Doña Pétrona Díaz de Bedoya contra el doctor don Juan K. 
Torren!, por nulidad de contrato tj reivindicación; sobre re- 
cusación. 



Sumario. — No es causa de recusación la i.piniun que se pre- 
tende emitida por el juez en otro pleito. 

Coso. — Kl doctor Leopoldo del Campo, apoderado de la ac- 
tor ft, recusó al juez, por enemistad con su parte, por amistad 
íntima con el doctor Torrent y por haber prejuzgado respecto 
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de este juicioal dictar sentencia en H caso con don Felipe He* 
ealde, exactamente igual al presente. 



Fftllo d«l JJUfX IVJrríil 

[„, 1'i.it.i. Jimio m 1, lw«¡. 

Por interpuesta la recusación y teniéndose presente q.ue si 
bien no eiUtc por parte del prorevente la enemistad personal 
que se dice con los demandantes ni la amistad [ntinu con el de- 
mandado, Lecha conocer /*>r unaurundc familtnridad {invino 
A» del artículo 43, ley de HijuieiamíentrO, ni .1 hecho de ser 
el señor Torn-nt ministro la Suprema Curte, puede inducir de 
modo alguno, sujeción que haga vacilar lu independenciadel 
Tribunal ; con todo, y existiendo tln otro juicio ya resuelto de 
igual naturaleza al presente, cu-ilquiera quesean las modali- 
dades que podría producirla, en uno y otro, se acepta la recu>a- 
í pase al Juez suplente en turno doctor don 
i, quien podrá aceptar el cargo en Ouatquil r 

audiencia. 

Aurreraechea. 



F*ll* *« 1» NupreoM C'orl* 



Buenos Aires, Diciembre ¿U Je 1m96. 

Vistos y considerando : Que admitida por elJuezde leSCÍnii la 
recusación basada en la causal de haber el expresado juez falla- 
do un otro juicio d^ igual naturaleza al presente y ar lado el 
auto relativo, tan S$tó por la parte del doctor Torrent, Ó sea la 
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bue no lia recusado, el incidente ha venido al objeto de que esta 
Suprema Corte se pronuncie sobre la mencionada causal. 

Que en el iueiso séptimu del ¡uciso cuarenta y tres de la ley ié 
procedimientos sólo se establece como causa de recusación ba- 
sada en manifestación de opinión, cuando cita hubiera tenido 
lugar sobre el pleito antes de proferirse sentencia, lo que ex- 
duye la existencia de esa causal, cuando la opinión se pretende 
emitida ni ..tro pleito. 

Que los jueces no pueden ser recusados sino por alguna de las 
Piusas enumeradas en la citada ley de procedimientos urtícu- 
Iti treinta uno) debiendo ilem eharse de plano cuandola .llegada 
no fuere de las que se especifican en dicha U-y (articule treinta 
y dos). 

Por esté, y de acuerdo con la jurUj rudencía de esta riupre- 
ina forte, como puede Terse, entre otros casos, en el qn<* re- 
gistra en la séi ie primera, tomo qnint o t páginaochenta y seis de 
>(¡s fallos, se revoca el auto apelado de foja ciento dofl vuelta. 
Devuélvanse, reponiéndose el papel. 



ItfcNJAMlN VAI. — AHEI KAZAN 
—OCTAVIO tH :?i(ÍE. 
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< AUNA m %4XVIII 



Criminal wMra don fr anjeo Mas y dóñ intmw March, 

sobre contrabando 



Sumario. — I o Las mercaderías introducías en contraban- 
do, burlando Úts leyes y U vigilancia de la Aduana, caen en co- 
miso, siendo ésta la pena en que incurre su propietario. 

4" El patrón del buque que ha tra aportado el contrabando 
incurre en una multa igual al valor de »» s mercaderías. 

3° El importe del comiso y de la multa deben 3er deposi- 
lados.paaiquededueidoa los derechos de aduana, se adjudi- 
que el remanente á quienes corresponda poi derecho. 

4é La multa indebidamente percibida al propietario de las 
mercaderías, debe serle restituida. 



Caso* — Resalta de las siguientes piezas í 



Señor Jmí'3 : 



VISTA FISCAL 

Dueños Aire*, Majo 11 de 



Eq la vist* de foja 103, suscrita por mí auUcesor en este mi- 
nisterio, restablecieron Ue líneas generales del hecho que 
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constituye este proceso, y aun cuando no se llegara A apreciar 
t*l h<'choen loda su extensión, si* hicieron notar en esa vista la* 
irregularidades que había originado el proce ier incorrecto cíe 
la Aduana. 

La tramitad"» po>terior lia subsanado parte de esas irre- 
gularidades, en cuanto ha sido posible, quedando algunos trá- 
mites que llenar, como ser principalmente deque se pague al 
fisco lo que al lisco corresponde, pero siu que esos trámites 
obsten á que se cnm|iia la providencia dv V. S,, de foja.. , qu-- 
manda clausurar este sumario, bien aclarado |-or rto w todos 
-U? líela l (es. 

Don Francisco Mas, según propia declaración, resolvió baci r 
un ontraliando «le tabaco fardos; de Babia, que habían 
venido A este puerin en iá vapor « Hyde » ; á ese afecto compré 
el utro tabaco y de acuerdo con el pal ron de l¡i «Nueva liambin» 
desembarcó psirte de et>e contrabando en San Fernando, donde 
tie embarcó vu carros qin condujeron á esta Capital 42 fardos 
que fueron tomado* por la Folíela, 

La Policía tomó preso á los candió lores é inició y siguió el 
sumario que dió por resultado que Francisco Mas eonfesara el 
hecho del contrabando, y al propio tiempo el jefe de esa re- 
partición .-oraunicó á La Aduana lo que sucedía, acusando por 
ante el Juez de instrucción doctor Centeno al mismo Mas, por 
eohechi. en la persona del empleado policial don Abraham Co- 
rrales. 



seguido el mismo asunto y había condenado á Francisco Mas á 
¡a pena establecida p»r el artículo 975 de las Ordenan-/.» de 
Aduana, es decir, á una inulta igual al valor de las mercader! a» 
contrabandeadas, que, sin más tramite había cobradode Mas y 
entripado al jefe del Resguardo, señor lgarzabal, quien recibió 
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ese dinero, según consta de los recibos dados por él, Mus 89 J 
ÜOvu.Ha y sínane contase de una manera apresa que el Fia* 
Mliubic*asi*o «atisfecbo previamente fie lo que á él corres- 

antecedente* induces U prÉW * cousideiar la 

relucí .n aduanera de foja. . - eomo perfectamente nula é in- 
capaz de prudncir electo p..r las siguientes razona: 

|- Poruueellaba sido dictada cuando J a h Aduana tenia 
crio imietito de que la policía había tonudo la mercadería con- 
traban^da y A los aulom y cfetffetfs de eae entrabando. 
Sírvase Y. S., para *Ott?*ñ<*rse de esto, examinar este nwtnjü 
expeñient,, y hu« cr el cotejode fechas que r«íi- e la vista de 
e»U- niinistvri-Mf 'ja 193), 

*■ Purgue según «I parte de ta p»li.-ú y actuaciones consi- 
guientes, en ti contrabando que confiesa 11^, habría vi deht- 
i:,,»,.,,, ,1.-1 cohecho qn- intentó en l.i persuua del -maleado 
Abralum CorraU»;W qt»c, según 4 artículo 1070 de lis orde- 
nansas de aduana, saca el casi, de su jurisdicción. 

3- Porque las mercaderías fuerun tomadas la policía 
en esta Capital y cuando ya habían salido de la jurisdicción de 
la Aduana, loque ^e cm firma por el part- del imsmo jefe del 
Kesguard.., quien, dice, al apehend-r la «Sueva Bambuc, nu 
ennonlrú nada á burdo : esta circunstancia hace tamban nu a 
la resolución aduanera de que se trata, con arreglo al artículo 
1034 de las ordenanzas de aduana y á Ja jurisprudencia estabte- 
eida por la Suprema Corte» entre otros, en los fallos que se re- 
gistran en la «ene * f tomo 6% página 58; série S', tomo 12, 
página 276. 

V Porque, comu lo he significado en mi vista de foja 13 , 
si hubiera de dejarse subsistente la res-ducion aduanera de 
foja... tendríamos dos sentencias distintas sobre el mismo 
hecho y por tanto la aplicación de dos penas, lo que es siempre 
improcedente en derecho. 
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Estaolecida de esta manara y por las rabonea aducidas la nu- 
lidad di 1 la resolución aduanera, corresponde anular todo la 
actuado, como consecuencia de <dia, pues siendo ella nula, 
nulos deben ser los efectos que ha podido pMucir, ten 'ido 
presente en este punto lo dispuesto por el articulo 512 del ('ú- 
djgu de Procedimientos. 

Uno de esos efectos rs, la adjudicación al Jefe del Resguardo 
señor igarzabul, de lagunas que se recibió en la Aduana de don 
Francisco Has, seyun eo^ta á foja 50, y la de la multa que 
abono fl patrón déla «Nueva Banibiu», don Antonio M&rcb. 
f.ija 00. 

Esas sumas, indebidamente entregadas ul mencionado jefe, 
en virtud de la resolución aduane ra nula, deben ser devuelta» 
ptr el que las adquirió, como ya lo tengo solicitada á foja 132 y 
V. S. lo \¡ñ uTdeuado; debe hacerse efectivo el apercibimiento 
dietario por V. S. á foja 145 vuelta, paraque sean depositados 
• n el Banco Nacional á la órden de V, S. 

Nula la resolución aduanera de foja.. . y anulados >u< efectos 
y vueltas las cosas ¡í su primitivo estado, corresponde aplicar 
al caso sub-jtiiftre la jurisdicción que compete á V . S., de 
acuerdo con los artículos 1034 y 1060 de las ordenanzas de 
aduana. 

Don Francisco Mas ha confesado de plano que ejeoutü el con- 
trabando de que se trata, introduciendo clandestinamente á la 
Capital 42 fardos de tabaco de los 62 que había adquirido con e¡>e 
objeto. 

Confesó, también, que ese contrabando lo había hecho en 



foja 16, así como en el int. rro-atoriu que se le hilo por la 
Aduana. 

YMm circunstancias y las demás diligencias del sumario de- 
notan que el contrabando de que se trata se lia realizado, lo 
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queda lugar á que se apliquen las disposieioaa que rigen para 

tules liechos. | 

Estas disposiciones s«: comiso a I. mere deria contraban- 
do», *¿* este caso es el tabaco qoc se mtcnto contraban- 
do o. en defecto, »«» 'i" 11 ' «l"'™ 1 ^ 4 su Ta,ut: 
culos 959. JtíO. 901 J 902, Ordenamos .le Aduana 

Condenación del patrón Antonio Match al pagod-una multa 
igual al t*l«4»l*l fardos de tabacos que fueron contraban- 
deudos: arti-.ul" 965. Urden»»»* de Aduana. 
Estas condenación.* dtberón ha.erse efetrttrjsi 
1« Sobre la cantidad que deposite -n ,1 Banco de la Nación a 
la Orden da V . S. .1 jale del Reguardo señor Igawaba! ; 

*< Sobre el producto del remate del taba.» efectuado > 
i robado por V S. 

^Deberá 'ue.h.V,«e fulmente de U, mencionad..* mulU* 



v valores, el imparto de U plamiia de foja tt. <iue .0.1 
i os derechos qu.- al tisc, corresponda, de acuerdo con el «- 
ticulo 1029 de la* Ordenanzas de Aduaua : v solamente el exce- 



dente .rá desuñado a la distribución entre los que se conaide- 
ren denunciantes «prehensores del contrabando, con arreglo 
al articulo 1030 de la mismas oíd. nanias. 

Sl por último. Hubiere un excedente entre las suma* Pia- 
das mi Atas y March v percibidas por el señor lgtrub&l, y las 
producidas por el reinatedel tabaco, y las que importan las pe- 
na* señalada,, creo justo que V. S. ordene S« *q«el devue to 
A sus dueños. 
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I «lio úrl Jan Federal 

■ 

Unenos Aire*. Jmiiu 2 di* IHiJ*». 

Vistos est'»a aut"S. di 1 los que resulta: *L¿lio el día 23 deJuniu 
de 1891 u balandra * Nueva Bambin» , después detomir de re- 
«•mbarc i con destino al Salto nneutd, í>7 far ios de tabaco, y 
saliendo del puerto después de la visita del Resguardo, fué á 
desembarcaren ta>i costas de Sin Fernando, 

(JueCondundu la dicha carga en ea r ros á la ciudad, fui-rni és- 
tos detenidos por la policía dentro de las calles á altas horas de 
la noche, pasanduá" á la Aduana -1 part*- de foja 1*, que fué 
recibido en las oricir>a> de 1 1 ¡iduiiuMr;ekm >■! líaÜtt del mis- 
mo mes, 

Que con>tatadu asi el hecho de b ib-n-- efectuado lio contra- 
bando, se siguió un expediente |>or ¡a oüeina de suinirios, que 
fué resuelta en if de Julio siguiente, condenándose al dueño 
del tabaco, señor Frjnciseo M is, y patrón de la referida barca, 
don Antonio Marca, á pa 3 'ar una multa igm\ al talor fie ta 
mercadería, cuya inulta se adjudicó al jefe de! líes^turdo >-i¡ur 
liamorj Igariabal, quien percibió por tal concepto de cada utiu 
de stos la suma de 4287 pesos con cinco cmtaTos, según consta 
de los recibos de fojas 89 y 90, sin que *e liquidasen f pagasen 
loa derechos que al fisco corresponden, 

l¿ue con estos antecedentes el Procurador FU al formuló en 
>u vi^a de foja 103 las -¡guíente- peticiones: 

t'Que se declárasela nulidad del filio administrativo d« 
aduan i : 

-V Que al señor Igambal d. -positura dentro de diez días y 
l-ajf apercibimiento, en el Banco de la Nación Argentina y & la 
órden del juzgado, lia sumas recibidas, ba-ta tauto este resol- 
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fitraá quién debían a^udicaTsc esas multas y la propor-ion 
en que debían ■li^tribuirsi ; 

3- Que se continuara la instrucción *lel proe* so. á fin de de- 
terminar con claridnd ese ponto ; 

i« Que so ordenase á la Aduana practicara la liquidación áe 
los derechos que correspondían al tiseo ; 

5- Que ae procediese á ta v nta d- 1 tabaco v se deportar» 

ta miden su importe. 

A cuvas peticiones se proveyó de conformidad en tos puntos 
3" y siguientes/ordenándose á la vez, por decreto de 8 de Diciem- 
bre de 1H94, intimara al señor ganaba! el depósit" de lus 
.urnas recibidas, en la forma solicitada por el fiscal, lo cual 
no se ha efectuado basta el presente. 

que efectuada la venta de la mercadería, ella produjo la can- 
tidad de 0050 p.soscon 50 centavos moneda nacional, deducidos 
loa >!a*tns den mate, ascendiendo los ¿erectos fiscales á la de 
3790 pesos y 75 centavo* oro, según ta liquidación de foja 

En mérito d,- lo relacionado, y comineando : 1 1 Que aegon 
lo rtgMVfa el Procurador Fiscal en vista p<wi.-n..r de foja 163, 
la citada resolución de aduana, de foja 87, es de lodo punto nula 
é inelk-az de pr-ducir efecto alguno 1 gH ; i Porqu- 
ella ha *ido dictada cuando la aduana tenía conocimien- 
to ra de que agentes de policía habían lomado la mer- 
cadería del contrabando y á lo= autores y cómplices del mismo; 
2 o Porque según el paite de la policía y actuaciones en el 
contrabando referid . haWa .1 delito conexo del cohecho que 
intentó don Francisco Mas en la persona del empleado Alberto 
(V-rrales, loque, según el artículo 1079 de las Ordenanzas de 
Aduana, excluye el caso de su jurisdicción; 3° Porque la. 
mercaderías fueron tomadas por agentes de polida y cuan- 
do ya habían saiidg de la jurisdicción de la aduana, lo 
que se continua con el parte del mismo jefe del Resguar- 
.lo, al decir que t al apretón l-r la «Nueva Hambin» no en- 
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<-outro nuda á bordos cuya circunstancia hace también nula la 
citada resolución, con arregle» al artículo 1034 de dichas orde- 
nanzas» j a la jurisprudencia establee i-Ja por la Suprema t'-irte 
eu los fallos que se citan; 4" Porque si hubiera de dejarse sub- 
sistente e*a resolución se tendría dos sentencias distintas 
sobre el mismn hecho. 

2 o Que, por consecuencia, y constatada, como queda dicho, 
ta nulidad da la resolución de la aduana 'Untada i\ Coja... pro- 
cede declarar nulos los procedimientos de la misma y debe en * 
tunees ©l Juzg-aio ordenar, como lo tiene yadeeretado, la devo- 
lución por p.rte del señor Ramón lgurzabal de las ¿urnas per* 
oibidas de I is señores Mas y Marón, que le fueran indebidamente 
entregadas. 

3° Que la mercadería, materia del contrabando y en ta cual 
deben hacerse efectivas las penas que la ley establece para tal 
delito, lia sido vendida en remate público, y su valor deposi- 
tado a la orden de este Juzgado en el Haiico <W la Nación Ar- 
gentina, según consta nVl certificado de depósito corriente A 
foja... 

4° Que, por consiguiente, la multa impuesta por la enuncia- 
da resolución -le aduana, y adjudicóla al jefe del Resguardo 
señor Igarzabal, es de todo punto injusta desde que aparece im- 
puesta una dobl-- pena al autor del contrabando señor Mas, cual 
'*s la del comiso total de 1 1 mereadciiay la expresada multa, y 
debe entónces devólversele ésta, haciendo efectivas las cunde- 
naciones de la ley en el valor de aquella. 

Por tanto, y adoptando el Juzgado, como fundamento de su 
resolución, las consideraciones expuestas por el Procurador fis- 
cal, se resuelle : 

Í ü Declarar que don Francisco Mas debe satisfacer una multa 
equivalente al valor de la mercadería contrabandeada; 

2 a Condenar al patrón de Ja barca * N"*ieva Bambin », don 
Antonio March, al pago de otra multa igual al valor de la mía- 
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ma mercadería, en conformidad i los articul os 950, 960, 961, 
96* v 975 de la. ordenanzas ya citadas; cuya, -undenacione* 
deberán hacerse efectivas sobre la cantidad que deposite en el 
Banco de la Nación Argentina á la órdeu del Juzgado el señor 
Igarrabai. que ha percibido de éste y sobre el producto del re- 
mate del tabaco, debiendo deducirse de las ro.ne.ouadas 
mulu , v valores el importe de I. planilla de foja 122, que son 
lo, derecho, que al lisco corresponden, en conformidad al arti- 
culo 1039 de las miomas ordena» zas. ron cargo de distribuirse 
el opiárié entre los que se consideren descubridora o aprr- 
heusoresdeUontrab .ndo, c ■« arreglo al articulo 1039 y d,- 
v dverse por ,1 mismo señor lgarzabal á don Francisco Mas el 
valor de la multa indebidamente percibida de é*te por d.clio se- 
ñor, H igase saber original y repuuas>- el pap.d. 

Juan (M Campillo* 



VISTA llEL 5E5011 PUOCÜKAUOK CiESElUi 



BueuOS Aire*, Diciembre 10 di 1 lb1*í. 

Su)*mn<t Corte : 

La *b*ft ftW#i4e foja 163 ha establecido con precian los 
becbos y sus consecuencia, legales. 

Fatablecido de un modo evidente que el tabaco c .ntrabaodea- 
do fué encontrado por la policía en las callee de Buenos Aires, 
v fuera, por ello, según .1 articulo 103* de las ordenanzas, de 
¡.i jurisdicción de aduana; reconocido tiernas, que existía nn 
delito conexión el de contrabando, la oonclueion necesaria, se- 
gún el articulo 1060 de las ordenanzas, es que la jumdiccton 
para jugarlos correspondía .'«lugamente á la autoridad ju- 
dicial. 



254 



FALLOS DE LA SUPREMA COHTB 



La sentencia de foja 182 que así lo declara se ajusta á Sos 
antecedentes de hecho y de derecho que con precisión y lógica 
rigorosa consigna y analiza. 

Sus conclusiones son la expresión do las prescripciones de 
los artículos 959, 960, 961, 96:2 j 975 de las ordenanzas, en 
cuanto ¡\ las multas aplicables al contrabando, y de las de los 
artículos 1 020 y 1030, en cuanto a la satisfacción de loa dere- 
chos fiscales, y al repartu del excedente entre ios que se consi- 
deren descubridores aprehesore». 

Nada necesito agregar á los sólidos considerandos de esa sen- 
tencia, que se defiende por >í iinisma, al pedir ;i V. 1". se sirv.i 
confirmarla por sus fundamentos. 

Snf/inmnn Kier, 



Fallo d> l« *M|»rrnm Cortc 



ÜiLeijü" Aire?, Diciembre ¿ti de Isím; 

Vistos y considerando: Que la policía de la Capital apresó en 
veinte y cuatro de Junio de mil ochocientos noventa y uno, al- 
gunos bultos de tabaco que habían sido introducidos por medio 
de un contrabando, burlando las leyes y la vigilancia de la 
Aduana. 

Qtie posteriormente se ha comprobado que los tabacos apre- 
hendidos pur la policía fueron desembarcados de la balandra 
«Nuera Bambiii» clandestinamente , en las costas de San Fer- 
nando. 

Que por tanto el comiso de Jas mercaderías objeto del con- 
trabando es procedente, con arreglo á los artículos mil treinta 
j seis y mil treinta y siete de las ordenanzas ¿e aduana. 

Que estando colocados en las mismas condiciones losdenuu- 
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ciantes y d| rehenaores del contrabando y sus medios de trans- 
porte, corresponde que, deducido* ios derechos de aduana, el im- 
parte *kl omiso del tabaco y ¡a multa en que ha tooorrido A 
patrón del btt^oe, Antonio llurch, ,e adjudique el remanente 
por el jutz a f¡uo á quienes por derecho corresponda. 

Que habiendo don Hamon Igarzabal £» rcibido del dueño del 
tabaco la suma de - mitro mil doscientos ochenta y siete pesos 
con chieocentavos.y «H patrón del buque otra igual que no 
ha depositado, á pasar de habérsele así ord-nado por el auto 
ejecutoríalo de foja ciento cincuenta y cinco vuelta, éste debe 
depositar * sos fon los, á disposición del Juzgado, ha>ta tanto 
que hecho A pago de los derechos de aduana correspondientes y 
la liquidación délo que a cada parte corn*poude como apretin- 
ares y denunciantes, el juez lo mande entregar legalmente. 

Que don Ramón Igarzabal no ha podid > percibir las inencio- 
nadassuuias sin haberse h^ lio prévumente deellas la deducción 
de lo., derecho^ fiscales, pne,to que es terminante a «t* res- 
pecto la disposición del articulo mil treinta de las ordenanzas, 
que él no podía ignorar, orno empleado superior de aquella re- 
partición. 

Qu» pena lo el dueño del taba-o con el comiso de la merca- 
dería aprehendida, laque ha sid,. nndida y -ui importe deposi- 
tado á disposición del juzgado, aquel no puede ser penado con 
una multa igual .i ese importe, porgue esto sería incurrir en la 
imposición dedos penas por el mismo delito, lo que la ley no 
permite puesto que U multa al dueño de la mercadería solo se 
impone cuando ésta no ha podido ser habida. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo pedilo por el 
señor Procurador general, se reforma la «entendí* apelada de 
foja ciento ochenta y dos, declarándose : 

Primero: Que lo/ tabacos aprehendidos, según el parte de 
foja una, han caido en comiso por infracción á las leyes de la 
materia. 
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Segundo : Que el propietario de ese tabaco don Fra 11 cisco 
Mas, ba incurrido sólo en la pérdida de aquella mercadería, y 
el patrón del buque don Antonio Mar- li t en «na multa igual 
al valor de esa mercadería. 

Tercero: Q'je don Kainun Igarzabal debe reintegrar en el 
Banco de la Nación Argentina la suma de ocho mil quinientos 
setenta y cuatro pesos diez centavos, percibida de don Fran- 
cisco Mas y de Antonio liaren. 

Cuarto: Qu» de loa fondos deposita Jos euel Banco se entre- 
gue á don Francisco Mas la suma de cuatro mil doscientos 
ocbt'ntay siete pesos ei neo centavos que restituirá señor Lgar- 
z.ibal y que representa la multa que le había sido impuesta in- 
dependientemente de la pérdida del tabaco. 

(¿tanta: Que abonados que >eau los derechos de aduana, el 
remanente se adjudicará por ei juez i los que acrediten te:,er 
derecho con arreglo Alas leyes. 

Repuestos tos sellos, devuélvase, pudiendo noti lien rae con el 
original. 

BEKJAimi VM,— LUIS V. VAHELA . 
— - AUtL BAZAS, — OCTAVIO H UN- 
GE. — WAX E. TOUHEST. 
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tam Líbano íkrnal cmtra don Fidvf <tel i'tistUlo, i»>r desalojo: 
sobre competencia y recurso á ¡a Suprema Curte de resolu- 
ción de ios tribunales uní nutrios. 



Sumario. — I" Kn el concepto legal t>« repi tan tribunales 
superioro*, en cada caso, loa llamadnü :i pruna najarse ' ii última 
instancia, y si» recurso para unte otro tribunal local. 

2" La sentem-iii 'leí juez de paz, inapelable para ante el .luz 
gndo ile 1" instancia, y qne ni »u o aso hace rusa juzgada, es 
recurrible para ante la Suprema Corte, si deaduoce el tlerecbu 
fiel fuero federal que el internado ha invocado, fundándose: en 
tifia lev del Congreso que se lo conceda. 




mu Cü*a á 



non Fidel del Castillo, 

El demandado declinó de jurisdicción, por ser él extranjero y 
argentino el actor. Kl juez de paz no hizo lugar á la excepción 
Recurrida su resolución para ante el juez de i* infancia, éste 
declaró une el auto rechazando la excepción no era recurrible 
en el juicio de desalujo, de acuerdo con el artículo 592 del Códi- 
go de Procedimientos de loa iribú nales de la Capital, 

T. IIVI 1 ' 



KA I. LOS UE LA SUPKKNA COH TÉ. 



Kl señor Castillo apelo para ante Ja Suprema Cort.\ en virtud 
.lelo dispuesto en elartfculn 14 de la 1. -y do jurisdicción; sién- 
dole uegarlo el recurso, ocurrió de hecfco ante aquella. 



VISTA IJEL SbllUl PR«« HHAlHlR ÜEKttftAli 

liunnos \ir--. Norienibr** 5M <l<' 

Suprema £ftrte: 

No sólo «o procede el recurso instaurado para ariti* V K., a.i- 
tv un juzgado d.- paz, y 'leí auto del Jttzfadp dé la Capital, ch- 
ibo resulta á f ujas 12 y 15; si nú que todo* los térroin-w legales 
al .-feeto. estaban vencidos -uando aquel remiso fue instaurado. 
.Se ba di' servir Y, K. poí ello, desestimar rl r-eur^o de hecho 
de foja 3, y mandar vuelvan al Juzgado di- qm- prod-den losaut»* 
traídos por vía de informe. 

$abinmth> Kier, 



r«tll«> d* *m »u|irrm« forte 

itihíiioü utvs. fhi-ir-mbre ii* <Ift IS'Jfi, 

Auto- y vistea. Considerando : Qú* conforme al artículo ca 
torcí' de la Ly de jurisdicción y eompeti-ncia y tratando 
de los casos especificado- en el ■tjMftQ artículo, es procedente la 
apela- ion para ante esta Supr» ma Ote de las seuteneias defi- 
nitivas pronunciadas por los tribunales superiores de provincia . 

Que en el com epto legal y conforme ¡í la jurisprupencia esta- 
bleeida, s*i reputan tribunales superiores, en cada easo, los 11;i- 
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inau-'S i pronunciarse en última instancia y sin recurrí para 
unte otm trilmnal l"-al . 

Que, eu cuisrenenu. la sentein-ia <l..'1 .hit»* de L*az. inapela- 
ble i«r¡i autf au supariór or linaria y que tiene la fuerza <le deli- 
uitivtt, en cuanto remiel ?# «obre la wianetem-ia, se halla com- 
prendida entre las qu<« dan lucrar al remira 'M artículo .■ator* . 
;.nr razón lie! juez qu>- La nronitiÍGi*. 

Qni- en el «aso procede la ¡pelacion, porq^eU sesttfuottt tn< n- 
cionada se ha pronunciado contra bI derecho ó píMléfiO iuvu- 
cadi por el apelante basándolo en disposición*- de la r.mstitu- 
ciun V l"Ves u* 1 1 ongreso, 

,1,. mitmiutdad ú lo dispueaKi -n el 
iiifiaíi Un;* rodt l rilado articulo catoíce* 

Que el recurso ha sido dedueido .mi tnoni-u. eom» -t- romano- - 
ha C>t\\ constancias de autos . 

Por r*to, se líeclammalHenegAiln -1 reffttrstf, v c¡&»<^fln4,oto 
fu relación, atiios. 

Hügase saber <-.>n el original y repóngase el papel . 



l'AZ. — AIIEI. HAZAS. — 
JUAN E, TllUKEVT. 
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4 AIWA CUAL 



Criminal contra l'ahfa Medina tj otros, por infracción á ttí ley 
de enrolamiento, y contra Félix Mart,nez, ¡mt infmdW 
in iey ífe mnvilizticwn. 



Suman». — Lu> ¡nf radares á la lev fie enrolamiento, que üo 
ban probado excepción legítima, incurren en la pena de *emcio 
militar por unan.»; y e! ítifnM-tor A la !■•>- de movilización «n la 
>ie serrino militar por tío, años, debiéndose descular en 
uno y en otm ca^o el tiempo Je detención sufrida. 

Cas». — Resulta del 



r » Jii*< *>iI*mI 



Paraná. Nh\i..|ií]ip" '■!•> 189*>* 

V vistos : en la eauia áegmóa contra los ciudadanns argi-nti- 
nos Pablo Medina, de 2Ü año* de edad; Puiicarpo Ayala, de 18 
.ños; Juan Casco, de 21 anos de edad; Kdnardo Cabrera, de 23 
años; Agustin González, d<- 3 k 2 años Junio Castillo. 
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de edad, y Baltasar Mor migo, de 32 uños do edad, por falta de 
enrolamiento, y contra Filis Uamircz.dc 19 años, según su pm 
pia exposición i pur ña haber concurrido á la ruovilizaei-Mi de la 
guardia nacional de 20 años tu Abril último, y resultando: 

Que interrogados, contestan: Pablo -Medina, a foja 6, *l n(í 110 
se enroló por haber estado fuera do la Kepública durante el año 
1895; Potfcarpo Ajala, por haberle dic'io su patrón que no se 
enrolare, pues no lenta la edad para ello; Eduardo 'aurera, 
por defecto físico, consistente en falta de audición; Agustín Gui - 
zalea y ltoltazar Morinigo, por haber estad o ausentes del pai- 
durante el enrolamiento; Justo «'astill*.. porque encontrándose 
trabajando en el monte no turo conocimiento de la convocato- 
ria pira enrolarse; y Filis 11 uniré* alega como escuda dé no 
halier a-istido i la movilización, la circunstancia de en* entrar- 
se enfermu en esa época en el saladero Santa Klena y aderais, 
la creencia en que estaba de no ten- r los 21) años cumplido-* 
La ley exigía. 

Kl Procurador Fiscal, a f oj i 25, acusa á los siete primer -, 
por el delito di' m haberse eoi olado en la guardia nacional 'tu- 
rante el año 1895: y al último por no haber concurrido ¡i prestar 
el servicio obligatorio que romo ciudadano de 20 año?, le corres- 
pondía, y pide para t dos la pena d- un año deservicio en el 
ejército permanente de la nación. 

Kl defensor de los acusados pide se abra [a causa $ pnn'ba 
para justificar los motivos de excusación alegados por ellos. 

Durante ul termino señalado al efecto el defensor rinde la 
o, ne ¡'orre de luja 30 .i f *ja 74, 

Y considerando: Que Pablo Medina, P-dicarpo Avala, 
lMuar io « abrera, Agustín González. JustoCaatillo y Féü< lla- 
mirez, han confesado su falta, quedando así justificado el delito 
porque fueron acusados, sin que hayan rendido prueba alguna 
que acredite los hechos al* gados ^ara disculparse. 

Que Juan Castro ha comprobado con el informe médico de 
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luja 73, que es inhábil para el servicio militar; y Baltasar Mori - 
uigo, que se eucontrab i fuera «le l¡i República durante el afio 
1K95, en que se abrió e) nuevo enrolamiento, con los testimonios 
de Alejandro Macieo. foja 42, Juan Sibum foja 13. Manuel 
Lanf rauco, foja 63, y Arduino, foja (i i. 

Forestas consideraciones, fallo : declarando ine.iir*ns en el de- 
lito de no haberse enrolado en la guardia nacional á Pablo M - - 
dina, P. li< arpo Ayala. Eduardo ( ubrera, Agustín González y 
Justo Calillo. Y en el de no haber n iuunido á la convocatoria 
de la guardia nacional di 20 años á Félix Kamirez, y condeno á 
los milico primeros á prestar servicio en t?l ejércit- permanente de 
La nací n ñor el término de un año y al último á sufrir la misma 
pena por eJ término de dos año>, de acuerdo con los anícub^ 
Ab y 14, inciso 2", de la ley de 23 de Noviembre de Í8!>5. de- 
bicndo computarse e<>tuo parte de ta i>eua A tn-nip" de detención 
*|ue llevan sufrida; y deciar- absueltos libremente de "a acusu- 
cion ú Juan Gaseo y a líaltasar Moriuigo, con rosta* ¡i eargo dr 
los condenador . Notifíquese en el original y expídase la orden 
de libertad á f&*oi de lo- ,ib»uclt<>$ una vez ejecutoriada v>\a 
sentencia. 

\L iíe / . Ifmta 



vista UEl SEfloH PELOCURAuOn (¿trttltAL 

Bueno» Aires, Dtciembrtí IT >U- 

Suprema tVle: 

La -luitencia de foja 77, <jur condena á los proce sados Medina, 
Avala, '"abrera, Honzalezy Castillo,:! ¡apena de un añude ser- 
vicio militar por infracción á la ley de enrolamiento, y ú Ktlíx 
Rmulp-z A lad. dos año> del mi-mu servicio, por no haber res- 
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puudidoála movilización, la considero justa, \>or enatttn uingu- 
«l.Im luspror^ad.wln justtfíoa.lo la> excepciones invocadas en 
defensa. Pido á V. I!. *e mítí» continuar por ello la senten- 
cia recurrida. 



rail* i* »u|»rem» t'orlr 



Buenos Aires, Rítiembr* Jstde Mí9& 

Vistos: Líe acuerdo coi. io eipu^sto y pedido por el Pro ura- 
dor «¡eneraly por stts f.m lamento*, se coniirma, con costa*, ta 
sentencia delflja atenta y *iete. en I» jarte apelada. Deruél 
t.niíe. 

RR>JAMI> PAL — *BtL BAZA». 

— U AS e. tokhem 



( 4INA Í UXM 



ÜO» Joaquín infante <mtra loghatti y Pataási, porttfm 

pesos; sobre rostas 

Sumario. — No proeed> la condenación en costas, cuntí* ti 
di mandado que. al ser u»t tocado de la demanda dt-positó á 4**- 
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posición del Juez, al objeto del pagn. la suma de qu-.* hj. resul- 
tado deudor. 



Caso. — I.u eipkca el 

I «lio drl Jun »>4er«l 

Auto; y vistos : la demanda civil entablada por < 1 Ciudada- 
no argentino, don J oaquín Infante, cuii ira I - subdito-» <'Xtnin- 
jeroí señores Fogliatti y Palazzí, por cobr de pesos; de su es- 
tud; r<&ulu : Qu"«>i act-r entregó á los señores Fogliatti y 
Palazzi. cantidad d- maderas, por contrato que hizo Con don 
¿Atenlo Ferro, cuy... importe- ra la suma de im mil 'ios pe»- 
na- ionales Que de -sta <uma. se le entregó pur F-gli ,tti y Pa- 
tazzi, la d* seiscientos pesos nacionales reteniéndole lu restante 
de CKaírucieníoí «Í<í$ pesos, la que no se ¡e quiso entran-, ale- 
gando que era deudor de la razju social de Fogliatti y Palazzi; 
tajeen virtud Je esta reteneion indebida, pedía -e condenar.! 
á los demaud idos <eñores Fogliatti y Pulazzi a la entrega de 
em ^unia de cuatrocientos 4o» pesos, más lo¿ intereses monto- 
no- j las costas de este juicio, que je ha visto precisado á en- 
tablar. Los dem iiwíados. contestando \a demanda* dicen que no 

han i.-L'aii «'■" ir i Infante j - 102 p*$"s mi,- ]••<♦ 
mes moratorifrs y la ? co^ta*, I - que creen n» tiene derecho á 
cobrar, itento el hecho de no haber ell«-s incurrid..- -n mura. 

Abierta la ciusa á prueba, produj i Infante la confesión de 
los demandado-, y las di cjar.ict'-ues testimonules de foja, , . , de 
: $ sen >r s Luis La>agn.i y Delicio [bañes; y los demandados, 
la confesión de Infante, 

Cor.e>pon le. pues, apre- nr eí mérito de la prueba rendida, 
según las reglas de la -ana crítica. 

I.. actor, a) « obrar, no sólo la suma de 40¿ pesos, sin < t un- 
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bies los intereses morarnos y las rostas, se funda en que por 
reiterada* ocasionen exigió á los demandados le armaran es i 
cantidad, y habiéndose negado á hacerlo, hablan incurrido -n 
la m-rn con todos ^us efectos jurídicos. 

Considerando : Quede las constancias de autos se desprenda 
que, en efefcto, los demandados, ó su representante en Frías, don 
Uis Lasagna, se ne-¿ á abonar á Infante la suma «lúe le* cor 
braba de 402 pesos, según se ptrtde rtf por el acta de Ha-., y 
por las declaraciones de foja... Que siendo este hecho, el 
fundamental, á los efectos de probar qn los demandados ha- 
bían incurrido en mora, s- ve que él resulta probado por ias 
Constancias referidas. Que -iendo e,to asi, se percibe om cla- 
ridad el derecho con que Infante les cobra uo sólo la >uraa de 
402 pesos, s un» sus intereses raoraíorwsy las costas. Que el 
pago por consignación que pretenden hacet los demandados con 
el depósito que ronsta á foja..., hecho en é Banco de la Nación 
Argentina, no es aceptable, por cuanto no comprende smú la 
suma principal de 402 pesos sin incluir ni loa iuteres-s monito- 
rio* ni las costas. Que así. ese pagues ilegal, por las razones ablu- 
idas por la parte de Infante á foja... Que siendo exact*. que 
iiólu las uegativas reit- radas de los señores Fogliatti y Pala2ii, 
bau indiicido á luíante á demandarlos es claro que corresponde 
condenarlos en las costas leí juicio. Que la tisis sostenida por 
Infante se funda, cotí razón, < n l is disposiciones d • los artícu- 
los... del Cóüjo <iv¡l. que son aplicables al cas-p sub-judice. 

Porotos fundamentos y los concordantes de los coritos de 
foja . .. y de foja... de la parte de Infante, definitivamente juz- 
gando, fallo: que debo condenar á lo- -en res Fugliatti y Pala- 
izi al pauu de la suma de 102 pesos na< ionales dentro del lér- 
uanode 10 .Has con sus interés- moratoriu* y las eostas del 
juicio. A»íl<> resuelvo en Santiago del Ester-, a 19 de Sorieiu- 
i.re de iyí+5. 

p. Oiaecheay Mcorta. 
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Bastios Aire*. Diciembre í9 de J$8fi 

Vistus y . onsiiii-Tdudo : Qm el demandado, al s, r uotiiicad.. 
le la demanda, depoait- á deposición del juez la cantidad de 
euitroeíentos dos pes l«, saldo n>l valor i* ti madera, al obj. t- 
del pago al demandant . -{m según el representaba en 

efecto dicho saldo. 

y ue no está atmguadoqio- el demandad- frese 'leudar mo- 
ro*. delactor, ñero ni Si<|ttierá que hub.era contraído obligado- 
nes directas oon íf, apareciendo má< bien que hizo ta entrega 
de) din. n. en calidad d« mandatario de dúo Antón i" Verto. 

vju- »■ r otra parte el interés de euatroeiento* do* pes • •* du- 
rante.! trsm,eurso de tre< mese> aproximadamente, corridos 
hasta Junio fecha del depósito mencionado, representaría 
una suma dt *alor imvignihcante, que un deMÓ motivar un jui- 
do en ta forma en que se ha seguido el pres< nt*. 

|>or . sto y de conformidad á la doctrina d*- h ley séptima, 
título tercero, partida lacera: se moca la sentencia apelada en 
cuanto rondena en estas ald* m andado. Ó sea. en U parte recu- 
rrida por el escrito de foja cincuenta y ocho. Repuestos los bi - 
lio*, devuélvanse, 

DENJASUS |»AI — ABEL RAIAS 
— UA!* E. TOKRfcST. 
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Criminal ont™ Maxttw l astro, por homicidio 



Suman». — Li prueba por i.r soneioacs é inicio*, sin que 
.1 cutrpü drl delito con*i* por me d,o de pruebas directa* e in- 
mediatas, no pued* fundar una condt nación. 



O — KvSiilU del 



del Juri t>4er*l 



Vistos : Esta causa criminal seguida le oficio i Máximo Cas- 
tro español, soltero, de Í5 anos d-edad, cocheo, dormciliado 
m*Úm* número 1737. proejado .or -1 delito de homicida 
en !» pegona de Francisco Várela, del estudio do !a que resulta: 

Que en 30 de Noviembre d* !8W. yá foj» I'. s* encuen- 
tra una nota pasada por el empleado do la Ayudantía de la Pre- 
fectura Marítima don Pedro P. del Cerro, manifestando que poi 
indicación del capitán del vapor Golondrina había aprehendí 
al procesado Castro por exisítr contra él sospechare mi el au- 
tor de la desaparición de uno de k* pasajero* que reñían esa 
noche áest;i ciudad, de la dt- Montevideo. 

ESAS sospechas provenían de que. como i la una ante men- 
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■tiinu, los moios de cámara sintieron gritos de auxilio y acu- 
diendo al lugar de donde partían, encontraron a Castro eseon- 
did< , habiéndose constatado después la desaparición de á bordo, 
de ud pasajero que tomó boleto junto con Castro, con quien ve- 
nía acompañándose. 

Con motivo de esta denuncia, las autoridades currespondien 
tes de !a Prefectura Marítima levantaron el sumario del caso, 
ampliado luego aste el juzgado» de cuyos antecedentes apare- 
ce que el presunto culpable Máximo Castro y la presunta vícti- 
ma Francisco Várela, salieron de estaeiudad el 26 de Noviembre 
de 1894, que se dirijieron á Montevideo, y después de permane- 
cer allí algunos días t marón pasaje de melta. imbarcándose 
junto* el -lía 30 de Noviembre. Que dorante la noche varios 
empleados d.l vaj-or y algunos pasajeros sintieron voces de 
luiiluh y babiend» salido á ver lo que ocurría, no se encontró A 
nadie en el primer momento, pero, á poeo rato, y al revisar la 
■ nbierta, fué encontrado Castro oculto en un extremo del buque, 
uo Habiendo d olo explicación satisfactoria sobre su permanencia 
en aquel paraje; que :í la mañana »t'*uÍHite •* notó la desapa- 
rición de Francisco Várela, *in que tampoco su compañero Cas- 
ir- pudiera explicarla, por cuyo-* motivos éste fué reducido a 
prisión y al registrar el equipaje que traía Várela, se encon- 
tró un pedaz" de papel ese-ito con lápiz en el « uai aparecía éste 
manifestando que no se culpara a na lie de su muerte y que él 
mismo s>- mataba; que esto no obstante, de diversas declara- 
ciones resolta, que Várela no salda escribir \ casi ni leer y el 
infirme caligráfico de toja 87 establece con precisión que la 
es- rituradt l papel encentrado en el equipaje d« Várela, perte- 
nece á Ciistru. 

Después de terminadas las diversas diligencias que el juzga- 
do crevó conducentes decretar para al mejor e>clar* cimiento 
del heeho, el señor Procurador Fiscal deduce su acusación, uia- 
nifestando que id sumario arrojaba contra Castro una -érie de 
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presunciones reámenles que bastaban para declararlo culpable 
de la desaparición de Várela, por todo lo que lo considera como 
reo di- homicidio simple y pide contra él U pena del artículo 96 
del Código Penal. 

Por mi parte, el defensor del proct sado manifiesta que no 
existen en autos elementos bastantes para demostrar la existen- 
cia del cuerpo del delíK ni tampoco la culpabilidad de 8U de- 
fendido; que no ae ba encontrado el cadáver de Van-la, y que 
adema, las presunciones á que se refiere la acusación fiscal se 
desvanecen en un eidmen detallado délas circunstancias que las 
rodean; todo lo cual ir.duce á la defensa a suponer que no ba te- 
nido lugar la muerte de Várela y que, lo más probable es que la 
presunta TÍcüma hubiera desembarcado sin ser tista; que aún 
suponiendo efectiva esa muerte, no üay presunciones para esta- 
blecer que Castro fuera autor de ala, que éste ha explicado sa- 
tisfactoriamente las contradicciones en que incurrió en algunas 
de su* declaraciones, y que, en cuanto al infurnie recordado, no 
puede ser tenido en cuentr, por no estar de acuerdo con lopres- 
crípto por el artículo 352 del Código de Procedimientos en lo 
criminal; por todo lo cual . oucluye pidiendo se desestime la 

acusación liscal . 

El Juzgado recibí la cau.aá prueba, ratiüeando las declara- 
ciones prestadas por los testigos del sumario y que se ju2¡;ó 
conducente, ILimandose autos para sentencia. 

Y considerando: Que con arreglo al artículo 178 del Código 
de infracción criminal, uno de los propósitos y objeto fundu- 
mental d. 1 >umurio, es la comprobación de la existencia de un 
hecho punible, v desde lm go surge de ello deberes elementa- 
les para el Jugado, á fin de evidenciar tal eitrcrao, estoes, cons- 
tatar si existe ó no delito, y, caso afirmativo descubrirán* auto- 
res, cómplices. Ó encubridores ¿ los efectos de su representación 
lega!; en el segundo supuesto, sobreseer de culpa y cargo al 
presunto delincuente, por el principio ái que la sociedad ni el 
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poder público no tienen interés en castigar actos que ante el 
texto de Ib ley escrita no constituyan delito, 

gue U bas* del procedimiento en materia penal, es ta < compro- 
bación de! cuerpo del delito, ó sea la existencia de un lieuho ó 
de una omisión que la ley reputa delito ó falta: artículo 207. 
c¿digo citado. Kin esa constatación, sin la demostración ovi- 
«eawde su existí ucía, no es posible, ni lógico, ni razonable, 
pro>perc la acción criminal, de -de que le falta su base consti- 
tuyante j esencial. 

Que aplicando esto> principios incontrovertible* al caso suh~ 
¡mitre, después de un estadio tan detenido como minucioso de 
lis di-tinta- pruebas de cuuvieciun agregadas al proceso, toca ul 
Juzgado reaotfer si esos elementos de juicio existentes son bas- 
tante^ i comprobar la delincuencia del procesado Castro, pero, 
ante todo inquirir si el cuerpo del delito *e halla justificado, 
pueí como queda expresado, es él necesario y por tanto debe 
sririrnus de punto de partida. 

La prueba agregada, á juicio del suscrito, no llena en modo 
alguno el alto propósito enunciado, no demuestra evident emen- 
te la muerte de Várela, no obstante la circunstancia de su desa- 
parición «¡r á bordo, ni que Castro sea su matador. Los testigos 
sumariales nada al respecto directamente saben; ensus declara- 
ciones se limitan simplemente á hacernos conocer los gritos de 
xuiiho proferidos á media noche, pero, nada más, y esto sin po- 
der precisar, cuál su ra2on de ser t quién fuere la presunta vícti- 
su,cuil su presunto matadoi. Recién al día siguiente, y uo obs- 
tante el resultado negativo de la prolija inspección practicada 
por lu*que concurrirrou á la* vocesde auxilio, á la ausencia del 
arma homicida y de todo indicio que pudiera presuponer verosí- 
milmente la existencia del delito, se noto la desaparición de á 
bordo del pasajero Francisco Várela, colijiendo de abl la posi- 
bilidad de que él pueda haber sido el autor de los gritos y que 
~.a- cadáver fnera arrojado á las aguas I Pero ¿ es esta prueba 
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Eiü uredsa, tan bastante. Un convincente, para bucerla ser- 
vir de base pura el pronunciaron uto de una sentencia condena- 
toria? ¿ K* ,Ua la prueba legal que el dereebu y U jurisprudencia 
exigen co.istantement.M-omu necearía pura comprobar el ciu i- 
nudel delito v la perruna del delincuente? La repuesta es abso- 
latamcuteuegativa. Ksu ley, esa jurero lenciaj la concien- 
cia humana, no pueden permitirte de.de que las roigas 
m;l „ pnr ieM-pronnuciamientu just.eier,. una prueba evidente 
y tan clara romo la luz del medio día, y porque es mas ajusta- 
do ala razón, a taepWy á la justiu,, que en caso de duda Be 
ibsaeka á un pr.suntn culpable antes W condenara uu mó- 
cente isérie K tomo 3", página «rt. Fallos de la Supn.ua 
corte v l« r ,s». titulo 11, partida 3?, y 7\títul..31 , partida 7 K 
La pru-'ba de cargo e« t.ecsariosea entera y completa para 
que la pena pueda decretarse en la causa; y sola reúne estas cua- 
lidades cuando todos los hecbo< que motivan la aplicación de 
«mella llegan á >er jurídicamente ciertos; siendo sus pnnci- 
pules objetos, entre otros, la averiguación del puntu de hecho, 
es decir de la existencia de todos los Hechos de donde resulta la 
maternidad del acto incriminado, la muerte, por ejemplo, en 
ca,« de homicidio Mittermaier, Tratado dé la prueba en mate- 
ria criminal t página (38). 

Má> aún el espíritu Uuctúa para la imposición de uu easti- 
go cuando observa que de autos no consta aatisfactof, ámenle 
q llti la autoridad interna del buque baya agotad, ios recursos de 
ta investigación para patentizar indiscutiblemente la existencia 
,le Várela á bordo, ni la imposibilidad material de que Éste pueda 
haberse encontrado oculto. 6 podido desembarcar sin ser fisto y 
m propósitos, tal vex, desconocido*, mayormente cuando esa de- 
saparición no fué notada incontinenti al suceso, emó mucha* 
horas después de restablecida la calma abordo y al tiempo de 
llegar al puerto 6 estando el buque en filie; «tremo éste que 
tampoco esta clara y convenientemente evidenciado, pues su 



mismo capitán, en su denuncia, ñus hace saber que recién al 
llegará este puerto oyó que entre los tripulantes hacían conje- 
turas sóbrelos gritos oídos en la noche y la desaparición riel pa- 
sajero Várela, en ve* de Castro, como lo afirma, listándose á 
hacer detener al presunto culpable, pero sin haceT conocer las 
diligencias que hubiese practicado para justificar esa desapari- 
ción, tan necesarias y de la que recien tenía conocí miento y con lo 
que tunta negligencia demostraba ^bTe el particular; la prueba 
existente es en alto grado deficiente y débil, produce desde luc- 
hen el espíritu dudas ¿ ineertidumbres incompatible ron el 
deber y conciencia plena que un magistradu debe tener para la 
imposición del castigo, siendo ello suficiente razón, por tanto, 
parala no condenadel procesado. 

i:i evento material y permanente en qm* se concreta objeti - 
\amente el cuerpo del delito, no es algo material al delito, sin 
lo mal puede existir ó no; es algo material síu lo cual el delito 
iw existe, óá lo m.-nos no existe en su especíliea gravedad; sin 
id cadáver no hay delito de homicidio; sin la moneda falsa no 
hay delito de falsificación de moneda; sin la herida no hay deli- 
to de lesiuiu'-s etc. ; pa'ra esta especie de cuerpo del delito que, 
constituyendo la esencia del heehu pui-de especificarse con el 
mimbre de cuerpo esencial del delito, la lógica de las cosas nos 
obliga á exigir necesariamente la prueba material, tíe diré que 
lt:iy un hombre muerto; varios testigos afirman haberlo TÍ>tn 
caer muerto; pero eicadárer, sin que se explique su desaparición, 
no se encuentra; no siendo por esto comprobable oficialmente 
¿ se podrá admitir su existencia por la simple fe de los testi- 
gos ordinarios? Opinamos que no. l'nr muchos que sean los 
testigos ordinarios, que se presenten á alirniar que han percibi- 
do en un momento dado lo material constitutivo del cuerpo del 
Mito, sin lo cual el delito no existiría; por muchos que sean, si 
tal cuerpo del delito no parece, no pudteudo obtenerle ni prue- 
ba material, la falta del mismo hace lógicamente dudar de la 
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veracidad 6 de la exacta percepción de los sentidos. Por mu- 
chos de estos que alirmen haber visto caer muerto á Ziuo, si el 
cadáver no se encuentra ó no se explica su desaparición, mas 
t uerte que la voz de la persona, souará la de las cosas; la falta 
del cadáver es una prueba real que quita fe alas palabras testi- 
ficadas contrarias (Lóífica ífa ios ftrucbiis en materia mminal 
por Nicolás Framanno dei Slalatesta, tomo 2 n , páginas :*9 t y 
396). 

Ks principio tan absoluto la necesidad de la constatación del 
cuerpo del delito, qui- ni la confesión del mismo acusado pue- 
de fundar su condenación, si no se encuentra legalmente com- 
probada v sus circunstancia* y accidentes no concuerda» con 
esa confesión (Mittennaier, página 122 ; inciso 7' del articulo 
Al^ del Código de Procedimeutus criminales, y fcérie 2\ tomo 
2", página 184 de los fallos citados). 

La prueba que obra en autos, es la de presunciones, porque 
nadie ha visto la víctima, ni a su presunto matador en momen- 
to que cometía la ac>:ion incriminada; uadie t m fin, presenció 
el drama de sangre en que Castróse ve envuelto y que motivó 
este proceso; y no obstante que la ley ka admite y la atribuye 
mérito probatorio cuando reúne los distintos elementos que en- 
eierranlos artículos 357 y 358 del código referido, no es menos 
derto que eso prueba es admitida en nuestra legislación con 
gran cautela por la vega evidencia y peligrosa y porque 1 el de- 
recho requiere evidente prueba para una condena, en razón del 
daño que la pena en sí causa y porque los indicio* más vehe- 
mentes y aparentes so» en muchos casos figurados, como con 
harta frecuencia lo demuestra la crónica judiciaría, siendo 
también sus efectos en muchos casos irreparables, y porque en 
materia criminal las presunciones | favor del acusado sirvan 
para absolverlo y las contrarias no pueden ser bastantes á con- 
denarle, salvo cu ;indo sean muy claras y vehementes. 

Adema*, la prueba de presunciones, por razones elementales, 

T. LXV1 18 
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no comprende ni es legalmente admisible cuando funde 6 rcs- 

de comprobar la existencia del cuerpo del 
■ 1&8, inciso I o , del mismo código), y esto, por- 
ramente previene y manda 
aé inmediatas; es deeir, esa 
disposición expresamente exclu; ye la prueba de presunciones, 
cuando responde i aquel extremo. 

Esas pruebas directas ó inmediatas no existen en ta causa, 
como queda demostrado, j por tanto todo proceso desaparece, 
desde que le falta su base necesaria y legal, la cabeza y funda- 
mento de todo sumario criminal, el cuerpo del delito; eomo su 
consecuencia, no existiendo prueba bastante que tal extremo 
llene, se impone la absolución de Castro, de toda colpa y carg" 
(artícuio497). 

Debe contribuir á este resultado la ausencia de todo 
móvil justilicado que pueda haber tenido para haber Cas- 
tro dado muerte á Várela, y que pueda haber encadenado su 
voluntad y sido la causa emergente de la acción imputada; t s 
principio de jurisprudencia deque todo hombre se reputa bue- 
no, mientras no se pruebe lu contrario (serie 2", tomo I o , pági- 
na 338, mismos fallos), lo que contribuye á hacer verosímil luí 
términos negativos de su confesión calitíeada, sin necesidad de 
rendir probanzas sobre los distintos heohus y circunstancias 
qae ella contenga, desdeque no importa excepción cuya prueba 
le incumbe (artículo 318), y el aforismo de derecho de que en la 
duda debe estarse á lo que sea más favorable al n o : artíoul.. 
13. 

Por las consideraciones expuestas, las pertinentes de la de- 
fensa, y no obstante la opinión fiscal, definitivamente juzgando 
fallo: Declarandu improbado el delito de homicidio en la per- 
sona de Francisco Várela que instruye esta causa y por tanto 
absolviendo de eulpi y cargo á su presunto matador. Máximo 
Tastro, á quien ordenóse le ponga en libertad, tan pronto como 
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esta resolución su encuentre consentida, librándose las órdenes 
recesarías al director de la Cárcel Penitenciaría:! sus efectos y 
al jefe de Policía paralas anotaciones del caso. 

Asilo pronuncio, mando y firmo, en Buenos Aires á los 22 
días del raes de Agosto del año 1896. 

AtjUiilHt t'tffinqrranf. 



VISTA UCL SESOH intOCURAUtilt «.ENfJlAL 



Suprema Cortv : 



Bunio-. \ir.>>. Xnviniibn- l.i >l»- l&Hi 



Lasentenca de foja 136 lia estudiado en tutu tes jurídicas 
bien autorizadas, lo que importa *»1 cuerp.nl i-l delito, y qué me- 
dios legales conducen á la comprobación de su existencia; y ha 
deducido que en el caso sub-ju4iv<\ r\ Invito le la desaparición 
de un pasajero deá bordo del Fapor tiotoiutrtntt, no eonatitu- 
ye por sí una demostración acabada de la coexistencia de un de- 
lito. 

Ante ea La conclusión, que considero ajustada a la común doc- 
trina, no encuentro mérito legal para pedir la condena del pro- 
cesado Máximo Castro. Gravísimos sospechas resultan contra 
él. Su ida á Montevideo, saliendu de Buenos Aires, con la pre- 
sunta víctima, de un modo sigiloso, su vuelta á los pocos días, 
tomando pasaje en el vapor Golondrina y ocupando con ella -los 
camarotes contiguos, el hecho de ser sorprendido á media no- 
che en lugar inusitado sobre cubierta, 6 inmediatamente des- 
hacer oído gritos afligentes de auxilio, su negativo 
[conocimiento del compañero desaparecido, y míis 
que todo la identidad de la letra del papel de foja 80. con la 
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del probado, según informe caligráfico de foja 87, todo consti- 
tuye indicios vehementes de criminalidad. 

Por otra parte, las explicaciones dadas por el procesado so- 
bre los móviles de su primera negativa, que no son probables, 
3 u amistad no interrumpida con el desaparecido, la falta de 
causas ú móviles inductivos de un hecho criminal, que no han 
podido encontrarse ni resultan presumibles, son itnlicíos que 
desvirtúan en parte, el poder de convicción de los del cargo. 

En esta situación, no constando el cuerpo del delito por me- 
dio de pruebas directas é inmediatas, como lo exige el inciso 
i*dei artículo 358 del Código de Proeediinieuios en lo criminal, 
para la procedencia de la prueba por presunciones, pienso que 
las que acumula este proceso contra Máximo Castro, aunque 
graves, precisas y concordante^ no alcanzan á satisfacer los 
requisitos exigidos por el artículo 358 del Código de Procedi- 
mientos citado. 

Pesados con maduro exámeu el pro y el contra, no obstante 
lá penosa impresión q-it- los hachos producidos dejan contra el 
procesado; teniendo presente ante la gran duda que surge de la 
Taita de pruebas directas é inmediatas sobre el cuerpo del deli- 
to, la prescripción del artículo 13 del Código de Procedimien- 
tos y la doctrina establecida al respecto en los fallos de V. K . , 
no orco deber sustentar la acusaron ni el recurso de í* instan- 
cia, y me m- lino a la coiilirniacion de la sentencia absolutoria, 
defiriendo el pronunciamiento al respecto al más ilustrado 
criterio de V. E. 



Sfíhmiwu* Kicr 
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rallo de ln Suprema Corle 

Hul'uo* Aires, Diciembre ¿*J de l^Hí. 

Vistos y considerando: Que, cuino lo dice el señor Procurador 
General y lo establecí' lu sentencia apelada, la prueba por pre- 
suni-iones ó i nd icios requiere como elemento primordial que el 
cuerpo del delito conste por medio de pruebas directas é inme- 
diatas. 

Qiif i sa prueba no existe en |Í presente caso ( no pudiend<>, 
por tanto, bastar la de presunciones para fundar una conde- 
nacioit . 

Por esto, de acuerdo ron lu ex puerto y pedido por <d >eñor 
froniradot General y fundamentos concordantes d«- la senten- 
cia apelada de foja ciento treinta y seis, se culi firma ésta. Há- 
gase saber con el original y devuélvanse* 

BENJAMIN PAZ, — - LUIS V. VA HE- 
LA. — ABEL BAZAN. — JUAN E. 

TomtEvr. 
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A -AVHJk 4 4 * XI,IU 



liun Juan larraifú, contra don Miyuvt Sitva, por cobro ejecutivo 

tlv. ¡irnos; sobre competencia 



Sintutrio, — 1' La excepción de imonipeteneia pu>de oponer 
se en cualquier clase de juicios, sean ordinarios ú ejecutivos, y 
aunque se trate de letras de camUio. 

2 o Habiéndose estipulado que el pago de la letra se haría en 
el lugar del contrato, si no se hacía en la Capital, el Juez di' 
dicho lugar es compete o te, una vea que resulta no haberse he- 
ch> el pago Capital. 



íVíjo. — Resulta del 



frailo del Juei tMrikúo 

Foniiusa, Abril 1 1 de liüti. 

Vistos: Kstos autos ejecutivos seguidos a instancia de don 
Juan Tarragó, contra don Miguel Silva, como representante te* 
¿di en ésta de don Juan Haiin, por el valor de la letra protes- 
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lacla de pe*u> . . sus intereses y costas, y contra cuya acción 
ejecutiva ha opuesto el demandado las eX'-epc iones de incom- 
petencia de jurisdicción, nulidad y falsedad del titulo. 

Y considerando: Que si bien el Código de Procedimientos, 
admite la excepción de incompetencia en las ejecuciones en ge- 
neral, el Código de Comercio ha reducido el número de las ex- 
cepciones á las expresamente consignadas en e¡ artículo 676, 
exclusión de toda otra, sea cual fueTesu naturaleza; disposición 
que lia sido uniformemente aplicada por la Suprema Corte «i 
sus tallos corrientes al tomo \% serie 2", página 350; tomo 13, 
série 2', pagina 395; tomo 5, serie \\ página 5Í); y tomo 2 \ 
serie 2\ página 37, a) interpretar el artículo 852 del antiguo 
Código/cuyos términos -on literalmente igualen á los del 670 
del Código reformado. 

En cuanto a la nulidad que se dice fundóla ea el 
del Código de Procedimientos, pero une 
na del siguiente modo: < En primer término, por falta de juris- 
dicción eti V. S.; en segundo, por no existir bajo formu alguna 
título ejecutivo», se la ha confundido indebidamente con las ex- 
cepciones de incompetencia y Tais-dad, excepciones bien distin- 
tas, por cierto, de la de nulidad porriolacion de las formas de 
lüe hübla el artWlo mencionado, el cual se refiere á los requi- 
sitos que deben observarse para dar carácter ejecutivo á un do- 
cumento, comosL'tían, en este caso, entre otros, los determina- 
dos en el artículo 675 del Código de Comercio, requisitos que 
ban sioV escrupulosamente llenados j respecto á los cuales el 
ejecutado m> ha hecho ninguna observación concreta, indepen- 
dientemente de que la excepción de nulidad eaería también 
bajo el imperio del artículo 676 ya recordado. 

Por lo que hace ¡i la excepción de falsedad, consistente en la 
falta de poder especial en -1 librador para firmarla letra de 
cambio hay que estudiar los antecedentes que obran en autos, 
como ser el testimonio de poder general otorgad- porllahu, por 
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••1 que entr»' otras cláusulas generales se consigna la especial, 
concebida así : c Lo autoriza también para que puerta adquirir 
de don Juan Tarrago una casa de negocio de ¡iltnacen, tienda j 
ferretería que tiene ea dicha villa de Formo*», el citado Ta- 
rragó, conviniendo el precio de coinfcra, abonando mu importe y 
firmando la escritura de su adquisición, etc.»; cláusula que con- 
tiene virtualuieute, como medio de ejecución del mandato, la fa- 
cultad de firmar letras por el importe del negocio encomendado, 

que no es otra el origen del giro de foja como claran» nte 

lo manifiesta Silva en el documento de foja. . . debidamente 
reconocido, obrando en consecuencia dentro de los limites de su 
mandato, finto más cuanto que el pagar el importe en giros es 
siempre más venta -oso, salvo prueba en contrario, que patear al 
coutadu(artículo 1900 del Cúd. Civil). Kl poder, pues, para com- 
prar y pagar, determina el alcance del mandato, el cual quizás 
pudo fracasar por f.itta de numerario en casu de no aceptar Id 
letra el vendedor, á quien, ;i no dudarlo, hubiera i-invenido más 
recibir su dinero de presente. 

Por lo que respecta á los eudusos tachados basta obserwir que 
el endo>o i m perfecto no trasmite Ja propiedad de la letra á su 
primitivo dueño; la falta d* este requisito, en todo caso, dará lu- 
gar, si ella fuere admisible, á la excepei -n de falta de personería 
del ejecutante, pero no á la de falsedad, desde el instante que el 
librador no ha negado la exUuneia de la letra ni su firma pues- 
ta al pié de )a misma. 

Por estos fundamentos y demás concordante del escrito del 
ejecutante, fallo: no haciendo lugar á las excepciones deduci- 
das, con costas, y ordeno se lleve la ejecución adt lante. llágase 
saber y repóngale los se ¡los. 

& E, liréird. 

An i e mí : 

Jvs*' C. Casia fut 
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VISTA DEL SE«OR PROCLKaDHH í.ESLRAL 

Bueno; \ir*é. Mayo il J- 1«96. 

Suprema Corle ; 

La cuestión de competencia siendo de órdeu público, uo pue- 
de dejar d ■ conoide: irse vn ningún 1 a^o, pues de ella depende la 
valid<-2 del juicio. La del juez d* Forruosa. r-sulta proce- 
dente, .tutelas constancia* de la causa. 

El ejecutado y ejecutante tiene diverjo domicilio. YA prime- 
ro reside en Formóla, y el «egundu ei. la Capital federal, proce- 
de por ello, en el caso, la jurisdicción fed- ral, con sujeción á lo 
prescript < en el artículo 2% inciso 2*\ d- la ley sobre competen* 
cia nacional de 18*53. 

La ejecución ^e funda en la obligación contenida en el pagaré 
de foja Í\ Ese pagaré -s el resultado de una estipulación con- 
cluida con Tarragó por d-.n Miguel ?liTa t como representante 
de don Pedro Hahn, >cguc las autorizaciones expresamente de- 
terminada!) en el peder testimoniado á íoja 20, 

SÍ Silíft fué nombrado expresamente para tratar con Tarragó, 
la compra déla casa de negocio en F-irraoia, recibiéndose de ella 
con ? nactíroy pasivo y abonando un precio, no parece dudoso, 
rgue la falta de cumplimiento del pagare de foja t\ que repre- 
senta el precio de renta, ba debido responsabilizar á Silva y 
Hahn por su falta de cumplimiento en el pago y en que el mis- 
mo comprador había constituido una representación especial 

Por ello, y demás fundamentos del auto recurrido de foja 73 
vuelta, pidoá V. K. su i onlirmacion, en cuanto á la competen- 
cia en el declarada. 

SabiniQM Kirr. 
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Buüno> Airi>. [lírieuibn- átt d«< INW. 

Vistos y cunsideraudu: (Jue aun cuando la excepción de in* 
competencia puede oponerse en cualquier clase de juicios, sean 
ordinarios 6 ejecutivos, porque la intervención del Juez con fa- 
cultad de juzgar es Un necesaria como h» de las partes mismas, 
no cabe dudn <jiie la jurisdicción del jin-z letrado de Formina, 
procede en *l caso. 

Que esoes indudable porque, según constado au!ps¿ n- pagán- 
dose la letra de foja primera en esta Capital, como lia sucedido, 
el pago debía hacerse ^n Farinosa, lugar del contrato, habimdo 
mediado estipulación expresa en ese sentido. 

Que acreditada hi competencia, desaparecen los demás funda- 
mentos de la oposición que su basan en la falta de jurisdicción 
del juez de la causa. 

Por esto, de acuerdo cem lo pedido por el seño; Procurador 
General y fundamentes concordantes de la sentencia apelada de 
foja setenta y tres vuelta, se confirma esta, con matas, Re- 
puestos los sellos, devuélvanse 

BENJAMIN PAZ. — LUISV. VARELA 
— ABEL BAIAPI — OCTAVIO 
11UKGE. — JUA> E, TOWBEWT. 
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thn ftemM de Carabassü, coritM don Joaquín Qppxz^&t 
desalojo; sohre apelación deneyatla 



Sumario. - El auto orinando el desalojo del igfcWltiK, no ea 
apelable. 

Caso. — Kesulta del 



Inlorm* del Juei F«dcr«l 



Suprema Corle: 

Se trata en el presente caso de un juicio de desalojo al que se 
le b impreso él procedimiento indicado en el título XV III del 
Código de Procedimientos déla Capital, incorporado al proce- 
dimiento federal por ley número 3375. 

En un principio, el demandado señor Oppezii pretendió ei- 
eepcionarse, descon^cieudo ln personería del actor y diciendo no 
ser locatario del demandante, sino de don José deCarabassn, ex- 
<epcioü que le fué desecada, ¿iendo confirmada por V. E. 
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Coatestada h demanda, fué sancionada por esc entonces la 
ley número 3375 incorporando al procedimiento federal el título 
XVIII del Cúdigo de Procedimiento de la Capital, y en conse- 
cuencia se convocó á las parles ul jui» io verbal indicado para 
tales casos. escurrieron a 01 el representante del actor y Op- 
pezzi, y este último vuelve a invocar la falta de personería del 
primero para pedir el rechazo de la demanda, alegando al inísniu 
tiempo no ser locatario de don Bernabé de Carabasaa, sim'> de 
don José. 

En esta forma se continúa el trámite hasta que el Juzgado 
dicta sentencia condenando á Oppezzi al desalojo de la casa den- 
tro de los diez días de la notificación , por laber comprobado el 
actor su carácter de propietario, con títulos acompañados, y no 
haber constatado Oppezzi que fuera locatario don José de Cara- 
bassa, como lnatirmó al contestar la demanda; y además por ha- 
berse justificado con los autos traídos «tí effectum videntli de 
i-sa Suprema Corte y seguidos entre las mismas partes ante el 
señor Juea doctor Olaechca y Alcorta, el carácter de deudor de 
Oppezzi de varios meses de ¡tlquiler vencidos de la tinca en cues- 
tión. 

Duda, pues, la naturaleza del juicio indicado y atento lo dis- 
puesto en el articulo 592 del Código de Procedimientos de la 
Capital incorporados! proced i ra ieutofedersUl Juzgado de negó el 
recurso de apelación interpuesto por Oppezzi para ante V. E. 

Es cuanto tengo que Íl formar áV, E. al respecto. 



Aguaita Vrttinnrrain. 
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talla de I» tuprtni • 



Bu-tíos Aires, Diciembre 31 tle 189(3. 



Por lo que resulta del procedente informe, declárase bien de- 
negado el recarao interpuesto. Repuestos los sellos, remítanse 
ratas actuaciones al Jucí de la causa pura la agregación á sus 
antecedente^ 



BENJAMIN (*A7.. — LUIS V. VARELA. 
—ABEL BAZAN . — OCTAVIO BUNCE. 
— JUAN É. TOBHENT. 



CAUSA Í HXLV 



Don E. ileaí de Azúa, contra don Laureano lianorino; 
sobre refutación de honorarios 



Sumario. —La Suprema Corte carece de jurisdicción para 
resolver originariamente sobre los honorarios devengados en 
primera instancia. 
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Caso. —El doetor Andrés Ugarriza, abogado patrocinante de 
Real de Azúa, presentó su cuenta de honorario» por los traba- 
jos realizados en i ñ y 2* instancia. 



Presente el solicitante la cuenta de ¡sus honorarios por sus* 



Tribunal carece de jurisdicción para resolver sobre los honora- 
rios devengado* en primera instancia, originaria y exclusiva- 
mente, 



Habiéndose producido ante esta Suprema Corte, pendiente 
ante ella la causa principal, el incidente sobre regulación tle 
honorarios, y de conformidad al articulo cuarto de la ley nú- 
mero tres mil noventa y cuatro, póngase la precedente cuenta en 
la oficina, por tres días á los electos del artículo dos de la mis- 
ma ley . 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aire?, Diciembre 31 de lí<Kj, 





DISIDENCIA 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V VARELA. 
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Don Carmelo Albareílo, contra el Ferrocarril de Bueno* Aires 
n Ensenada; sobre no innovación durante la apelación 



Sumario. - Concedía la apelación en ambo* efVctos. nu pue- 
de innovarse en el estado de las cosas. 



Falle 4c l« Buprcm» Vort* 



llutmos Airea. Diciembre .11 de ltíW. 

Kn mérito deloetpuesto en el presente escrito, líbrese oncio, 
por telégrafo, al juez de Itt causa para que si la apelaciou á que 
esta parte se refiere ha sido concedida en ambos efectos, dis- 
ponga que no se innove on el estado de las cosas, al presente. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VARELA. 
—ABEL BAZAN . — OCTAVIO B13NCE* 
— JUAN t. TORRENT. 



288 



FALLOS DE LA SUPBEMA COHTE 



< Al Ni < * í \I.VII 



¡ion ftcrnardino Amata, contra don Silvio Biscuceia, por 
desalojo; sobre incompetencia 



Sumario. — La an ión por desalojo que surje del contrato de 
locación, es personal en lo que á sus efectos propios se reiiere, y 
puede intentarse ante el Juez ael domicilio del demandado. 



Caso. — Resulta de las siguientes pi» zas : 



1 alio del Juca Federal 

Buenos Air+;s t Noviedihrií 16 de 1806. 

Autos y vistos en la exoepcioti de incompeteiicm deducida á 
foja 46. 

Y considerando : 1° Que segun resulta del testimonio man- 
dado agreg&T, en el expediente seguido ante el Juzgado Federal 
interinamente á cargo del doctor Urdinurrain, por don Bernar- 
dina. Acosta contra don Silvio Biscuccia, por cobro de pesos pro- 
venientes dv arrendamiento de la fracción de campo cuyo desa- 
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lojose persigue en este juicio, corre agregado un poder otorgado 
por el demandado ¿ favor do su hermano Pedro Biscuceia, en el 
que consta en forma de instrumento público, que don Silvio Bis- 
euccía tiene *u domicilie en esta Capital. 

2 o Que en tal caso, no ejercitándose una acción real sinó 
personal, desde que no se trata de reivindicación y sí de un 
simple desalojo, acreditada como está la propiedad del actor, con 
los documentos de fojas 2 a fojas; 23, y reconocido por el mismo 
demandado su carácter de locatario (.artículos 2757 del Código 
rivil), y no habiéndose fijado domicilio especial para el cumpli- 
miento del contrato do locación, es de aplicación el artículo 1212 
del Código citado. 

Por estas consideraciones, de acuerdo con la resolución de la 
Suprema Corte de que instruye el testimonio de la referencia y 
no Obstante lo dictaminado en contra por el Procurador Fiscal , 
á foja 59, se declara este Juzgado competente para conocer en 
eüte asunto, no haciéndose lugar en consecuencia, sin costas, á 
ta excepción opuesta de incompetencia, y contéstese derecha- 
mente la demanda en el término de ley. Repónganse las fojas. 

P. ahechen y Alearla. 



VISTA UELSKNOh l'ROCUUADOR GtSEKAL 

Bueno* Aires, Uicíembre 11 de 1896. 

Los testimonios agregados de fojas 106 a 108, y las conside- 
raciones del auto recurrido de foja i 10, determinan la jurisdic- 
ción federal de la Capital, para el conocimiento en esta causa. 
Pido por ello A V. E. se sirva confirmar por sus fundamentos, 
el auto que así lo establece. 

Sabia ¡ano Kier. 
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t'nllo de I» Huprem» Corle 

Hli*-iio< Aire-. EnViemlirP :M 

VMosy eonsiderandu: (Jue esta averiguado | se hulla fuer:» 
de cuestión, que el domicilio áel demandado es en esta 0»* 
pital. 

Que estambieü fuera de duda #d carácter de |jersonnl le la 
acción intentada, pues que ella surge del contrato de tocación, 
generador de obligaciones y no de ilerechüa reales, en lo que A 
sus efectos propios se refiere. 

Que aunque el ;iotor ha podido deducir su unción de desalojo 
ante el juez del lugar de la situación del bien, en cuanta ¡mv t.u 
razón U obligaciones cumplidera en cae lugar, lia podido inten- 
tarla también ante el ilel domicilio de deudor, como loba hecho, 
de con Cor mullid con lo dispuesto en la ley treinta y dos, título 
segundo, partida tercera, y la doctrina que surge de los artí- 
culos mil doscientos quince | mil doscientos diez y seis del 
Código Civil, y fl ln jurisprudencia de esta Suprema Corta. 

Por eátb» y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurad oí 
General, se confirma, con costas, el auto apelado de foja ciento 
diez. Repuesta los sellos, devrélvnnse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VA- 
HE!. A. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUJSCE 
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Criminal contra Ettyeninu Sánchez, por hurto en los almacenes 
de aduana ; sobre excarcelación 

Sumaria. — El delito de hurto en lo- almacenes de aduana, 
n«* permite Ja excarcelación ha jo lianza. 



Caso. — Kugftuo Sunche/., procesado por hurto en lo*, depósi- 
tos de ;idiiíiim f pidió excarcelación b.ijo "U* lianza. 

ü! procurador liscal dijo : que la ex- an t- lacion m< pruc-día, 
parque el delito deque está" acusado Sánchez, en caso de pro- 
barse, merecería la pena de tres á seis años di- trabajas forzados, 
<iue lija el artículu 81 de la ley penal de 1863, cuya pena exceda 
á laque el articulo 376 del Coligo de Procedimientos en la *ri- 
mical, señala para quesea procedente la excarcelación. 

Fallo del Jure Federal 

Rosario, fíéuhre 13 du 1898. 

A mérito de lo dictaminado por el Agente Fiscal en la prece- 
dente vista, no se hace lugar á la excarcelación solicitada, de 
acuerdo con \n* leyes citadas. 



Hoy Ha. 
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VISTA DEL SfcSOR PROCURADOR CETÍEHAL 

Rumio* Air-.-s, SovietnUre 10 de l&W. 

Svprettta Corte: 

Los fundamentos dvl auto recurrido de foja 7 vuelta, estric- 
tamente ajustados á las constancias del proceso y á las disposi- 
ciones pénale* quf rigen las sustracciones en la Aduana nacio- 
nal, conduce á su confirmación, qué solicito de V. E. 

Saltiniivw Kier. 



Fallo de la Suprenm i orí* 

Bueno* Aires, Diciembre 31 de ifcyfi 

Vistos : Dt* acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General t por los fundamentos del auto de foja sie- 
te, se confirma, con costas, el apilado de fujad^s. Disuélvanse, 

BEMAMIK PA7. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAPi. — OCTAVIO 
iU'NGK . — JlíAS E. TORRÉNT. 
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CALMA U I XUX 



Cmtraifan Benjamín tanjas y otros. ¡,or infracción ti la ley 
de elecciones; sotar exra relación 

Sumario. — Los delito* por infracción á la ley dé elecciones, 
permiten la excarcelación bajo fianza. 



— Los tres procesados, acusados de infracción á la ley 
de emocione*, solicitaron su excarcelación bajo lianza. 



Fallo del Juck redml 

Salta. Agosto 30 de 1&U. 

Y vistos; Considerando que el proceso, en su estado actual, 
demuestra que el acusado don IVnjaniiu Vargas, en unión de va- 
nosotros, acompañó ádon Jos¿ lsasraendi y penetró con éste á 
la sala de! Juez de Paz, ayudando al autor principal á ejecutar 
el delito con protestas y actitud resuelta, lo cual caracteriza su 
rol de eAmplice en primer grado, por áu participación directa 
en ta acción principal, con sujeción a lo determinado en el artí- 
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culo 33, inciso 3 o , del Código Perul, salvo lo que puede probarse 
cu el ptenario de la causu. 

Que estando lijada la pena de uno á tres años de trabajos for- 
zador ó una multa de 500 A 1500 pesos, pesos para el au- 
tor principal del delito, en el artículo 54 de la ley nacional de 
Ude Setiembre de 1863, según el artículo U, inciso 5 o , del Có- 
digo Penal, corropondería en este caso al cómplice eo primer 
grafio la de arresto, <*< una multa proporcional, y por consiguien- 
te laexcarcelaei un provisor!» es procedente, con sujeción al ar- 
tículo 376 del Código de Procedimientos en lo criminal. Por 
tanto, así lo declaro y niaudn que, previa escrituración de la 
lianza ofrecida, imponiéndose el fi\uior la obligación de respon- 
der hasta por la suma de 1000 peso* moneda nacional, se penga 
en libertad provisoria al procesado don Benjamín Vargas, para 
lo cual si* oficiara al señor inten*lent,< de policía después de no- 
lilicado el señor liscal. Ke póngase. Habilítense las horas nece- 
sarias, 

David Zutnbrano. 

Fallo *rt Jun t>4er»l 

Sall.-i, Setiembre -1 Je 18*jKi, 

Y vistos: Considerando que el proceso en su estado actual, 
demuestra que el acusado don Félix C. Vargas, en unión de va- 
rios otros, acompañó ú dou Joí-ú Isasmendi y penetró con éste á 
la sala del juez de paz, ayudando al autor principal á ejecutar 
el delito con protestas y actitud resuelta, tu que caracteriza su 
rol de cómplice en primer grado por su participación directa en 
ta acción principal, con sujeción á lo de rmínado por el artícu- 
lo 33, inciso 3", del Código Penal, salvo lo que puede probarse 
en el plenariode la causa. 
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JÍL «Hit» Á 500 i 1500 pasos para al ntor 

,1c Siembre * 18l>*. q»e M <■*»<- t . 

sion parigual tiempo. «'g«» •« d*ip»»í«4») '' 1 ■ „ ia „ 

~u«¿ como e,,,v a ,e nl e. UP-H.- - 

3- a Híe«U,34 del «digo t'e»»l. com-aponderta 

*• ue arre3t o ó .... ."«Ha proporcional, y que por con» - 

tw tiintn ¡tai lu de^Uro y mando que, urom 
U Norria, - I* " fgíEK 

ü h.,ta por .a ,0». » «» '"^ ^rg - 
„„,,..» en libertad al pro asad» clon M.x « • *argaa, P 
A liará s,n„r .atendía de poUcl. d« P - * ^ 



• *Ho del Jue» r#éer»l 

Salla, Setiembre 4 1898* 

•i p\ nroceso eu su tetado actual, 

Y vistos: Consi-lei-mulii que el i^ OLB! >" cu 

acción principal, coa saje™»»'» "**^*«* 
cülo 33, inciso 3-, d,l Código Penal, *a.vo lo,», pueda probara* 

en<4 uleiiario de iaeausa. 
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Que catando (ijada la pena de uno a tres años de trabajos for- 
zados 6 una multa de 500 á 1500 pesos para e! autor 
principal del delito, en el artículo 54 de la ley nacional de 14 
de Setiembre de 1863, que no debe equipararse sínúá la de pri- 
sión por igual tiempo, según se desprende del importe déla mul- 
ta lijada como equivalente, tendríamos que, según el inciso 5 o , 
artículo 84 del Código Penal, correspondería al procesado la 
pena de arresto ó una multa proporcional y que, por consiguiente, 
la excarcelación provisoria está impuesta por el precepto del 
artículo 376 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Por tanto, a>í lo declaror mando que, previa escrituración 
de In fianza ofrecida, imponiéndose ai liarfor la obligación de ri s- 
po nder hasta por la suma de 1000 pesos moneda nacional, se 
ponga tu libertad provisoria al procesado don J. Kamon Zabala, 
para lo cual se oficiará al señor intendente general de policía, 
después de notificado el señor fiscal. Repóngase, 

David Hambruna. 



VISTA DEL SESOtl PAO CURADO» GEPEHAL 



"«"ios Aire*. Noviembre 23 

Suprema Curte: 

El sumario determina bien loa hechos de este proceso : son 
episodios característicos de la lucha electoral en el departamen- 
to de Vifiu, de Salta. El juez de paz, no pudiemlo concurrir per- 
sonalmente a la instalación de La junta inscriptora, por declararse 
enfermo, se disponía i delegar sus f un -iones, cuando el tumulto 
surgió, diciéndose presidente de la municipalidad el señor isas- 
mendi y apoyado por miembros de ta junta y utro> ciudadanos 



DE JUSTICIA NACIONAL 29 7 



tomó lo^ regiatrus y boletas existentes sobre ta mesa misma 
de) juzgado, y fió con ellos a instalar la mesa inscripto™ .-n la 

oasa parroquial. 

Xo se trata de la sustracción ó destrucción de documentos ó 
¡ictuacioues pertenecientes á los archivos ú oficinas públicas, ¡i 
que se refiere el artículo 54 de la ley sobre crímenes contra la 
nación de 14 de Setiembre de 1863. 

El hecho de tomar los registros y boletas para instalar la me- 
sa inscriptora, por quien i n Toca su derecho para hacerlo con los 
miembros de la junta, puede ser un delito, peru s-ería un delit > 
por infracción ala ley de elecciones. 

Las infracciones á esa ley sólo tienen pena pecuniaria ó de 
simple prisión, según su capitulo XI, y aun las que no tengan 
nna pena especial ni están previstas en las leyes generales, sólo 
serán penadas, según el artículo 69, con inultas pecuniarias que 
no eicedau de 500 pesos. 

Consi'lero por ello, que la excarcelación procede en el caso, y 
pido á V. E. la confirmación de los ¡uit os recurridos que las 

0tnrSan ' Sabiniam, «*r. 



4» ln «upraift Corte 



fiueiioa Aires, 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos concordantes, se 
confirman los autos apelados de H¿is veinticinco, treinta y una 




BENJAMIN l'AZ. — ABEL BAIAN. 
JUAN E. TORREST, 



FALLOS» ÜE LA SUPIIEMA füOHTt 



1 AUNA €-C«X 



Criminal contra don José liaUieíli; sohre estafa 
y [ais i fie fie ion 



Sumuno. — i* Si con ocasión de la ejecncion de ttfl heclm 
criminal, se perpetran varios delitos, la pena á aplicarse es la 
del delito más grave, sirviendo los otros de circunstancias agra- 
vantes. 

2 n La estafa cometida descontando dos letras coa la iirma fal- 
sificada del girante, por la .suma total de tres mil pesos, han 
pasible al reo del máximum de la pena establecida por el arti- 
culo 202, inciso 4\ del Código Penal, con los accesorios le- 
gales. 



Caso. -- Resulta de las siguientes piezas ? 

tullo M Jum Federal 

Dtieuos Aire*, Orate íl de tftft. 

Vistos: Los presentes ñutos, de los que resulta; Que ellos 
han sido iniciados con motivo de la denuncia hecha por JoséN, 
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Huergo, gerente de la sucursal del Banco de la Nación Argen- 
tina en la Bocada Riachuelo, de que en dicho establecimiento 
se había descontado dos letras «na valor de 2000 pesos, y otra 
de 1000, en las que figuraba don Pascual Bertirotti como giran- 
te, peni cuya firma había sido falsificada. 

Que instruido el respectivo sumario, y resultando de él que 
José BaldelU fui quien tramitó lassolicitu les de descuento y re- 
tir/) la suma de dinero que la sucursal entregó, fué reducido á 
prisión. 

Que prévia la respectiva acusación y defensa oormpondii nte, 
fué abierta A prm ba esta c;>usa, habiéndose producido laqueei- 
presael certificada de foja 68, llamándose autos para definí- 
tifa. 

T considerando: Que de los antecedentes del proceso resulta 
evidentemente constatado que son dos les delitos cometidos: el 
de estafa y el de falsilicacion. El cuerpo del delito, base de todo 
procedimiento criminal, se encuentra justificado poT las dos le- 
tras agregadas ít foja t y foja 2, declaración de Bertirotti, y 
principalmente por roofesion amplía del mismo Baldelli. 

Que la participación que en esos delitos se atribuye al proce- 
sado Baldelli, sin sobrenombre ni ánodo, de tí4ado casado, de 
24 años de edad, educacionista, domiciliado calle Suarea núme- 
ro 687, se encuentra comprobada por propia confesión, cuando á 
foja 15 vuelta manifiesta que habiéndole rehusado su iinna don 
Pascual Bertirotti para sacar del Banco una cantidad de dinero 
y no pudiendo conseguir otra firma, falsificó la de aquél, obti- 
niendo del Banco, i-or este medio, primeramente 400 p*sos mo- 
neda nacional, y posteriormente el importe de las letras presen- 
tadas. 

Esa confesión poT ai sola merece té plena, desde que ha sido 
prestada en forma y con todos los requisitos y solemnidades d. 
ley, artículos 316 y 318 del Código de instrucción criminal, y 
cuyo mérito se vigoriza con la* declaraciones prestadas por 



testigos sumariales Antonio Antonucei, Giocondo Baazolo, y 
TicenteBolHui, quienes se encuentran acordes y rontestes en sus 
declaraciones, razuii por la que constituyen prueba legal : aití- 
culo 306 del Código citada. 

Establecida así la culpabilidad de Baldelli como autor de los 
delito* incriininadus, tina a! Juzgado inquirir cuál es la pena 
que debe aplicárselo. 

De acuerdo con el artículo 87 del Código Penal, ciando una 
persona, con ocasión de la ejecución del delito que se propone co- 
meter, perpetrase otros, se hace acreedor á la pena dol más gra- 
ve, sirviendo el otro ú otros de circunstancia agravante. 

De ios delitos ejecutados por Baldelli, el d * mayor pena es él 
de estafa, dada su importancia confesada, y desde luego, la pena 
creada por la ley para esta clase de delitos es la que correspon- 
de sufrir. 

Al . üDíiderar los delitos, la ley no toma para nada en cuenta 
el resultado que de ól se obtenga, como sucedía en el Derecho 
Romano y lo pretende é insinúa el señor defensor. Por miestr.i 
ley penal, hay delito consumado cuantióse ha llevado á cabo un 
acto penado por la ley : artículo 2 o del Código Penal. El delito 
imputado á Balddli está perfectamente consumado, pues todos 
los medios puestos en práctica por el ageute dieron su resultado, 
obteniendo así del Banco las sumas que importan las letras pre- 
sentadas con la firma falsificada de Bertirotti. Si esas sumas 
debían más tarde ser ó no devueltas por el hoy procesado, es cir- 
cunstancia que no altera ni razonablemente puede modificar el 
delito cometido y la posiciim de su autor, en razón de que, co- 
mo queda dicho, el delito se encuentra consumado definitiva- 
mente. 

Tampoco debe tomarse en cuenta la falta de intención ó do vo- 
luntad criminal alogada por el reo al prestar decli ración in- 
dagatoria, desde que, con arreglo al artículo 6" del recordado 
Código, en la ejecución de hechos -lasi lirados de delitos esa 
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voluntad siempre se presume, salvo el caso de eicepcion allí 
previsto que tampoco corresponde considerar, por no haber sido 
comprobado; y es por ello que el criminalista Pacheco sostiene 
que la voluntad se presume siempre de derecho, mientras no se 
nruebe otra cosa en contrarío. 

Importando la suma de 2000 pesas moneda nacional, la estafa 
cometida por Baldelli por medio déla letra de foja % la pena de 
ese delito es la que marca el inciso 4 del artículo 202 del Có- 
digo citado, sirviendo la de foja i* como circunstancia "gra- 
vante. | 
En cuanto á las circunstancias atenuantes de que se |tf?e ta 
defensa, no se hallan ellas comprobadas en parte alguna, por 
cuva razón fundamental debe» desestimarse. 

Por otra paite, el documento de foja 68 no puede en modo 
alguno servir de atenuación para Baldelli, porque en los arre- 
glos concertados con el Banco estufado, no ha intervenido para 
nada el procesado, ha aido ajeno á ellos, y desde luego no puede 
nunca pretender el beneficia del inciso 5- de) artículo 83, por uo 
ser él quien ha procurado con ello reparar el mal acusado. 

Por estos fundamentos y de conformidad fiscal, definitiva- 
mente juzgando, fallo: condenando á José Baldelli como autor 
del delito de estafa hecha L la sucursal del Banco de la >acion 
Yrsentira de la Boca del Riachuelo, al máximum de pena *ena- 
Udo por el inciso * del artículo 202 del Código Penal, ó Be* á 
dos años de prisión, con sus accesorios legales y costas procesa- 
les teniendo para ello presente el monto de la estafa y las cir- 
cunstancia agravantes de la reiteración del delito y de la fals.B- 
ccion de firmas (artículos 86 y 87 del mismo Código), y 
debiendo descontarse de esta condena el tiempo de pr.smu sufrí- 
da. Notifícese con el original, y ejecutoriada ésta, hágase sa- 
ber, y fecho nrchívese la causa. 

Agustín t'rdinfirrain. 
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VISTA DKI. SESUH PUí 

Bm*ims Aire», Ih'ewiiiu.»* )í* 4e 

Suprema Corte: 

La sentencia de fojn 71 se defiende por sí misma. (Jada uno 
de sus fundamentos se afoya en hecho* constatados con eviden- 
cia, ó en prescripciones explícitas del Código Penal. Pido á V. 
E^se sirva confirmarla, por ana fundamentos 



I »l lo do ln luprrm» Corle 

Bueno* Aires, Diuenitire Ül de IKHt. 

Vistos y considerando: Qae el delito de estafa cometido por 
medio de la falsificación de firma de don Pascua! Bertorotti, se 
halla plenamente comprobado. 

Que con tal antecedente y dada la suma n que asciende el do- 
cumento de foja dos, y la circunstancia de haberse cometido de- 
lito de la misma especie varias reces por id procesado, contra 
el Banco dB lu Nación Argentina, la pena impuesta por la sen- 
tencia del Inferior es conforme ú las disposiciones 
rigen el caso y se invocan en la misma sentencia. 

Por esto, di- acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
GeneTal y por sus fundamentos» se confirma, con costas, la son- 
de fojíi setenta y una. Devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — LUISV. VARELA . - 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGB.— 



- 
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4 AI NA t « 4 1,1 



Don Marcelino Escalada contra la ¡> ron un a de Sania Fe; .so¿re 
cumplimiento de convento, *¡ reconvención por reivindica* 
do n . 



Sumario. — i Por la constitución de la provincia de Santa 
Vé, corresponde al poder legislativo disponer del uso y enaje- 
nación di' las tierras de propiedad provincial . 

2° No existiendo ley que autorizo al Poder tijvcutivo á dar 
tierras situadas al sud de la antigua línea de frontera, i-n pago 
■le la* obligaciones asumidas para avanzar al norte de la expre- 
sada línea, loa actos del gobierno que importen promesa de dar 
dichas tierras, no obligan á la provincia, 

3 Las provincias, como persona jnrídicjs, pueden decir de 
nulidad de los actos ejecutados pur sus representantes fuera 
del límite de las facultades que les confien.' la Constitución, 
que es el estatuto que las regla, 

4 o Contra la nulidad alegada por *fa de excepción, no procede 
la oposición de prescripción. 

5 o Ks inadmisible la reconvención por devolución de terreno 
como entregado indebidamente, cuando resolta qrü éste forma 
parte integrante de mayor Area vendida t con arreglo á la ley, 
nncontrada dentro de ella, y poseída va por el adquirente. 
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Caso. — Lo explica el 



rallo de I» luprcmn Corle 

Buenos Aires. Diciembre 31 ile L896. 

Vistos : Resulta: Don Marcelino Escalada se presentó ante 
esta Suprema Corle, diciendo : que con arreglo a una Je? pro- 
vincial de mil ochocientos sesenta y seis, el gobierno de Santa 
Fé acordfi á don Mariano Cabal una área de terreno de veinte y 
nueve guas cuadradas y ciento treinta y siete milésimos de 
otra, que le fué escriturada en dos fracciones, una en veinticua- 
tro de Marzo de mil ochocientos sienta y otra en veinte y ocho 
de Enero de mil ochocientos setenta y tres. 

Cabal enajenó la tierra á los señores Eustaquio y Norberto 
de la Riestra, que fueron eoncursados, y el juez del concurso á 
los señores Marcelino Escalada y Benito L. Ramayon, cuyos 
deTeehos pasaron también á Escalada. 

Practicada una mensura del campo por jos agrimensores Cha- 
peaurouge y Foster t resultó una falta de tr»s leguas y seis- 
cientos cuarenta y cinco milésimos de otra, 

i y Ramayon gestionaron la indemnización corres- 
que les fué reconocida por el gobierno de Santa Fé 
en treinta de Julio de mil ochocientos ochenta y cuatro ; pero 
con posterioridad, en tres de Octubre del mismo año, se anulo 
esa resolución y se estableció que la indemnización se hiciera 
devolviéndose el precio del área que faltaba, ó entregándose 
¿sta en tierras fuera de la línea de frontera-*. La última deci- 
sión fué reclamada y se modificó por decreto de veinte de Di- 
ciembre de mil ochocientos ochenta y cuatro, con arreglo al con- 
trat > de mil ochocientos sesenta y ochu, reconociéndose á los 
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s-ñores Bacalada y Ramayon, sucesores de Cabal, el dcreefco a 
cobrar el seis por ciento, sobre las cantidades entregadas, y no 
t*xM¡eudo tii-rras iibcalc^ al nort.>, s-les acordó tamhten .-1 de- 
rucho de denumiar en la provincia el área de terreno qne les 
correspondiera, a razón de trescientos pesos lu U '6 UÜ - En su 
cumplimiento se liquidó la indemnización y se denumio una 
fracción de doscientos cuarenta y «uatro milésimas de legua, 
(MJLitigui. al campo vendido, que se escrituró en mil ocliocient^ 

ochenta y nuco. 

<\iti motivo de haberse dividido los bienes de la sociedad en- 
tre Kneala.la y Ramayon. quedando aquel como -esio.iario de 
losdereRlios.it' inoeiunizaeion, se practicó una nueva mensura 
p«,r el iiíírimen^r Panizza, resultando de ella que, dentro de los 
límites de la área adjudicada á Escalada, « xistía un sobrante 
lineal de una legua y cuatrocientos treinta y un milésimos. 

Denunciad*, el subíanle, »i< hizo una liquidación de lo que ful- 
Laba inde mnizar á Escalada, * aculándose los intereses al *cis 
por ciento hasta Setiembre veinticinco de mil ochocientos ochen- 
ta v o.ho, la que ascendió á un mil doscientos tres pesos con 
asenta y dos centavos, y fué aprobada por decreto de veinte y 

siete de Setiembre. 

Posteriormente su decretó, en Jnnio veinte y siete de mil 
ochocientos noventa y uno, el otorgamiento de ta escritura del 
mencionado obrante, consignándose que la cantidad que falta 
para integrar el área que expresan 1 'S títulos es de dos leguas y 
doscientos catorce milésimos. 

Escatada formó una sociedad con don César Ri-gn para que 
éste denunciara por cuenta de la indemnización, lotes fiscalesde 
que tenía conocimiento, y denunciados tos que se apresan de 
foja catorce adelante, se disolvió la sociedad, quedando las de - 
nuncias efectúalas a favor del primero, quien hizo también 'tra 
de un lote existente en la colonia San Martin. Ebtas denun- 
cias se hallan completamente desatendidas por el gobierno, sin 
T. iivi *' 
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.[ueel demandante haya confuido que se tlicteo loa decretos 
rorrespondicutes para que sigan su curso y puedan llegar á te- 
ner eficacia. 

La obligación contraída por el gobierno, por lo acordado en 
treinta d- Abril (te raíl ochocientos ochenta y cuatro y veinte y 
Mete de Setiembre de miJ ochocientos ochenta y ocho, una 
♦biigaeíon de hacer, que debe ejecutarse eun arreglo á lo dis- 
puesto en el artículo sei s cie.it.»s v.-int ¡ciñen del Código Civil. 

Don MircelinoEsc.il ida termina su demanda explicándola 
ley de tierras de Santa r'é, qu<s declara caducas las denuncia^ 
aceptadas, qu. no fuesen llevadas adelanta por el interesado 
dentro de ses.'üta días, pidiendo se . ondeue al gobierno ¡i fflftifr 
plir la obligación contraída poí los decreto- de veinte de Di- 
ciembre de mil iM-hocientos ochenta y cuatro y veinte v siete de 
Setietnbr-- djó nul pcUooíenjfcoa ochenta y ocho, con relación ti bis 
denuncias hedías, y su le lije un plazo para la tramitado» co- 
rrespondiente, á liu de hacerlas efectivas, 

Kl representante de la próvida, contestando la demanda, 
pide su rechazo y entabla reconvención para que se cotídem á 
Kscaladu A la d. roluciuu de una legua y cuatr cientos treinta y 
un milésimos que le fue escriturada por error. Dice que los actos 
de los jíübernaiites son nulos si vi dan la constitución ó leyes de 
la pruvim in 

U venta al señor Cabal se hizo por el precio de trescientos 
pesos legua, en virtud de un contrato por el r oa) ^ apiñ aba el 
-uducto á la conquista del Chaco, obligándose A . ompiador ií 
poblar las ti. rras fuera d# frontera, lo que explica -1 íniimo 

precio u-i^nado. 

Escalada no es cesionario de Cabal, p ira demandar disminu- 
ción proporciónala» 1 precio en la eompra que se hizo en mil 
ochocientos setenta de una superücie dada á tanto la medido. 

K\ artículo mil trescientos cuarenta y cinco del Código Civil, 
establece ,-ste derecho a favor del comprador, pero como dere- 



HE JUSTICIA N\<:H>>AI. 



So- 



rbo personal que no se trasmite por la tratación d- la pruna- 
(huí. i:i demandante parece confundir laeviceíon y saneamiento 
con la acción fie disminución de previo, y pretende q u+* su der- 
rito está reconocido por el gobierno: mas los gub i,j rnos de pr« - 
uncía ii" pueden reconocer derechos qm- no «listen y los actos 
y decretasen lo hacen s<m nntos. No lt*ü i-s permitido hacer 
donaciones y hasta las transacciones Jes están prohibidas por 
ti código, lii^go el decreto que acuerda al actor una i niin uiiiiza- 
riiou, i s nulo y ha habido err<<r de lacho al expedirtu. Las obli- 
gaciones contraidas por el gobierno de Santa Fé son ilícitas, 
con sujeción á lo dispuesto por el articulo quinientos dos >h -I 
Código Civil. 

Los encargados del Poder KjecutivA de Sania Fé nu han po- 
dido d.ir ñ Escalada un derecho qin- no tiene, y han iucurrid» 
en un erroi de derecho, acordando indemnizaciones indebidas 
y velando la ley ojie prohibe disponer d«* los dineros públicos 
y las leyes aohre enajena- ion de tierra». Ninguna disposición 
autorizaal poder administtadár á hacer pagos con tierra públi- 
ca, y por consiguiente es tatnbi» n nulo el decreto que acordó a 
Kscalada el derecho de denunciar ti. r ras Jisca les, para recibir- 
las en pago, en vez de dinero. 

Tan irregular es el decreto ( qu.* K caladp ha denunciad*) tie- 
rras en fl liosari'i, qu< pretende recibir a razón de trescientos 
pesos legua, cuando el proposito del contrato con Cabal era con- 
quistar el Chaco, 

Kl actor ha recibido, i cuenta de la indemniz ación acordada, 
una legua cuatrocientos treinta y un miles i mus, lo que es un 
pago indebido hecho por error, y con arreglo at artículo sete- 
cientos ochenta y enatn» del Código QiMl, debe repetirse la eos 
de quien la recibió. En consecuencia, procede condenar a l>cn* 
lada a deroher ala provincia ?ste sobraute. 

Considerando: Primero: Que ventilándole .-1 pleito entr- 
Ion Marcelino Escalada, extranjero, poruña parte, y la provm- 
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din de Santa Yé por la otra, procede la jurisdicción originaria 
de esta Suprema Corte» con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
ciento uno do la Constitución é inciso primero de la ley de ju- 
risdicción y competencia do los tribunales federales. 

Segundo: Que basándose la competencia del tribunal, no prc- 
chímente en motivos derivados de la materia en litigio, sinó 
en las cirmnstaneias personales de los litigantes, hay que resol- 
ver el caso apreciando las disposiciones legales pertinentes á Jas 
cuestiones en debate, ya emanen esas deposiciones de lus po- 
deres nacionales, ó ya de ios provinciales, porque no haciéndolo, 
la justicia no llenaría la misión que le está confiada de juzgar 
y decidir los pleitos en derecho; ¡■■»r<|ue así está dispuesto de 
manera expn sa por el artículo veintiuno d<- la le> de jurisdic- 
ción y competencia, y porque así es de práctica cnastaoteraente 
observada. 

tercera i Que la provincia de Santa Fé, adquiriendo derechos 
y ccntrayendu obligaciones obro en su contrato con don Maria- 
no Cabal, en carácter de persona jurídica. 

Cuarto: Que las persona* fundirás adquiérete derecho* y 
contraen obligaciones poT el ministerio di- los repr '--«rutantes 
Viesas leyes 6 estatutos les hubiesen constituido; pi ro para 
que los actos de lus representantes sean legalmente de la per- 
gaita jurídica que representan, es necesario que obren sin exceso 
en los límites del mandato, no produciendo efecto» en caso coa- 
tí ario, sinó respecto de lus mandatarios {artículos treinta y cin- 
co y treinta y seis del Código Civil). 

ijuhtto: tjne Do puede dudarse que las disposiciones invoca- 
das comprenden á las provincias federales, pues que el artículo 
treioti y tres del código las menciona entre las personas jurí- 
dicas, comprendiéndolas así expresamente en aquellas sobre que 
legisla según sus términos explícitos y desde que un precepto 
concebido en términos generales y absolutos, general é indistin- 
tamente debe aplicarse. 
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Sexto: gm> de conformidad con ese principio, esta Suprema 
Corte ha aplicado constantemente la regla del citarla código en 
los casos enqne» siendo partes las provincias en un pleito en 
carácWde personas jurí itoas, ha sido pertinente hacer valer 
esas re^.as para la decisión del litigio, puliendo recordarse, con 
relación especial i los actos ejecutados con exceso en el mán- 
dalo, ta sentencia que se registra en la série primera, tomo tifc 
timo, página diez y nueve de sus fallos. 

Séptimo: Que Epatada, mediante trasmisiones sucesivas, es 
»uen*jr en los denlos de Cabal; pu liendo tener los derech -s .le 
ébtey nada más, eomo *-feeto de la trasmisión (artícul* tres mil 
setenta, Código Civil); y es en ese concepto que ha hecho Res- 
uenes ante el gobierno de la provincia por taita de W.men. ia 
en la superficie vendida por ésta al citado Cabal, siendo la con- 
secuencia de esas gestiones, tal como la entiende el actor, la 
materia del petitnm di- la demanda. 

Octavo: Que ésta pide que la provincia sea condenada á cum- 
plir la obligaron contraída por los decretos de veinte de Di- 
ciembre de mil ochocientos ochenta y cuatro y veinte y siete 4tí 
Setiembre de mil ochocientos ochenta y ocho, con relaciona las 
rl nunciu enumeradas en los párrafos doce j trece; descono- 
ciéndose por el demandado el dereeho invocado, y corresponde, 
por tanio t que la sentenciase concrete a resolver la materia «V 
la contención, en lo que á la demanda se reliere, porque la de- 
manda y la respuesta es el * comenzaniiento e raí* de todo plei- 
to sobre que debe ser dado juiiio* (ley tercera, titulo décimo, 
partida tercera), y porque, según el artículo trece de la >ej de 
procedimientos, la sentencia se ha de dictar con arreglo & las 

a- ciones deducidas. 

Noveno: Que las constancias de autos demuestran que no hay 
ley que autorice al gobierno de la provincia demandada ó dar 
tierras situadas dentro de la antigua línea de frontera, fi sea al 
m\ de ella, en pago de las obligaciones que asumió dicha pfc 
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vincia para avanzar al norte de Ja t x presad a línea, arrancaudu 
la tierra fio pndor rt*'l salvaje para entn 'garla á la población del 
hombre i ivilizado. 

Itícimo : Que, entre tanto, es atribución del poder legislativo 
*le ta provincia, disponer del uso y de la enajenación de las tie- 
rras de propiedad provincial, .según esta di>put;sto por su ('otib- 
(itueiou, que para ella es La ley ú estatuto que regla los poderes 
de sus maniátanos, estableciendo el límite de sus mpectifo» 
ministerios, \ qu ■ aluden los artículos treinta y cincuy treinta 
y seis y*» l itados del Código Í 'ítíI. 

Undécimo : Que por consiguiente, >i los actos del gobierno de 
Santa t é, CIJO cumplimiento se demanda, importan la promesa 
ite dar en pago tierras situadas dentro di* la anticua Kara de fron- 
tera, ó sea, al ¡stidde la misma, cmno lo comprenden é interpre- 
ta n de acu< rilo amb'is partes, no pesan sobre la provincia la> 
obligaciones ojie pretendí' la demanda, porque, en tal caso, di- 
eh¡i promesa noprudu- iría efecto contra la pi rsona jurídica, en 
cuanto *u mandatario habría obrado con exceso en lu> límites 
de su ministerio 

Duodécimo : Que no puede desconocerle que las personas 
jurídicas pueden decir de nulidad de Jim netos ejecutados por 
sus mandatarios con exceso en sus facultades, como puede ha- 
cerlo una persona cualquiera de existencia visible sometida á 
una representación necesaria. 

Con siderau de respecto á la reconvención ; 

Que ésta se dirige A demandar la rea titu cien de la tierra e>- 
i iri turad* A favor de Escalada en virtud del decreto dn foja cua 
renta y ocho vuelta, expediente agregado. 

Que eaa tierra ha sido y es parte integrante de la superficie 
vendida á Cabal, habiendo la mensura practicada por el agri- 
mensor l'anizza, revelado simplemente su existencia dentro de 
tos límites de la propiedad vendida. 

Que Cabal ha sido totalmente desinteresado por au respectivo 
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ai|qiiirt-nt» mediante el pago integro de ta superficie también 

íntegra que ¿i^ñMd de la provincia, en loq il presente juicio 

se idierc, habiendo á su vez, des ínter esadose á los adquireutes 
intermediarios ulteriores por ign.il razón. 

Qüei * n consecuencia, cuando pealada pidió y obtuvo la euuu- 
ciada e^crituracioiu radicaba en él el derecho que le reconoció 
el gobierno de la provincia, cm tanta tn^ razón cuanto que se 
encontraba en pr»esii..¡ del inmueble dentro de cuyos límites 
exilia la superlicie escriturada, 

Ciuaíderand.. -n cuautn á la prc-mpeion opuesta por el ac- 
tor : Que ta «mlida l de íltt actos del gobierno de la provincia lia 
sido invocada por é-ta contestando la demanda, ú sea, por vía 
ñY**c-pc oh, loque ba mi para la improcedencia de la prescrip 

cion i-xpresada . 

Por estoi fúndamenos : »v ab>uelvede la d. manda al gobier- 
no de Santa Fé, y se declara que éste no eslií obligado á ubicar 
al demandante tierras al sud de la línea de tremieras de mil 
ochocientos seienta y seU, quedando* salvo los «ewiios de éste 
para ejercerlos ante y donde corresponda; rechazándose también 
la reconvención en todas sus partea. 

lígase <abercon el original, r , repuestos los sellos, archí- 
vense . 

BKMAMm l'AZ. - 1 €IS V. VARELA 

(en disidencia de fundamentos), 

— AliF.1. DAlAl*. — OCTAVIO BU XGE. 
— JUAN E. TOhRENT. 



Conforme con las conclusiones de la mayoría, en cuanto de- 
clara que los decretos del gobierno de Santa Fé, invocados en I» 
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demanda, no han reconocido á don Marcelino Escalada el dere- 
cho de denunciar tierras Oséales dentro de !a línea de frontera** 
á que se ha referido la ley de mil ochocientos sesenta y sei> t 
comn expresamente lo dice el de veinte de Diciembre de mi) 
ochoriedtos ochenta y cuatro, al referirse a eso ley; no lo < stuy 
en cuanto la mayoría considera que, si los derechos reconoci- 
dos ñor esos decretos á Escalada se hubiesen referido á tierras 
al Sud de aquella linea de frontera, ¡os actos administrativo* de 
aquel gobierno, que no afectan intereses de tareeros ni son con- 
trarios á la Constitución y leyes ik- la nación, sun sureptihles 
de ser juzgados y anulados por esta Suprema Corte, a requisi- 
ción de) mismo gobierno de Santa Fe. 

Midisidencia consiste, pues, en reconocer á los gobiernos de 
provincia, en todas sus ramas, el derecho úv desenvolverse en 
el ejercicio de sus propias atribuciones, sin intervención del pe- 
dir judicial <ie la Nación, en tanto que obren dentro de la ór- 
bita de sus eousi Unciones y leyes locales, y sus actos no afec- 
ten ni la Constitución, nt las leyes de la Nación. La valide* ó 
nulidad de esos actos, respecto á la facultad con que 'líos se 
han producido, no corresponde juzgarla al Poder Judicial fede- 
ral, porque * una corte federal no tiene facultad para compeler 
á los funcionarios de un Estado á que ejecuten sus leyes. Hucer- 
lo, serí i sustituirse la Corte á los funcionarios ejecutivos del 
Estado, suplantar td propio criterio di* sus deberes {their views 
of Uuty)y las obligaciones que les imponen sus juramentos uti - 
cíales, por el juicio (di$ctetion)de la Corte y eJ Juramento oti- 
cial de esta. En otras palabras, sería una intromisión (under- 
lakiny por parte de la Corto para administrar el gobierno del 
Estado. Esta Corte no tiene fi cuitad para hacer esto» (Placan- 
ley v. Kello?, 2 W'oods, página trece; Bumps, Sotes on 
Cansí. Decisx, página trescie ntos sesenta y siete; Calvo, tra- 
ducción de la misma obra, tomo segundo, página trescientos 
treinta y cuatro). 
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Si la j 11 r imprudencia de la nación que nos sirve de modelo, 
y que t debemos utilizar en tolo aquello que no hayamos que- 
rido alterar por disposiciones expresas», ba establecido que 
• esta eorte (la Corte Suprema) no tiene autoridad para decla- 
rar nula una ley de estado, por razón de ser contraria á la Cons- 
titución del Estado» (Jarkson v. Laropbirc, tres, Pcts, página 
doscientos ochenta; véase idéntica declaración en Watson v. 
Mercer,ocho,Pets t página ochfüla y ocbu). es lógico deducir 
que tampoco existí* ese peder Guando se trata de juzgar la facul- 
tad con que un gobernador de provítv ia, al ejecutar las leyes 
locales, produce actos que no afectan ni la Constitución ni la- 
leyes de la Nación, 

El criterio con que cada poder público local desempeña las 
funciones peculiares de su cargo, no puede ser señalado ni co- 
rregido por el poder federal, porque las provincias se dan sus 
propias instituciones y se rigen por ellas sin intervención del 
gobierno federal .Si et. el ejercicio de esas funciones, algún 
funcionario se excede, las responsabilidades de ese exceso deben 
buscarse en las propina instituciones de la provincia, sin que, 
en caso alguno, en que no estén comprometidas la constitución 
ó las leyes nacionales, 6 bayan sido desconocidos derechos de 
tercero, pueda el poder judicial federal intervenir. 

La regla legislativa señalada á Lis atribuciones del p-ider ju- 
dicial federal en sus relaciones con tos poderes locales de pro- 
vincia, está determinada por el artículo catorce de la ley de ca- 
torce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, cuando 
autoriza la apelación de las sentencias definitivas de los tribu- 
nales de provincia para ante esta Suprema Corte . 

Siendo el poder judicial una de las tres ramas que forman el 
gobierno do cada provincia, no se explicaría que la Suprema 
Corte Federal tuviese, respecto de los poderes ejecutivo y legis- 
lativo locales, mayores atribuciones de las que tiene respecto 
.le los podares judiciales, y que pudiese examinar la.emwtitu- 
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cionalidad , dentro del régimen local, conque proceden los po- 
deres políticos de una provincia y no pudiera hacerlo respecto 
del poder judicial. 

Estableciendo, á ese respecto, la jurisprudencia, esta Supre- 
ma Curte ha declarado en reiterados casos so incompetencia pa- 
ra ■ conocer de los vicios ó defectos que invalidan los juicios, 
porque tal cosa no podría hacer.se sin desconocer la indepen- 
dencia de la justicia local, en materias que son de su exclusiva 
ompeteneia y sin someter sus actos á la revisión de la justicia 
ledt-ral * (Fallos de la Suprimí Corte de.Justieia, s«'-rip segun- 
da, tomo cuarto, página cuatrocientos diez y o lio); agregando 
terminantemente que < no s<m siiscrptibiés dé revisión por U\ 
justicia nacional los actos y procedimientos de los jueces loca- 
les, fu ra de los ea<os expresamente establecidos por la ley, ni 
ilemandables ante « lia riifhos jueces » (Fallos, serie tercera, to- 
mo diez, página ciento oehent.i y cinco), 

La doctrina que surge lógicamente de esta jurisprudencia, es 
la de que, ios actos de los poderes Incales, que no afectan nin- 
guna de las prerrogativas que la Constitución y leyes de la na- 
cion acuerdan, y que euumeni, A este respecto, el artículo 
catorce de la l<y de Setiembre de mil ocUocíeotoa s> scntii y tre>. 
no caen bajo el juicio de la justicia federal, en cuanto á la fa- 
eultad con que ellos han so'o producidos. 

Sostener lo contrario, sería establecer una diferencia capri- 
chosa y no jurídica, sobre la ma'eria; porque no puede soste- 
nerse científicamente, que la violación de las leyes ó constitu- 
ciones locales por parte del poder ejecutivo ó del poder legis- 
lativo dé margen á una acción ¡inte el poiler judicial de la na- 
ción, y el nnsmo hecho, producido por los jueces de le misma 
provincia no dé derecho á uua acción idéntica. 

La independencia que la Suprema Corte ha reconocido al 
poder judicial de las provincias ten materias que son de su 
exclusiva competencia » tiene también que serles reconocida á 
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poderes políticos d$ las provincias. m> pena de incurrir eu 
incongruencias y contradicciones que la Constitución nacional 
no ha establecido. 

Otro [«unto en que disiento en los fundamentos de la mayoría, 
es el que se refiere al reconocimiento del derecho de los gobier- 
nos de provincia, nura solicitar, ante la justicia federal, la 
nulidad de los actos de losnrismofi gobiernos locales, igualando 
á éstos en sus condo-iones de d<-i echo, con las persona;, jurídi- 
cas. 

Él ( údigo Civil, como ley de f. oído, tiene un carácter de 
universalidad en nuestra legislación, cotno una .xeepcion ó lo 
que acontece en las confederaciones, en que cada estado tiene 
su legislación peculiar. Pero, cualesquiera que sean las disposi- 
ciones que ese código establezca, no pueden elhis modilicar las 
condiciones políticas le los gobiernos de provincia, ni menos 
hacer de éstas dos entidades distintas, en cuanto a facultades. 

Si los actos délos gobernadores se reputan válidos, en tanto 
queello^no sean anulados por las propias autoridades locales 
encargadas politicamente de juzgarlos, si siempre que está en 
juicio un gobernador en tal carácter, ante la justicia fede- 
ral, se reputa que e¡> la provincia misma la que está en el pleito, 
no hay razunpara considerar que este último representa mejor 
los intereses de la provincia que el gobernador unterioT, la nu- 
lidad de cuyos actos se pide. 

Por otra parte, para el Código CÍtíI son también personas ju- 
rídicas la uacion, comí» estado general, y la* naciones extranje- 
ras (artículos treinta y tres y treinta y cuatro). 

No es, pues, posible suponer que una disposición de la ley 
civil, venga a dar á la Corte Suprema el derecho de apreciar las 
facultades con que ha procedido el gobierno nacional ó un go- 
bierno extranjero, al producir un acto jurídico determinado; 
porque las facultades con que los gobernantes proceden, son 
eminentemente políticas, aún cuando sus actos produzcan efec 
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tos civiles, y es por esto que, fuera de la Constitución política 
'le los Estadas locales, nacionales o extranjeros, no se dictan ni 
aprueban estatutos especiales para la persona jurídica, ni la 
existencia de estos ésta sujeta á las disposiciones de los artícu- 
los cuarenta y cinco y cuarenta y ocho del Código que rigen el 
principio y üu de ta existencia de las personas jurídicas. 

Si ía Constitución política de cada estado debe considerar- 
se, al mismo tiempo» com*> el estatuto peculiar del mismo co- 
mo persona jurídica, es entóneos, en las disposiciones de fita 
Constitución donde debe buscarse no .sólo el alcance de las fa- 
cultades con que el gobernante ha procedido a! producir un 
acto determinado, smú también la manera de producir su nu- 
lidad . 

La Constitución de Santa Fó, como las de todas las provin- 
cias argentinas, lejos de encomendará la Corte Supremo fede- 
ral el juicio de sus funcionarios cuando ultrapasan sus deberé*, 
ha establecido el juicio político como remedio. Luego, es allí 
donde debe buscarse la nulidad de los actos del^obernador, 
sielSa existiese, y no anttesta Suprema Corte, que es incompe- 
tente para entender en ese punto. 



LUIS V. VARELA. 



VAVHl 1 



Criminal contra Antonio Bcncncw; sobre wnrcctaaon 

ra 



Sumario. -Xa procede la excarcelación bajo fianza, cuando 
U naturaleza de los hecho, que motivan el proceso 10 la con- 
siente sioo sobre la base -le un juicio, que no es el memento de 
producir. 

Cam. - Kl procesado solicitó excarcelación bajo de lianza, di- 
ciendo que el delito de qu<- se le acusa permite aquella. 

La Piala, OtcMíinbn: 30 de l 80 *»- 

Autosynstos: Y considerando : É* Que eu todo *^*m 
promedie el dolo malo se encuentra excluid» el agente e os e- 
ueficios de la excarcelación. 

£ Que sin entrar a prejuzgar sobre ta naturaleza del delito en 
cuestión, quiere la ley se le califique para la aplicación 6 no de 
la pena y so extensión. 
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8 a Que ninguno de o- tus lusos se han producido en os te suma- 
rio, y desdi- luego no ha llegado el momento de que el Juzgado 
se pronuncie respecto a la soltura. 

4* Que no en todos los casos ha de producirse de plano res- 
pecto déla naturaleza del delito, y por ello ha querido k ley do 
la materia que no cause instancia la resolución que la niegue. 

5* Que precisamente en el suh-judke ha debido esperarse la 
termiuacími del sumario para insistir y no producirla cuando el 
estatlo de la causa no bu adelantado "n (o más mínimo. 

Por esto, no obstante lo dictaminado por el señor Procurador 
Fiscal, no se hace lugar á lo solicitado. Notifique.se en el ori- 
gina), y repóngase la foja. 



tul lo de ta Supremn t'arle 

Bueno* Aires» Kinm 11 de ¡HMT. 

Autos v : Habilítase la feria para la resolución de este 
incidente. 

\ considerando: Que en el estado de la causa, y dada^ las 
constancias del espediente, nu es posible establecer desde luego 
si el caso entra en la disposición del artículo sesenta y tres ue la 
ley nacional penal. 

Que ta naturaleza de los Lechos qiu- motivan el proceso, no 
consienten la excarcelación bajo fianza, sin<« sobre la base d* un 
juicio que no es el momintode produeir. 

l'or esto, se conürma, con costar, <■) ; ato apelado de foja seis. 
Notifiques© con el original y devuélvase . 

EíEÍSJAMIN IMZ. — LL1S V. VA- 
IIE1.A. — ABEL BAZAN. 
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« U NA U 



Cruiivmí mm fñtt^o Kh^t, /,or er/w/iWo». ^ 
t íc/íV« <íe /enocmio; jwAre t'jummkeiún bép (tanza 

Sumaria.- i Prorede la excarcelación baju lianza en los casos 
de^niilicton. cuando el delito p«« él cual ésta *« solícita, la 

2 Kt condenado por loa tribui^iles del lirasil i un ano y 
1U Hliod, prisión y multa de 750.000 réis, puede S6| excarcelad, 
bajo fianza en el juicio en que se pide m extnwhcmn. 

Caso - La Legación del Brasil solioitó la extradición de Isi- 
doro Klopper. condenado por lustnl ttttltW -i- aquella WÍm * 
hl pena de un año y seis me.es de prisión y multa correspon- 
de, por el delito de lenccinio. El detenido solicitó la ex- 
carcelación hajo de lianza. 



VISTA NSCA1, 



» ■ 



Estando comprendido el procesado dentro del artículo 6T4 del 
Código de Procedimientos Penal, y siend, la undena que con- 
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tra él tiene dictada el tribunal requirente, menor que la que 
e&tablece et artículo 376 del misino Código, lo que determina la 
procendencia déla ex caree lacio n solicitada, considero que V, S. 
puede acordarla en las condiciones que esa misma ley esta- 
blece, 

./. ttftfet. 



r tilla «leí Jura Federal 

ilueitus Airo. Ivtn-ro ü ik* JfcfT. 

Y vistus: Con arrecí*» í la* disposiciones de los artículos 37ti 
v 67 i del Código de Prociditnieutos criminales, :$ fie acuerdo 
ron lo prescrito por el artículo 132 del Código Pensil, no obs- 
tante lo ex puesto en contrario por el señor Procurador Fiscal, 
iiu liutíe uipar á la excarcelación solicitada. 

I'. Olaechea y Ucorta, 



rallo de I» t»H|irein« Corle 

Humo- Aia-í. Kticr* 11 de . 

Autos y vistos; Considerando: Que Habiéndose otorgado é 
r « urso tan sólo en relación, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo trescientos noventa y ciucu del ród¡¿o de Procedi- 
mientos en lo criminal, la audi-ncia del seiuT Procurador Ge- 
neral no es ua elemento necesario del procedimiento. 

Qne tratándose de un caso en que se pide la ex tradición, envir- 
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t'id de sentencia que condena al recurrente á la pena de un año 
j medio de prisión y pago de multa de setecientos cincuenta 
mil retí, no hay ni puede haber cuestión de que, en tal concep- 
to, se trata de delito por el que el sindicado es acreedor á pena 
inferior de dos af js de prisión. 

Que, eti consecuencia, la excarcelación bajo lianza es proce- 
dente en los procesos criminales insi. nidos en el país, de con- 
formidad con la letra y espíritu del artículo trescientos setenta 
y- seis del citado Código. 

Que según lo prescribe el mismo Código en su artículo seis- 
cientos setenta y cuatro, el extranjero arrestado en virtud de un 
pedido de extradición, puede solicitar su libertad privisional bajo 
tte fianza, en las mismas condiciones que si el delito imputado 
hubiese sido ejecutado en la república. 

Que si alguna duda existiera en la interpreta- ion de tas dis- 
posiciones invocadas, ella debe resolverse en favor de la li- 
bertad. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado <ie foja cua- 
tro, declarándole procedente la ei< urcelucion bajo de fianza so- 
licitada, Ja que deberá otorgarse teniendo presente lo prevenido 
en los artículos trescientos setenta y ocho y trescientos setenta 
y nueve del mencionado Código. Notiflquese con el original, 
y devuélvanse. 

BENJAMIN PAl, — IX'IS V. VARELA. 
— ABEL BAZAS - 



T. LU I 



4 1Ü 



D» Celina Egaña de WiM*m } contradon Jum*. LarmOum, 
por Hexotojn; sobre recurso de revisión 

Sumaria - No procede el recurro de revisión entra las m* 
tencas de la Suprema Corte dictadas como Tribu mil de Ape- 



Caso. - lieauelto por la Suprema forte -1 recurso 
****** por Larraburu.dedarana, bien denudo el recur- 
so aquél S c presentó al Tribunal deduciendo remior i, de ^ 

. \* , flii ¡«..iftfts f v 4" dcla 1* y de procedi- 
do con el artículo 24! , muso* 3 | * , u J 

miento». 



t ullo de I» »upr»i 



Cfertr 



Buenos Atres, Febrero -I- <fí 
No procediendo d i-curso interpueto, no U lugar. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
ABEL BAZAR, — -OCTAVIO BUK'IE. 



CALMA IV 



Contra Leopoldo t'ereyra, por defraudación de d turros fiscales; 

sobre competencia 



Sumario. — Desaparecida la causad*- la contienda de ruiupe- 
ti-ncia, deben devolverse lo* autos ti! juzgado de su origen. 



Caso. — Encontrándose interinamente el doctor Crdinarrahi 
á cargo del juzgado en lo criminal, por licencia concedida al 
juez doctor Lalanne, aquel se escusópara conoi er en la i-anoa 
por haber inter fenido en ella como fiscal, de acuerdo con los ar- 
tículos 75 t inciso 4>\ y 77 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, y mandó pasar los autos al juez doctor Olaecliea y 
Alcorta. 

Este no consideró üulicierite la intervención que el doctor Ur- 
dinarrain tuvo como fiscal, y duclaróque tío procedía la escu- 
yacion , 

Insistiendo en ella el ductor Urdí narraín, se elevaron Ion au- 
tos ú la Suprema Corte. 

Pendiente ante ella el incidente, se estableció un nuevo juz- 
gado para la Capital, con jurisdicción eu Incivil y comercial, de- 
aguándose para desempeñarlo al doctor Urdinarrain. 
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Fnll* de la ftuprem C«rl« (1) 

Buenos Aires, Febrero 8 de 1891. 

Vistos : Habiendo desaparecido la causal que diú lugar & la 
competencia entre los jueces doctores Olaeclica y Aleorta, y Ür- 
d i narra i n, por cuanto este último no se encuentra á cargo del 
Juzgado en lo criminal, devuélvanse a sus efectos. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA.— 
A «EL BAZAN. — OUTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORREN T. 



< UNI * 



Don Federico C. Joñas, apelando de una resolución de ta admi- 
nistrad**», de Contribución Directa; sobre competencia 

Sumario. — No corresponde á la justicia federal las cuestio- 
nes sobre impuros establecidos exclusivamente para la Ca- 
pital. 

1 Kula muina r«tW *e diclA igual rertlueiÓD *m Ú0$ ***** 

ÍV.(y$. 
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Caso. — El señor Joñas» fundado en el artículo 20 de la ley 
de jurisdicción, se presentó al Juzgado federal reclamando de 
nna resolución de la Administración de Contribución Directa, 
que le negó la devolución do uoa cantidad, que dijo haberle sido 
cobrada indebidamente por contribución directa de una casa 
de su propiedad, situada en esta Capital, 



VISTA KJSCAL 

Bunios Aireé, Octubre de 18íNi 

Señor Juez : 

V. S. debe abstenerse de conocer en el presente asunto, por 
ser incompetente para ello. 

i a Porque ninguna ley autoriza el recurso que se trae ante T. 
S. de la resolución de una repartición administrativa. 

2 o Porque aún dado que pudiera proceder el recurso ó recur- 
sos interpuestos contra una resolución de la Olicina de Contri- 
bución Directa y Patentes de la Capital, siempre tales recursos 
serían extraños á la competencia deV, S., de acuerdo con los in- 
cisos i 9 y 5 o del artículo 1H de la ley sobre organización délos 
tribunales de la Capital. 

J, Hotel. 

El juez se declarñ incompetente, de acuerdo con lo dietami- 
nadopor el fiscal. 
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VISTA DEL 

l» 1 1" !■',"• Aires, Hombro M oe 1*W8- 

Stiprema Corte: 

Los incisos Í"y 5 o del artículo 111 «le la ley sobre organiza- 
ción de Les tribunales de la Capital, son bien esplicitos, y con 
justa razón se ha referido í ellos el auto recurrido de foja 34 
rnelta, para declarar lamcom patencia de la jurisdicción fede- 
lal en el presente juicio. Se hade s.-TVir V. E. confirmarla por 
sus fundamentos. 

Satñniano Kier. 



rallo de I» »«fwni» 



Buenos Aires Febrero y de 

Vistos: Tratándose de impuestos establecidos exelusiramen- 
te para la Capital de la Kepública. lo que ocluye la jurisdic- 
ción federal, - on arreglo á lo* incisos primero y quinto, iii /ífie, 
del artículo ciento once de la ley de organización de los tribu- 
nales déla Capital y de acuerdo con lo pedido pur el señor Pro- 
curador General, se confirma, cou costas, el auto apelado de fo- 
ja treinta y cuatro ruelta. llepuestoa los ¿ellos, deruekanse. 

BENJAMIN PAZ. - ABEL BAZA».— OC- 
TAVIO BUMJE. — JUAfl E. TOIIHEMT. 



|>£ JUSTICIA NACIONAL 327 



CALMA VI 



El PÜCO Xavional contra Vicente Cazures é hijos ; 
suhre expropiación 



Sumarió, — YA pago «le intereses desde la fecha del;» ocupa- 
ción d* \ terreno expropiado, forma parte de la indemnización. 

Caso. — Ue>iiltadel 



Fallo del Juez frederal 

Huonos Aires, Noviembre Rite 18Í>6. 

YTUtoseí.tos autos seguidos por el fisco nacional con don 
Vicente Casares é hijos. 

Resulta: I o El Procurador Fiscal, en representación del fisco 
nacional, ocurrió al Juzgado en el mes de Julio del corriente 
año entablando juicio de expropiación por causa di* utilida.* pú- 
blica, de un terreno de propiedad de los señores Vicente Cantea 
é hijos, situados sobre la ribera sud del Riachuelo y afectado 
por la línea de los ensanches del mencionado rio, según el in- 
forme de las o Boinas técnicas que se acompañan, y de los cua- 
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les resulta que el ¿rea ft expropiarse mide 3605 metros y 5410 
centímetros. 

2 o Convocadas las partes \ juicio verbal, á objeto de designar 
los peritos que debían estimar el valor de dicho terreno, el re- 
presentante del fisco designó por la suya al señor Julián S. 
Maldonado; y el señor Honorio F. Luque, en representación de 
los señores Casares é hijos, al ingeniero don Luis A, Huergo, 
quienes, habiendo aceptado el cargo en forma, expidieron de co- 
mún acuerdo el informe que corre á foja.., de estos autos. 

Y considerando: 1* Que en el citado informe se exponen con 
estricta precisión y claridad todos los antecedentes referentes á 
este juicio, enumerándose además con buen acopio de informa- 
ciones loa casos de idéntica naturaleza que se han producido V la 
jurisprudencia consagrada por los fallos de la Suprema Corte 
de Justicia. 

2* Que no habiendo el expropiante ni expropiados, ofrecido 
precio por el terri no en cuestión, debe tenerse en cuenta la 
opinión conforme de los peritos, para establecer el importe do 
la indemnización por expropiación {sérieS", tomo $1, pég. i67}. 

3 o Que siendo equitat ivo el valor designad" á aquel, de 18 pe- 
sos moneda nacional el metro cuadrado, como también la suma 
fijada por indemnización de !<* danos y perjuicios causados, de 
acuerdo co» lo dispuesto en el artículo 16 de la ley de expro- 
piación j se declara, de acuerdo con el informe de los peritos 
Maldonado y Huergo, que el fisco nacional debe abonar á los 
señores, Vicente Casares ó Uijos, en el término de diez días, la 
suma de 83.606 pesos con 73 centavos motada nacional legal, 
por causa de la expropiaci-m y perjuicios avaluados, debiendo en 
consecuencia precederse al otorgamiento de la respectiva escri- 
tura á favor del fisco. 

Aaí lo pronuncio, mando y ürmo, *-n Buenos Ahes fecl.i ut 

supra 

P. Otaechea y Alcona, 
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VISTA DEL SfcftOH PKOCURAOOK GENEHAL 



Huenos Aires, Diciombre 7 de 189*>. 

Suprema Corte ; 

Ha quedado tstablecido por los informes oficiales y la acción 
misma instaurada por el procurador fiscal en estos autos, que 
el terreno á expropiarse consta de 3695 metros con 5410 centí- 
metros. 

lo establecido también, que el precio que corres- 
es de 18 pesos por metro cuadrado, y conio ese precio ha 
sido lijado di' conformidad por ambos peritos y en mérito de 
antecedentes sobre expropiaciones análogas, no encontrándome 
en aptitud para apreciarlos, defiero al ilustrado criterio de V. 
E. laoportuuu resolución sobre la justicia y equidad del precio 
asignado para la expropiación. 

En cuanto A la indemnización por daños y perjuicios, consi- 
dero que bay un grave error en los peritos y un agravio en los 
intereses fiscales. 

Se ha observado por les peritos, para llegar á aquel resultado, 
lo establecido en l.i ley ¿e expropiación y la jurisprudencia esta- 
blecida por V. K.. que asigna el interés de banco para el pago 
de lademanda. 

Pero se ha olvidado que este caso de expropiación es excepcio- 
nal y está regido por las estipulaciones de las partes, que en 
parte se transcriben de foja 32 adelante. 

Allí consta que los interesados fueron quienes invocando sus 
propias conveniencias, solicitaron la expropiación en favor de 
una obra pública, que mejoraba inmensamente su propiedad. 

AUÍ constaquft recordando la difícil situación del tesoro, re- 
tumeian la comignacion del precio, que establece el artículo 4" 
de la ley de 1866, como requisito de la expropiación. 
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Allí consta que consiente» la toma de posesión del terreno ne- 
cesario para i a obra que tanto les ingresa, quedando solamente 
sujeto Ü Poder EjcctUivo i las resultas del juicio de expropia- 
oion. 

Allí consta, en fin, que consienten que el pago rehaga una 
vez que hubiese cosa juzgada, abonándose el precio de la expro- 
piación en letras sin intereses, y á los plazos determinados. 

De este conjunto de disposiciones se deduce sin violencia, que 
no proceden intereses m el case; más iún, no resultan perjuicios 
de una expropiación que los interesados misinos pidieron y qu*- 
*] articulo 16 de la ley de 1866 no incluye entre los que deben 
legalmente abonarse. 

Ni por razón de la posesión, ni por razón de las convenciones 
de lo* interesados y el Mer Ejecutivo, procede en el caso la 
infundada y abultada lijaciou de interese*. El ,ieta misma de la 
constitución de los peritos, que corre á foja 28, ensena que solo 
fiieroucoiistituidoHparaprucedvr al justiprecio del terreno á 
apropiar*?, deduciéndole de ello, que chos peritos extralimita- 
ron su mandato, al imponer intereses y crear indemnizaciones 
por perjuicios imaginarios, contra las manifestaciones de los in- 
teresados. Los títulos mismos, acompañados á foja 21, comprue- 
ban que recien desde el año pasado los expropiados, como repre- 
sentantes de toa derechos de la testamentaria del señor Vicente 
Casares, adquirieron la aptitud legal necesaria para el otorga- 
miento de la escritura de enajenación. 

Se ha de servir Y. E., por ello, revocar el auto recurrido de 
foja 47, resolTiendo la supresión de ios intereses é indemniza- 
ciones indebidamente fijados por los peritos, y en lo demás co- 
mo dejo solicitado en el cuerpo de este escrito. 



Sabimano Kier. 
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rali» ór I* Nuiirem» Cwl* 

Bueno- A ir--. tf-orero 9 Je lt*9~. 

Vistos y considerando : Que con arreglo A la estipulación ce- 
lebrada entre el expropiante y el expropiado y que se transcri- 
be á foja treinta y una y siguientes, aquel debía pagar á éste el 
precio é indemnización rorrespondiente . 

Que conforme á la jurisprudencia constante, el pago de inte- 
reses, desde la fecha de la ocupación uVl terreno expropiado, 
forma parte de la inde 'imitación a nue tiene derecho el expro- 
piado. 

Que, por tanlo T la parte de Casares es acreedura no sólo al 
precio del terreno y de las construcciones expropiadas, sin6 
también de los intereses desde Is fecha de la ocupación . 

Que en su virtud, eon arreglo al mérito de autos y los prece- 
dentes establecidos en caaos análogos, debe reputarse equitati- 
vo el pre«ioé indemnización que se manda pagar por la senten- 
cia apelada de foja cuarenta y ¡4ete, aunque la citada parte de 
no tenga, como en efecto no tiene, derecho á indemníza- 
las ganancias que hipotéticamente pudo producir el ñe- 
que se refiere el informe pericial de foja treinta y siete 
(artículo diez y seis de la ley de la materia) . 

Por esto, se confirma la mencioiiadasenteueia, y devuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA . 
—ABEL BAZAS. -OCTAVIO BVSGE . 
— JUAN K. TOBREHT. 
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CAUSA VII 



Et Fisco Nacional, contra don José Crespo lint, por cobro de 
una multa; sobre competencia 



Sumario. — Corresponde á la jurisdicción criminal el cobro 
rl- una inulta impuesta por infracción de la ley sobre impues- 
to .litemos. 



Caso, — Bes n I ti du las siguientes piezas : 



RESOLUCION DEL ADMINISTHAD0H ftt APUESTOS INTERNOS 

flueuo* Aires, Julio ¿1 de lim. 

Visto esU- expediente número 584 C, del que resulta que el 
comerciante mayorista de cigarros don José Crespo Brú, tiene 
en su casa de comercio una existencia de 41 cajas con 726 ciga- 
rrillos habanos, sin tener adherida la faja de control corres- 
pondiente. 

Que del informe de la sección control, de foja 1' vuelta, resul- 
ta también que no ha pasado como debía los avisos directos de 



DE JUSTICIA NACIWUL 



333 



sus Tuntas coino mayorista, según lo tiene establecido el artí- 
culo 17 del decreto de fecha 26 de Noviembre de 1895. 

Que conferida vista al señor Crespo lira y ¿ pesar de haberle 
sido notificada personalmente, según constade la cédula de no- 
tificación agregadn á foja 14 de este expediente, no la ha con- 
testado. 

Y considerando : Que el artículo 20 del decreto reglamenta- 
rio de la ley '¿MI, establece que la amencia de la estampilla 6 
fajas finales en los artículos gravados con el impuesta, pone 
■ n evidencia que éste ha sido eludido y se tomará como prueba. 
prima facic, de la falta d»- pago. 

Que toda persona que posea, venda ú ofrezca á la venta artí- 
culos gravados ñor el impuesto, que no estéu en las condiciones 
y modo de acondicionamiento establecida* por m decreto, ó en 
¡os que falte la estampilla 6 faja fiscal, será pasible de la multa 
de 500 á 200(1 pesos moneda nacional. 

Que el artículo 18 del decreto de fecha 26 de Noviembre de 
1895 establece también y bajólas mismas penas establecidas 
por el articulo reglamentario antes ritadg, que toda caja ó pa- 
quete de cigarros que se encuentre sin el precinto de la faja de 
controlo en su caso sin las fajas riscales en la forma que lo tie- 
nen establecido las disposiciones vigentes, se tomará como prue- 
ba prima faae de defraudación ; si se probase que éste no exis- 
te, se reprimirá la infracción con la multa antesmencionada. 

Que el artículo 15 del decreto de 20 de Noviembre ya citado, 
establece también que todo vendedor mayorista de cigarros im- 
portados, no podrá poseer, vender ó consignar los cigarros, sin 
que los envases llevm adheridos, en la forma estatuida por el ar- 
tículo 4* del mismo decreto, la faja del control correspondiente. 

Que por el acta de foja % esta plenamente demostrada la in- 
fracción álos artículos 15 y 18 del decreto de fecha 20 de No- 
viembre de 1895 y artículo 20del decreto regíame» ario de fe- 
cha 5 de Agosto del mismo año 



Forestas consideraciones, resuelvo: imponer á dou José 
Crespo Brú una multa de 1Ü00pesos moneda nacional, que den- 
tro de tercero día deberá depositar en el Banco de la Nación 
Argentina, á la orden decsta administración general, a quien 
acompañará los justiucativoe del deposito, sin perjuicio de la 
obligación de poner toda la existencia de cigarros que posea en 
las condiciones exigidas por la ley, debiendo el inspector de la 
sección respectiva vigilar el cumplimiento de esta disposi- 
ción . 

Notifíquese, tómese ñuta en el registrn d»> multas y repón- 
ganse li»s sellos. 



Osvaldo .!/. I'utero. 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Selierubni de ItiiJfi. 

Señor Juez: 

líun JoséCre&pu lini es deudor al iUco de ia suma de 1000 
pesos moneda nacional, importe de la multa á que fué condena- 
do por la administración de impuestos internos, por infracción 
á la ley numero 3247, por lo que vengo entablarle el corres- 
pondiente juicio ejecutiva. 

En consecuencia, sírvase V. S. intimarle t¡l pago de dicha su- 
ma, sus intereses y costas, dentro de ten-ero dia. bajo apercibi- 
miento de ejecución y embargo. 

Otrosí digo: Que el domicilio de José Crespo Brú, es en la 
calle l'erú número 265 , 
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Falla del Jue* Wewi (en lo Civil 1 ! 

líiierjn* Ain -, Seltt'rnhri' sfH de 1W*>. 

Autos y vistos : Considerando qm- en el presente caso so tra- 
ta del cobro de una multa en que se dice ha incurrido el señor 
José Crespo Brú por infracción á la ley de impuestos internos; 
que este hecho, A ser cieMo. constituirla un delitosegun el artí- 
culo inciso íí", del (Vidigodp Procedimiento;* en materia pe- 
nal que reputa como delitos sujetos á la jurisdicción federal, en- 
tre otros, los que tienden á la defraudación de las rentas de la 
nación, y su conocimiento entñnces corresponde exclusivamen- 
te á la jurisdicción criminal, ajena en absoluto á la de este juz- 
gado. 

Pi»r tanto, se uV Jara est«- Juzgado hicompetenh- pura cono- 
cer de la presente cansa. 

/'. (Haec/u' A y A (corta. 



Fallo del Jun Fede»! (en lo Criminal) 

Buenos Aire», Setiembre W <ie 18Í+H. 

Autos y fistos : Tratándose eu el presente caso del cobro ex- 
clusivo y ejecutivo de una multa, y no de un hecho que por su 
naturaleza pueda 6 deba estar sometido A la jurisdicción cri- 
minal, desde el momento que no se trata de imponer correcti- 
vos, prisiones ó penas, sinó de hacer efectivo el pago de una 
suma que se adeuda al fisco, como muy biej lo determina el se- 
ñor Procurador fiscal en su vista de foja t i vuelta, al interpo- 
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nerlu acción y requerir auto de solvendo contra el demandado, 
por esto, se declara que la tramitación de os te juicio no corres- 
ponde á este Juzgado y si al señor juez doctor Olaechea y Al- 
corta qtie se encontraba de tumo para entender en los asuntos 
civiles cuando esta demanda fué instaurada. En consecuencia, 
devuélvase con el oficio de estilo al Juzgado de su prociden- 
cia. 

Agustín l rtiinarraitu 



VISTA UEL SESoit I'UOlXUAÜOU GENERAL 

Bueno* Aires, OetMbre MMe i«y*i. 

Suprema Corte : 

No ¡hj trata de la investigación de un hecho criminal ni si- 
quiera de ta aplicación de la pena pecuniaria, por infracción á la 
ley d - impuestos internos. 

El he. ho de esa infracción ba sido juagado ya, por la auto- 
ridad á que correspondía su «o nocí mié uto. hn resolución dieta- 
da poreljcfe de U Oficina de impuestos, que corre á foja 5, e> 
definitiva y resolutoria del hecho de la infracción. 

Loque viene á la jurisdicción conten*-! os a, no es, pues, el he- 
cho criminal ó culpable, que bu sido fallada d. unitivamente 
p ,r la autoridad legal; es un cobro de una suma dedinero, pro- 
cedente de la multa impuesta por la autoridad administrativa, 
como claramente se desprende de los antecedentes enunciados y 
de l»s términos mismos de la acción deducida poT el Procurador 
Fiscal á foja 14 vuelta. 

Xo tratándose de juzgar sobre defraudación ú otro hecho cri- 
minal, la jurisdicción del crimen no procede en el caso. El co- 
nocimiento sóbrela acción ejecutiva por cobro de pesos prescin- 
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dtendo leí origen de la deuda, debe corresponder entonces á la 
jurisdicción civil. Pido á V. S. su sirva así declararlo, de con- 
formidad con las considaracioms del anta de foja 10 vuelta. 

Sabiiiiano Kier. 



■ etilo de I* luprnn» Corte 

Jtut'uo* Aires, Febrero 9 de 1897, 

Vistos y considerando : Que se trata de uua multa aplicada 
invocándose infracciones de la ley número tres mil doscientos 
cuarenta y siei e, sobre impuestos á los tabacos. 

Que esa multa entra en la categoría de las penas establecidas 
para castigar los delitos. 

Que por consiguiente, y por razón de la materia, corresponde 
á la jurisdicción criminal el conocimiento del presente caso. 

Foresto, se declara que el conocimiento de esta cau¿a corres- 
ponde al Juez en lo criminal. Devuélvanse. 

BEFUAMN PAZ, — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TOttRENT, 



T. tXVJ ¿i 
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IAUBA VIH 



El Fisco Nacional, contra don Eduardo Hana ¡/ doña 
Adela Suenz Valiente; sobro expropiación 

Sumario. — El pago de intereses desde la fecha de la ucu- 
pación del terreno expropiado, forma parte de la indemniza- 
ción . 



Caso. Re-uilta del 



rallo del Juei f>d*r*l 

Buenos Añvs, Setiembre 33 1*1*1. 

Vistos: Estos aHina seguidos por el Procurador ti*cul contra 
don Eduardo María y doña María Elena Saena Valiente, por ex- 
propiación de unos terrenos con destino a ensanche del Ria- 
chuelo. 

Y considerando: Que el procurador iiscal representó a foja 
46, manifestando que en cumplimiento de un decreto del Minis- 
terio del Interior, venia á dodueir juicio de expropiación contra 
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los, demandados don Kd nardo María y doña Muría Elena Saenz 
Valiente, por r.izon de utilidad pública, por cuyo motÍTo solicita- 
base les convocare ú juicio verbal, 'le acuerdo cou la ley general 
de expropiación. 

jue á foja 48 vuelta tuvo lugar el juicio verbal c«m inter- 
vención del ministerio de menores y se designaron loa peritos 
tiue debían informar sobre el precio total de la indemnización 
•a pagarse por el expropiante. 

Que á foja 51 se expidieron los peritos señores ingenieros 
Birretta, por parte del gobierno nacional, y Otamendi, por la de 
los expropiados. 

Considerando igualmente que dichos peritos han expedido su 
dictamen de comnn acuerdo -mi cuanto á la superficie del terre- 
no é expropiarse, valor del mismo y precio de la indemnización 
á pagarse por demérito y otras causas, con cuyas apreciaciones, 
por conceptuarlas equitativa», el ministerio pupilar se ha mos- 
trado igualmente conforme. 

Que por tanto, el Juzgado, por razónos de estricta equidad y 
justicia, debe aceptar el prerio que de perfecto acuerdo los pe- 
ritos de tas partes lian fijado al terreno ¿expropiarse por toda 
indemnización de daños y perjuicios y por el valor de las cons- 
trucciones que existen en el terreno, por no existir razón funda- 
mental que induzca á pronunciarse en un sentido diferente. 

Por estos fundamentos, fallo : declarando por causa de uti- 
lidad pública, la expropiación de 1944 metros cuadrados con 
1>63(J centímetros, pertenecientes á los demandados, por la cual 
deberá abonar el gobierno nacional, prévia la correspondiente 
escritura da trasmisión de la propiedad, y por toda indemniza- 
ción, la cantidad de 42.400 pesos moneda nacioual, con decla- 
ración de que las costas causídicas serán satisfechas en el orden 
causado. Repóngase ti papel. 



iymtht t'rdmarrain. 
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VISTA OELSBSOH PHOllL'hAUOn GfcKEHAL 

Buenos Air* 1 ?, Octubre H de ttttf. 

Suprema Corte : 

Este caso es análogo al que remito dictaminado en U fecha 
sobre expropiación de tos terrenos pertenecientes á la compañía 



El ¡.recto >)e la expropiación lia sido fijado por ambos peri- 
tos de conformidad, y en mérito de antecedentes que no ludien- 
do «preciar coa criterio propiome obligan á invocar la resolu- 
ción de V. E. sobre s u justicia y equidad. 

Los peritos han extralimitado el mandato de foja 48 vuelta, 
que sólo autoriza la justipreciación del terreno y no la fijación 
de intérnese indemnizaciones, á que no había lugar. 

Las actuaciones administrativas transcriptas por los mismos 
perito,, demuestran que Ioe interesados renunciaron la consig- 
nación del precio, autorizaron la toma de posesión, y que el pa- 
go se hi. it ra una vez que hubiera cusa juzgada, abonándose en 
letras sí» mte^s y ú filazos determinaos; además los interesa- 
dos no estaban en aptitud de presentar inmediatamente sus tí- 
tulos, esas dilicultades se aumentaron por la apertura de suce- 
siones tósta mentarías y establecimiento de representaciones lí- 
gales, de tal manera que reden pudieron tenerse en 1895 para 
el hecho ii,di>pensable de la mensura corriente a foja 4. Y en 
cuanto á indemnización por expropiación, ella está comprendida 
en el precio del terreno, sin que por razón d • la expropiación 
en sí misma, pueda corresponder otra cosa, según se desprende 
de los términos de la ley de 1806 en suartículo 1ü, una vez que 
las únicas construcciones en el terreno despoblado y desocupa- 
do son las casillas de madera, avaluadas separadamente pur los 
peritos en 387 pesos. 
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Por ello, pido á V. E. ae sirva rebocar el auto recurrido, en 
cuanto reconoce 1u indemnización é intereses fijada por los 
peritos; proveyendo en lo demás, cuno lo dejo expresado en el 
e.uer pude este escrito. 

Snttiniatw Kier. 



t «lio de im f»«|»rrm» í oHe 



Vistos y considerando: Que con arreglo á la estipulación ce- 
lerada entre el expropiante y el apropiado y que se trascribe 
a fojas cincuenta y una y siguientes. aquel debía pngar a éste 
el pre. io é indemnización correspondiente. 

Qne conforme á la jurisprudencia constante, el pago áv mU- 
reses desde la fecha de la ocupación del terreno expropiado, 
forma parte de la indemnización á que tiene derecho el expro- 
piado. 

Queaegun el mérito de autos y lo* precedentes establecidos 
„i casos análogos, debe reputarse equitativo el precio é «ndeu> 
uizacjoD que se manda pagar cor la sentencia apelada de foja se- 
senta y cuatro . 

Por esto, se conlirma la mencionada sentencia, y devuél- 
vanse . 

BENJAMIN PAZ. — LUISV. VARELA. 
— ABEL CAIAN. — OCTAVIO Bt>- 
GE. — JUAK E. TORBEBT. 
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4 ALMA IX 



Crimina i contra fía vio Mi mí enebro, ¡mr homicidio; sobre 

excusación del juez 

Sumario, — Debe admitirse La cxcusaciun que el juez furnia 
en el liecbo de baber dado instrucciones ú su apoderado, para 
acusar criminalmente al procesado. 



Caso. — VA Juez de Misione!» excusó de conocer un la cau- 
sa, pasándola al .Juez federal de Corrientes, quien declaré no 
baber causal legítima de excusación. Afjuél insistió, producién- 
dose con este motivo la- siguientes piezas: 

Auto del Juez Federal 

Oirrieiiti*. Novimibre 13 *i<* lwtf. 

Victos y * onsiderando : Que en este procvsi* fué reposado el 
señor Juez letradu de Misiones, pur ei prevenido Klavio Monte- 
negro, al tiempo de prestar declaración indagatoria, fuja 25, 
recusación que la reprodujo ante el mismo juez, en el escrito 
de foja 41 . 

Que desconocida pordiebo señor juez, fojaííS vuelta, la cau- 
sal en que el procesado fundaba la recusación, vuii ■ «■■■n tos au- 
tos á este Juzgado, donde se sustanció el incider de recusa- 
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cion, y se falló 110 haciendo lugar, con rostas á la recusación 
interpuesta l 10r el procesado, devolviéndose, en consecuencia, 
lt>< nutus al stnor juez letrado: fojas 69 á 71 . 

Que recibidos por éste, dict.'i ta providencia de foja"1 vuelta, 
haciendo saber al procesado que iba á conocer en la causa, lo que 
q diere decíi que se conformó con el auto denegatorio de la recu- 
sación, sin reparar, tampoco entonces, un los término* en que 
ésta estaba egresada, y así siguió entendiendo y practicando 
diligencias comprobatorias del hecho imputado al procesado 
FUvio Montenegro, hasta dictar el aoto de prisión preventiva 
de éste, á foja 85 vuelta, y on el que se inhibe de continuar en- 
tendiendo, fundado en la creencia de que los términos del escri- 
tode foja 41 envuelven conceptos injuriosos, inhibición que no 
fué aceptada por este Juzgado, por los fundamentos del auto de 
foja 9 i vuelta. Que de esta fiel relación de las constancias de es- 
los autos, resulta que el señor juez letrado aceptó el conoci- 
miento del proceso seguido á Montenegro después de rechazada 
U recusación interpuesta por éste y desconocida por él , 

Que posteriormente á esa aceptación no se ha producido, ni 
s« ha alegado, causa alguna que funde la inhibición del señor 
juez, pues la razou en que la suitenta, ó sean los términos del 
escrito de foja Ai , es anterior al auto denegatorio de la recusa- 
ción aceptada* por él, y de cujo escrito seguramente ha tenido 
conocimiento, puesto que fué pasado á su despacho según la di- 
ligencia respectiva del secretario. 

Por lo expuesto, y no alegándose nueva causal, no acepta este 
Juzgado el cono, imiento de este proceso, y en su consecuencia 
devuélvase al señor Juez letrado de Misiones, & sus efectos, ha- 
biéndole presente que si insiste en excusarse, se sirva pasar la 
causa al Superior, para la resolución correspondiente, 
saber al fiscal y al defensor del procesado , 



Lujambio. 
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l'osndas, mriurnbrtí 2 de 18£Mi. 

Vistos y considerando : Que como hu manifestado el infras- 
crito en el auto de foja 91, si entendió en i-ste proceso hasta 
dictar el auto de foja 85 vuelta, fué por no habeT prestado aten- 
ción, ni siquiera leído el escrito de foja 41 prest; litado por el 
procesado al siguiente día de haberse mandado pasarla causa 
al htíñor Juez de Sección de Corrientes, por cuya circunstancia, 
no debiendo proveerlo, no necesitó leerlo, aunque el secretario 
lo hubiera pasado al despacho, y por mis sospechas que el señor 
Juez federal tenga de que haya tenido conocimiento de su con- 
tenido. 

Que, por otra parte, observándose que en dicho escrito hay á 
más de injurias, verdaderas calumnias contra el infrascrito, ha 
dado instrucción es á su apoderado en Corrientes para que enta- 
ble acusación criminal contra el procesado Montenegro, y en 
tal situación no es decoroso para ti juez agraviado « ontinuar 
entendiendo en este juicio. 

Por esto, y dada la insistencia de dicho señor juez federal en 
excusarse de entender en el procuo, elévese á la Suprema Corte 
jiar.i que resuelva lo que corresponda. 

fjmrwja. 



Ante mí : 



Augusto Vi ít tunco. 
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VISTA OtL SfcSOH PKíKXlUüOK GWEJUL 

Buenos Diciemlrt* 32 & lHWi. 

Su f /rana Corte: 

Prescindiendo de U manifestación de láscanos de recusación 
de foja 41 y de la circunstancia dé haber sido desechadas por la 
resolución del Juez federal de Corrientes, conocida y aceptada 
por el territorial d tí Misiones, basta <iua éste afirme, como lo 
hace á foja 97 vuelta, que ha dado instrucciones Ú su andera- 
do en Comentes, para acusar criminalmente al procesado Mon- 
tenegro, para que no pueda ser su juez en causa alguna, pen- 
diente aquel juicio. 

La recusación desechada í foja 69 no obsta al reconocimien- 
to del impedimento actual, originado por la anunciada acusa- 
ción criminal, que debiera ser aceptado, con sujeción a lo dis- 
puesto en los artículos 75, inciso 5", j 77 del Código de Proce- 
dimientos en lo criminal. 

Sahiniano Kü'r. 



Buenos jfchttl, Febrero 9 de 1697. 

Vistos: De acuerdo con lo espuesto y pedido poT ei seuor 
Procurador General, y con lo dispuesto en los artículos setenta 
y cinco, inciso quinto, y setenta y siete del Código de Proceda 
mientas en lo criminal, que aquí! invoca, se admite la excusa- 
ción del juez letrado de Misiones, debiendo, en consecuencia, 
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conocer de la causa el juez federal de Corrientes, li quien se le 
pasarán los autos, avisándole por o: al primero. 

BESIAWIS PAZ- — ABEL BAZA*. 
— JUAN E. TORREKT. 



MINA X 



Don Liboriv Mental, rottlra don Fidel Castillo, ¡tor desalojo; 
sobre competencia tj apelación denegada, de auto de toa írí- 
bunates locales. 

Sumario* - I a La sentencia del juez de paz, inapelable paTa 
ante su superior ordinario, negando el derecho fundado en la 
\ v y nacional de jurisdic-ián, tiene el carácter de definitiva y co- 
rresponde el recvirso de apelación que de ella se interponga para 
¡ni tí 1 la Suprema Corte, 

v 2° A los efectos de dicho recurso, se reputa tribunal superior 
el llamado ¡í pronunciarse en última instancia. 

3 Las < ausas civiles en que son parte "n extranjero y un ar- 
gentino. Hon de la comp«.*eiic¡ü di? la justicia federal. 



Casv. — El señor Bernal demandó por desalojo, ¡inte el Juez 
de Paz, ádon Fidel Castillo, quien declinó de jurisdicción por 
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«r extranjem, v H actor argentino. El juez di- paz no hizo lu- 
ya*, a la declinatoria. Apelada por Castillo esta raaulucion pura 
ante el jue.7 «le |- instancia, éste declaró improcedente el re- 
curso, por tratarse de un juicio de desalojo. Recurrió para ante 
U Suprema Corte, de acuerdo con el artículo 14 déla le* de ju- 
risdicción, y no se le concedió el recurso, por lo que ocurrió de 
Hecho. 

VISTA DEL SEflOH PHOCVTBAOOW CEHEttAL 

Bueno> Aire*. Noviembre :M u> IH*Í. 

No sólo procede el recurso instaurado para aute V. E., ante 
noVsgado de paz, y del auto del jugado de la Capital, como 
resulta 4 fujaa 12 y 15, sinó que todos los término* légale, al 
,fecto t estaban vencidos cuando aquel recurso fué instaurado. 
Se ha de servir V. E., por ello desestimando el recurso de hecho 
de foja 3, mandar vuelvan al Juzgado de que proceden los autos 
traídos por vía de informe. 

Sub tutano Ater. 



tut* de l» Saprei 



Buenoa Aires, Diciembre 23 de 18.%. 

Autos y vistos. Considerando: Que conforme al artículo ca- 
torce de la lev de jurisdicción y competencia, y tratándose 
de los caso, especificados en el mismo artículo, es procedente la 
apelación para ante «ata Suprema Corte de las sentencias de- 
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tinilivaa pronunciadas por los tribunales superiores de pro- 
vincia, 

Que »n el concepto legal y conforme á lu jurisprudencia es- 
tablecida se reputan tribunales inferiores i-n eadn caso los lia* 
niados A pronuncia: en última instancia y sin recurso pitra 
ante utro tribunal local. 

t¿ue, en G'insüiuenna, l;i sentencia del juez de paz, inapelable 
par í unte su superior ordinario y qui? tiene La fuerza de delini- 
tifa, en cuanto resuelve sobre Ja competencia, se halla compren- 
dida entre las que dan lugar al recurso del trtíulo catorce por 
razón del juez que la pronuncia, 

Que en el caso procede la a pe Lu- mn, porque la sentencia men- 
cionada se lia pronunciado contra el derecho ó privilegio in- 
vocad» por el apelante, basándolo en ííisposicione> de la Consti- 
tución y leyes del Congreso, de conformidad á lo dispuesto en 
el incuso tareero del citado artículo catorce . 

Que el recurso ha >ido deducido en tiempo, como se comprue- 
ba con las constancias de autos. 

Por esto, se declara mal denegado el recurso, y concediéndolo 
en relación, autos. Hágase saber con el original, y repóngase el 
papel . 



Vistos y considerando: Que se trata de una causa civil. 
Que las causas civiles en que son parte un extranjero y un ar- 
gentino, son de la competencia de la justicia federal, según lo 




nt,?UA m> I'az.—abel bazas. 

- JUAN E. TOftIIENT. 



r*IJo de I» luprrmii forte 



Bueno* Aires Febrero 1* de ]W<7 
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prescribe la Constitución nacional y lo p*tableceel artículo dos, 
incido segundo, de la ley de jurisdicción y competencia de cator- 
ce de Setiembre de rail ochocientos sesenta y tres y el ciento on- 
ce, inciso dos, de la ley de organización de los tribunales de la 
Capital. 

Por esto, sl> revoca el auto apelado de foja cinco, y s<> declara 
que el cas» es de competencia de la justicia federal, justificado 
que sea el fuero por razón de la distinta nacionalidad. Kepues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
— OCTAVIO BUSGK. — JUAN E. 
TOHIIENT. 



CAI'NA VI 



Don Samuel Juhnstoit contra dun James Knott, por cobrad? pesos; 
sobre competencia y apelación denegada de auto de ios tri- 
bunales locales. 



Sumaria. — Tiene fuerza de defhiitiv-t la sentencia que los 
tribunales locales dicten sobre competencia de la juUiciaíederal, 
y la que la niegue ei susceptible de recurso & la Suprema Corte. 
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Casn. — El demandada Knott apuso, sin contestar lu doman- 
ría, la excepción di* incompetencia, fundado en que la causa co- 
rrespondía ú la justicia federal, por tratarse de un asunto con- 
cerniente á la navegación. Rechazada la excepción en Ultima 
instancia, apeló para ante la Suprema Corle, de acuerdo con el 
artículo 1 4 de la ley de jurisdicción, siéndola negada la apela- 
cion, por lo que ocurrió dé hecho. 



vima i.Kl. SESOK PIIUCURADOU GENEHAL ^ 

Hi|t'tin> Aires. Novii'Milir»> dv \W>, 

Suprema Corte: 

La resolución de la Exma. ( jímara es definitiva en cuanto ála 
jurisdicción; pues consentid. » ó ejecutoriada, nu procedería toI- 
ver á £ alienar el punto resuelto. Ks.i resolución es contraria á 
1 1 garantía i n rocada pur la parte recurrente apnváudola en la» 
disposiciones de ta ley especial del congreso de 14 de ^etlembri 
de 18(13. s.>breeoinpelencia nacional. Considero por r ilo, que ha 
debido concederse el recurso deducid., para ante V. E . áfoja 60, 

Perú siendo fundamentales las razones es puestas en el dictá- 
men d*l señor Fiscal de la Cunara, corriente á fuja 52 tu el ta, 
qualá Kxma. íámara hace suyas por las declaraciones de foja 
5H, pienso que las excepciones de ¡incompetencia fueron bien de- 
negadas, v pido por ello, ;í V. fó- la confirmación déla resolu- 
ción recurrida á ese respecto. 



Sabutiunv Ktvr, 



Buenos Aires, febrero 18 *h \W 

Vistos en el acu.-rdo y considerando: Que el demandado ha 
pretendido que el corrimiento de esta cansa corresponde á la 
justicia federal, promoviendo al respecto la cuestión do com- 
petencia por declinatoria. 

Que la sentencia pronunciad» por to^nbunales de la Capital, 
refiriendo la mencionada cuestión, ha declarado «on fuerza íi- 
ual y delinitíva que el caso esde la jurisdicción local. 

Que, en consecuencia, la procedencia del recurso interpuesto 
para ante esta Suprema Corte, es conforme con los artículos ca- 
torce, inciso tercero, de la ley sobre jurisdicción y competen- 
<ia de los tribunales fedérate*, y norenta de la ley sobre orga- 
niiacion de loa tribunales de la Capital, desde que se ha puesto 
en cuestión un derecho que se pretende amparado en la ley fe- 
deral, y la resolución del tribunal superior ha sido contraria al 

derecho invocado. 

Por esto, v de acuerdo con lo eipuesto y pedido al respecto 
por el señor Procurador General, se declara mal denegado el 
recurso y otorgándosele eu relación, autos. Repórtase el papel, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAS. — OCTAVO BUSGE. — 
JL'AN E. TORRES! 
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CAUSA 



fhm Laureano datado contra A. finhba y rómpanla, púr 
defraudación de una patente de invención; mhre prueba de 
testigos. 



Sumario. — En las causas criminales debe presentarse la 
nómina de testigos junto con los interrogatorios, dentro de los 
primeros diez días del térrainu probatorio, y deben rechazarse 
después de ese plazo las declaraciunes que se pidan, aunque sea 
bajo el título de informes. 



Ca>o, — Estando recibida la í*ausa á prueba, la parte de Ga- 
lotto ofreñó testigos y pidió también que el oficial de justicia 
del juzgado informe sobre dos puntos que expresó, y deque 
aquel turo conocimiento en el arto del embargo. 



Buenos Aires, Noviembre l\ 1896. 

Disponiendo el artículo 483 del Código de Procedimientos 
criminales, que la nómina de los testigos, juntamente con los in- 
terrogatorios, deberá ser presentada dentro de los diez primeros 
días de la apertura de la cauaa á prueba» y encontrándose ven- 
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cido dicho término á la fecha de la presentación de este escri- 
to, no ha lugar. 



Pedida revocatoria en la parte que no hacía lugar á la decla- 
ración del oficial de justicia, se dictó el siguiente: 



Auto del Jun F«d*r«l 

« 

Bueno» Aires, Noviembre 30 de 18U6. 

Autos y visto». Considerando: Que el esorito de foja.., de esta 
parte, al solicitar prueba de testigos acompañóla lista corres- 
pondiente en la que aparece incluí do como tal el nombre del 
oficial de justicia; y si bien en el cuerpo de dicho escrito, so- 
lícita <e recabe un informe de dicho empleado, dado el carácter 
que esa declaración tendría, siempre vendría á ser una prueba 
testimonial desde el momento que no se trata de ningún dato 
técnico, Ó del que en calidad de perita pudiera suministrar á la 
causa el referido oficial de justicia, á más de que este empleado 
no está incluido entre aquellas persona» que por los artículos 
289 y 290 del Código de Procedimientos en materia penal, están 
autorizadas para declarar por medio de informe. 

Por esto, y habiéndose presentado aquel pedido fuera del tér- 
mino marcado por el articulo 483 del citado código, no ha lagar 
á la revocatoria solicitada y se concede en relación la apelación 
interpuesta, debiendo elevarse los autos ala Suprema Corte en 
la forma de estilo. 



Agustín Urdinarrain. 

T. LITl i3 
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Fallo «e I* B»pr*m» €»rt* 

Bueno* Aires, Febrero 1H de 1HÍ»7. 

Vistos y considerando: t¿ue la petición cuarta contenida en el 
escrito de foja noventa y coatro, tiende, en efecto, á solicitar 
del oficial de justicia declaración en calidad de testigo sobre los 
hechos que en dicha petición se expresan. 

Por esto, por los fundamentos del aut apelado de foja t>8 y 
concordantes del de foja norenta y «cito, se cuii firma el primero, 
con costa*¡. Repuestos tos spIIos, devuélvanse. 

BEMAHIN PAZ.— *BBL BAZAN. 
— OCTAVJO BLWGE. — JUAN 
K. TOftRENT. 



tiecagno Oléese y Caxenave, contra Lacrase, tinllester y Olmedo, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre competencia y apelación 
denegada de auto tic los tribunales locales. 

Sumario. — Tiene fuerza le definitiva ta sentencia que los 
tribunales locales dicten sobre competencia de la justicia ftídt- 



ral; y U que la niegue es susceptible de recurso á la Suprema 
Corte. 



Caví. - Resulta <ie Us siguientes piezas: 



AUTO DEL Jl EZ BE CQMEKCIO 

Buenos \irt v Mayo 2tf Je iSW. 

Y vistos: Los presente* autos ejecutaos seguido:* jor los se- 
ñores Recagno, Olcese y Casenave, contra los señores Lacroze, 
Balk'ter y Olmedo, de los que resulta: t" Que citados de re- 
mate los ejecutados, por la providencia de foja 80 vuelta, don 
l.eopuldino Méndez, por vi doctor Ballester y el doctor Olmedo, 
¿e presentó por su escrito de foja 83, oponiendo, en primer tér- 
mino, la eicepciou de incompetencia de jurisdicción fundada en 
en el hecho deque el doctor Ballester está domiciliado, desde 
mucho atrás, en la provincia de Buenos AirrB, partido de San 

Que es elemental que el juez competente pura conocer de ac- 
ciones comu la presente es el del domicilio del demandado, & 
quien no se puede privar sea juzgado por sus jueces natut alea; 
pues el doctor Ballester five con su familia y tiene su domicilio 
permauente en dicha provincia, j esti obligado á tenerla en ella 
como diputado ú la legislatura y como intendente municipal del 
partido General San Martin, y que tampoco es en esta ciudad 
el lugar convenido para el cumplimiento de la obligación. 

Qul- en segundo lugar, opone la excepción de nulidad, autori- 
zada por el articulo 48» del Código de Procedimientos, pues se 
han virado las formas sustanciales establecidas por la ley; que la 
notiiicaci i es nula, porque el artículo 468 del mismo Código 
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dispone que la citación paraefectuar el reconocimiento debe ha- 
cerse en la forma prescripla en los artículos 77 y siguientes, 
pues eale dispone que sí ms se encontrara la pi rsona i quien se 
va a notílicar se le dejará aviso [tara que lo espere el día siguien- 
te, aviso que no hasido dijado á los señores Olmedo 3 Baliester ■ 
y que por lo tanto esas notificaciones son nulas y así deben de- 
clararse, 

2 1 ' Don HhuI Vid vía, apoderad.. d--| doctor Lacn.ze, opone por 
su escrito de foja 86, la excepción de nulidad, fundado en las 
mismas razones que las que se ha referido anteriormente. 

3» Corrido trasvio de esas excepciones al actor por los decre- 
to* de fojas 84 y 87, éste lo contestó paz su irrito de foja 89, 
exponiendo: 

Que no se pretende que los documentes sean falsos ni que hay 
extinción de la obligación ni 18 habla de pago ni corapeusarion, 
ni transacción y que la defensa sólo tiende á demostrar que no 
hay deuda líquida é exiyible, y que sólo tiene por objeto dila- 
tar el presente juicio; 

¡Fe^nplela por d saul. ¡rizar al señorita 1 1 e s te r en >u prime- 



ra excepción, -pues supo de la providencia persona i mente, desde 
que concurrió á la audiencia decretada pura reconocer su Ürma, 
y que, por consiguiente, cualquier irregularidad que se hubiese 
pedido cometer en la notifica, ion había quedado cubierta; 

gue lo mismo dice respecto de los otros señores notificados; 
pues la intimación de pago ha sido personalmente diligenciada 
eon ellos, s^un constad lujas 59 y 61», y que, por consiguiente, 
han tenido necesariamente conocimiento de la providencia pre- 
paratoria, desde que no hay mandamiento de embargo posible 
sin preparación de Uvfa ejecutiva; 

t¿ue no puede invocarse la falta de aiiso, desde que están noti- 
ficados por efecto de la prepararon del juicio sin haber sido 
observadas ; 

Que respecto á la excepción de incompetencia debe recliaíar- 



3e también como la otra, porque los pagarés deben ser pagado* 
e„ e su Capitel ; que en cuanto a la distinta vecindad en el pre- 
sante caso, desde que hay en ios pagarés constitución de domi- 
cilio especial y «to determina Ja jur indicción local, y á que 
él significa la extensión de la competencia (art. 102, (Vid. CiO*. 

Que además 9£>bre competencia de 18U3 establece 

en su artillo H, ia vecindad para los efecto, del fuero, en- 
tro otras cosas por un establecimiento de comercio ó industria, 
y el doctor ilallcsler tiene bu escritorio con placas en esta Ca- 
pital, en el domicilio que lo Ua encontrado el actuario. Que en 
mérito de lo expuesto, pide el rechazo de las excepciones. 

4» Recibida eata causa á prueba por auto de f < ja 93 fuella, se 
ha producido perlas partes la que expresa el certificado del ac- 
tuario de foja ÍÍ3 vuelta. 

5> Corrida vista al agente fiscal por razón de la excepción de 
, «competencia , por decreto de foja 14A vuelta, éstese espidió 
según así resulta de la vista de foja 147. 

I « onsiderando: 1" Que es principio fundamental de dere- 
cho que los contratos deben ejecutarle en el lugar exprasamen- 
1, designado por las partes al tU to (artículos 0*8, 747y12l2 
del Código Civil; artículo 4 , Código de Procedimientos; Fallos 
de la Suprema Corte, serie 1', tomo 9, pUMMl tíl " 
mo5*, página 465, y tomo 10, página ¿03; García. Fallos yes- 
critos jurídicos, tomo 2°, página 34 y los autores que cita) . 

2 o Que solamente en el caso en que no hubiese domicilio es- 
pecialmente designado para* ! cumplimiento de la obligación ó 
„o lo indicase la naturaleza di esta, rige el principo general 
de derecho procesal, do que el actor debe seguir el fuero del reo 
(artículo 4 o , Código de Procedimiento*; artículos 1213 y 744, 
Código Civil). 

3- Que la elección de un domicilio legal implícala extensión de 
lajurisdicciou que no pertenecía sinó á los jueces del domicilio 

102 con el 100 del Código Civil). 
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4° Que en el caso presente, y según aparece de los documen- 
tos de fojas 26 y 27, los deudores ejecutados su obligarou á pa- 
gar en esta Capital la obligación que se les cobra. 

5" Que la alegación de que uno de los demandados, el doctor 
Ballester, tiene su residencia en la provincia de Buenes Aires, 
y que, en consecuenaia, la causa correspondí; á la jurisdicción 
nacional, es absolutamente inadmisible: i" porque no ba demos- 
trado que todos los miembros déla raiwn social demandante, ni 
todos los demandados se halk-n en las condiciones respectivas 
de nacionalidad 6 vecindad, requeridos por el artículo 10 de U 
ley de ÍA de Setiembre de 1863, sobre jurisdicción y compe- 
tencia de los tribunales federales para surtir el fuero federal; 
y 2 o porque en el caso sub-judice, y suponiendo que ta especie 
hubiese correspondido ¿ la justicia nacional por razón de la dis- 
tinta vecindad de las partes, los demandantes que gozaban de 
este fuero privilegiado han renunciado á él (Fallos de la Supre- 
Corte, série 2\ tomo 17, página 157, y série i\ tomo 1 ", página 
427). 

6" Que en cuanto á la nulidad de la ejecución, que también se 
ha opuesto, ba^a considerar que los ejecutados fueron persn- 
nalmentc notificados del mandamiento de embargo expedid" 
por el tribunal, y que, por lo tanto, tuvieron conocimiento de 
la resolución de éste, dando por reconocidos lus documentos 
(arfc. 40, Cód. de Proc; Jurisprudencia Comercial, sérit 2*, to- 
mo 10, pág.258). 

Por estos fundamentos, fallo: desestimando, con costas, las 
excepciones opuestas, y ordenando, en consecuencia, se lleve 
adelante la ejecución, llególo los honorarios del doctor Bibilo- 
ni, atenta la cantidad de ta causa, en 1500 pesos y en 700 pes^s 
los del Procurador Ruii. Regístrese y repónganse ios sellos. 



A*, ¿muchdstegui. 
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KnBucnos AtoH, á^O de Agosto de 1896, reun.dos lo» señores 
rurales en 1» sala de acuerdos y traídos para conocerlos anos 
seguidos por los señores Recognu. Oléese y Casenave. contra 
)us señores Lacro». Bsllester y Olmodo. por cobro de peeo. ee 
practicó 1, insaculación que ordena el ar.lculo 256 del tód.go 
,le P.ocedimientos, resultando de ella que debían votar los se- 
¡¡ores vocales en al órden siguiente: doctores Estoves, Garofa, 

Perei. 

Estudiados los autos, U Cámara acordó que debían votarse 
Us cuestiones siguientes: 

Í- ¿Es procedente la excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción opuesta en el escrito de foja 83? 

2* Ku .aso negativo, ¿procede la nulidad de la ejecución opues- 
ta en el citado escrito y en el de foja 86? 

A la primera cuestione! doctor Esteves dijo; Los documentos 
de fojas 26 v 27, que sirven de título ejecutivo, son pagaderos 
en esta ciudad, según en loa mismos se expresa, y por ello loa 
jueces de esta capital son competentes para conocer de este 
j,ncin,con arreglo á lo dispuesto en los artículos 616 y 741, 
Código de Comercio, al fin ; Código de Procedimientos, 105. y 

747, Código Civil. 

En cuanto i si la competencia corresponde á los jueces ordi- 
narios ó á los de sesión, debe declaiarse la de Ruellos, con 
arreglo é ta terminante disposición del artículo 10 de la ley de 
14 de Setiembre de 1863, y jurisprudencia de la Suprema Corte 

de justicia nacional. 

Por ello, y fundamentos de la sentencia apelada, voto negati- 
vamente» 
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Por razones análogas, los doctorea García y Pérez, se adhirie- 
ron al voto anterior. 

A la segunda, el mismo señor voeul dijo : Para rotar negativa- 
mente esta cuestión, cmsideio sutick-iite reproducir el 6" con- 
siderando de la sentencia apelada, con la ley y jurisprudencia que 
la funda. Los señoresGarcíay Pérez, por razones semt -jantes, se 
adhirieron al roto anterior. 

Ton lo que termino este acuerdo que 'irniarou los señares tó- 
cales doctores Esteves. García y Pérez, 
Acto mi. 

Luis S. Alfaya, 

Bueno* Aire*. A¿o»io 20 de 1**> 

Y vistos : Por el mérito que ofrece el precedente acuerdo, se 
confirma, con costas, la sentencia apelada do foja 148, confir- 
mándose igualmente las regulaciones de honorarios «-¡i e-ha con- 
tenidas y devuélvaos. Repónganse los sellos . 

Mujut'l Esteves. .4. Garría. 
— Cari,* lf Pérez. 

Aute mi: 

Luis $. áHüga. 



ALTO DE LA CAMARA DE APEUCIOXES 

Bueno* Air**, Setiembre 5 de IÜ96. 

Autos y vistos: No revistiendo e! carácter de definitiva, a los 
efectos del recurso autorízalo por el articulo 14 de la ley de 14 
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de Setiembre de Í8*i ^ las sentenci a de tran.-e y remate, pues 
estas a. jan 9 salvo, tanto al actor orno al ejecutado, el derecho 
de promover tí t correspondiente juicio ordinario : no ha lugar ;.l 
re lkm) de luci lo. y d.-cuólvanse como está mandado. 

Estoves. — García. —Pérez. 

Ante mi : 

liamet Frtas, 



VISTA hEL StSOH PHGITKADmt CEMHU. 

Buenos \u~?. inaerabre ? *1e 189»> 

Suprema Corte: 

La sentencia dictada en juicio ejecutivo, es detinitiva y causa 
^racainen irreparable, mal es la ejecución y venta de los bie- 
nes ejecutados; pienso por -lio, q«« babiendo sido la resolución 
,ie la Caraira de la Capital, contraria al derecho fundado en la 
lev nacional, sobre jurisdicción y competencia de los tribunales 
nacionales, el recurso traído ante V. E. procede en el caso, 

pero la sentencia de foja 148, confirmada por la de la Cáma- 
ra de la Capital, á foja 165 vuelta, se ajusta a las constancias 
,ie autos, y á las prescripciones legales que invoca en defensa 

de la jurisdicción común. 

Pido á V. K. por di», la confirmación del auto recurrido, en 
cuanto establece la jurisdicción de los tribunales de la Capital. 
tMiüO procedente en esta causa, 

Sabiniano Kier. 
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Ful lo <l> la *uprera» lorie 

¡titeaos Aires, r*«bn-ro 18 de \f#K. 

Vistos en el acuerdo y considerando: Que los demandados 
lian pretendido que el conocimiento de esta causa corresponde á 
la justicia federal, promoviendo al respecto la cuestión de com- 
petencia por declinatoria. 

Que las sentencias pronunciadas por los tribunales de la Ca- 
pital, resolviendo la mencionada cuestión, han declarado con 
fuerza final y definitiva, que el caso es de la jurisdicción local. 

Qne, en consecuencia, la procedencia del recurso interpuesto 
para ante esta Suprema Corte es conforme con los artículos ca- 
torce, inciso tercero, de la ley so ore jurisdicción y competencia 
de los tribunales federales, y noventa de la ley sobre organiza- 
ción de los tribunales de la Capital, desdeque se ha puesto en 
cuestión un derecho que se pretende amparado en la ley federal 
y la resolución del tribuual superior ha sido contraria al de- 
recho invocado, 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido al respecto, 
por el señor Procurador General : se declara mal denegadu el 
recurso y otorgándosele en relación, autos; reponiéndose el pa- 
pel. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TGRREHT. 
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«'AUNA XIV 



Milessi hermanos contra don ileraclio f toman ; 
sobre imtretja de un campo 

Sumario.— 1" La venta fie un campo con límites determina- 
dos, por el precio uV unto por medida, es una venta de cosa cier- 
ta; y Ja mensura que se haga tiene por objeto solam L nte la ve- 
rificación de las medidas indicadas un el contrato, al objeto úv 
aumentar ó disminuir et precio estipulado. 

2 U E! oomprador tiene derecho en ente caso á que se le entre- 
ljul* e! campo libre de posesión dentro de los citados limite*; 
pero, si de la mensura practicada, resulta que deutro de ello» 
hay una parte poseída por terceros, á los cuales el vendedor su 
encuentra en la necesidad de hacer desalojar, no puede obligar- 
le á verificar dicha entrega, mientra* ésta no suceda, quedando 
á salvo sus acciones para pedir lo que en derecho corresponda- 



Caso, — Resulta del 

Folio del Juca Federal 

Córdoba, Julio 21 de 18%. 

Y vistos : cBtos autos neguídos entre los señores José Milessi y 
hermanos, contra el señor EU raolio Homan. 
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Y resultando: 1" Los primeros demandan al seiiur Koman, 
para que éste les haga entrega de un campo denominado < Monte 
de la Oscuridad», que le compraron por escritura privada el año 
1891. Manifiestan ya tener escritura pública de ese campo, 
en cuyo mérito piden esta eutreg.» desde luego, por no ha- 
ber plazo determinado para ello y por tener con anticipación 
depositado el precio de Ja compra. 

Que sabía por el abogado del señor Román que éste pretendía 
no tener obligación de hacerlo la entrega del inmueble hasta 
que no se aprobara judicialmente la mensura que de él se esta- 
ba haciendo. 

Que, aiu embargo, podía entregarle el campo, pero no libre 
de toda otra posesión, sinó con los pleitos que aquel tenía; pues- 
to que el señor It ornad no tenía culpa alguna de esos pleitos. 

Que el derecho de los demandantes está bien expreso en el 
¡ir tirulo 1 ¿22 del Código Civil, que les facultaba para pedir la 
entregad»: la cusa comprada, haciendo depósito del precio, y 
que debiendo el comprador pagar el precio y icoibir la cosa i n- 
med ¡atañiente después de Ja compra, la oblig icion del Tendedor 
entregarla, hs correlativa, y que esto ha sido interpretado en 
varias resoluciones de la Suprema Corte de Justicia. 

Que en caso de no poder hacer "I señor Romuii esta entrega 
f ii un pliiío prudencial que le fijaría el Juzgado, el señor Koman 
tlebe responder de los daños y perjuicios que les ha irrogado. 
Piden costas. 

señor Koman, contestando la demanda, se opone á ella 
en virtud de las siguiente:» consideraciones : 

Que si bien es cierto que ha otorgado la escritura de renta 
de conformidad uon la obligación primitiva, en ella >e ha con- 
signado expresamente que hay un pleito pendiente que pone en 
tela de juicio imaparte del inmueble vendido, en cuya condi- 
ción se encuentra sin *u culpa. 

Que la venta ea ad-memuram, y que la que se está haciendo 
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tiene por objeto conocer el número de medidas que tiene la 
cosa, objeto de la renta . 

Que mient ras ésta no be apruebe por el juez, después de resol- 
ver las oposiciones existentes, no puede saberse con precisión 
el número de medidas que d - bu entregar. 

Que los pleitos que han sobrevenido smi un raso fortuito, de 
quW'l no es responsable, según el artículo 51 4 del código, por- 
que no los ha podido preveer, ú, porque previstos, no ba podido 
evitarlos. 

Que si los en ni prado res quieren que se les entregue el inmue- 
ble desde luego, el no tiene inconveniente de hacerlo con su 
ubicación y limites lijados, pero no sin loa pleüus quu se lian 
producido sin su culpa, pero que esto no quieren los deman- 
dantes, sinó que se les entregue en las condiciones e» que antes 
estaba el campo, loque no puede realizar, 

Que habiendo él adquirido la posesión y propiedad en virtud 
de un título, él posee toda la extensión de su título y cuino tal 
puede entregarlo sin que la ocupación material de otro colindan- 
te signifique que haya perdido él la posesión, ni siquiera en la 
parte cuestionada del terreno. 

Que en ella se ha producido una verdadera comunidad por con- 
fusión de límites, que no le impide hacer la entrega del terreno 
de acuerdo con el artículo 2746 del Código Ciril, y poranalogía, 
con lo establecido en el artículo 3149 del mismo. Pide no se baga 
lugar á los daños v perjuicios y que se le entregue el depósito 
existente. 

3 o Recibida la causa á prueba, se produce ia instrumental de 
fojas 1 á 21, 55 á 59y 100, la testimonial de foja £2 y si- 
guientes, y la confesional de foja. . . Las partes alegan de bien 
probado, reiterando los fundamentos respectivos de sus 
siones, pidiendo también la de [toman la condenacioi 

Y (¿OTisiileraud» : V Qae délo anteriormente expuesto, re- 
sulta que ta parte de Milesi lo que pide es que se te 
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desde luego el inmueble comprado, libre de toda redamación y 
acción de terceros sobre él, 6 que se declare rescindido til con- 
trato con daños y perjuicios, 

2 o Que según los término» del contrato de Testa que corre á 
foja... la parto de Román ■ se compromete, si los s- ¡i ores Milesi 
aceptan la renta, de nacerles la entrega del campo bajo una 
mensura judicial aprobada por el departamento topográfico de 
Córdoba *. Por consiguiente, antes de que esa mensura sea apro- 
bada en la forma conrenid jé, el señor Román no tiene obliga- 
ción algunade entregar el campo, ni los compradores derecho de 
exigir tal entrega. 

Es aquí donde se encuentra el punto capital de esta cues- 
tión, y para decidirla, es preciso resolver si la mensura ¡i que 
si- refiere el contrato, debía ser aprobada por el juez ó simple- 
mente j orej departamento topográfico. 

Porque si es como la parte de Miles» lo sostiene, y la aproba- 
ción debía darse sólo por el departamento topográfico, ya esta- 
rla ella dada, y el adjetivo «judicial », consignado en el contra- 
to, sólo indicaría la necesidad de solicitar del juez esa mensura, 
para que el departamento topográfico pudiera conocer de ella. 

Román sostiene lo contrario: que esa aprobación debe spr 
'lada por el juez, y que antes que esto suceda, no tiene derecho 
Milesi de pedir la entrega, libre de las redamaciones que eris- 
ten. Él ra más allá y sostiene que esta aprobación es la que La 
dé decidir el número de medidas (cuadras ó hectáreas) que tie- 
ne el campo, de manera que sí se disminuye éste por los dere- 
chos pretendidos por terceros, el único derecho por Milesi, es 
el de la rescisión pura y simple á que se refiere el artículo 
Código Civil . 

Comenzando por esto último, sobre que el Juzgado debe pro- 
nunciarse, por haber sido motivo de discusión, es inexacto que 
la desaprobación parcial de la mensura ug produzca otro efecto 
qtie el de la simple rescisión, pues que Román se ha obligado a 



DE JUSTICIA NACIONAL 367 

entregar an campo al tanto la medida, pera bajo límites ciertos 
y mojones determinados por la mensura del 87 que se tato en 
vista. Esta clase de ven ta puede dejar en duda el uñmero de 
medidas existentes dentro de los mojones, pero ese perímetro 
itehc entregarse, y no menor, para cumplir ha obligar-iones del 
vendedor (artículo U09. Código Civil). 

Ahora, en cuanto á la interpretaron de U cláusula «mensu- 
ra judicial aprobada por e! departamento topográfico^ tampotro 
el Juzgado acepta las pretensiones de los señores Milesi; al 
contrario, decide que «lia quiere decir, que la mensura debe ser 
aprobada por el juez. 

Desde luego, ene! lenguaje forense y aun vulgar * mensura 
judicial • quiere drcir mensura aprobada por el juez y tal es su 
sentido en el casu sub-judice, aun cuando esa expresión Tenga 
aeguidade la que enge la aprobación conjunta del departamen- 
to topo- ráfico. Una mensura judicial aprobada por el departa- 
mento topográfico, es, pues, en el concepto vulgar y forense, 
una mensura aprobada rn la parte técnica y en la parte judi- 
cial. 

Esta interpretación aparece corroborada por hechos de im- 
portancia. La aprobación puramente pericial, el conocimiento 
de si el perímeíTO cierra, y de la dirección de tas líneas, no es ni 
le mayor necesidad á lo* señores Milest, pues ellos ya cono- 
ese punto técnico pericial, por la mensura del año 87, 
por el agrimensor Narvaja y cuyo plano tuvieron a 
¡a vista al firmar el contrato. No era, pues, para llegar a este co- 
nocimiento de un punto técnico, que los señores Milesi eligie- 
ron la aprobación y nuevas dili-encias. No era tampoco pan 
contratar el número de medidas que ya se conocían por la mis- 
ma operación. Era innecesario con este objetóla aprobación del 
departamento, pues habría sido sólo una opinión pericial, sin 
míís fuerza que laque ya ei istia. No era, por último, para co- 
nocer los mojones del campo, pues dicho campo aparece amojo- 
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nado en ta operación que tuviera ú la vista, y hasta los Milesi 
reconocieron de vtsn esos mojones como se desprende delconlra- 
to de foja una. 

La parte de Milesi exigió una mensura ron aprobación judi- 
cial, ya porque en la risita que hizo al campo antes de cerrar 
trato, conoció las pretensiones de terceros, ó simplemente por 
acto de previsión muy probable. 

Pero parece que ninguna de las partos supo la existencia de 
tales reclamaciones, pulque las pusesiotie&qiie de terceros se in- 
voca, son posteriores á la mensura del año 87 (alegato foja 90), 
v el cerco que aparece existente dentro délos mojones, se cono- 
ció por el agrimensor ¡il hacer la nuera operación, y un mes 
después de la cekbraciou del contrato que motiva esta Míis;. 

La mensura, pues, que la parte de ALlesi impuso a la de 
Eofttift, era con el objeto de que le entregasen el campo sanea- 
do y debía ser aprobada por eljnez. 

3 g Que siendo así, el efecto jurídieo que La producido entre 
las partes la existencia de terceros con pretensiones de dere- 
chos sobre el campo en cuestión, y que han aparecido con mo- 
tivo de tsa mensura judicial, no puede ser otro que el de dar al 
comprador, que exige se le otorgue la escritura públira de la 
venta, el derecho de no pagar el prec io sitió previa fianza de de- 
positarlo, de acuerdo con lo establecido en el articulo Í425 del 
Código Civil. 

4" Que el comprador no puede, en justicia, quejarse üe la si- 
tuación anómala en que se encuentra con el precio dé la compra 
depositado hasta que se concluya las oposiciones, ó se falle el 
juicio de mensura, sin poder hasta entonces recibir la cosa com- 
prada; desde que por la misma escritura de compra, él se obliga 
á pagar dicho precio cuandose le otorgue dicha escritura, este 
otorgamiento lo ha exigido él mismo con una demanda judicial. 
Ks precisa con este fin tener presentí» la sustancia de aquel con- 
trato: Milesi compró un inmueble que debía serle entregado 
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guando la mensura judicial se aprobara, y é! se obligó d pagar 
el precio, no cuando ¡i entregara la cosa comprada, sin ó cu an- 
do se firmara la escritura; de loque resulta que la falta de coin- 
cidencia entre uno y otro hecho es originada por el contrato 
mismo de las partes. 

5 o Que aquí conviene observar que ni la Suprema Corte fe- 
deral, ni este Juzgado, han decidido en ninguna ocasión que la 
obligación de Román fuera de entregar el campo antes de la 
mensura, como parece comprenderlo la parte de Milessi; ambos 
tribunales han mandado escriturar y depositar el precio por pe- 
dido de Milessi y acuerdo de Koman, y vice-versa sobre ambas 
cosas. El pleitu se siguió, no obstante la manifestación de am- 
bos de esta conformidad al principio del mismo, porque la parte 
de Human do se allanaba a escriturar, solo porque decía que ta 
de Mik-asi no había ofrecido, en la demanda, depositar el precio. 
No fué motivo de resolución el punto de saber si dadas las cláu- 
sulas del mismo contrato, Milesi estaba ó no obligado á pagar 
el precio áKoiuan ó entregar inmediatamente la cosa (Expedien- 
te número 371, año 1893, existente en este archivo). 

8 a Que si en virtud de lo dicijo no puedan los señores Milessi 
exigir la entrega del terreno, desde ya y en las condiciones de 
que antes se encontraba, tampoco es procedente su pedido de 
rescisión con daños y perjuicios. 

Para ello, sería necesario, ó que se hubiera terminado el jui- 
cio y Koman no hubiera podido entregarle la cusa Tendida, es 
decir, que hubiera podido entregarle la cosa vendida, es decir, 
ijue hubiera incurrido en mora, 6 que Koman no cumpliera sus 
obligaciones de seguir el juicio de mensura, y no sólo no se ha 
probado que Homar sea omiso á ello, sinó que, al contrario, apa- 
rece que ese juicio sigue el trámite regular que Je corresponde, 

Además, el temor de ser vencido en las oposiciones referidas 
vastante causa para pedir la rescisión. Sería menester la 
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prueba de la existencia de derechos reales en favor de terceros 
sobre el mismo inmueble; prueba que no se bu producido (Lau- 
rea t, tomo 24, número 325). 

7° Que lo único que los señores Milessi pueden pedir, es la 
entrega del terreno, renunciando á la condición de la mensura, 
con los pleitos y en las condiciones en que se encuentra, que- 
dando dentro de lo establecido en los artículos 1345, 140» y 
1425 del Código Civil; pero ello subordinado á la aceptación de 
Román, que se desprende de los autos, aunque no parece tener 
esa extensión, y ello porque ya se ha dicho al principio que mien- 
tras no termine el juicio, no está obligado á la entrega. Esa ha 
sido la convención de las partes, que tiene tanta fuerza como 
la ley misma (articulo 1197, Código Civil). La enfrega del te- 
Treno y pago del precio, deben quedar en suspenso hasta que 
Román, por sentencia judicial, haga desaparecer las acciones 
que le amenazan (Laureut, tomo 24, número 321 ; artículo 
1653, Código Francés). 

8 o Que es improcedente alegar culpa en el vendedor por la 
existencia de los pleitos que le privan entregar el campo; pues 
no está probado ningún hecho ó omisión culpable en el señor 
Román en este juicio. Las posesiones existentes en el campo, 
no aparecen que hayan sido conocidas por él, como so ha dicho 
en otro considerando, y aún suponiendo hipotéticamente que la 
omisión de dar cuenta de ellas importara la culpa. 

9 a Que es igualmente improcedente el pedido que hace la 
parte de Román, deque se le haga entrega del depósito, mien- 
tras no haga desaparecer los peligros de eviccion del inmueble 
vendido. 

En su mérito, definitivamente juzgando, fallo : no haciendo 
lugar a la demanda entablada por los señores Miles» herma- 
nos, representados en este juicio por el doctor Abraliam Molina, 
contra don Heraclio Román, ni al pedido del precio hecho por 
este Ültímo. Sin especial condenación. Hágase saber con el ori- 
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ginal, prévia reposición y transcripción, en su caso, pase al 
archivo. 



C. Ufoyano (¡acitúa. 



ralla a> la Supremt l'orl* 



lUm¡<¡< Aires, Febrero 18 <U ltfíf?. 

Vistos y considerando : Que la renta de un i timiiüblc con si- 
tuación y límites determinados y que precisen su identidad, es 
una renta decosa cierta, que no se convierte en condicional por 
el hecho de haberse calculado su superficie y establecerse un 
precio por cada una de la* medidas convencionales de qne se 
compone. 

Qne la mensura en esa claav de ventas no se propone 
vériCcar y controlar las medidas indicadas en el contrato, 
viendo su resultado para el aumento ó disminución, no de un 
precio qne bajado estipularse, sino" de un precioya estipulado, 
todo lo que se halla establecido por el artículo mil trescientos 
cuarenta y cinco del Código Civil, y lo enseña la jurisprudencia 
y doctrina. 

Que, en consecuencia, el comprador, en talea casos, tiene el 
derecho de exigir la entrega del inmueble dentro del perímetro, 
con los límites separativos de tas propiedades vecinas, estipula- 
do en el contrato y el de requerir esa entrega Ubre de toda otra 
posesión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos qui- 
nientos cinco, setecientos veinte y cinco, mil cuatrocientos nue- 
ve y concordantes del Código Civil. 

Que aunque los principios espresados establecen reglas para 
el ejercicio de los derechos del comprador y vendedor, en cuya 
se hallarla en el deber de entregar á Milessi la 
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cosa áque se refiere Ja escritura de foja tres t libre de toda oti^v 
posesión, hay que observar en el caso, que se nal la en la imposi- 
bilidad jurídica de hacerlo en el tmio de la cosa, á consecuencia 
de estar parte do ella eiilitign con tercero^ que poseen esa 
parte, según lo afirma el demandante, aun cuando esa imposibi- 
lidad uo exisla en relación i la otra, para cuya entrega no hay 
obstáculo legal, ni convencional, si.mprc que fuese solicitada. 

Que ese litigio y la nueva si tuaciun creada para Human por 
hechos de eso* terceros, ba venido í producirse 6 descubrirse 
con mm* del deslinde del terreno practicado a pedido deaqoel 
m el objeto de dar cumplimiento á lo convenido en el boleto 
de Agosto primero de mil ochocientas noventa y uno, inserto en 
la citada escritura de fi>j» tres. 

Que el hecho era ya conocido por la parte de Milessi, cuando 
promoví,', el juicio contra Koman i los hnes de la escrituración 
de lave.it,, razón por la que pidió, y se ordenó, haciendo valer 
el mencionado hecho, que no se entregase el precio a Román 
sM previa fianza de restitución, quedando en definitiva dicho 
precio depositado á la orden del Juez, como resulta y se esta- 
blece en las sentencia, que corren en testimonio de fojas siete 

á diez y M.'is vuelta. 

Que los antecedentes recordados demuestran que, con euno- 
cimiento de ambas partes, la escrituración se hizo á sabiendas 
de tratarse de una cosa ya litigiosa y cuya posesión misma era 
contestada. 

Que nosehacomiirobado que Román tuviera conodniiento 
de actos de posesión anteriores a la fecha del citado boleto, ejer- 
cidos por tercero., y que hubiera debido revelar «1 comprador, 
desprendiéndose más bien, de las constancias de autos, lo con- 
trario. 

Que la imposibilidad actual de la entrega de la cosa en sus 
límites convenidos, libre de toda otra posesión, hace que Román 
no tenga el deber de veri licar su entrega en el e,tado délas cosas, 
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y mientras la terminación di: loa pleitos pendientes y desalojo 
de los opositores no se haya realizado, según se desprende de 
los artículos ochocientos ochenta y ocho y mil cuatrocientos 
trece de) Código Civil, desde que no hay, por otra parte, culpa 
que le sea imputable» aunque Román, en su escrito de foja cien- 
to treinta y cuatro, adhirió á la apelación deducida por Milessi, 
lo gravosa a sus derechos la sentencia, que no acce- 

i en su reconvención, en la ins- 
tancia ante esta Corte ha abandonado el recurso y pedido la 
confirmación de dicha sentencia. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da de. Toja ciento veinte y una: *e confirma esta *in especial 
condenación en costas, quedando á salvo la* acciones de la parte 
actorapara pedir lo que á su derechn corresponda. 

Repuestos los sollos, devuélvanse, Notiffquese con el original. 

BENJAMIN PAZ.— LUIS V. VARELA . 
— ABEL BAZAM. — OCTAVIO BUft- 
GE. ■ — JUAN E. TORhEST. 



«AINA XV 



El Banco Hipotecario Macional, contradon iHcardo Galigniana; 

sobre posesión 

Sumario. — La autorización que por su ley orgánica tiene el 
Banco Hipotecario Nacional, para tomar ponesion del bien hipo- 
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tecado en loa casos previstos por dicha ley y por f1 contrato de 
préstamo, lleva en sí la facultad de solicitar de la autoridad 
competente el auxilio de la fuerza pública, para obtenerla sin 
entorpecimiento. 



Caso. — El agente del Banco solicitó al Juzgado el auxilio 
útí la fuerza para tomar posesión de una propiedad que le i-ata- 
ba hipotecada, y que fué sacada á remato stn que hubiera pos- 
tores. 



Mendoza, (iciubrc 1' dü lH£*íi. 

Autos y vistos: Y considerando: I o Que si^un el artículo 46 
de la ley de creación del banco Hipotecario Naciunal, éste tie- 
ne !a facultad át¡ proceder por sí y sin forma de juicio ¡i ía venta 
de los bienes hipotecados en caso de falta de pago, pudíendo to- 
mar posesión de ella y percibir sus rentas si no fuese posible 
venderla (art. 51 ley citada). 

2° Que este procedimiento de carácter administrativo no es 
aplicable al caso en que su requiérala intervención de los tribu- 
nales, que, salvo disposición expresa déla ley, deben ajustarse 
á las inscripciones de la ley de enjuiciamiento, 

3* Que el uso de la fueza pública no puede autorizarse por los 
tribunales siuó cuando se trata del cumplimiento de resolucio- 
nes judiciales. Tratándose de la ejecución de actos administra- 
tivos, ó está demis, si no hay resistencia para cumplirlos, 6, si 
se produce resistencia, importa entonces una condenación con- 
tra quien se decrete, y no puede imponerse sin audiencia del 
demandado, en la forma establecida para el juicio correspon- 



diente. Ni como medida definitiva, ni como precauciona!, sería 
legalmente admisible la concesión de la fuersa publica en el 
presente caso. 

Para los tribunales, el Banco no puede considerarse sinó co- 
mo una parte litigante, i cuyo cargo está cumplir con todos los 
requisitos de la ley, no habiendo prescripción expresa que fun- 
de una excepción cu su favor. 

Por tanto, omitiendo mayores consideraciones y no obstante 
lo dictaminado por el señor Fiscal, declaro improcedente la so- 
licitud del señor agente en esta ciudad, del Banco Hipotecario 
Nacional, pidiendo ta fuerza pública para desposeer de la finca 
hipotecada & don Ricardo Galigniana, su actual poseedor; sin 
perjuíoio de los procedimientos de dicho Banco y de ln que co- 
rresponda por ley en caso de controversia judicial. Hágase sa- 
ber origina], y en oportunidad archívese. 

Severo G. del Castillo. 



rallo de I* Swpwma f?or»e 

- 

- 

# 

Buenos Aires, Febrero 20 de 1897, 

Vistos y considerando: Primera; Que está probado en autos 
el crédito hipotecario á favor del Banco Hipotecario Nacional 

(escritura de foja primera). 

Segundo: Que por la ley orgánica de dicho Banco (articulo 
cincuenta y cinco) y el contrato de préstamo celebrado por el 
mismo con don Ricardo Galigniana (artículo quinto), el prime- 
ro está aotoriiado para tomar posesión del bien hipotecado, en 
caso de falta Je cumplimiento de sus obligaciones por paite del 
deudor en los respectivos casos previstos por los mismos. 
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Tercero ; Qu<- la autorización á f.ivor del Lía neo, mencionada 
ea el considerando anterior, lleva en sí la facultad de solicitar 
de la autoridad competente el auxilio de tu lueiza pública p;na 
que ella pueda ejercitarse sin entorpecimiento. 

Por estos fundamentos : se revoca el auto apelado de foja 
quince vuelta, y devuélvanse al Juez de Sección para que proce- 
da de couformidad á lo pedido en el escrito de foja trece. 

Y notándose que el apoderado del Banco 
sentado sus escritos ante el juez de Sección sin ta 
correspondiente, hágase presente al mismo Juez que 
nar la agregación de ella, naciendo 
dea impuestas por la lev de ln materia. 




BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZAR, 

OCTAVIO BfJNGR. — JUAN E. 
TORHENT. 



<'JtUHA XVI 



¡jon Juan M. Trrfero, en recurso de hecho; sobre diligencia- 
miento de un exhorto ordenado por los tribunales locales 



Sumario. — No procede el recurso á la Suprema Corte de au- 
tos de los tribunales lócale**, en los cuales sólo se ha puesto en 
cuestión la ley de procedimientos de los mismos. 



»E JUSTICIA EUCIOHAL 

Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte y la 



VISTA DEL SEflOH TROCUltAOOR CESEHAL 

Buenos A¡r*5 t Agosto ib de 1896. 

Suprema Corte : 

Xo ae trata de sentencia definitiva que afecte garantías de 
la Constitución , leyes del Congreso y tratados internacionales, 
en cuyos casos proceda el recurso délas sentenciasde los tribuna- 
les de jurisdicción común, según el artículo 14 de la ley sobre 
competencia nacional, de U de Setiembre de 1863. 

El incidente anbre cumplimiento de un exhorto, quedó resuel- 
to y ejecutoriado por las decisiones de loa tribunales de la Ca- 
pital. 

La gestión sobre nulidad, entablada después contra esaa re- 
soluciones, por razón de la denunciada inobservancia de la ley 
do Procedimiento* para la Capital, no puede surtir el fuero fe- 
deral, por tratarse de una ley que no ea general para la repú- 
blica, sinó especial para los tribunales de la Capital y sujeta ¡1 
su interpretación. Pido por ello, ;i V. E„ ae siTva declarar su 
incompetencia para couucer del recurso interpuesto por el se- 
ñor doctor Terrero, contra las resoluciones referidas en el pre- 
cedente escrito. 



rali* d* la 



Buenos Aires. Febrero 20 de 1897, 

Autos y vistos ; Considerando : Que según resulta del escrito 
3 foja primera en el pleito en que se ha dictado la resolución de 
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que se recurre, tan sólo se ha puesto en cuestión la ley de Pro- 
cedímientoB para los tribunales de la Capital, 

Que la interpetacion y apir ación de esa ley es del resorte de 
los jueces de la Capital, do dando el ejercicio de esa facultad 
mérito para el recurso autorizado por el articulo catorce de la 
ley de jurisdicción y competencia, de catorce de Setiembre de 
niií ochocientos sesenta y tres, pues que el Congreso, diotando 
dicha ley, obra como legislatura local, según lo tiene resuelto 
esta Suprema Corte en varios casos. 

Que aunque el recurrente hace valer en su escrito de foja ocho, 
una cláusula del tratado aj untado en el Congreso internacional 
de Montevideo, pretendiendo hallarse afectado el derecho qne 
acuerda la cláusula que invoca por la resolución recurrida; n¡ 
siquiera afirma que la validez 6 inteligencia del tratado haya 
sido cuestionada ante los tribunales de la Capital, como lo re- 
quieren los incisos primero y tercero del citado artículo catorce, 
par» la procedencia del recurso que autoriza. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador General, se declara no haber lugar al 
recurso. Repuestos ios sellos, archívese. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA, 
— ABEL BAZAS. — OCTAVIO B UN- 
CE. — JUAN E. TOHBENT. 
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Él íianco Hipotecario Racional* contra don Manuel Jesús 
Villalobos; sobre posesión 



Sumario. — La autorización que por su ley orgánica tiern- 
el Banco Hipotecario Nacional, pata tomar posesión del bien hi- 
potecado en los caaos previstos por dicha ley y por el contrato 
de préstamo, lleva en sí la facultad de solicitar de la autoridad 
competenteel auxilio de la fuerza pública para obtenerla sin 
entorpecimiento. 



Caso. — Resulta del 



Valle del Jhu r«««r*l 

Mendoza, Setiembre 28 Je 189fi. 

Vistos y considerando : I o Que la solicitud del señor agente 
del Banco Hipotecario Nacional en esta ciudad, requiriendo el 
auxilio de la fuerza pública para tomar posesión del inmueble 
perteneciente á don Manuel Jesús Villalobos, se funda en el he- 
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cho <lv que éste, como deudor del Banco, ha dejado vencer ctm 
exceso los términos fijados por el artículo 50 de la ley orgánica 
para el cumplimiento de sus obligaciones, y resiste, no obstan- 
te, la posesiorrque el LJanco puedeTómar por sí en tales ca- 
sos (escrito de foja 10). 

- a Q»e según el contrato d^ ^ ja 6 (cláusula 6") el deudor re- 
conoce en el flanco la faculta í de eligir el paga de la deuda t 
procediendo por sí, sin ff-^a de juicio, á la venta en remate pu- 
blico del inmueble hipotecad", con arreglo á los artículos 46 y 
51 de la ley orgánica del lianeo, con el derecho de tomar po- 
sesión, antes ó después del remate, y percibir sus rentas con apli- 
cación al pago de li>s servicios vencidos. 

3 D Que el proci dimiento señalado por la ley para el Banco 
Hipotecario Nacional y sus agencias, no ha modificado el que 
corresponde A los tribunales, mediante la instauración de juicio. 
Kn los casos en que l;t ley ha establecido la facultad de acudir a 
la justicia nacional para O cumplimiento de obligaciones ó pa- 
rala efectividad de determinadas garantías, lo lia preceptuado 
expresamente, fonio sucede respecto de fea inhibiciones á solici- 
tud del Banco Nacional en liquidación (artículo 20, ley número 
3037) . 

4° Que, de consiguiente, el Bane^ Hipotecario puede proceder 
con arreglo a las prescripciones de la ley orgánica, respecto del 
deudor remiso, pero no habiéndosela dadofuena incontroverti- 
ble de verdad á la atirmacion del ucredor, por ministerio de La 
ley, á los efectos de las garantías que fie hayan acordado cuando 
se trata de establecimientos públicos, su carácter de parte liti- 
gante no le exonera de cumplir ante la justicia, cuyo auxilio 
solicita, con los requisitos que las leyes de forma han estable- 
cido parala declaración de cualquier derecho. 

5" Que la desposesion solicitada por causada resistencia del 
deudor, se funda en el hecho de que éste ha dejado de cumplir 
con sus obligaciones; pero este hecho, no probado, no es bastan- 
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te para derruirla presunción -le buena fé d tí su posesión yol 
derecho de mantenerla, mientras no se declare lo contrario por 
los tribunales, sin perjuicio de que la desposesion pudiera pro- 
ducirá extrajudieialuieute por el reconocí miento que el deudor 
hiciera de su condición, con arreglo á las prescripciones de BU 
contrato con el Banco y de la lev que rige los derechos y obli- 
gaciones de uno y otro (artículos 2352 y 2303, Código Civil). 

0° Que según esto, no obstante lo prever i pto por los artículos 
46, 50, 5i y 55 de la ley orgánica del Banco Hipotecario, la so- 
lieítuddel señor agente en esta ciudad no puede decretarse sin 
que previamente se cumplan los tramites de U ley de procedi- 
mientos, sejíun lo estableado para el juicio ordinario, consi- 
derándose dicha solicitud como una verdadera demanda. Otra 
inteligencia de las prescripciones de lahy violentaría el princi- 
pio de que nadie puede hacersejusticia por sí mismo y las ga- 
rantías constitucionales de la libertad de defensa en juicio. 
Por otra parte, este procedimiento en nada contraría las cláu- 
sulas del contrato del Hunco, con su deudor, ni menoscaba la 
fuerza de las convenciones (articulo 1 194, Código Civil), puesto 
que, como queda dicho, debe distinguirse entre el caso en que 
no existe controversia y el procedimiento administrativo tiene 
todo su vigor, y aquellos en que la resistencia Ó el desconooi- 
miento de los hechos que fundan un derecho, son materia de 

controversia. 

Por tanto, con lo dictaminado por el señor fiscal, declárase 
que la solicitud de foja 10 no procede sin que previamente se 
oiga al demandado, con arreglo á los trámites del juicio ordina- 
rio. Ejecutoriada que se encuentre esta resolución, confiérase 
al demandado el competente traslado por el término de ley. 
Hágase saber original. 

Severo (i. del Castillo. 
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F»M* de Suprema Corle 

Buenos Aire*. Febrero W de 189*5. 

Vistos y eonaLderdii(ir> : Primero: Que está probado eu un- 
tos el crédito hipotecario á favor del Baneo Hipotecario Nacio- 
nal (escritura de foja seis). 

Segundo: Que por la ley orgánica de dicho Banco (artículo 
cincuenta y cinco), y el contrato de préstamo celebrado por el 
mismo con don Manueljesús Villalobos (artículosexto\ el pri- 
men» está autorizado para tomnr posesión riel bien hipotecado, 
et) cisHi de falta de cumplimiento de sus obligaciones por parte 
del deudor, en los respectivos casos previstos por tos mismos. 

Tercero: Que. la autorización á favor del Hunco, mencionada 
en el considerando anterior, lleva ensila facultad de solicitar 
■lo la autoridad competente, el auxilio de la fnerza pública, pa- 
ra que ella pueda ejercitarse sin entorpecimiento. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
quince vuelta, y devuélvanse al juez de sección para que proceda 
de conformidad a lo pedido en el escrito de foja diez. 

Y notándose que el apoderado del Banco Hipotecario ha pre- 
sentado sus escritos ante el juez de sección sin la estampilla co- 
rrespondiente, hágase presente al mismo juez que debe orde- 
nar la agregación de el!a, haciendn efectiva* las responsabili- 
dades impuestas por la ley de la materia. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ, — ABBLBAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN K . TO- 
IIUEVT. 
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t'AUSA XVIII 



Criminal contra Mvjuel Cometí Gutiérrez, por violación de 
correspondencia ; sobre snbreimiento 

Sumario, - Cuando ÜB halla comprobado el delito, y sólo 
noapareceriindidossiiticientes para atribuirlo al procesado, 
corresponde el sobreseimiento provisional, y noel definitivo. 

Caso. — Resulta de las si 



VISTA FISCAL 

Buenos Aires, Diciembre Je 



Señor Juez : 

No desprendiéndose de las precedentes actuaciones cargo 
directo contra el acusado, en quien se ha hecho ya efectiva su 
responsabilidad administrativa, por la pérdida de la carta de 
que se trata, y no habiendo mérito ni presunción alguna de que 
ta pérdida de la dicha carta, haya nacido de un acto delictuoso 
de parte del acusado, sírcase V. S. mandar sobreseer proviso- 
r iamente en este asunto. 
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»*llo del Juet Federal 

Unutio» Airas, Diciembre 7 de 1896. 

Autos y vistos: Atentólo que resulta de estas actuaciones, 
ríe conformidad con lo dictaminado por el procurador fiscal en 
su precedente escrito y en virtud de lo proscripto en el artículo 
135 del Código de Procedimientos en lo crimina), sobreséase 
provisionalmente en el presente sumario. Hágase saber al di- 
rector de correos, y archívese. 

Agustín (Jrdinarrain. 



VÍSTA FISCAL 

Buenos Aires, Diciembre 9 dv 18Wi. 

Señor Juez ; 

No considerando que la situación legal del recurrente haya 
cambiado, deede el momento enqueV.S. dictó la providencia 
de foja 21, ni de que se haya constatado la no existencia del he- 
cho delictuoso que denuncian lab constancias del sumario, creo 
que V. S. no debe hacer lugar á lo que se solicita, debiendo 
mantener su previdencia, sin perjuicio de acceder á la apela- 
ción que se interpone por haber sido interpuesta en tiempo. 



J. liotet. 



DE JUSTICIA WAClGNAL 



385 



Auto del Jucx Federal 



Humo* Aires, Diciembre 19d«lH9fí. 



Autos y vistos: Considerando que el sobreseimiento provi- 
si nal dictado en esta causa se ajusta rigurosamente á sus cons- 
tancias y al precepto legal sancionado por el artículo 435, inci- 
so 2% del Código de Procedimientos en lo criminal, desde que 
el hecho delictuoso que lo motiva se encuentra justificado, y si 



culpable al recurrente, por faltado iudicactones 6 indicios «ali- 
cientes, sus propios actos han sido desde su origen irregulares y 
sospechosos en el recibo y enrío á su destino de la carta recibi- 
da y desaparecida posteriormente; motivo éste más que razo- 
nable para decretar el sobreseimiento de foja 21 . 

Por ello, y lo aconsejado por el ilinisterio Público, nose ha- 
ce lugar á lo solicitado en el precedente escrito, y atento al re- 
curso de apelación interpuesto, se coacede en relación para an- 
te la Curte, debiendo remitirse los autos en la forma usual. 



Suprema Corte : 

Las consideraciones de la vista fiscal de foja 23 vuelta y del 
auto de foja 24, fundan la confirmación de foja 21 , que solicito 
de Y. E. 




Atjusttn t.'vdiiuirrain. 



VISTA DEL SESOK PIUJCL'HADOK 



Buenos Aires, Febrero 1* de 1897. 




386 



FALLOS HE LA SUPREMA CORTE 



MI* de I» Suprema Corte 

Bueno* Air.'*, t'vbrcro 23 ú v 1»*T 

Vistos: Por sus fundamentos, de conforintdadad cod lo pe- 
dido por el señor Procurador General, y lo expuesto en el aut<> 
de foja veinte y cuatro, confirma el auto apelado de faja 
veintiuna; y devuélvanse. 

BENJAMIN Vkl. — ABEL BAZAS. - 
JUAN K. TOHKEHT. 



CAUSA XI Y 



Don Juan H* Medie i, cesionario de la compañía * Hítenos Urcs 
Watler Supply and drainaye, limitad », contra el Gobierno 
Nacional; sobre nulidad de laudo. 



Sumario. — i" Los árbitros llamados & laudar sobre cuestio- 
nes procedentes de mi contrato do rescisión, bajo la cláusula de 
deber laudar con arreglo al contrato, no comete» nulidad, si es* 
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cando el contrato original en idioma extranjero, toman por hu- 
ye el texto de él en castellano transcrito en el instrumento del 
contrato de rescisión, c*m asentimiento de la* partes. 

2 o Tampoco cometen nulidad si admiten ia presentación de 
documentos, no señalada ñor el compromiso, pero no prohibida 

3" No puede decirse que no sea comprometido un punto que 
se bulle tan íntimamente ligado con el punto comprometido que 
precede, que no sería posible comprenderlo, ni interpretarlo 
*in recurrir a los términos de éste. 



Cam. — Resultad el 



FhIIu riel Jaez Federal 

Bueno* Aires, Marad 3? -í ( t 

Vistos ; Estos autos seguidos entre el señor Juan B. Medicí, 
sustituto de los derechos de ta compañía íiuenos Aires Watter 
Supfily and Draiñagt Cúmpany limüed, y el representante del 
Exmo. Gobierno Nacional, doctor don Enrique García Merou, 
en el recurso de nulidad del laudo pronunciado en dicho juicio 
por los menores árbitros doctores Virgilio M. Tedin, José María 
Rosa y Antonio E. llaUver, como tercero este último. 

Resulta: Que demandado por el representante de la compa- 
ñía arrendataria de las Obras de Salubridad en esta Capital, 
ante el Juez de Taz de la sección 6\ el pago de una cuota del 
impuesto anterior al 1 de Julio de 1891, este funcionario ele- 
vó al Ministerio del interior la consulta Je que instruye la nota 
de foja 1" de estos autos, que Tersa sobre si, con arreglo al con- 
trato de rescisión del arrendamiento de dichas obras, las cuo- 
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tas atrasadas del impuesto de las mismas correspondían al go- 
bierno óü la compañía arrendataria; cuya consulta fué pasada á 
informe de la comisión de tas Obras de Salubridad, expidiéndose 
ésta en los términos consignados en el documento de foja 3 y 
siguientes, negando á ésta el derecho á percibir las cuotas adeu- 
dadas de ©Be impuesto que no hubiera percibido hasta el 1" de 
Julio espresado, fecha de la entren del bono general, represen- 
tativo de las indemnizaciones que el gobierno acordó á la 
empresa, según los términos del artículo 2" del contrato de res- 
cisión del arrendamiento de las mencionadas obras. 

Que el representante de la compañía arrendataria, en su es- 
crito de foja 25, rebatió el precitado informe, y oído el señor Pro- 
curador General de la nación, este alto funcionario apoyo las 
conclusiones á >tuo en él arriba la referida comisión. El de- 
bute versó sobre la inteligencia gramatical de los términos en 
que se halla redactado el artículo 14 del enunciado contrato de 
rescisión, cuyo testo literales el siguiente: t Los impuestos pa- 
gaderos por provisión de agua y servicio de cloacas desde la fe- 
cha de la entrega del bono general, según se menciona en el 
presente contrato, serán colectados por el gobierno, quien pa- 
gará todos los gastos desde dicha fecha y pagará á la compañía, 
en lugar de ganancias netas, una auma de 5000 libras por mes 
durante el tiempo que transcurra entre la entrega del bono ge- 
neral y el (° de Julio de 1891 . La compañía su reserva el dere- 
cho de recibir los citados impuestos de agua y cloacas basta la 
entrega del bono general > . 

La comisión de las Obras de Salubridad, sostuvo que la cláu- 
sula final del artículo de aquel coutrato, qun queda transcrito, 
sólo acordaba á la compañía arrendataria el d erecto para cobrar 
y percibir los impuestos de agua y cloacas hasta el I o de Julio 
indicado, eu que quedó fijado el día de la entrega del bono gene- 
ral, y que, pasada dicha fecha, se extinguía todo derecho de su 
parte al cobro y percibo de tal Impuesto, El representante de 
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la compañíasostuvo, por el contrario, que ésta se habla reserva- 
do expresamente en la citada cláusula, el derecho de cobrar y 
percibir todo el impuesto p ot servicio de aguas corrientes y de 
cloacas que devengado ron anterioridad al i* de Julio uo le hu- 
biere sido satisfecho; y que para efectuar dicho cobro y perci- 
bir su importe, no había término fijado eu el contrato de resci- 
cion, Eu vista do la cuestión suscitada entre la comisión de 
Obras de Salubridad y el representante de la empresa, el exce- 
lentísimo gobierno de la nación se abstuvo de dictar resolu- 
ción al respecto, limitándose á expedir el decreto de fecha 31 de 
Agosto de 1892, corriente í foja 156. enau parte dispositi- 
va dice así: 

tEl Presidente de la República, *n acuerdo general de mi- 
nistros, decreta : 

t Artículo 1 K Cítese al representante de la compañía arrenda- 
taria de las Ubras de Salubridad paraconstituir, con arreglo al 
artículo 18 del contrato de rescisión, el tribunal arbitral que 
hade resolver á quién corresponde el cobro de las cuotas ante- 
riores al 1 o de Julio de 1891 . 

< Artíeulo2°. Comuniqúese, publíqueseé inertes* en el Re- 
gistro Nacional. - Feixegrinl -José V. Zapata. — Estanislao 
Zehallos, — Emilio llamen. 

Que compareciendo el representante de la compañía ante el 
Exmo. señor Ministro del Interior, en 12 de Setiembre del mis- 
mo ano, en mérito de la citación ordenada por el decreto prein- 
serto, se levantó el acta corriente á foja 157, acordando, de con- 
formidad con lo establecido en el articulo 18 del contrato de res- 
cisión, las siguientes bases de compromiso: * En Buenos Aires, 
A12desetiembredef8»2comparecióelTepresentantedelaAVaUer 

Supply and Drainage company, limited, anto el señor Ministro 
del Interior, doctor don José V. Zapata, en su despacho, en vir- 
tud de la citación que le fué hecha en cumplimiento delaouerdo 
de fecha 31 de Agosto, dictado en el espediente seguido sobre 
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la cuestión relativa al cobro di* cuotas anteriores al 1° de Julio 
d e 1 891 , por impuestos de aguas corrientes y cloacas, á objeto de 
constituir el tribunal arbitral qne debe dirimir la cuestión, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 18 del contrato de 
rescisión, y convinieron en las siguientes bases de compromiso: 
« i" La cuestión sometida d la decisión de los árbitros es la si- 
guíente: Si las cuotas adeudadas aún por servicios de cloacas y 
aguas corrientes anteriores al I o de Juliode 1891, correspon- 
den, con arreglo al contrato de resc^íon, á la empresa ó al go- 
bierno. En caso fuera resueltoá favor del derecho del gobierno, 
si la empresa debe reintegrar las sumas que haya cobrado por 
ese concepto. 

* 2* Los arbitros funcionario formando tribunal con el 
tercero y s una vez constituido éste en el término y forma 
que determina el artículo 18 del contrato de rescisión, oirán 
á las partes en un solo escrito que presentarán simultánea- 
mente» dentro del plazo que al efecto se les acuerde, el cual no 
podrá ser menor de 9 días hábiles, ni mayor de 20, pedirán á 
las oficinas públicas los antecedentes que las partes solicita- 
sen 6 que ellos considerasen necesarios para mejor proveer, y 
expedirán su laudo en el término de 30 días hábiles, contados 
desde el vencimiento del término fijado parala presentación del 
escrito de las partes* 

tS^Los Arbitros resolverán también en el mismo laudo y con 
arreglo i derecho, á quién corresponded pago de las costas de 
este litigio. 

• 4* A los efectos del inciso 4% artículo 771 del Código de Pro- 
cedimientos, se lija la suma de 50,000 pesos oro como multa que 
deberá pagar la perte que dejase de cumplir con los actos indis- 
pensables á la realización del compromiso. 

«5" Queda uombrido árbitro por parte del gobierno el doctor 
don José M. Hosa, y por parte de la compañía el doctor don 
V. M. Tedín. 
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.6' Este convenio ser4 reducido 4 escritura pdbiie. ante el 

lo cual firman de conformidad > 
(^aprobadas estas bases por *** de (echa 12 de fe*£ 
bre del -l-o año. se redujo ésta 4 escritura pdbUca en os g 

* n „ rt H»npn en el documento de foja lü¿ a foja mi, 
minos que se contienen eo ei uwum * , M 

presa, designando éstos como tercero en d.scordm al doctor An- 
ionio E. Mulaver: foja 175. 

bitros nombrados el juramento de ley, se fijé por decreto de » 
e Octubre siguiente, c, término de 10 días 4 1» P » 

U presentación de sus respectas alegatos, cuyo term.no ta. 

prorrogado, á petición del representante do. gob.crno, por tres 
1, tandee estos de tojas 118 a 213, el de! represen- 
te de .a compañía, y de fojas 210 á 259 « del represen Un- 

te del gobierno, quien presentí 4 la ve, los documentos de fo- 

^ÉSS*» los señoree Arbitros el dia 9 de Enero de 1893, 4 
objeto de disentir el punto sometido 4 suresoluoio» por el enun- 
1 r aijnijrdo sobre el 

ciado compromiso y no podiendo ponerse oe v 
mis mo, acordaron : 1» reunirse nuevamente el día 12 del m*- 
S mes par» fallar la causa , 2- adoptar como regla de procedr- 
«riento interno, par» dlctarel fallo ,ue cada uno H**»* 
ese acto, «u vote fundado por escrito para ser d.seut.do nueva 
mente; y 3" que la sentenel» serla redactada en el m.smo noto, 
s , gun el resultado de ..votación, adoptándose como fnndamen- 
J de ella los consignados por la mayoría en sus respectóos 



m en vista de este acuerdo y reunidos nuevamente los se- 
Jes Arbitros en e. indicado di. 12 de Euoro de 1893, prese.- 
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taran sus respectivos votos escritos, consignad os en los fallos 
corrientes de fojas 354 á 412, 413 á 463, y 437 á 449 vuelta, 
dictando incontinenti, á foja 349 vuelta, el siguiente 

taudo 

« Por los fundamentos consignados en los votos de tos seño- 
res árbitros en mayoría, doctor Malaver y doctor Rosa, es- 
tando en disidencia el arbitro doctor Tedin, por los fundamen- 
tos consignados en el suyo, cuyos votos se agregan por cabeza 
de este laudo, el tribunal arbitral falla y lauda declarando : 

c 1° Que las cuotas adeudadas aún por servicios dt* aguas co- 
rrientes y cloacas, anteriores al 1 o de Julio de 189!, correspon- 
den al gobierno de la nación. 

«2" Que la empresa compañía Obras de Salubridad, debe de- 
volver al excelentísimo gobierno de la nación, todas las sumas 
que baya cobrado por sirmios de cloacas yaguas corrientes, 
desde elt° de Julio de 1891. 

1 3* Que los gastos de este juicio ¡sean pagados por las partes, 
según se hubiesen causado y los comunes por mitad. 

« Repónganse los sellos y notiffqueae en el original . — ,1 «io- 
nio E. Malaver. - JoséM. /tosa. - Viryilio M. Tedin, en disi- 
dencia. > 

Que notificadas laa partes del laudo transcrito, el represen- 
tante de la compañía pidió aclaración del miBmo, que fué dese- 
chada por el auto de foja 178, deduciéndose eu seguida por el 
mismo el recurso de nulidad ante este Juigadn, en los términos 
de queiostruye descrito de íoja484, aduciéndose en él los si- 
guientes fundamentos: I o haber fallado los arbitros en viola- 
ción maniaesta del compromiso arbitral, y sobre un punto no 
sometido á su decisión, pues que siendo la cuestión i resolver si 
las cuotas adeudadas aún por servicio de cloacas y aguas co- 
rrientes anteriores al i° de Julio de 1891 correspondían, con 



arregloal contratoda rescisión de la empresa, al gobierno... la 
mayoría de los arbitros había hecho á un lado el contrato y al 
resolver la cuestión á favor de éste, no dicen « con arreglo al 
contrato de rescisión »; y en los fundamentos de un voto se dea- 
cubre que es con arreglo á los telegramas cambiados entre el 
doctor Plaza, agente del gobierno y el Ministro del Interior an- 
teriores y posteriores al contrato de rescisión; siendo de notarse 
que el arbitro tercero se han»*gado expresamente a tomar en con- 
sideración el testo inglés, que es el verdadero contrato original 
y más correcto que su traducción española y que no admite otra 
interpretación que la consagración más clara y evidente del 
derecho do la compañía; 2* la de haiier fallado sobre un punto 
no sometido a su decisión, al resolver que la empresa ó compa- 
ñía debe devolver al Exmo. Gobierno do la Nación íodas las 
sumas que haya cobrado por los servicios de cloacas y aguas 
corrientes desde la fecha indicada, pues que lo sometido á su de- 
cisión no es si las cuotas cobradas por servicios anteriores á esa 
fecha, corresponden & la compañía ó al gobierno, sinó si las 
cuotas adeudadas aún por servicios anteriores á ella, corres- 
ponden á una ú otro, es decir, las que no hubiesen sido paga- 
das, no eran adeudadas aún, no habiéndose sometido á la deci- 
sión arbitral, si la compañía debe devolver al gobierno lo que ba- 
ya cobrado desde el I a de Julio, sinó «las sumas que haya co- 
brado por ese concepto » es decir las adeudadas aún en la fi j - 
rba del compromiso, que son las únicas comprendidas en la 
cuestión . 

Que dada la tramitación correspondiente al recurso de nuli- 
dad deducido y conferido traslado del mismo al representante 
del excelentísimo gobierno nacional, éste contesta a foja 522 sos- 
teniendo la perfecta legalidad del laudo recurrido, pidiendo en 
conclusión : 

1* Se declare la improcedencia del recurso deducido por los 
motivos expresados en el párrafo II; 
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2" Que en caso de que el Juzgado considerare admisible 
dicho recurso, no se baga lugar \ él por las rayones aducidas en 
los párrafos III, IV y V; 

8 o Qm- en todo caso, se condene a la compañía (\ á sus actua- 
les sucesores al pago de costas, por haberlo iniciado maliciosa y 
temerariamente. 

Que en tal estado fiel juicio, el representante de la empresa 
pidió á foja 562 se confiriese un nuevo traslado a las partes, el 
que les fué acordado por decreto de fojas 565 á íi2l y de 622 a 
Íi82, pregando el primero en aquel, como unotru motivo de nu- 
lidad del laudo, el hecuo di* haber admitido por los arbitros sin 
su conocimiento los documentos precintados por el contrario de 
fojas 200 á 342, contra lo estipulado en la escritura de compro- 
miso, según la cual éstos dubían fallar la cuestión con ta sola 
presentación simultánea de uu escrito por cada parte, si bien 
con la faeultad de p.-dir á Las oficinas pública* los antecedentes 
que las partes solicitaren, ó que ellos considerasen nt-cesarios 
pura mejor proveer. 

En mérito de lo relacionado, y considerando en cuanto ála im- 
procedencia fi ínadiuisibilidad del recurso deducido^ alegada 

1" Que en el compromiso arbitral materia del juicio, no 
se contiene cláusula alguna que establezca la renuncia de nin- 
guno de los recursos autorizados por la ley contra las reso- 
luciones judiciales, limitándose el artículo 18 del citado con- 
trato de rescicion ¿declarar, en su parte final, que las decisiones 
del tribunal arbitral obligarán tanto al gobierno como á la 
compañía y que no podrá apelarse de ellas. 

Que aún impuesta una renuncia formal y en absoluto de 
todo recurso, ella no comprendería en manera alguna el de 
nulidad, porque siendo este de órden público, toda cláusula 
ó convenio al respecto carecería de valor legal. 

Que además es también un principio inconcuso, consagra- 
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do por diversas leyes de procedí míe otos, entre otras, la de esta 
Capital en su artículo 702, que en la renuncia general délos 
recurso* no se entiende comprendido el de nulidad, cuando éste 
se funda en el hecho de haber fallado los arbitros fuera de 
término, ó sobro puntos no comprometidos, ó por falta esen- 
cial en el procedimiento, y siendo de observarse que la nu- 
lidad interpuesta se funda en estas dos últimas, desde que se 
niega haber fallado los arbitros sobre un punto no sometido 
á su decisión y admitídose documentas de prueba, contra lo 
estipulado en la escritura de compromiso. 

2" Que esta misma doctrina consagra también la suprema 
Corte en su fallo serie i\ tomu 8, pagina 274, en que intepre- 
tando laúltimapartedelalay 34, título 4\ partida 3", establece: 
• Que en la obligación que se imponen las partes que lirman un 
compromiso, de cumplir lo que lauden los árbitros, sin interpo- 
ner ningún recurso de su decisión, no se entiende renunciado el 
recurso de nulidad. * 

3» Que en cuauto a la «bjeeiou fundada en el carácter espe- 
cial del arbitraje en cuestión, se dice no comprendido en las 
clasificaciones del derecho común y por consignieate no sujeto 
á los preceptos y principios que rigen los arbitrajes ordinarios, 
es de observarse que la circunstancia de ser ul gobierno de la 
nación una de las partes en el juicio no cambia en lo mínimo su 
naturaleza, como se pretende, desde que la celebración del com- 
promiso arbitral y sometimiento de la cuestión entre éste y la 
compañía ha sido expresamente autorizado por la ley especial 
del Congreso y en ella no se ha hecho reserva ni declaración al- 
guna que modifique 6 cambie el carácter y naturaleza de un ar- 
bitraje común; como no se ha hecho tampoco en la escritura de 
compromiso en que, con la facultad que tal ley acuerda, tanto al 
gobierno como á la compañía, se han consignado las cláusulas 
que son de estilo en los contratos de esta naturaleza. Así, pne*. 
y aún supuesto el caso que hipotéticamente se propone, de que 
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una compañía extranjera fuera favorecida por un laudo arbitral, 
no podía ésta oponerse á la interposición de cualquier recurso 
legal por parte del gobierno, sí estos no habiau sido expresa- 
meato renunciados, y menos el <ie nulidad fundado en las cau- 
sales expresadas, autorizadas por la ley, que, como queda dicho, 
no ae comprende en la renuncia general de los recursos; j en 
tal caso él debe interponerse ante el juez ó tribunal designado 
por la ley, con prescindid a de los derechos de la nación que 
se enuncian, de no poder estar en juicio como demandado, sin 
el requisito de venia préria del Congreso, que en el caso ha sido 
implícitamente acordada al determinarse por la citada ley de 
resciciou la forma de decidir toda cuestión resultante de la in- 
terpretación del contrato. 

4* Que admitir la doctrina sentada importaría colocar en una 
posición desventajosa respecto del gobierno á la parte que con él 
litiga, desde que no podría usar de recurso alguno en defensa de 
sus derechos, necesitando de un nuevo juicio y de su consenti- 
miento para buscar una reparación que en otro caso puede obte- 
ner, mediante un recurso fácil y más expeditivo; lo cual, por otra 
parte, importaría la violación, en perjuicio de sus derechos, del pac- 
tomismocelebrado.enelquesólo se ba tenido el propósito de obte- 
ner una pronta y justa decisión respecto á Las cuestiones surgidas, 
al amparo de una perfecta igualdad de derechos en la defensa. 

5" Que el recurso deducido no constituye propiamente una 
acción con el carácter de una demanda formal que deba motivar 
un juicio contradictorio, sino máa bien una excepción tendente 
á destruir los efectos de un fallo que se considera nulo por la 
forma y modo en que ha sido pronunciado; siendo también de 
observarse que si en la acepción general de 1 a palabra, la ar- 
ción de nulidad es también un recurso, ella se diferencia de lo 
que las leyes de procedimiento llaman recurso de nulidad, en la 
forma y en el término en que se deben interponer, como bien lo 
observa el recurrente. 
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6 o Que los fallos de la Suprema Corte citado*, na apoyando 
la doctrina que sostiene el representante del gobierno en el ca- 
so, pues ellos sólo consagra-i ti principio constitucional deque 
la nación no puede ser demandada sin la tenía previa del Con- 
greso, es decir, que no puede deducirse contra ella acción algu- 
na en juicio, lo que no importa establecer que en loa pleitos se- 
guidos con ella mediante una facultad previa acordada 6 en 
virtud de una ley, como la de rescícion que ha determinado el 
tribunal y forma en que han de resolverse las cuestiones con la 
compañía, no pueda una de las partes interpouer los recursos 
permitidos por la ley en defensa de sus derechas. 

7 a Que, por el contrario, la Corte ha declarado en su fallo sé- 
rie 2", tomo 16, página 437, que no es necesaria una venia es- 
pecial del Congreso para que la parte vencida en juicio ejecutivo 
pueda demandar á la nación pn el juicio ordinario correspon- 
diente; y es de notarse que en este caso no se trata de una verda- 
dera demanda contra la nación sinó de un simple recurso que no 
es más que la continuación del mismo juicio en una nueva ins- 
tancia; y el hecho mismo de haberse consignado en dicha ley la 
renuncia del recurso de apelación, demuestra evidentemente 
que, á no haberse éáte renunciado, procedería en derecho su in- 
terposición, como el de cualquiera otro de los autorizados por 
la ley. 

8' Que, finalmente, el juicio arbitral en cuestionen nada difie- 
re de loa arbitrajes comunes, ni puede él considerarse ooo tras- 
cendencia alguna internacional como se sostiene, por cuanto en 
él no se discuten derechos entre dos Estados soberanos, ni la na- 
ción al someter la ouestion á un arbitraje ha procedido en otra 
forma que como una entidad del derecho civil, como una persona 
cualquiera capaz de adquirir derechos y eontraer obligaciones 
en un contrato de carácter civil, como es el de arrendamiento y 
su rescicion; y porque en dicho juicio la nación interviene co- 
mo una persona jurídica con idéntica posición legal en él en 
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cnanto á los derechos y obligaciones que las leyes acuerdan a 
t(KÍo litigante en juicio. 

9 o Que ante los fundamentos expuestos y concordantes del 
escrito líe la parte recurrente, corriente á foja 566, es forzoso re- 
solver afirmativamente la cuestión propuesta. 

Considerando eu cuanto á los fundamentos del recurso de- 
ducido: 

10° Que la primera causal de nulidad opuesta al laudo en cues- 
tión se funda en que, según la escritura de compromiso, el tribu- 
nal arbitral debía resolver !a primera cuestión propuesta con 
arreglo al contrato de reseicion y los arbitros de la mayoría n-. 
dicen, en su fallo al resolverla, con arr&jlo ai contrato, des- 
cubriéndose de los fundamentos aducido» en él que es ton arre- 
glo á los telegramas cambiados entre el doctor Plaza, agente 
riel gobierno, y el ministro del interior; lo que. cu concepto del 
recurrente, importa una violación manifiesta de dicho rom pre- 
miso» que sólo les daba jurisdicción para juzgar el caso con arre- 
glo á otros autm-dentes. 

iV Que la omisión en el laudo de las palabras apuntadas no 
puede por sí sola constituir uua nulidad del mismo, ú por otra 
parte en él se resuelve la cuestión p-ropiewta en los términos en 
que ha sido consignada eu la escritura de compromiso, que era 
ta misión de tribunal arbitral, declarándose por él á quiéu co- 

rrientes y chacas, anterwres al primero de Julio 4c mü ocho- 
aentos noventa y uno, que es la primera cuestión sometida al 
arbitraje. 

12° t¿uc además es innegable el hecho de que los árbitros han 
tenido en cuenta el enunciado contrato de rescisión al dictar su 
fallo, desde que en sus respectivos votos se contieno la interpre- 
tación que dan á sus cláusulas pertinentes, especialmente ú la 14*, 
de cuya interpretación se deriva la cuestión materia del juicio: y 
entonces no puede decirse que por el solo hecho de que en la 
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parte dispositiva del laudo se omitiera decir, al resolver la pri- 
mera cuestión, con arreylo al contrato, quede aquel viciad de 
nulidad. 

13* Que por otra parte, del hecho bAIo de que se hayan men- 
cionado en loa respectivos votos de los árbitros de la mayoría 
los telegramas aludido*, no puede deducirse que estos an 
tecedentes sean exclusivamente l«is que fundan la resolución 
arbitral, como se da á entender, pues que si estos, como otros 
documentos agregados »l expediente, se han tenido en vista, 
para la resolución de U cuestión propuesta, ha sido como an- 
tecedentes ilustrativos de la misma, y para deducir la verdade- 
ra interpretación del contrato sute la vaguedad que se encuen- 
tra en los términos en que ae halla redactada el artículo t4* del 
mismo. 

14' Que no es, por otra parte, exacto que se haya omitido por 
la mayoría de Ion árbitros la consideración del contrato eu sus 
cláusulas pertinentes,? en prueba de que la ouestion ha sido 
estudiada y resuelta con arreglo á sus cláusulas, los votos déla 
mayoría hacen mención especial de él. En efecto, en el voto del 
arbitro doctor Rosa, se estudia y analiza el contrato como ee 
*a en los considerandos í\ 4% A\ 8-, H», «3% < 7ü - *® f 
24°; ó el alcance de sus cláusulas, para deducir la interpreta- 
ción que en su concepto corresponde y surge de ellos, romo en el 
del doctor Malaver en los considerandos 2°, 3°, 4 o , 5% 0" t & 
de su voto, en que también interpreta las clausulas «le dicho 

eontrato, 

15* Que aunque asi no fuere y en el supuesto de que la deci- 
sión arbitral recurrida so basara principal mente en los antece- 
dentes indicados, ello no constituiría m motivo de nulidad, 
porque tratándose de la interpretación de un contrato, no solo 
debe atenderse á los términos gramatical^ de sus cláusulas, 
ainó que ella hade deducirse de los documentos y antecedentes 
con que guarda relación y de que emana, cuya regla de inte-- 
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pretacion se hulla consagrada por la Suprema Corte en su fallos: 
sene 2\ tomo 9, página 446. 

16" Que no es tampoco un motivo fundado de nulidad el he- 
cho deque uno de loeárbUroa de la mayoría se haya rugada á 
tomar en consideración el texto inglés del contrato, al fundar su 
voto, que se dice ser el verdadero contrato original lirmndo por 
el represeatante del gobierno un Londres, desde que se ha teni- 
do en cuenta el traducido al castellano y que en sentir del ár- 
bitro aludido es el único contrato que ruerna tal mimbre, por- 
que es el que se halla incorporado a la ley nacional número 
2796 de 6 de Setiembre de 1891 , y sobre el cual recayó ta reso- 
lución del Hou-Tablc Congreso de la nación, y la sanción y pro- 
mulgación del Poder Ejecutivo Nacional, que expresa el con- 
sentimiento de una de las partes contratantes, sin el cual no 
podría haber contrato. 

No puede decirse entonces que al úuico contrato verdadero 
sea el del texto inglés, pues éste tiene igual valor que el del 
texto castellano, que ha sido el ratificado por el gobierno; y en 
todo caso, tal circunstancia no importaría un vicio que pueda 
operar la nulidad del laudo, desde que súlo afecta al fondo del 
mismo y no á la forma del procedimiento. 

17" Que á este respecto la Suprema Corte tiene declarado, 
que las razones que no s« refieren á la forma del procedimiento, 
sino al fondo de un laudo, no pueden servir de base para fun- 
dar el recurso de nulidad; como también que los arguirn . ' f tue 
atacan a) fondo y noá la forma de uu laudo, no pueden fuu1a r el 
recurso de nulidad (Fallosde la Suprema Corte, série 2% tomo 
i4,pág. 180; tomo 9, pág. 91). 

18" Que respecto i la segunda c;: usa de nulidad alegada, con- 
sistente en haber fallado los arbitros de la mayoría sobre i i 
punto no sometido á su decisión al resolverse que la empresa ó 
compañía debe devolver al excelentísimo gobierno de la nación, 
todas las sumas que haya cobrado por servicio de cloacas y aguas 
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corrientes, desde el t»d« Julio Je t89t , es de observa rsu que el 
compromiso arbitral establece como cuestión correlativa á la 
primera cuestión sometida al arbitraje, la de que. en caso fuera 
ella resuelta a favor del derecho del gobierno, si la compañía 
debe reintegrar las sumas que. baya cobrado por ese conoepto; y 
el fallo de la mayoría de l«s árbitros declara que la empresa u 
compañía délas ubrasde salubridad debe devolver al excelentísi- 
ma gobierno de la nació», todas las sumas que haya cobrado por 
servicio de cloacas y aguas eorrientesdesde el 1° de Julio de 1891» 
19" Que según se ve, ia única diferencia que existe pn esta 
parte de la resoluWim arbitral con el texto literal de la cuestión 
propuesta, consiste en que en aquella n» se consignan las pala- 
bras por ese concepto, y se dice sumas que haya cobrado por 
servicio de cloacas y liguas corrientes. 

Pero esta diferencia de palabras entre ta cuestión y fallo ex- 
presados no entraña, en manera alguna, una violación del com- 
promiso, desde que éste resuelve en A fondo la cuestión someti- 
da al arbitraje, que consiste únicamente i-osi debían devolverse 
las sumas percibidas, que de Jas ruotns adeudadas hubiese co- 
brado la empresa, lo que es perfectamente lógico, porque si tas 
cuotas adeudados hasta el 1"de Julio de 1891 se declaran co- 
rresponderá) gobierno, deben corresponderás también lasque, 
de las adeudadas, se hubieren cobrado después de esa fecha, y 
esto precisamente es lo que se declara por el laudo. 

20° Que, por otra parte, es un principio de derecho consagra- 
do por la jurisprudencia de la Suprema Corte, que en la 
interpretación de los documentos debe estarse por el sentido que 
asegure sn validez y perfección; por consiguiente, en la inter- 
pretación de dd laudo, debe estarse por el sentido de su validez 
y por el u;ue deja resueltas todas las cuestiones libradas al juicio 
de los árbitros. y no por aquel que dejase algunas de ellas sin 
resolver (fallos citados, série 2", tomo 6, pag. 647). Entonces, 
pues, ante la doctrina que consagra el citado fallo 
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da el recurso deducido, aún supuesta una duda sobre la verda- 
dera interpretación déla cuestión sometida al arbitraje desdi' 
que él resuelve dicha cu» 'ion. 

21" Que, además, la cuestión resuelta, qun inotifa él recurso 
deducido, tiene con U anterior una conexión dependencia ne- 
cesaria, y á este respecto, dice Caravantes en su obra sobre pro- 
cedimientos judiciales, tomo 2% página 496, que: «encuaut.ui 
liis cuestiones ¡ncideutaies ó accesorias de la principal que m 
gómete al arbitraje, no es necesario expresurlaseu la escritura de 
compromiso, pues se entienden comprendidas en él, si tienen 
con la misma una conexión ú dependencia necesaria»; y los se- 
ñores Manresa y Ueus, fine, * así como los arbitro* no pueden 
traspasar los límites del compromiso, tampoco llenarían su Ui- 
ber si su resolueion no comprendiera torios los puntos someti- 
dos á >u fallo, expresando, clara y terminantemente, lo que 
decidan respecto de las pretensiones que hayan sostenido los in- 
teresaos sobre c^da uno de ellos... * (Ley de ettjuüiammitt> 

civil, tomo IV, pág.»5). 

Que, finalmente, la cuestión resuelta no puede conside- 
ran diversa de la sometida ala decisión arbitral, porque de 
sus piopios términos se deduce que lo que se ha querido librar 
al juicio de los arbitros es sí precedía ó no la deglución al go- 
bierno de las -urnas percibidas por la compañía, por servicio de 
cloacas v aguas corrientes, que es precisamente lo resuelto en el 
[ando recurrido, declarando que deben devolverse al gobierno. 

23° Considerando, en cuanto a la ultima causa de nulidad ale- 
gada, que se funda en el hecho de haherae admitido por Jos árbi- 
tios los documentos de foja 260 v si tí uienUs, y que en concepto 
del recurrente constituye una grave violación del oompromU ■ 
arbitral: que el cilado compromiso contiene, en efecto, la dech- 
ración de que las partes serán oidas en un solo escrito, que pre- 
sentarán simultáneamente dentro del plazo que se les acuerde, 
pero contiene tambicn la facultad conferida á los arbitros para 
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pedir á las olicinas públicas los antecedentes que aquellas soli- 
citasen ó que ello- considerasen necesarios para mejor proveer. 

24 w Que esta restricción & limitación impuesta al debate y 
tramitación del juicio, no puede considerarse que importa la 
privación en ¡ibsuluto á las parles de presentar con dicho escri- 
to, documentos pertinentes ¡i la cuestión á resolverse y que ellas 
consideren de alguna i m portañola d tal efecto , desde que tales 
•loo ii mentes se presentaba» con el escrito autorizado pur el com- 
promiso y como parta integrante del mismo; y es indudable que 
con esa res trie* ion sólo se ha querido suprimir del juicio las de- 
más tramitaciones legales en obsequio á la brevedad y pronta 
resolución del mismo; pero en manera alguna excluir del cono- 
cimiento de los arbitros, todo documento ó antecedente que las 
partes consideren útil a la decisión de Jas cuestiones sometidas 
A su fallo ó en que funden sus respectivos alegatos. 

25" Que, por otra parte, el compro mis o arbitral impone á los 
arbitros el deber de pedirá las olicinas públicas los anteceden- 
tes que las partes solicitasen» ó que ellos considerasen necesa- 
rios para mejor proveer; entonces, pues t y si estos, según les 
térmiaos del compromiso, no hubieran podido negar la agrega- 
ción á los autos, de los documentos presentados si se hubiera 
solicitado por escrito separado, desde que la palabra pedirán, 
es imperativa, ninguna importancia tiene el hecho dequj se ha- 
yan presentado con el escrito autorizado por el compromiso; y 
por cuanto, además, cualquiera que fuese la forma ú oportuni- 
dad en que se traíun A los autos, en uno ú otro caso, no procedía 
ni era admisible discusión alguna éntrelas partes sobre el mé- 
rito de tales documentos, según los términos de diebo compro- 
miso. 

26" Que, ¡idemás, Informa adoptada de la presentación de un 
escrito simultáneo, prescripta en el caso, no excluye terminan- 
temente el derecho de las partes de acompañar á éste cualquier 
documento ó antecedente que ta que lo presenta considere con 
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atingencia á i i cuestión, pues si ello no está expresa mente au- 
torizado, tampoco está exprésame nte prohibido, siendo también 
de tenerse en cuenta el derecho y aun precepto que se contiene 
en los artículos 10 y 11 de la ley nacional de procedimiento*, de 
que el actor, como el demandado, Han de presentar con sus escri- 
tos de demanda y contestación, las escrituras y documentos que 
juStifiquOU.o funden respectivamente la acción ó incepciones 
deducidas, 

2T' Que, linalmente, son en todo caso, de aplicación á este res- 
pecto los fundamentos consignados en los considerandos 20 y 
2l t que se reproducen como pertinentes á la causal alegada. 

l*or estos fundamentos y encordantes délos escritos de fo- 
jas 522 y tt22 t íallodeli altivamente: no haciendo lugar al recurso 
de nulidad deducido, sin especial con «le nación en costas, 

Notifíqneseconol original y repónganse tas fojas. 

Juan lielt'ampith. 



fallo d« in Swpreiim Corte 

• 1 

Ununo* Airtá, FMíruro ai* IWiT. 

Vistos y considerando : Que el r» cúrrente dice de nulidad del 
laudo arbitral á que esta causa se refiere, fundándose : primero, 
en que los arbitros no han laudado con arreglo al contrato, que, 
conforme al compromiso, debía servir de base para so resolu- 
ción ; segundo, en que han admitido la presentaeiou de docu- 
mentos por la parte del gobierno nacional, acompañado al me- 
morial en que esta parte hizo valer sus derechos; y tercero, en 
que resolviendo sobre cuotas ya cobradas con anterioridad al 
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compromiso por serviciar; anteriores al primero de Julio de mil 
ochocientos» noventa y uno» han laudólo sobre materia nocom- 
prometida. 

Que respecto á la primera de esas causales, tos autos dumues- 
tran hasta iu evidencia, que ese! contrato rescisión, destina- 
do A reglar los derechos y deberes de la nación y de la empresa, 
el antecedente que, apreciado en extenso por los Arbitros, ha ser- 
vido de base para su resolución. 

Que es indudable que el mencionada contrato, cualesquiera 
que sea el idioma en que originariamente se extendió, ha debido 
ser incorporado en idioma nacional ai instrumento público de 
rescisión, porque es así que forzosamente deben extenderse en el 
país las escrituras públicas { articulo mievecientos noventa y 
nueve del Código Civil). 

Que, en consecuencia, el texto del citado contrato, transcripto 
en la referida escritura con asentimiento de ambas partes, ha 
podido y debido ser juzgado por los árbitro.,, habiendo por au- 
ténticas las cláusulas y convenciones contenidas en la escritura 
(artículo mievecientos noventa y cuatro y nuevecientos noventa 
y cinco del Código Civil), 

Que la segunda causal aligada no se bas » en limitación ex- 
plícita estipulóla en el compromiso, y es contraria á loa princi- 
pios que dominan en materia procesal. 

Que en efecto, y conforme a las leyes, los interesados en juicio 
üe hallan no sólo munido* de la facultad linó compelidos por el 
deber, so penti de las sanciones legales, de present ir en la de- 
manda y respuesta las escrituras y documentos que justi liquen 
el derecho que invocan (artículos diez y once, ley de procedi- 
mientos). 

Que dada esa regia, general en el procedimiento, no puede 
pretenderse que no haya debido st-r de aplicación en el juicio an- 
te los arbitros, en todo lo que ella no hubiera sido formalmente 
limitada por la convención de las parte*. 
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Considerando respecto á la causal de nulidad alegada por ha- 
ber fallado los arbitros sobre puntos do comprometidos : 

Que !íi bien es exacto que la base primera del compromiso 
contiene en realidad dos cuestiones diferentes, la segunda es tí 
tan intimamente ligada con la primera que no sería posible com- 
prenderla ni interpretarla, sin recurrir á los términos de la an- 
terior, de que deriva, y íi la que su mismo con texto hace referen- 
cia, pues se ha redactado diciendo que : * Eu caso fuera resuelto 
á favor del gobierm» (la primera) si la empresa debe reintegrar 
las sumas que haya cobrado por ese concepto*. 

Que la resolución del segundo punto dependía por lo tanto de 
Ja que recayera sobre el primero, de tal suerte que si esa resolu- 
ción hubiere sido favorable á las pretensiones de la compañía, 
dicho segundo punto habría quedado, por este solo hecho, sin 
efecto alguno y los árbitros n-> hubieran podido pronunciarse so- 
bre ¿1, una vez declarado que correspondía á la compañía las 
cuotas adeudadas por servicios anteriores al primero de Julio. 

Que resuelta por los arbitros en favor del gobierno la prime- 
ra cuestión, sobre cuotas at'in adeudadas por servicios ¡interio- 
re al primero de Julio, era de su deber resolver la segunda 
comprometida, que consistía en sí la empresadebe reintegrarla?- 
sumas que luya cobrado por ese concepto. 

Que no pue le dudarse que cuando se habla de sumas cobra- 
das por ese concepto, se alude forzosamente a las cuotas que la 
empresa hubiese cobrado con posterioridad al primero de Julio 
de mil ochocientos noventa y uno, y antes de la fecha del com- 
promiso arbitral. 

Que sólo así [as dis cuestiones conexas guardan entre sí la 
relación necesaria y búIo a "t la interpretación se acomoda á los 
términos claros y precisos de la convención. 

Que debatiéndose, según loa términos de la primera cues- 
tión, la pertenencia de las cuotas aúu adeudadas por Bervicios 
anteriores al primero de Julio, se explica que hubiese también 
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divergencia entre las partes sobre á quién correspondieran las 
ya cobradas en el tiempo intermedio, siendo á la verdad inacep- 
table que la diferencia se tradujese sobre fuotas no cobradas, 
cuando esto se hallaba comprendido ni terminis en la primera 
de las cuestiones sometidas. 

Que, por otra parte, cuando la convención dice, de referencia 
á un tiempo pasado, que lo* árbitros resolverán sobre reintegro 
de sumas que se hayan '¡obrado, nu es posible pretender que alu- 
dan á un tiempo futuro, ó sea, á sumas que se cobrarán después; 
habría oposición en los respectivos conceptos y no se explicaría 
un contrato sobre devolución de sumas nn recibidas. 

Qui" para decidir si los arbitros interpretaron 6 no arregla- 
damente el compromiso, cuando resolvieron la primera cuestión, 
<*n cuya resolución debía apoyarse la segunda, sería forzoso co- 
nocer del fondo del laudo, lo que no le es dado hacer á esta Su- 
prema Corte, «o obstante lo alegado por las partes, porque no 
está sometido ú sn fallo. 

Que, en consecuencia, al resolver loa Arbitros ta devolución de 
las cuotas percibidas después del primero de Julio, han proce- 
dido en virtud de sus facultades, pronunciándose sobre la cues- 
tión que les había sido propuesta, y con arreglo al contrato de 
rescisión, que según su propio criterio, consignado en los fun- 
damentos que aducen al pronunciarse sobre la primera cuestión, 
no reconocen i la empresa derecho á cobrar impuestos con pos- 
terioridad al primero de Julio de mil ochocientos noventa y 
uno. 

Que el hecho deque las palabras adeudadas aún estén escri- 
tas después del punto y sobre el guión, en el decreto de foja 
ciento sesenta, no tiene importancia alguna, desde que ese de- 
creto, como se vé fácilmente, no tuvo otro propósito que apro- 
bar dichas bases contenidas en ¿1 acta precedente, como en él 
so dice, y en las cuales aparecen las palabras mencionadas; de- 
biendo notarse en todo caso, que el convenio, que es la ley para 
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las partes, lo constituye el compromiso formad o con el consenti- 
miento necesario y común de arabas partes. 

Que respecto fie las costas, es de tenerse presente que fie Jas 
tres principales cuestiones propuestas por el representante del 
poder ejecutivo, dos han sido resueltas en contra suya por la 
sentencia recurrida, lo que demuestra que uo procedía hacer 
una condenación especial de costas en su favor. 

Por estos fundamentos y ios concordantes de la sentencia re- 
currida de foja seiscientos ochenta y tres, se confirma ésta, y 
respuestos Jos sellos, devuélvanse. Notiffquese con el original. 

BENJAMIN PAZ. — AREL RAZAN . — 
— OCTAVIO 1ÍUNGE. — JUAH E. TO- 

üUtM . — luis v. várela (en di- 
sidencia en lo relativo A las cuo- 
tas ya cobradas). 



DISIDENCIA 

Vistua : La compañía linfas Aires Watter Supptf/ and Itrai- 
noye, deduce el recurso de nulidad de un laudo arbitral, 
fundándolo eu tres causales, que alterado el orden en que 
illas han sido aducidas pueden concretarse en las fórmulas si- 
guientes: 

Primera : Porque los arbitros han lauda lo sin tomar en con- 
sideración el texto inglés del contrato de rescisión del arrenda- 
miento de las obras de salubridad de la Capital de la República. 

Segunda: Porque han admitido que la parte del gobierno 
nacional piestnte conjuntamente con su memoria ante Jos arbi- 
tros, una série de documentos que sólu pudo haberse presentado 
previo mandato de los árbitros. 
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Tercera: Por haber los arbitros laudado sobre puntos no 
comprometidos al mandar <\\iq la compañía devuelva al gobierno 
las cuotas ñor servicios de diucas y aguas corrientes, cobradas 
después de! primero de Julio de mil ochocientos noventa y uno. 

V considerando : primero : Respecto úla primera cuestión, 
si oien es cierto que el texto del contrato inglés, firmado en 
Londres por el doctor (ion Victorino de la Plaza, como represen- 
tante del gobierno argentino, y don H. R. Grenfell, como presi- 
dente de la compañía, e-i el testo original de la convención y es 
con arreglo ¡i sus cláusulas que los Arbitros debían falhr; no es 
menos t ierto que debiendo los tribunales argentinos pronunciarse 
sólo en vista de documentos vertidas al idioma nacional, los ár- 
bitros handebídd forzosamente tener que referirle a la traduc- 
ción de aquel contrato, no teniendo más obligación que la de 
asegurarse que esa traduce ion fuese conocida y aceptada por las 
partea. 

Segundo : i lúe si en el caso ocurrente los arbitros no han or- 
denado la traducción judici.il del contrato inglés, tal procedi- 
miento era iuneee&ano, por cuanto en la escritura de treinta de 
Setiembre de mil ochocientos noventa y uno, pasada ante el escri- 
bano Ai- gobierno don AuacUto Re^ta y suscrita por el doctor 
don rdrlos PelU'gr¡rii,como presidente de la República Argen- 
tina, y do» H, G. Anderson, como representante de la compa- 
ñía recurrente, fué ratificado el contrato celebrado on Londres, 
sirviendo para esa ratificación no el texto inglés, firmado en 
aquella ciudad, sin ó su traducción incluida in extenso en la 
mencionada escritura du Setiembre de rail ocbooiento noventa J* 
uno. 

Tercero: Que existiendo un texto castellano del contrato de 
rescisión del arrendamiento de las obras de salubridad, acep- 
tado por ambas partes con anterioridad al acta de compromiso 
arbitral labrada en doce de Setiembre de mil ochocientos no- 
venta y u no, es indudable que es á esa traducción á lasque ellas 
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se han referido al someter la interpretación del contvato al jui- 
cio do losárbitros. 

Cuarto: Que aieudo indudable que es esa traducción la que 
han tenido presente losárbitros al laudar, no solo por la identi- 
dad en el te.íto -leí urtí- ulo ratorce (que el pertinente á la 
cuestión) que se transcriba en toa landos, 'ió también por ser 
ella la que sirve de nota explicativa de la ley número dos rail se- 
tecientos noventa y seis, de veinte y nueve de Agosto de mil 
ochocientos noventa y uno. en la publicación -le leyes nacionales, 
colección Uladislao S. Frías, es fuera de toda duda qu>> no han 
incurrido en nulidad alguna, ai pronunciarse naciendo referen- 
cia á esa traducción y <?»n completa preseindencia del texto ori- 
ginal inglés, que, en el ánimo dt> tas partes, había sido susti- 
tuido por la versión castellana que incluyeron en la escritura do 
treinta de Setiembre de mil m-hocu-ntos noventa y une. 

Quinto : Que carece dv toda fuerza el argumento aducido por 
el recurrente, de que el Menor Anderson, como representante de 
de la compañía, carecía de facultades para uceptar como iiel una 
traducción cualquiera del contrato inglés; por cuanto, siendo su 
mandato precisamente el de ratificar el contrato de Londres y 
recibir el bono general, que era su consecuencia, es16gico dedu- 
cir que esa ratificación no podr;'* hacerse si nú piévia traducción 
det texto inglés, por cuanto los actos notariales y los instrumen- 
tos públicos otorgados en la Repúhlica Argentina, no pueden ex- 
tenderse si nú en el idioma nacional. 

Considerando en cuanto al segundo punto: 
Sexio: Que si bien en el acta de compromiso .-órnente áfoja 
ciento cincuenta y siete de los autos principales, se establece 
en la clausula segunda que < los árbitros pedirán á las oficinas 
públicas los antecedentes que las partea solicitaren », esta dis- 
posición no es excluyente del derecho de las partes, para pre- 
sentar, conjuntamente con la memoria, los documentos y ante- 
cedentes que hubieran podido procurarse sin la intervención de 
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los arbitros. Ksa cláusula del compromiso tiene por objeto igua- 
lar las cond icio nes ti a las partes ante el tribunal arbitral. No 
pudicndo la compañía disponer de ios documentos y anteceden- 
tes que obrasen en poder del gobierno nacional, el compromiso 
lo autorizaba á hacer venir al juicio, por medio de los arbitros, 
todos aquellos antecedentes que estuviesen en las oficinas pú- 
blicas y que esa parte creyese necesarios para la mejor ilustra- 
ción de loa jueces. 

Séptimo: Que estableciendo i sa misma cláusula del compro- 
mis.* que «los arbitros,. , oirán á las partes en un solo perito, 
que presentarán simultáneamente », sin qu; se haya estipulado 
la prohibición de acompañar uVumentosá ese escrito, es lógi- 
co suponer que se haquerido dejar á las partes en completa li- 
bertad para proceder, en este punto, con la amplitud de derechos 
que les acuerdan las leyes generales; agregándose la obligación 
de los arbitros de pedir á las oficinas públicas los antecedentes 
que las partes solicitasen, sólo como una ampliación de aquellos 
derechos, pero no como una limitación. 

Octavo: (Jue siendo un principio general en la jurispr *eucia 
procesal, que es deber de los jueces amparar la mayor ampli- 
tud en la defensa de los derechos alegados enjuicio, los árbitros 
no han producido nulidad alguna al aceptar la presentación de 
documentos hecha por el representante del gobierno, simultá- 
neamente con el escrito único que debía p. mentar, tanto más, 
cuanto que, en caso de dudas, el punto debía resolverse en fa- 
vor de la validei del acto, por cuanto amparaba la defensa. 
Considerando respecto al tercer punto : 
Asueno : Que la cláusula primera del compromiso dice tex- 
tualmente: «La cuestión sometida á la decisión de les árbitros 
es la siguiente: si las cuotas adeudadas aún por servicios de 
cloacas y aguas corrientes, anteriores al primero de Julio de mil 
ochocientos noventa y uno, corresponden, con arreglo al contra- 
to de rescisión, á la empresa 6 al gobierno. So caso fuera re- 
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suelto á furor dH derecho del gobierno, si la embrean debe rein- 
tegrar las sumas que haya cobrado por ese concepto.» 

Hécimo : Que el punto discutido en estos autos, es el alcance 
que debe darse A la locución por ese concepto, con que termina 
el párrafo segundo de la cláusula transcripta, sosteniéndose por 
parte del gobierno que la reintegración debe hacerse de todas las 
cuotas percibidas por la empresa después del primero de Julio de 
mil ochocientos noventa y uno, y por parte do la compañía que 
sólo debí Uncirse la reintegración de La . cuotas que, adeudadas 
aún, á la fecha del compromiso (doce de ¡Setiembre de mil ocho- 
cientos noventa y dos), se hubiesen cobrado por ella dt*spue¡» de 
esa fecha. 

Indéctmo: Que ti tribunal arbitral resolvió áeste respecto 
(foja trescientos cincuenta, autos principales): t Segunda: 
Que la fin presa ó compañía fie las obras de salubridad debe de - 
volver al excelentísiinogQbierno de la nación, todas las sumas 
que haya cobrado, por servicio de cloacas y aguas rorrien- 
tes, desde el primero de Jubo de mil ochocientos noventa y 
uno *. 

Duodécimo : Que para precisar el ánimo de las partes en cuan- 
to ú esta parte del compromiso arbitral, es indispensable buscar 
en sus propios actos, aquellos que preceden y siguen a! compro- 
miso a tin de comprobar \m> puntos en que ba existido perfecto 
a nerdo t-ntre ambas. 

Héci mo tercero : Que el urígen del juicio, omitiéndose ante- 
cedentes innecesarios, fué el decreto de (fjja veinte y cuatro, 
expediente principal) Junio veinte y tres de mil ochocientos no- 
venta y dos, que mandando correr vista al representante de la 
compañía de un informe de Ja c< uisionde 1 s obra?, de salubri- 
dad, ordeno que aquella suprimiese rtl ' o de las cuotas que 
efectuaba actualmente, hasta qne t con los antecedentes necesa- 
rios, resolviese el gobierno la cuestión promovida. 

Esa cuestión era la que promovió la comisión de Jas obras de 
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salubridad que. en su largo informe de foja tres, la reasumía 
en estos términos ; 

Primera : Que no corresponde á la compañía la percepción de 
que no percibió basta el primero de Julio de mil 
y uno ; 

Jebe suspenderse la cobranza; 
Tercero ; Que se le debe ordenar entregue en tesorería todo 
lo recaudado basta la fecha, desde dicho primero de Julio; 

Citarlo: Que en uaso de reconocérsele á dicho s<-ñor Anderson 
personería para efectuar la cobranza en nombre de la compañía, 
y siempre que no se conforme con la devolución de lo cobrado, 
ae constituya el tribunal arbitral de que habla el artículo diez 
y ocho del contrato de rescisión, á objeto de que resuelva si 
asiste a la compañía el derecho de cobrar los derechos ateza- 
dos (fojas veinte y tres y veinte y cuatro). 

Déeimocuarto : Que rechazadas por la compañía la conclu- 
sión de la comisión de obras de salubridad, y negándose á reco- 
nocer el derecho del gobii mu para ordenarle suspendiera la co- 
branza, el Poder Ejecutivo dictó, en acuerdo de ministros, el 
decreto de treinta y uno de Agosto de mil ochocientos noventa 
y dos (foja ciento cincuenta y cinco), que mandaba citar al re- 
presentante déla compañía arrendataria, t á fin de constituir, 
con arreglo al articulo diez y ocho del contrato de rescisión, el 
tribunal urbítral que ha de resolver ú t¡uién corresponde el co- 
bro de tas cuotas antenotes ai primero de Salto de mil ocho- 
cientos noventa tj uno » . 

Décimoqwnto: Que es indudable que en el espíritu y en la 
letra de ese drereto, al dictarlo el Poder Ejecutivo entendía 
constituir el tribunal arbitral para someter á bu fallo á quién 
correspondían todas las cu«itus cobradas «después del primero 
de Julio » , concepto que se encuentra claramente expresado eo el 
considerando primero del mencionado decreto de treinta y vno 
de Agosto de mil ochocientos noventa y dos, y que dice t que 
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tanto la comÍ9Í"n de la. obras de salubridad como el Procurador 
General de la Nación, están contestes en que, con arreglo al con- 
trato de rescisión, tas cuotas atrazadas no cobradas hasta el p ri- 
mero de Julio de mil ochocientos noventa }/ uno, pertenecen al 
gobierno nacional y no a ta compañía arrendataria * (foja l iento 
cincuenta y cinco vuelta) . 

ííécimoxe.rto : Que ai bien i *, innegable que en ks artos 
eliminados» anteriores a la celebración del compromiso, el Po- 
der Ejecutivo Nacional su ha referido ü todas las cuotas no co- 
bradas hasta el primero de Julio de mil ochocientos noventa y 
uno. lo es también queésta liando la manifestación aislada de 
la opinión de una di' las partes sobn- la cuestión que debía ser 
sometida á arbitraje, sin quü la otra baya intervenido hasta 
ese momento en las deliberaciones del gobierno. 

Decimoséptimo lA^un aun cuando en autos no existan cons- 
tancias de latí conferencias que precedieron á la redacción del 
acta de compromiso, mi-', en el espediente principal, sigue in- 
mediatamente al re cordado decreto de treinta y uno de Agosto 
de mil ochncientos noventa y dos (foja ciento cincuenta y cinco 
y f«>ja eiento cincuenta y siete), es indudable que bastan aquella 
y id decreto en que el Poder Ejecutivo la aprobó en acuerdo de 
miniaros, para penetrar el ánimo que presidió á su confección 
y aprobación . Efectivamente, si en los actos del gobierno na- 
cional que preceden á la celebración del eomproin^o, el Poder 
Ejecutivo se ba referido á tudas las cuotas atracadas no eobra- 
das hasta el primero de Julio de mil ochocientos novata y uno» 
y en los actos de ambas partes <|ue acompañan y siguen á lacon- 
veneion del arbitraje, sólo se hace referencia alas cuotas adeu- 
dadas aún en la fecha del a*ta del eoniproniiso, - e l acta d re que 
íjs partes * convinieron en las siguientes bases de compromiso» , 
lo que importa decir que esas cláusulas reflejan la voluntad con- 
forme de ambas partes, y la primera de esas bases es la de so- 
meter a] juicio de los árbitros t si las cuotas adeudadas aún» por 
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Be rvicioade cloacas y aguas corrientes, anteriores al primero 
de Julio de mil ochocientos noventa y uno, corresponden al go- 
bierno ó a la empresa», lo que importa v v id üii temen te aban- 
donarse por el gobierno la pretensión de someter al juicio de 
los arbitros ta quién corresponden las cuotas atrasadas, no co- 
bradas hasta el primero rio Jnlio de mil ochocientos noventa y 
uno », como lo decía el decreto de treinta y uno de Agosto de 
mil ochocientos noventa y dos, para limitar sólo el arbitraje á 
las cuotas adeudadas aún i la fecha del compromiso, dejando 
fuera de juicio las cobradas hasta esa fecha, puesto que habien- 
do B:do pagadas, esas cuotas no eran adeudadas aún. Loados 

términos se excluyen, 

Qécimooctavo : Que si en el segundo párrafo de la misma 
cláusula primera, cuando se trata de lo que debe reintegrarse 
por la compañía al gobierno, en caso de resolverse que las cuotas 
adeudadas aún pertenecen al gobíeruo, se emplea sólu de la lo- 
cución € debe reintegrar las somas que baya cobrado por ese 
concepto», e* indudable que esafrast: tío puede tener otro alcan- 
ce que el que le atribuye la compañía: es decir, que debe rein- 
tegrar al gobierno las sumas lúe haya cobrado en concepto de 
cuotas adeudadas aún, á la fecha del compromiso. Si en lo prin- 
eipal el mandato de los árbitros se limitaba á las cuotas adeu- 
dadas aún, y era sólo sobre á quien pertenecían esas cuotas, que 
debían laudar, es lógico establecer que en lo accesorio, en la 
■levolucion de lo que ee hubiera cobrado por ese concepto, tam- 
hien la base primera se ha referido A las motas adeudadas aún 
en la fecha del acta del compromiso. 

Decimonoveno : Que así lo reconoce el mismo Poder Ejecutivo 
en su decreto de foja ciento sesenta, de fecha doce de Setiembre 
de mil ochocientos noventa y dos, aprobando las bases de arbi- 
traje contenidas en el acta de la misma fecha «sobre el mejor 
derecho de las cuotas por servicios de cloacas y aguas corrientes 
anteriores al primero de Julio de mil ochocientos noventa y 
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uno, y adeudadas aún », lo que importa dejar claramente e*ta- 
blcciiiu que, «egun el Poder Ejecutivo de la Nación, ei arbitraje 
sólo se constituía ¡iara resolver respecto de las cuotas adeu- 
dadas ai'iti en la fecha del acta de compromiso y del decreto di 1 su 
aprobación , sin que ni en uno ni en otro acto del gobierno, se 
fraga referencia alguna á las motas cobradas desde el primero 
de Julio de mil ochocientos noventa y uno, hasta el doce de 
Setiembre de mil ochocientos noventa y dos. 

Vigésimo: Que las palabras * cuotas adeudadas aún », que apa- 
recen tanto en el acta de compromiso como en el decreto del po* 
d< r ejecutivo de doce de Setiembre de mil ocliocieiitoo nuventa y 
doa, limitando la materia del arbitraje, no pueden tomarse co- 
mo un errur de redacción del compromiso, com» lo pretende el 
representante del gobierno; en primer logar, porque los arbitros 
oo tienen el derecho de corregir los pretendidos errores de las 
partes, pudiendo, mando más, pedir que aclaren el concepto 
del compromiso que reputen obscuro; y, en segundo lugar, por- 
que de los autos consta que, lejos de haberse cometido error al 
incluir en el compromiso la locución «cuotas adeudadas aún», el 
gobierno nacion.il consiente y expresamente quizo que á esas so- 
las cuotas se limitase el arbitraje. Para hacer esta afirmación, 
basta --laminar el testo orip ; nal del decreto aprobatorio del acta 
del compromiso, qiu corre áfoja ciento sesenta del expediente 
principal; allí se ve claratuenteque, "nel principio, al referirse 
esedeeretoal punto sometido á arbitraje sedería, que era • sobre 
el mejor derecho a las cuota^ por servicios de cloacas y aguas 
corrientes anteriores al primero de Julio de mil ochocientos no- 
venta y un» », Mil se fe un punto y un guión en el original del 
decreto; pero luego con la misma escritura, aun cuando con tin- 
ta algo más clara, y empezándose á escribir sobre el guión, se 
ba agregado c y adeudadas aún », demostrándose evidentemente 
que al principio se había cometido error aprobando un arbitraje 
sobre todas las cuotas anteriores al primero de Julio de mil ocho- 
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cientos noventa y uno, cuando el que se constituía era sólo so- 
bre las adeudadas aún en la fecha de isa aprobación. 

Vigósimoprimero: Que sí bien es indudable que los arbitros 
se han excedido en los términos de su mardato, esa circunstan- 
cia no basta para pronunciar la nulidad de todo el laudu, por 
cuanto no es ülcaso de la ley veinte y seis, titulo cuarto, parti- 
da tercera, desde que los árbitros se han pronunciado sobre, el 
punto y en la forma que les fué sometida la cuestión, siendo 
sólo nula aquella parte en que se han excedido. 

Vigétimosegundo: Que esa parte e 3 aquella en que el laudo 
arbitral manda que se baga por la compañía la devolución al go- 
bierno, de todas las sumas que haya cobrado por servicios de 
cloacas y aguas corrientes desde el primero de Julio de mil ocho- 
cientos noventa y uno, cuando esa devolución debe hacerse sólo 
de las que hubiese la compañía cobrado desde el doce de Se- 
tiembre de mil ochocientos noventa y dos, fecha del compromiso 
y del decreto de su aprobación. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar al recurso de nuli- 
dad interpuesto contra el laudo de foja trescientos cuarenta y 
nuevo, en su totalidad, y se declara que éste es nulo sólo en la 
parte en que manda devolver las sumas por servicios anteriores 
al primero de Julio de mil ochocieutos noventa y uno, cobradas 
por la empresa desde esta fecha hasta la del compromiso. 
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Don Viciar Klolz contra don Antonio Souef; sobre faLsificaciou 

de marca de fábrica 



Sumario. — i a No causa nulidad en la sentencia, el haber 
hecho el juez mérito de un hecho no mencionado en la querellu, 
como elemento de prueba para declarar la falsificación. 

2 a Tampoco la causa el haber omitido considerar en su fallo, 
algunas de las razones alegadas por el acusado en su defensa. 

3° La aplicación á sus productos de uua marca que ha sidu 
declarada de propiedad de otro, hace incurrir á su autor cu la 
penalidad que la ley sobre marcas de fábrica impone á sus in- 
fractores. 

■ 

Caso. — liesulta del 



Airea, Agosto 19 de 1895. 

Y vistos; estos autoá seguidos por Víctor IíloU, contra Anto- 
nio Souef, por falsificación de marca de fábrica. 
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Resulta: Que don Ernesto J. Borré, en representaron del 
actor, deduce esta acción, fundándose en que su mandante ea 
dueño de la perfumería *Ed. Pínaud » y propietario de varias 
marcas con que distingue todos tos productos de su fábrica, en- 
contrándose entre estas la mama «Brisas de las Pampas i, la 
que se encuentra debidamente registrada. 

Que esta propiedad y concesión está criden teme nte compro- 
bada en el juicio que siguió ante este mismo tribunal el expre- 
sado Sotief contra Emilio Meyer primeramente, y contra su re- 
presentado después, sobre anulación déla marca « Brisas de las 
Pampas»; constando de la sentencia dictada en el juicio referi- 
do, pasada en autoridad de cosa juzgada, haberse mantenido la 
inscripción hecha en la olicina respectiva á favor de don £milio 
Meyer, antecesor de su representado, anulándose la hecha á fa- 
vor de Souef . 

Que acompaña cuatro frascos con la marca falsilicada, vendidos 
en la fábrica del demandado, y las facturas señaladas con las le- 
tras A y B, y termina sol ¡citando se condene a Souef al máximum 
de la pena corporal ó pecuniaria en que ha incurrido, al resar- 
cimiento de los daños y perjuicios y al pago de las costas. 

Que trabado el embargo pedido como medida previa, como 
consta por la diligencia corriente de foja Í7 á foja 21, y recha- 
zada la excepción opuesta de falta de personería, á foja 34, con- 
testa Souef derechamente la demanda negando haber fabricado 
artículos de propiedad del demandante, agregando que para que 
haya falsificación, es indispensable que haya propiedad de mar- 
ca, que haya sido debidamente registrada y qne el acusado se 
encuentre privado dwl derecho de usarla, lo que no sucede en el 
presente caso. 

Que en virtud de haber registrado en Octubre de 1887 su 
marca « Brisas de Las Pampas», la ha usado durante largo tiem- 
po, sin que hasta esa fecha el señor Meyer, predecesor de Klotz, 
hubiera hecho el registro en la oficina respectiva, por lo que 
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U-rmina pidiendo se rechaza con r ostas la deinanda, dejándosete 
á salvo hi succión es que le correspondan p>»r la calumnia y los 
d;<ños y perjuicios. 

Que recibid ii La causa a prueba se produjo la que corre agre- 
gadaa los autos de foja 49 á foja U9 inclusive, y llenado* los 
demás tramites legales quedó la causa para dictar st iteucia. 

Y considerando: Que el demandante lia di mostrado haber 
obtenido de la oficina respectiva el registro de la marca ó de- 
nomina fio 11 * Brisas délas Pampas » en la forma indicada e» la 
etiqueta que corre á foja H3, para « l l ramo de perfumerías. 

Que el registro de la marca 6 denominación t Brisas de Jas 
Pampas que uhtuvo el demandado en 188t>, fué anulado por 
i?entenci¡) <h* este Juzgado, que quedó ejecutoriada en Huero de 
180! , recouneiéudose la validez del registro di- la mi*nia marca 
ú .Jruominaeioii hecha á favor del sucesor de Pinaud. Emilio Mo- 
ver, <ts> quien '^á su ve?. -ucesor el demandante Klotz (certili- 
cado de foja 100k 

Que según resulta de la diligencia de embargo de fojas 18 á* 
21 vuelta, se han secuestrado del domicilio del demandado 
Souef } dív. rsus frascosd-- perfume- con la denominación c Brisas 
de las Pámprt»*, tinos con etiqueta en que aparece el nombre de 
Snuef romo fabricante en la forma de la número uno ik foja 20, 
y otros con etiquetas iguales á las números dos y tres de foja 
20: además gran cantidad de etique! as de laclase y forma de las 
anteriormente enunciada-, y alguno^ frascos vacíos con el nom- 
bre de É. Pinaud en relieve. 

Que el demandado, al contestar la demanda, ha confesado que 
usó la denominación «Brisas de las Pampas» en los perfumes 
de su fábrica, en etiquetas que II- van su ntmbre (número uno, 
foja 20 ; y que usa para sus perfumes, en la venta al menudeo, 
los frascos con el nombre en relieve de Pinaud, que compra va- 
cíos á tal fin, poniéndole la etiqueta premi ncionada. 

Que consta de la- facturas de fojas 1 y 3 (reconocidas por 
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Soucf á foja 68 , así como de las declaraciones de foja UO J foja 143 
vnelta,y «leí ■tictuinen pericial de f - ► j ^ Í38, que los paquetes de 
perfumes que había en Sftei tafia fueron comprados en casa del 
¡íe [iianda do, 

t¿ue estos paqii"tes tieu-n uiui etiqueta semejante á la núme- 
io dos de faja 60, que lotroaiarte de las muchas iguales se- 
cuestradas del domicilia 'I i demandado . listas etiquetas son 
una copia di' la registrada por el demandante, que eonstituye 
por tanto su propiedad, viéndose que son falsifieadftS, porque 
con ii n ligero es amen comparativo de ellas con la legítima de 
foju 113, se aperciben los rasgos que la diferencian. Las letras 
son en general de tipo y tamaño ligeramente distinto; así comu 
los diversos detalles de la impresión y el carácter de la firma K. 
Pinand y su colocación en la etiqueta, que en las falsilrcadas es 
en sentido lian*, horizontal y en las legítimas en sentido obli- 
cuo. 

Que de tal manera resulta que el demandado Souef, que es 
fabricante de- perfumes, emplea en sus productos la marca t Bri- 
sas de tus Pampas», cuya propiedad ha sido atribuida al deman- 
dante por sentencia Jirme en juicio seguido por el mismo S^uef. 
Además, se han encontrado en su puder gran numero de etique- 
tas que son. unas, una evidente copia ó falsificación de las legí- 
timas del d email di' nte (número 2. foja 20), y otras una imitación 
fraudulenta (números 3 y 4, foja 20). Frascos de perfumes 
i mbarg.nl os en su casa y otros vendidos en ella, tienen aplica- 
das etiquetas falsas, iguales á las secuestradas. Agrégase i 
estos hechos la declaración del litógrafo Kranohini, en la parle 
Itnal corriente á fojaU3, concédante con lo dicho por Souef á 
foja 191 de su informe ó alegato de foja 178, y el uso que el 
demandado coniiesa que hace de los envases del demandante. 

Que, por todo ello, se impone la convicción de que el deman- 
dado Souef ha cometido el delito previsto y penado por el artí- 
culo 28 de la ley de marcas de fábrica y de comercio, usurpando 



422 



FALLOS HE LA SUPREMA CORTE 



una marca ajena, falsificando y Tendiendo los productos con la 
mar cu falsificada . 

Por estos fundamentos: fallo condenando á Antonio Souef A 
una multa de 500 pesos fuertes y a] pago de las costas de) juicio. 
Déjanse a suko las acciones que por daños y perjuicios corres- 
pondan al actor. 

Notifiques* con el original y repóngase e 1 papel. 

V. Laltumc. 




Hut'üo* Aires, Febrero 25 de lriííT, 

Vistos: Los recursos de nulidad y api lacion deducidos con- 
tra la sentencia de foja ciento noventa y siete, 

Considerando en cuanto al de nulidad : Que por la querella 
de toja cinco se ba acusado á Ántunio Souef, de huber falsifica- 
do una de las marcas de la perfumería de K. Pinaud, la denomi- 
nada c Brisas de las Pampas» , aplicándola á productos de su fa- 
bricación; y se ba pedido en li misma, que se le condene al wí- 
xvmtm de la pena que establece el artículo veintiocho de la ley 
de marcas de fábrica, por hallarse comprendido en los incisos 
primero, segundo y tercero de dicho artículo, y á indemnizar 
los dafms y perjuicios ucasionados, con mis las costas del jui- 
cio. 

Que el inferior, resolviendo estos puntos, como lo ha hecho, 
después de apreciar los hechos y elementos de prueba que sumi- 
nistran los autos, no ha fallado ultra petita, ni pronunciado una 
sentencia nula, según lo pretende el recurrente, rondándole 
para ello en que no se ha articulado en la querella el hecho que 
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ü aprecia en U sentencia, de haberse secuestrado á Souef fras- 
cos vacíos con el nombre en relieve de Ed. Pinaud j sin la eti- 
queta « Brisas de las Pampas ; porque aun cuando sea cierto, 
que tal hecho no se ha articulado en la querella, no esta por ello 
¡uhibidoeljuez de tonurloeu consideración en su sentencia 
como un elementad* prueba concurrente para justilicar la reso- 
lución que ésta contiene, sin que pueda por lo mismo smir, sea 
cual fuese su mérito, para clasificar de nula la sentencia de que 

st- trata. é 

Que no es también exacto que, al dictarse dicha sentencia 
se haya vi,lado el artículo cuatrocientos noventa y cmco del 
Código .le Procedimientos, en los incisos que mendnuael recu- 
rrente como lo demuestra su testo, examinado á la luz de las 
constancias de autos; por lo que carece de razón de ser la nuli- 
dad que, en virtud de esa causal, ha alegado aquel contra ella, 
v que tampoco procede, por el hecho de que el juez haya omiti- 
do consideraren su fallo alguna 6 algunas de las raz^s ale- 
gadas por el acusado en su defensa. 

Y considerando respecto del recurso de apelación: 
Que por las diligencias de embargo de fojas diez y seis a vein- 
tidós se halla plenamente probado el hech, de que el demanda- 
do Souef ha aplicado á frascos que contienen perfumes de su fa- 
bricación, la marca < Brisas de las Pampas . usada para distin- 
guir cierta cla.e de perfumes de la perfumería de Ed. Pmaud. 

Que por la sentencia ejecutoriada, que corre en copiatestimo- 
niadaá foja cien de estos antos, conforme con la qne se regara 
á foja doscientos cuarenta y ocho de los autos traidos adeffec- 
tum vtdendi, se ha declarado en juicio contradictorio seguido 
entre el actual querellante Klotz y Souef , qne la marca « Brisas 
de las Pampas » es de propiedad del primero, como legítimo su* 
cesor de los derechos á dicha marca, déla casa E. Pinand, de 
París y ha ordenado se mantenga como legitima la inscripción 
de ella en la oficina respectiva de la nación, Á nombre de uno 
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de los antecesores de Klotz. anulándose ta lincha en la misma 
oficina á favor tíe Souef, 

Que sentado este anteceden tu y dado el huello que Xouef apli- 
ca a productos de su industria, iina marca comu la * Brisas de 
las Pampas que no le pertenece ai puede usarla, es de toda 
evidencia que por e>te solo hecho, previsto en el inciso segundo 
del artículo veintiocho de la ley de marca* de fabrica, ha incu- 
rrido en la penalidad qiu- e!la impone á lo< infractores de sus 
disposiciones, aun cuando no pueda aplicársele las mismas pe- 
nas por las ventas que reconoce á foja sesenta y ocho, haber 
hecho de perfumes que llevan aquella mi rea, por cuanto no re- 
sulta sulicienteuicrtte probado que los frascos presentado? co- 
mo pertenecí-mes ó esas ventas con mar- a falsificada, sean ios 
misinos queSuuef vendió, y que, según él, llevaban marca le- 
gítima. 

tampoco puede eximirse al api lante de la pena impues- 
ta por la sentencia, alegando el hecho no probado de que la lo- 
cución 4 llrisas de las Pampas* haya pasado á uso general, di- 
jando de corresponder á una marra especial para reconocer y dis- 
tinguir una dase determinada de productos, en cuyo caso no 
puede aprovechar á su defensa la circunstancia de qu ■■ se d ife- 
rencicii, sin poder confundirse las viñetas que llevan la expre- 
sión de la marca * lirias d»< las Pampas» por el nombre de las 
que la usan, 6 por otro distintivo cualquiera. 

IV otos fundamentos y concordantes déla sentencia ape- 
lada de foja ciento noventa y siete; se confirma ésta y su 
ampliación, corriente á fo|;i doscientas tres vuelta, con costas; 
no haciéndose lugar al recurso de nulidad. Ha^asi' sabor con • 1 
original y repuestos Jos sellos, devuélvanse. 



LUIS V. VARELA . — ABEL BAJUS. 
— OCTAVU> BUNCE. — JUAN E. 
TORREM , 
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Ei Itancn íSariunai W liquidación, nmtrtt don Manuel Cudrct; 

sobre cobro (k («'sos 



Sumario, — í 9 La faltad* protesto Ae la letra por no balara* 
pagado en tiempo, y ta falta consiguiente de aviso al avalista, 
tfiie la pérdida de laaccion ¿el tenedor contra éste. 

2' Trabado e' pleito sobre la materia de la demanda, la reso- 
lución no puede recaer sinó ¿obre lo deducido en ella y en la 
repuesta, sin poderse tomar en consideración otras raíonea que 
se hagan valer posteriormente, 

Caso, — Lo explica el 



Fnllo del Juc« Federal 

Huello* Arres, SetLerníir*? 23 ilt IHW. 

Y vistos: la demanda entablada por el Banco Nacional en li- 
quidación contra don Manuel Tadret, por cobro de cantidad de 
pesos; de su estudio, resultan los siguientes: 
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Hechos 

Que en 21 de Febrero de 1891 , suscribió don Manuel Regúne- 
ga la letra que corre á foja 1, por la suma de 36.642, 65 peao> 
curso legal á favor del Banco Nacional; que en esa misma fecha 
suscribió don Manuel Cadret el aval que corre á foja 2, decla- 
rándose liso y Huno liador de la deuda contraída por Regdnega. 

Que vencido ese documento y sin protesta alguna, el Banco 
se presenta pidiendo que el avalista don Manuel Cadret, com- 
parezca ú reconocer la firm" 4rl documento de foja ... a" fin de 
preparar la tía ejecutiva. 

Que don M. Cadret, citado en forma, compareció el dfa fijado 
por el Juzgado y reconoció el documento de la referencia. 

Que en mérito de ene reconocimiento, el Banco pidió que Ca- 
drel afianzara la deuda, con arreglo al artículo i2 de la ley de 
hquidacion del Banco, de 18 de Noviembre de 1893. 

Que el Juzgado proveyóde conformidad, pero pedida revocato- 
ria de ese auto,el Juzgado, previo el traslado de ley, revocó por 
contrario imperio ese auto y declaró que se trataba de una de- 
manda ordinaria, por cobro de pesos, de laque mandó correr 
traslado al demandado. 

Que éste, contestando la demanda, sostiene que el Banco ha 
perdido todo derecho á ese respecto, desde que no fué protestada 
la letra á su vencimiento y uotiticádosrde el protesto y en el 
término, á tos efectos de los artículos 683 y 683 del Código 
de Comercio. 

Y tañendo t'ü cuenta las siguientes cQuaideracioneti de 

Üerecho 

Que según lo estatuyen los artículos 663 y 683 del Código de 
Comercio, ha debido protestarse la letra á su vencimiento y ha- 
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cerse saber el protesto al avalista, para los efectos de hacer 
etVctivasu rt-sponsiib itiduti , comoqoe no su ha hecho, sin duda, 
I or una omisión del Banco, 

Que esta circunstancia ha perjudicado al Banco, desde que 
error jnrisiiocet, j el l'anc.o no debió gnorar que perdía su ac- 
ción contra el suscritor del uval, desde que no se hacía la pro- 
testa proscripta por ■ I citado artículo f>83 del Código de Comer - 



Que es fácilmente perceptible el objeto ae la notificación dtl 
protesto, queresponde á prevenir al alista, para los efectos de 
su responsabilidad, atentas las disposi.ñonesde los artículos 670 
y 682 del Código de Comercio. 

Por estos fundamentos, otros que se omiten y loa concordan- 
tes de los escritos del demandado, de foja 18 y de foja 28, defini- 
tivamente juzgando, fallo : absolviendo ¡i don Manuel Cadret, 
de la demanda contra úl entablada por el Banco; siendo á cargo 
de éste, las costas del juicio. 

Así lo resuelvo en Buenos Aires, Capital di 1 la República Ar- 
gentina, á23 de Setiembre de i 896. 

Olacehcz y Akorta. 



1*11© la 

Huimos Aire*, Febrero 27 Je 18tí7, 

Vistos y considerando: Que el documento de foja dos y la ex- 
posición de ambas partes, bocha en la demanda y Ja respuesta, 
demuestran acabadamente que el citado documento contiene un 
aval mediante el que el demandado Cadret garante el pago de 
la letra, 6 documento á la órden, de foja primera, regido perlas 
mismas reglas. 
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<¿ue deducida la acción, invocándose las responsabilidades 
del avalista y trabado el pipilo sobre Ja materia le Ih demanda, 
la resolución no puede sinó corresponder á tal antecedente, por- 
gue tía demanda y respuesta, es raíz de todo pleito sobre que 
debe ser dado juizio» (ley tercera, titulo diez, partida tercera y 
porque «la sentencia definitiva, debe dictarse con arreglo a las 

Que, en consecuencia, no es procedente tomar en considera- 
ción h <ausa de obligación que recien hace valer el artor en la 
expresíc^ de agravios y que no fué materia de discusión, ni 
juicio eu prima ra instancia. 

Que debiendo resolverse la eausa, fallando las acciones dedu- 
cidas, no cab<*duda que la falta de protesto del documento de 
foja primera, por no haberse pagado en tiempo, y la falta consi- 
guiente del aviso respectivo dado al avalista, trac la pérdida de 
la acción, contra el enunciado avalista, como con arreglo á de- 
recho lo establece la sentencia apelada de foja treinta y cinco. 

Por esto y sus fundamentos, se confirma, con costas, dicha 
^ntcncia y devuélvanse. 



lií.NJAMIM PAÍ. — AULX BAZAR. — 
JUAW E. TORHEM. 



1>B JUSTICIA NACIONAL 4 ^ 



141*1 XXII 



*! Kanco \aciofuil, contra don Camilo (toldan, por cobro de 
fiem; sobre derechos dr arancel y apelación denegada 

Sumario - 1* Cuando el pleito principal es de mayor cuan- 
tía, lo. incidentes que se susciten en él pueden ber llevados en 
apelación, OBftlquíera que sea su importancia, 

& El auto reconociendo al escribano secretario el derecho de 
cobrar costas por desglosa de poder, es apelable, 

a.Flc.ib^dedereohoid« ar a noel ha sido suprimido por la 
ley número 1100 II üe Agosto de 1882, que creó las secreta- 
rías rentadas para los juzgados federales. 

Caso, - Kl representan!- del Banco se presentó á la Supre- 
ma Corte diciendo : 

Que ante el jugado federal de la Hioja, el Uanco que repre- 
senta sigue divew» juicios, entre otros, uno contra el señor Ca- 
milo Roldan, dt udor de esa sucursal- 

En ese juicio, en el escrito de demanda, se pedía el desglose 
del poder del representante del Banco, dejando constancia en 
autos de las cláusulas de dicho poder, cuya diligencia debe 
practicar gratuitamente el escribano s. .etario de dicho Juz- 
gado. 
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Que el señor juez luí resuelto se haga el citado desglose y se 
deje la constancia correspondiente, practicándose estas diligen- 
cias en papel simple, poro mandando pagar al banco un peso 
moneda nacional por cada desglose que eitienda ei escribano 
secretario. 

Como este procedimiento no está mitomado por ley alguna y 
es cosa bien sabida que los escribanos secretarios de lo federal 
no tienenderecho á cobrar costas, reclamó el Banco de ese auto 
y el señor juez ni oyó el reclamo, ni hizo lugar a la apelación que 
se interpuso. 

Que tiene eu eoiisecueuoii recurriendo de hecho y en queja 
del proceder dei señor juez federal de la Rio ja, á solicitar que 
la Suprema Corte oportunamente se sirva declarar que las cos- 
tas que se pretenden cobrar son indebidas y que el escribano 
secretario está obligado á hacer los desgloses gratuitamente, 
apercibiéndose al juez y al secretario por el proceder observado. 

Expedido informe pur el juez de la causa, se dictó el si- 
guiente 

rwllo de Ift Huprf MM Corle 

Buenos Aires, Febrero 27 de 1807. 

Vistos en el acuerdo: Considerando : que en el presente coso 
no se trata de una apelación cu causa de menor cuantía, cuya re- 
solución no da Jugar al recurso de apelación para ante ¿ata Cor- 
le, en los términos del artículo euarto de la lev «obre jurisdic- 
ción y eiimpeteiiriii de los tribunales federales, sinó de un inci- 
dente en asunto de mayor cuantía, sobre si hay ó no lugar al 
obm de dereclii»- d» 1 araiiC'd pur ia diligenci i dedesglose de po- 
deres. 

Que no es precisamente el arancel de la ley de 2fS de Agosto 
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de 1863, lo queestá en cuestión, sinó la inteligencia de U lej 
número mil ciento noventa, de once de Agosto de mil ochocientos 
..chenta y tíos, que cpíó loa aer retari >s rentados para los juzga- 
dos nacionales de sección, lo que vale decir que 110 son las reghs 
de la expresada ley de arancel laa que deben observarse á pro- 
pósito de la afabilidad del auto dictado por el juez de la cau- 
sa y á que estas actuaciones se refieren, sinó los principio* ge- 
nerales diíl procedí mié uto. 

Por ésto, se declara mal denegado el recurso. 

Y considerando en cuanto al fondo : Que el artículo tercero 
déla citaba Wy número mil ciento noventa, suprime en abso- 
luto loa derechos de arancel que en esa época percibían los ac- 

tuarios en el orden federal. 
Que en consecuencia, está suprimido el derecho que en ente 

incidente se reconoce por el auto apelado al secretario del in- 
ferior, desde que ese derecho figuraentre los procesales del an- 
tiguo arancel. 

Por estos fundamentos se revuca el anto apelado, y se decla- 
ra que el Hanco Nacional no está obligado á pagar el derecho 
que se le exige. Remítanse estas actuaciones ai ju*2 de sección, 
para que lie* mande agregar á su* antecedentes. 



BENJAMIN PAI. — ABEL DAlAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E> TO- 
RREfcT. 
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CAUSA XXIII 



Criminal contra \nQi>slo Dante, Mario y Anuihlo Massari, 
Febo l'ariccíli, iiaul Tissier, Pedro tía i tai la. Varios Termi, 
tj José Ifrmi; sobre falsificación // circulación de billetes fal- 
sos ttr curso tet/nl. 



Santa no. — Es justa 1» pena de siete a fias de trabajos forza- 
dos y 5000 pesos fuertes de multa impuesta fi los reos de falsi- 
ficación y rirculacu,n «le billetes de curso legal, y la de seis 
años de trabajos forzado* y tres mil pesos fuertes de multa im~ 
puesta á tos cómplices de la falsificación y circulación de los 
billetes, 

Caso r — Resulta de las siguientes piezas ; 



Fallo del Juez Federal 

IJm-iio* Airt s. Agosto 8 de 

Vtstfl la presento - uusa criminal seguida de oficio contra Au- 
gusto Dante, Mario y Arnaldo Massari, Febo Puricetli, Kaul 
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Tissier, Pedro Battolla, Carlos Termi y JuaéKosai, por falsifi- 
cación y circulación He billetes falsos <le 50 pesos del Banco Pro- 
vincial de Tueumun. y Je cuyo estudio 

Re>ulta: Que tn razón de haber la policía de esta Capital 
tenido conocimiento de una falsificación de billetes del Banco 
Provincial de Tu cu man, emprendió ta respectiva pe.su, ui^a. mo- 
tivando la privón de Augusto liante, la que tuvo lugar el 21 de 
Enero de 1891, y practicado un registro de su casa sita calle 
de Circunvalación Norte número 2018, diApor resultado secues- 
trar 503billete> ilc 50 pesos falsiiicadosdel banco expresado, *e- 
<nm resulta .í foja $. 

Que efectuado un nuevu registro en i-I mismo domicilio, y 
hecho r '-moción de algunos depósitos de tierra existentes i-n el 
patio, *'iv uno deelloH, perfectamente oculto, se cncouhótres ci- 
lindros de imprenta, según así consta ¡i foja 3 vuelta. 

Que instruido id sumario respectivo y elevada la causa á 
pjenarin, fui ésta recibida ¡i prueba por auto de foja 196, pro- 
duciéndose por parte d> d prosudo Purtndli la que corre de fo- 
ja P.m :i fnja 241, y presentando los defensores sus respectivas 
defensas. 

Y considerando: I 1 Que el cuerpo del delito se encuentra cons- 
tatado por el parte de policía de foja 61, existencia de los obje- 
tas secuestrados que obran á fojas 50, 51 y 53, y demás cons- 
tancias de autos. 

2' Que la participación d - Augusto Dante, sin sobrenombre 
ni apodo, italiano, de 36 años de edad, casado, litógrafo, domi- 
ciliado Circunvalación Norte 2610, en la falsificación que ffio- 
tivñ la formación de esta causa, se encuentra acreditada por su 
propia confesión, prestada á foja 76, cuando narrando los bechos 
cómo se operó la falsificación de billetes, dice: que Mario Mas- 
sari, en Marí n de 1893, I» propuso que tomara parteen una fal- 
sificación de billetes, que al principio se rehusó hacerlo, peto 
enseguida accedió, ú causa de su situación precaria. 
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Que con el dimro que Massari le dio, compró uiu prensa li- 
toLrríficd y tn s cilindros „i,ográ fieos, una minerva, pasta pura 
cilindros, una tijera pura «orlar pitrel, cartol i nu y demás el**- 
mi* n tos necesarios para el t ni bajo de grabados y litogr áticos. 

Que una vez en posesión de tmlus lt»s fiemen tuB se emprendí''» 
el trabajo, siendo él quien hacíü la impresión de lo> billetes en 
la prensa litográlica. 

Que la ultima se hiz-* á principios de Noviembre, quedando 
así los billetes (Infinitivamente concluidos» y como les hubieran 
salido malos, Massari se disgustó y se r- tiró de la casa lleván- 
dose unos 500 billetes más ú menos, 

3 o Se encuentra justiiicndo también, peí ak propia confesión, 
habí r Tendido i¡ varia.; personas alguno* de los billete falsos, 
que fe tocó en la distribución, aclaración ésta que fué ratificada 
a foja 79 vuelta, y eoti lo queso demuestra haberse cometido ti 
delito previsto y castigado por el artfculu 62 de la ley nueionul 
de I i dn Setiembre de 1803, coya confesión merece por sí sola 
f. ; plena, con arreglo á los artículos 316 y 321 del C ódigo de Pro- 
cedimientos en lo criminal. 

4" i¿u<- H procesado Mario Hussari, sin sobrenombre ni npu- 
do, italiana, soltero, di» M años, dibujante-litógrafo, domici- 
liado f.'órd ba 1509, >j bien en mi indagatoria de fnja 60 Ha oe- 
gado su participación en ef <1- lito que se le incrimina, y desde 
hi^gu no se ratifica en la declaración prestada anlu el comisario, 
que corre á foja 21. posteriormente, á foja 80 vuelta, confiesa 
ampliamente su delito, y ratificando su declaración de foja 21. 
continua lo aserrada por Dante, deque fue él quien suministró 
rl capital para la compra de Lis maquinarias y demás enseres 
necesarios pa a la falsificación, y <*] que dibujó sobre la piedr.i 
el billete, heehos estos que evidencian ser Massari uno de los 
principales autores de dicha l'alsitieacion. 

5° Que encuentra*.- igualmente justificad " por pn pin confi 
StOii, foja 24. Iiaber Massari circulado los billetes falsos que fa- 
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bricó, hecho Éste que lo hace justamente pasible m su gira Jo 
máximo Je la san ci o v señalada enel artículo 62 Je la ley nacio- 
nal recordada de M Je Setiembre de I86J. 

G" Que la intervención de Arnaldo Massari, sin sobrenombre 
ni apodo, italiano, soltero, de 3£ uño*, litógrafo, domiciliado 
Juncal 1902, en el delit<> Je falsificación de billetes Je! Banco 
Provincial Je Tueuinau, motivo de esta causa, se encuentra su- 
lici^ntemenlei stablecida en su declaración Je foja 82, donde con- 
tiena que indujo á ¡>u hermana Mario á ponerse en comunicación 
ron Frbo l'urirelli, dictándole (jue era un buen grabador y que 
con fací lidaJ podía hacer una falsificación; extremo 6 hecho éste, 
que lo coloca enel rol ó categoría Je cómplice en primar grado 
en ese. delito, de acuerdo con el articulo 33 del Código Penal. 

7* Se encuentra también justificado por propia confesión del 
mismo ArualJo Massuri, ser reo del delito de circular billetes 
falsos, que en cantidad de 500 billet- s recibid de su liermauo 
Mario, y si bien atirmó haberle sido entregados para que los 
quemara, tal defensa no puede ser razonablemente tenida en 
< o riu, no obstante la indivisibilidad de la confesión en mate- 
ria penal, por no ser verosímil suponer que la entrega tuviera ese 
objeto, mayormente qje, según Massari, íl ignoraba lo referen- 
te á la falsüicacion y desde luego no es concebible que sin ra- 
zón ó motivo especial un delincuente descubra su delito. 

Si lo-* billetes se los entregaron para que los quemara, de pre- 
sumir era tjue quien se lo^ daba tenía temor de conservarlos, y 
desde luego, lo lógico, lo natural, hubiera sido que él mismo los 
hubiera inutilizado y no descubrir por esa operación su delito. 

Aparte de esto, la existencia un poder Je Arnaldo Massari del 
cuerpo del delito, como son los billetes falsos que confiesa tuvo» 
es la mejor prueba de su culpabilidad, y por tanto, prima subre 
las manir ilaciones del presunto delincuente, mayormente que 
en la ejecución de hechos delictuosos siempre se presume la 
voluntad criminal, siendo á su cargo la prueba de su inocencia, 
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cosa que n i siquiera ba i o tentado evidenciar (artículo ti, Cód. 
Penal). 

8' Carlos Termi, sin sobrenombre ni apodo, panadero, de 21 
años, domiciliado Córdoba 45ÜU, se encuentra también convicto 
y confeso en la participación qut> ba tenido en la falsificación (Se 
billetes porque se le procesa; y si bien, como lo afirma, era un 
limpie peón eifc casa di- Mario Mnssari, y en tal carácter hizo las 
compras que se le encargaron de la prensa litojráfica, máquina, 
minerva y eilindr-is, pues ignoraba en absoluto que su pairen 
estuviera ocupadiM-n una falsificación, múa tarde esa ignorancia 
desaparecí i. desde que^egnn lo conliesa, se apercibió de ello y 
rióla manera y forma cótiu» trabajaba; recibiendo en pago de 
sos servicios 200 billetes falsos de 50 pesos, 

La participación de Termi en el delito de falsificaciun, uno 
•lelos motivos de este juicio, como lo lia ce notar el procurador 
Fiscal mi su vista de foja 1'i7, lo culoca en la categoría de cóm- 
plice en primar grado, inciso 3", artículo 33, código citada; pero 
aparte de estos antecedentes Termi» según propia conlesion, se 
ba heehu n-o d-l delit«> le espender billetes falsos, y sujeto por 
lo tanto á la pena que indica el articulo 62 de la ley dp 14 de 
Setiembre de 1863, des- le que, según le ha declarado á foja 75, 
to| 200 billetes falsos de Bauco que recibió en pag<» de su sueldo 
los din á Gustavo Augusto para que los vendiera. 

9" La complicidad de líaiil Tissier, sin sobrenombre ni apo- 
do, france-s, comerciante, casado, de 38 años, domicili ido Ca- 
brera número t7íi, también se encuentra comprobada por con- 
fesión propia. Que en casa de un señor Barbera, dice, conocí 
;> Augusto l>ante, el cual mostrándole unos 1 Jiotes falsos de aO 
pesos, le ofr.'ció venderle la cantidad que quisiere, cosa que 
fué rehusada. 

Kste proejo es formado con motivo déla falsificación de esos 
billetesy su circulación; y si bien ¿juicio del juzgado no hay prue- 
bas bastantes qu<- constaten lacotnplicidadde Tissier.em 1 primer 
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delito, no sucede lo mismo respecto del segundo, en quesegtin re- 
sulta á foja 95, lisa y llanamente declara que puso i Dante en co- 
municación con Battoila, el que deseaba entar en relación con 
aquelpara la compra de billetes falsos. Este hecho importa coo- 
perar á la* je^u« ion del delito, prestar ayu la para que se consume 
y en consecuenia, coloca á su autor <n la - lase i e cómplice en pri- 
mer grado, artículo Ü3. inciso 3\ del citado Código; siéndole, 
por lo tanto, de aplicación le pena del articulo 34, no obstante 
la opinión di 1 ministerio público que conceptúa esa complicidad 
cuno de segundo término, 

iO' I*edro Uattolla, ain aoijr. nombre ni apodo» italiano, de 
30 años "le edad, casado, comerciante, domiciliado Cabrera nú- 
mero '¿00, >e halla vinculado á este proceso por la declaración 
■le Haul Tjssier, y aun cuando este testimonio no debe merecer 
fe* probatoria, por emanar de una persona sospechada de compli- 
cidad en esta rausa, y que lo comprende por lo tanto la tacha 
señalada en el artículo 270, inciso 2 \ del Código de instrucción 
ennunal, mi propia confesión viene á demostrar su complicidad 
como ocultador del delito de espender billetes falsos, ejecutado 
por Augusto Dante. 

Que puesto en comuni ración ron Dante, alirma, por interme- 
dio de Tíasíer, que aquel 1»- ofreció en venta varios billetes faU«s 
que al principio aceptó, pi roqneen seguida se arrepintió, y no 
acepto la venta. 

La tentativa de cometer el delito, no se baila sujeta á pena 
eu el presente ca-so, por revestir el carácter de desistimiento ío- 
] untario : artículo», Código Penal. Pero donde na e la respon- 
sabilidad del proejado Üattolla, es eu el hecho de haber pro- 
metido, á pedido de Dante, no denunciar el delito, hecho éste 
que lo co )ca dentro de la disposición del artieul - 3t>, inciso 4, 
del citado Código, y sujeto, por lo tanto, i la pena de su artícu- 
lo 37. 

11° Febo Poricein, sin sobrenombre ni apodo, Uaíiano, ca- 
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i. grabador, domiciliado Talealiuano 25f>, está 
vinculudo é las resultas de esta causa, cotí mtitiro de las decla- 
raciones de Carlos Te r mí, Mario y Arnaldo Mawri, y Augusto 

la falsificación, en laque filos han actuado, y defender bille- 
tes falsos, según este último, heéllti que dice ejecutaba por su 
encardo. Tero u*tus delitos han si lo negados terminantemente 
|niri*[ proo-sa o, tii* manera que sóto quedan esas declaraciones 
en su eoutra eomo prueba (te cargo. I*ero el Jnjgado, que al 
apreciar la fuerza probatoria de esos testimonios di-be haced" 
oieserraudo ante todo las reglas de la sana critica . artículo :M)5, 
t'údi^o ú- Procedimientos riminales, no puede tenerla* en 
éneÁtatoafa establoeer la rt>jioíi- it>i ! i lad ■ I * * 1 acusado y coran 
fundamento de su sentencia, por s"r «*1 1 indignos de fO y por 
criiisei Ufueia inhábiles, no s lo por > nriipremierb^ la taclia ú* I 
inciso 2" del artículo tí7tl recordado, siuú por las eontradiceio- 
nes que esas declaraciones encierran, las que no solo se di-stni- 
yen en sí t sinó qii" stoi ubierUmeiire contradictorios unas de 
otra-. V foja 7. Dante dice que en * I un* de Mayo se puso d- 
acu4 fdo con Mario Massarí, y resolvieron emprender una falsi- 
ftcacion, sien lo éste el socio capitalista, y %M los billetes pro- 
ducto de esa falsificación |os vendi-* A varias personas agre- 
gando, que Piirioelli fué encarga lo por él de mi renta: di clara- 
cion que demuestra que el delito de falsificación fué eatnerUdo 
solamente entre Massari y Dante. 

Ampliando esa declaración a foja 17. agrega ; que PuriceUí 
tomó parte también en la falsificación retacando las planchas. 
Más larde, declarando ante <l Juzgado, dice no ^e ratificaba 
■ n sus declaraciones, y que ignora iodo lo referente á la falsiii- 
cacion, Con lo cual anula también todas sus uiaiiifestae.iHties an- 
teriores. 

Posterior a ésto, foja 70, eon Tiesa >u participación en la fal- 
sificad n, i S¡io:ii< ]ido, du acuerdo con lo dicho en su primera de- 
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.■laraci«u, queMarioMassarílonó y le propu-o la ejecución 
del déBto* alegando: *¡ut* >i bien Massari le lia dicho que Pi.- 
ricelli era a grabador qu< luda el trabajo de las plancnas, él 
,ip lo lia visto nunca en la calle ttiradum. que era la casa don- 
de se bacía la falsificación, con lo que vieae ¿i destruir lo que 
más larde sostiene, que aquel era el grabador -te las planetas, f 
á h vez lo afirmado p-r darlos Termi. 

Estás vacilaciones, estas IncerUdumbres y «bacantes coutra- 
dicüiout s hacen altamente sospechoso el dr:l.o de este testigo y 
rs causa de que carezca de valor legal. 

Mano Massari. interrogado á foja tí9 Sobri! la participación 
e „ ,-1 delito que tuvo Puricelli, dice : que lio sabe na la al respec- 
to, que no lo coii-v y que nunca ha estado *n su casi» de Sa calle 
deHivadavia,becho^íe que vienta destruir ó anular lo que 
más lard. afirma en la declaración de foja 80. 

Ksta declaración, como La interior, no puede sel tenida en 
cuenta para fundar una coadenaeion, pues apar-ce igualmente 
sospecha por las contradicciones que ella nnoierr^ pues una 
re * afirma qu, no mam á Puricelli, y no obstante, á renglón se- 
guido, dice que juntos hicieron la falsiüeaaon. Kilo se halla 
además en contradicción con lo afirmado por liante. 

La declaración de Arnaldo Massan, que es otro de hs que 
rumproinet. ii á l'nricelli.seer»cueiilr:i en la, mismas condicio- 
nes de las anterior.-!. A foja 67, .nterrogado sobte el conoci- 
miento que tuviera respecto de la falsiücacíon que se atribuye 
a 3 » hermano Mario. & Puricelli y Dante, contera que nada 
sabe, y sin embargó, más adelante, bace la cxposii ion de foja 
82, con loque destruye lo que antes dijo. 

Todas las declaraciones estudiadas, incurren en nuevas con- 
tradicciones cuando n- ocupan de la distribución qu.< hicieron 
de los billetes falsos. Dante, á foja 7. aL.ma que esa distribu- 
ción se buoeutre él, Mario Massari y el peón Termi; reciñen- 
do los dos primeros 550 billetes cada uno, y los restantes basta 
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■ ompletar la emisión, que fué de 1500, loa recibió Tenui. Ar- 
naldo Massari, á foja ^7, sostiene que su hermano Murió y vi 
recibieron 1000 billetes; Mario Massari , foja 21 , sostiene que 
se te adjudicó á Puricrlii 200 billetes, que, é\ recibió 1000 y Dante 
300; centradle.- iones éstas que hacen á sus autores indigno- oV 
fé é inhábiles, por lo tanto, para declarar, de acuerdo con el fallu 
de la Suprema Corte que se registra en la serie 2*. tomo 13. 



Hay en autos otra prueba queaouga á PuriceUi de rx pender 
billetes falsos, y i-s la declaración de Andrés Ugrand, foja 196, 
pero ella, como singular, no hace fé por sisóla (art. 306, Có l. 
de Procedimiento!! criminales, y serie 2*, tomo 1 n , pág. 114, Fa- 
llos citados) aparte de ser testigo indigno de fí. 

Preso PuriceUi, se le encontró en su poder el dinero que ex- 
presa el documento de foja 123, que según Legrand si? lo había 
dado adelantado para abonarle los billetes falsos que le iba A 
comprar, declaración de foja 126, billetes aquellos que le fue- 
ron entregadas por la policía, después de haberles tomado su 
numeración. La existencia de esos billetes en poder de Purice- 
Ui, no es, por sí sola, prueba Hitante para establecer su respon- 
sabilidad y poderlo considerar como expendedor de billetes fal- 
sos; y si bien, ella pued*- servir de presunción en su contra, esa 
misma presunción desaparece al tener en rista que la causal 
Migada por Purii-elli . xplicaml-- h evist . uriíi -1f< esos billetes 
en su po-l-T, lia sillo mmprobada ^or la- declaraciones de Remo 
Pollaroli, Francisco Montelli y Martin GhMft, fojas 201, 203 

Kstos dos últimos testigos, dundo razones satisfactorias, di- 
ceu que al ir Puricdli á pagar una cuenta ron un billete de 
100 pesos y por no tener cambio, pidió a Legraud se lo cam- 
biara, cosa que éstt- aceptó, y que una vez satisfecha la cuenta 
y guardado el dinero en el b dsillo, salieron PuriceUi y Legrand 
en dirección ¡i la Floresta á \er aquel una hija que dijo allí tenía, 
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Arlenlas de comprobar estas declaraciones la razón de la exis- 
tenciude los billete* encontrados en poder de Purieelii, traen 
ella* al Juzgado el conocimiento del interés que Le?rand tiene 
en el resulta o de esta causa, por loque, aceptando esta tacha, 
que lia sido ¿educida en el escrito de foja 212 vuelta, lo declara 
inhábil para depon r en este proceso, tanto más si se observa la 
contradicción un que incurre ¡í fojas 125y 101, afirmando allí 
que los billetes que entregó á Purieelii fueron dos dé 20 pesos y 
cuatro de 10, mientras que aquí dice que fué uno de 50 pt*sus y 
trusde 10, \ todo loque debe agregarse sus pésimos anteceden - 
tos personales, demostrados eu >'l informe de la policía de foja 
217, circunstancia que pi.r sí sola haría siempp* sospechosa y 
sin valor esa declaración, 

YA conocimiento que el comisario d<- policía, Antonio Balbé, 
tiene deque Puricelli vendía billetes falaiticados, la funda en la 
afirmación fie Legran I, de modo que su dicho no merefif fé pro- 
batoria por *er de simple referencia tsérie 2", tomo 1 , pég. 320, 
Fallos de la Suprema Corte de Justicia). 

Las consideraciones expuesta* | las aducidas en el escrito de 
defensa, foja 250, demuestran que 00 existe prueba legal bas- 
tante que rompruelii' la culpabilidad de Purieelii en los delites 
porqu>> se le procesa, por lo que, con arreglo al articulo 497 del 
Código de Procedimientos y leyes {% título 14. partida 3\ y 7*, 
título 31, partida 7 a , debeabsolversele da toda culpa y cargo, por 
el principio de jurisprudencia de que es preferible, en caso de 
duda, absolver á un culpable que condenar á un inocente (série 
2\ tomo 13, ufo. 23, Fallo* citados), 

12" José Uossi, sin sobrenombre ni apodo, italiano, casado, 
comerciante, de 40 años de edad, domiciliado Ruines numero 
1290, se halla ligado á la causa con motivo de la declaración de 
ArnaldoMassari, foja 28, que lo hace aparecer como eirculador 
de billetes falsos ; pero este delito ha sido negado por el proce- 
sado, de modo que solo queda como prueba de cargo aquel tes- 
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timonio, que el Juzgado no puede tenerlo en cuenta para juzgar 
de la responsabilidad de Hossi por tratarse «le un testigo singu- 
lar é indigno de fé, como Ita sido demostrado; tani-* más, que el 
pruce&adu tiene en su pró '.'1 beneficio del artículo 318 del Códi- 
go de Procedimientos, sus satisfactorios antecedentes persona- 
les , justificados por rt informe «le foja 47,}* la presunción de 
quu tudo hombre se reputa bueno mientras no se i!emutstre lo 
OOBl rario (serte 2". lomo 1 , p.ig. 3-ÍH , 

Aparte de -.-ato. la declaración de foju2(>, que es en Sa que se 
inculpa á líosst t no ha sido raiilicida en lu prestada ante id 
Juzgado ñ foja 10, y 1-joad* «lio, mega Ludo iMiiocímieuto en lo 
referente A t i f il-oliraaoii, hecho é>t«' que destruye lo untes 
afirmado. 

El mismo Ala^ari, declarando ;i foja 82.ii'eg.i tiab.-i . ucula- 
do iiiiigtiuci de lo> billetes fnl s que le dio su liennan«' .Marín, 
loque etiaVneia !a inc nsiMeucia de la primera declaración; de 
tudu 1 ■ cual resiilta qm> no existe en autos prueba alguna que 
ctmipriiebe el delito que >*s imputa a Kossi, y como la U-y y la 
jurisprudeii'-iu constante requieren para la cundemteion del icu- 
s ido la ucee&ida I d«- la eitstuttela de iimuuiucl i it ev idcnU y cía 
rísima de ti pi-rpretacion d« l delito iucrimihadi>»y no existiendo 
ella, procede la «bsoluciiíu do Kossi de toda culpa y car^i (arti- 
culo 497, todig" d< Procedimientos* y série 2\ tomón I", 4" y 
13\ p.ig. 338, J37 y 236, Fallos de la Suprema f orte). 

I'lii estos tuudaiiii-ntus y <ie a-Mierdn non el artículo fiíi do li 
ley nacional de 14 di Setiembre de 1803, delimlivanieiite juz- 
gando fallo: 1" Condenando á Augusto Dante y Mari ■ Massari, 
como autores ile lo> delitos de íalsilicacion y circulación de bi- 
lletes de 5l> peso- del Bañen Provincial de Tucumau, al mínimo 
de [it-na >eiialad" «ni dicho artículo, o sea la de ríete años de 
trabajos forzados y multa d<< 500U pe -oh fuertes para cada uno 
de ello* con sus accesorios légale- y castas procesales, teniendo 
presente para ello la circunstancia ..gravante establecida en los 
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considerando^ 3" y 5". y el precepto -l- arlíeul" 87 -i-I Código 
Penal, debiendo di wcOiittfrseb ■* |1 ttanpi «i' 1 prisión prev- utiva 
sufrida (art. iíí) 

* A tanajdn Massan y iCMm Termi, por expender billetes 
fallos y tomo cómplices tu el delito de ftilsiücm-íua .le tos mis- 
mos A seis anos de trabajos forzador multa á cada u»<> de ellos 
-le 3000 pesos fuerte^ accesorios V rosl ts, en razón 4*' la agra- 
vante indicada en el 7" y 8 a BOiisiderandos, debiendo descontarse- 
¡es igualmente el tiempo de prisión sufrida, 

»• A líaulTissicr, eomu cómplice en primer grado en el delito 
de circular billetes falsos (9' considerando» i d.is an-s de pri- 
sión, «$n Bostas, dándolr por compargada esta pena don la pri- 
sión sufrida y ordenan lo se cháncele la lianza ofrecida y acep- 
tada para obtener su libertad provisoria. 

4* A Podro ítaltolla, cuino cómplice en segundo grado por la 
ocultación ij.d drlito cometido por Augusto Da ite, de circular 
hijl. T. s falsos, á un año y tivs mes.-s de prisión y costas del 
juicio, de acuerdo con el artúulo 37, i >ciso3«, del código cita- 
do, dándosele también por computada esa pena cu la prisión 
sufrida y draiícélese la lianza extendida á su favor. 

5 Absolviéndose .le toda culpa y cargo a José Ro.st y Febo 
Puricelli, del delito que se les incrimina, no obstante la opi- 
nión contraria del ministerio público, debiendo ser este último 
puesto en libertad, ejecutoriada que «c encuentre esta senten- 
cia, librándose al efecto La olidos de otilo al director de la cár- 
cel Penitenciaría y al jefe de policía, y diaucélese la fianza ex- 
tendida á favor o Kossi. 

Asi lo pronuncio, mando y firmo en Uut nos Aires á los 8 días 
¡1-1 ine> de. Agosto de Í89G. 

\yttstin Vrdinarrain* 
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VISTA DEL SESOK l'HOCUIUhOlt GENERAL 

tlüruos Aires, Diciembre de lHí*tí. 

Suprema Corte : 

La sentencia de foja 454 condena á los prucesado- Augusto 
Dante y Mano Massari, por ios delitos de fnUiticaoioo y circula- 
ción de moneda falsa, a La pena desiete añosdfi trabajos forza- 
dos y multa «lu 5000 pesrfw fuert- a ií cada uno; y ú A rita Id o lias- 
sari y Carlos TVrmi, por < omplid iad en el *it*U to du falsifica- 
ción y circulación Je billeto falsificados, á la penada seis años» 
de trabajos f orlados, y multa ií cada uno de ellos, de 3000 pesus 
fuertes. 

1,4 expresión de agravios objeta li aquellas condena* obser- 
vando, que uu está probado A delito de eirtíu Lncíon etilos prime- 
ros, y que aúnestándulu.uu delito, ensu perpetración, se explica 
en otro sin que virtuaimente constituyan dus distintos delitos. 

Pero es que, respecto de la circulación, la prueba de autor 
es endenté. 

La eonfesinn misma de 1<js procesados la establece de una 
manen incontestable, según declaraciones de foja» "10 y 24, que 
lian sido ratificad; 1 * en el plenario. Y aun cuando realmente 
aparecen dos del i to> diferentes, primero la falsificación y des- 
pués la circulación, el juez no impone en su sentencia la doble 
pena de los delitos comprobados, sitió que, en cumplimiento de 
la prescripción del artículo 87 del Código Penal, aplica la pe- 
na más grave d. 1 uno, tomando «1 otro como circunstancia 
agravante. 

Arnaldo Mazarí ha confesado, á foja H% que él adquinó da- 
tos acerca de Puricelli, sobre su aptitud sobre lo* grabados y U 
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presentó á su hermano, que usit ú después la casa donde ta fal- 
sificación se ejecutaba y, concluida, recibió 500 billetes para 
destruirlos. 

Estos hechos revelan <iuo conoció y faeilit" medios de perpe- 
trar el delito, aun cuando no pudiendo dividirse su confesión, 
110 deba imputársete la circulación áf los billetes encontrados 
en su poder. 

Teruii fué un simple peón, encargado oY la adquisición de 
útiles destinados a la falsificación. Según su declaración de fo- 
ja 79, cuya falsedad no se ha demostrado, ignora al principio 
la Falsificación, pero reconoce que la descubrió después y aceptó 
sus can secuencias, recibiendo, en pago de sus servicios, 200 bi- 
lletes falsificados de pesos 50, q le vendió á 3 pesos cada uno al 
verdulero Gustavo Augusto. 

La edificación que 'a sentencia lia^e respecto i la participa- 
ción de Arnaldo Massan y Termi, cómplices de primer grado 
en el delito de falsificación, es ajustada á las constancias esta- 
blecidas en el proceso. La circulación de billetes es imputable 
á Termi, según su propio reconocimiento, pero no á Arnaldo 
Massari, que la ha negado categóricamente en cuanto á los 500 
billetes recibidos, R'gun él, para quemarlos, pues no ronsta que 
lúa huhiest hecho circular. 

La pena impuesta a foja 463, como cómplice en la falsifica- 
ción y cireulador de billetes falsificado*, parece por ello justa 
en cuanto ñ Termi» pero opino debe modilicarse en cuanto á Ar- 
naldo Massari, ijue resulta cómplice sólo en la falsificación. 

Si la pena del autor principa! de este delito, en su término 
medio, no alcanza * seis años de presidio, según el artículo 62 
de la ley >ohre crímenes contra la nación d" 1863; la del cómpli- 
ce debe reducirse de tino ¡í tres años de prisión, según el articu- 
lo ;ti inciso 4\ del Código PetíaL 

Por ello, pido á V. E. la confirmación de la sentencia recu- 
rrida en cuanto á los procesados Dante, Mario Massari y Termi, 
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| la reducción a sólo dos años de prisión y la multa proporcio- 
nal, en cuanto u la pena impuesta al procesado Arnaldo MassarL 

SabiniatiG Kiet. 

FhIIo de I* Nuprem» «'orle 

Hueoo» Airo, llar/o 1 d»' 

Vi-to^ v rnnsidt/niinio: tjue las constancias de autos dt-nnies- 
iran d>- «iru manera evidente que (os procesados M.trio Massari 
y Aug n>t o Dante son reos del delito de falsilíca -ion de billetes 
iie Hunco á que esta euu.sa ¿e refiere, y del de mi circulación. 

Que t**tií igualmente averiguado que los procesado- Arnaldu 
Ma>sari y (.'«rio* Ternii, han circulad- ios mencionados billetes, 
con conocimiento de la falsilicaciou y recibiéndolos directamen- 
te de li-s Tal si Tiradores, estando asimismo probada la com [>1 ici - 
dad en el delito de falsificación que 1"S atribuye ta smteneia 

í¿um la aplicación «leí artículo ochenta y seis del Cúdtgo Penal 
es favorable, en el caso, á los procesados. 

l'or estos fundamentos y concordantes riela senten- -iade foja 
t initr-cientas cincuenta y dos, se confirma ésta, ron costas 
la parte apelada, lu vué ranee. 

UüSJAMlN l»AZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAY10 til JUAN E. TO- 

UHEKT. 
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0o« Etaim (limites eaulra don mtjpm Brreaíhom 
sotm> ctthm ejecutivo de p®S&* 

Sumario, - Cfcrfñ la efrmwv <«<' m *ié»* < 
, es a.lmUíMf la exo p- ion .1- inlubilulad uVl título 

r»iv>. — Lo explica el 



Fallo «I** I'* 



lineo.» Air. v Mar/*4uV 

Vistu* v considerando : Que lo* documentos en $p a* foiírfa 
1» t-jtícucíoii h^iisi*l*> [-rotulados ra u§rs..na .ó esUn debida- 
mente reconocidos por el deudor. 

Une los mencionados d„a„„ento a , que «atienen obligaciones 

.1* ,.ag»r cauti'U.I cierta i fl»» fijé y I I**»» 

deben ser eonatterados «orno letrado cambio, puesto que están 

concebidos 4 ln Arden (attfcnlb setecientos cuarenta, Código d- 

Comercia). 
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Que, por consiguiente , deben aplicarse en el caso la¡< reglas 
lígale* pertinentes de tas letras de cambio (artículo setecientos 
cuarenta y uno). 

Que ron arreglo al artículo seiscientos setenta y aeis del ci- 
tado Código, la excepción opuesta por el ejecutado no está com- 
prendida entre las que sm admiten para obstar al proyres" del 
juicio ejecutivo para el cobro de las letras de cambio. 

Por estos fundamentos, 3* confirma, con castas, el auto ape- 
lado de foja noventa y nueve Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BKKJANlÜi PA2. — ABEL BAZAS. 
— JUAH E- TtJRRtNT. 



< ilvi .1X1 



fhn Samuel JohnSíon, contra don Jamen Kmttt. por cobro de 

pesos; suttre competencia 



Sumaria. — Un contrato sobre servicios á prestarse en una 
agencia de vapores establecida en esta ciudad, no constituye un 
contrato sobre narración ó nunerdo marítimo sujeto á la jus- 
ticia federal. 
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Cnso. — Resulta de las siguiunt- s piezas : 

VISTA DEL SESOH FISCAL UE LA CAMAKA HE APELACIONES 

Bui-tj'w Kirf!-. Jumo <!>■ 

hUum, O'tmara: 

Ks uu errur común en nuestm» tribunales aplicará las cues- 
tión ls do derecho internacional proce*..!, ios principios y dis- 
pn>idones de nuestro derecho iutern» de procedimiento, y en 
- ^te «<rror se vuelve á incurrir en el presente < uso. 

Lectivamente, el articule 4'' del Código de procedimientos 
clíiles es traído con poea oportunidad, por las siguientes consi- 
deraciones i 1 Que tal disposición se reiiere principalmente al 
derecho procesal internu y á vece^ súlu á las circunscripciones 
judiciales de una tni^ma provincia; siendo completamente impro- 
pio bu-car en su* prescripción*^, las soluciones á cuestiones del 
derecho internacional procesal. 

2* No se puede ¡írgiiir diciendo 'ine el contrato fué «alebrado 
eu Inglaterra. porgue debiendo ser ejecutado en esta ciudad de 
Buenos Aires principalmente, tiene que ser juzgado por nues- 
tras tejes, n ■ liólo en relación ií su validez y naturaleza , sinó 
respecto a sus efectos todos; y por ■ 1 simple hechu de determi- 
nar la ciudad de Buenos Airea como el lugar para el planteo y 
funcionamiento de lu agencia marítima contratada, ae cansa la 
elección de un domicilio especial, y entonéis la jurisdicción se 
estiende a los jueces del domicilia electo (Código Civil, artículos 
f 20Í), 101 y 10*2; Stury, Conflicto de tas leytt, párrafo 280, y 
ai i tures que allí cita; Códjgo de procedimientos civil, artículo 
párrafo 4; Tnitmhiíe ttervrhft ririt internacional */«■ .tfoníe- 
ritfro,. ártica los :i2, ;l;í y 56. Ínei>o I"): C»nimhiw unus tfutit- 
uní' in eúl ico intrllitjtittt\ nt yuo ut solvervt, se ohlitjavit (ley 
21 i título 7\ lihru 44, Plgeato), 

t. tsv: í'ü 
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3° Porque los principios fundamentales son! que nuestros (n- 
bunites tienen competencia y están obligados á administrar jus- 
ticia respecto á todas Jas personas domici liadas en la República, 
sea que bu trate de deudas ú obligaciones que deben cumplirse 
aquí, ú de deudas que no debiendo pagarse en un lugar determi- 
nado fuera de la nación, son exigibles donde quiera que esté do- 
miciliado el deudor ó donde quiera que tenga bienes en que pue- 
da tacarse efectivo el cobro de lo debido (Storv, párrafos 538 á 
544, 549, 550, etc). Lo contrario importaría una denegación de 
justicia, tan arbitraria como impolítica. Por esto, cuando se en- 
tabla una demanda en este palpara el pagfcde una deuda, es- 
tando las partes domiciliadas en la Re pública,' no se les puedes 
denegar justicia, porque la íeítameiil fa del primitivo deudor 
se haya abierto en una nación Tecina, 

Estas cuestiones se han de resolver non arreglo aJ den-cbo 
procesal internacional, so pena de exponernos á sostener errores 
tan graves como éste, por ejemplo, que los jueces eitranjcros 
están obligados á aplicar nuestra ley penal, sopeña de nulidad. 

La duda sólo puede residir, entonces, en si existen en este 
país un representante del demandado, 6 bienes, í lo menos, en 
que pueda hacerse efectiva la deuda que se cobra-, y en caso 
afirmativo, si la causa pertenece á la justicia federal. 

Del expediente no aparece que el demandado señor James 
Knott tenga bienes en esta ciudad 6 siquiera en la República, 
y respecto A si este asunto pertenece á la justicia nacional, 
aunque el Fiscal no conozca bien la jurisprudencia de la Supre- 
ma Corte, es de upiniun que el contrato para regentear una 
agencia marítima no forma parte del comercio marítimo ó llu- 
vial propiamente dicho, y no estando el caso comprendido en La 
disposición del artículo 2\ número 10» de la ley de competencia 
de Setiembre 14 de Í863, no pertenece a la justicia nacional. 
Si, pues, el demandado tiene en esta ciudad una casa de nego- 
cio á su nombre y ba conferido poder al señor Millar para 
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estar en juicio en su reprentacion personal 6 en el de la socie- 
dad de que es gerente, oomo se afirma en el escrito de foja 40, 
y se halla en parte corroborado por el afta de foja 24 vuelta, no 
procedí 1 , ¡í jo icio de rale ministerio, la declinatoria de jurisdic- 
ción, y el auto en que el Juez de Comercio se dudara incompe- 
tente debe ser revocado, 

/.. Segovia, 

AUTO »E LA CAHAJIA l»K APELACIONES 

IIoimiof Aire.*, Julio ti dé 1S96. 

V vistos: Por los fundamentos del precedente dictamen «leí 
aeíior FUoal, se revoca el auto apelado, y devuélvanse, líe pun- 
ga ñau los sellos. 

Lsteves. — finiría. — S(ttwe<hn. 

VISTA OGL SESOR PKOCUIlADOKfiEHERAL 

Humos Aires. X.iviembr» Ü de liBfl. 

Suprema C" ríe : 



La resol ti «'.ion de la Exma, Cámara es definitiva, en cuanto 
á la jurisdicción; pues consentida ó ejecutoriada, no procedería 
volver ¡i gestionar el panto resuelto. Ksa resolución es contraria 
á la garantía invocada por la parte recurrente apoyándola en las 
disposiciones de la ley especial del Congreso de 1 4 de Setiembre 
de 1863, sobre competencia nacional. Considero por ello, que ha 
debido concederse el recurso deducido para ante V . E. á foj.t 60. 

Pero siendo fundamentales las razonen expuestas en el di<' ti- 
men del señor Fiscal de la Cámara, corriente A foja 52 vuelt;i, 
que la Exma. Cámara hace suyas por la declaración de foja 58, 
pienso qu'2 las excepciones de incompetencia fueren bien dene- 
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gudas, y pido por ello á V, K. ta confirmación de la resolución 
recurrida á ese respecto. 

Saitiniano hter. 

rallo d« m Supmn» t orlc 

Bueno- Air» 1 -, Mar/u i 1*1*7. 

Vistos y cousiderandu : Qu«* el demandado pretende pe el co- 
nocimiento de esta caiiíu corresponde á la justicia federal, fun- 
dado tn la última parte del incisu diez, artículo segundo de la 
ley de jurisdicción y rompetenciu. 

Que intertanto y según resulta de autos, la tii-niauda se basa 
en contrato, que se dice celebrado con el demandado, «ubre ser- 
vicios á prestarse en una agencia de vapores establecida en esta 
ciudad . 

Que tal antecedente no constituye un contrato sobre n ave- 
cinen o comercio marítimo á los Bnes del citad" inciso diez, 
pues que es evidente que la regla general contenida en la últi- 
ma parte de ese inciso sólo se relieu- á hechos de la naturaleza 
de los i-speciticados en el mismo, 

Que una etra interpretaban daría á la jn^ticia federal una 
extensión pe no se amolda á su earáet-r especial y a L>s Iines 
privilejiadus de la navegación le »Írve de fundamento. 

i*or esto, y de acuerdo con lo pedido por*l señor Procurador 
General, se continua, con costas, el auto de foja eiucuenla y 
ucho, en cuanto declara que el eonocimieuto de esta causa no 
corresponde a la justicia federal. Repuestos U< sidlus, devuél- 
vanse lo^ autos al tribunal de su origen. 

1tí,>JAMi> PAZ. — AUfcLilAZA». 

— mm TOllHKNT. 



